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PRESENTACIÓN

En la ciencia política se conocen dos tipos de acepciones respec­
to al término Estado. La primera, calificada como “concepto de 
Estado en sentido amplio”, lo define como un conjunto huma­
no —una población— que asentado sobre un territorio determina­
do, se halla sujeto a un régimen jurídico que comprende determi­
nadas reglas de convivencia, cuya violación genera una sanción, 
y la estructuración de un sistema de gobierno, un poder, una 
autoridad, pensada para actuar como garante y ejecutor del pac­
to social y jurídico fundacional de esa comunidad que se conside­
ra constituyente de un Estado. Es lo que denominamos el Esta­
do mexicano, alemán, colombiano, etc. Es decir, el Estado como 
forma de organización, de identificación y de personalización 
totalizadora de un país, de una nación.

En sentido restringido, en cambio, el vocablo Estado nos 
remite a una forma de organización y de funcionamiento de 
ese tercer elemento del “Estado en sentido amplio”: eXpoder, la 
autoridad que gobierna, el llamado aparato estatal.

Si el ser humano superó los primitivos estadios de organiza­
ción social, como la familia, la tribu, el feudo y la nación, para 
confluir en las actuales formas de “Estado en sentido amplio” 
fue porque visualizaba que éste presentaba un arco de posibili­
dades más amplio que las anteriores formaciones sociales, para 
satisfacer sus necesidades materiales y espirituales.

Sin embargo, más alia de ese sentido común de pertenen­
cia, en el que ningún individuo reniega de la necesidad, conve­
niencia y vocación de ser ciudadano de un Estado determinado, 
prácticamente desde que nacieron los modernos Estados-países 
está instalada en la sociedad la discusión sobre las formas de 
organización, las atribuciones y los procedimientos de actuación 
del “Estado en sentido restringido”, o sea del Estado-poder, del 
Estado-autoridad.

9



10 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

Todos parten del supuesto, al menos en forma verbal, de 
que la función esencial del poder de la autoridad del “aparato 
estatal”, es orientar al conjunto de la sociedad de un Estado- 
país hacia el bien común; en otras palabras, que todos tengan 
iguales condiciones para satisfacer sus necesidades, para ser fe­
lices. Asegurada esa base, la satisfacción de las necesidades, el 
alcance real y las modalidades de la felicidad son responsabili­
dad de cada individuo.

La diferencia se manifiesta desde hace siglos y especialmen­
te en las últimas décadas, en cuanta intervención del Estado- 
autoridad se requiere para obtener ese objetivo común que jus­
tifica la pertenencia a una sociedad jurídicamente organizada 
bajo la forma de un Estado-país; cuánta libertad individual es 
compatible; qué espacios de relacionamiento con otros Estado- 
países u otros poderes fácticos económicos o culturales extra­
nacionales deben regularse o dejarse libres; qué procedimien­
tos de actuación de la autoridad son deseables o aceptables, 
etcétera.

En América Latina, durante la crisis de los años ochenta, 
la llamada década perdida, esta discusión afloró con particular 
vigor.

Para algunos, el marco de la misma lo constituye meramen­
te la emergencia económica. Solamente en este contexto se plan­
tean la reconfiguración del Estado-autoridad, del “aparato estatal”.

Sin embargo, la década de los noventa agregó un telón de 
fondo novedoso, distinto al del reduccionismo economicista en 
el que los objetivos de la reforma del Estado son, solamente, los 
de remediar el estancamiento cuantitativo del producto bruto, 
los desequilibrios comerciales internacionales, el pago de la deu­
da externa, los procesos inflacionarios, entre otros.

En el contexto de los trabaos preparatorios de la Confe­
rencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo y el Medio 
Ambiente (Río de Janeiro, 1992), y en el evento mismo, se insta­
ló en el escenario mundial, regional y nacional de cada país, 
una nueva aspiración, un nuevo ideal de la humanidad: el del 
desarrollo sostenible, con el que se comprometieron, en represen­
tación de sus pueblos, los más de 130 jefes de Estado signata­
rios de la Declaración de Río.

El desarrollo sostenible, en cuanto ideal, encierra la aspi­
ración de construir un mundo en que todos los seres humanos
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y todos los países, y no sólo algunos de aquéllos o de éstos, 
puedan satisfacer sus necesidades materiales y espirituales y pue­
dan mejorar sustancialmente su calidad de vida, o al menos ten­
gan igualdad de oportunidades para lograrlo, rin comprometer 
la posibilidad de las generaciones futuras para alcanzar idénti­
cos objetivos.

Es en ese escenario futuro, imaginado y deseado por la ma­
yor parte de la humanidad, que una importante corriente del 
pensamiento latinoamericano y caribeño se viene planteando, 
en los últimos años, el tema de la reforma del Estado y no en el de 
la mezquina óptica economicista señalada más arriba.

Es evidente que la consecución del desarrollo sostenible 
exige la puesta en práctica de muchas más cosas que la mera 
reforma del Estado: cambios de valores, variaciones de hábitos 
y conductas, modificaciones en las estructuras y las relaciones 
económicas y sociales, etcétera.

Pero es indudable que un ámbito que no puede estar ausen­
te en la reflexión es el del Estado y, ello, a partir de ciertas 
interrogantes básicos: ¿Es idóneo el Estado, con sus actuales 
estructuras, formas de organización y procedimientos para 
cumplir el papel que corresponde a las autoridades públicas a 
fin de que el desarrollo sostenible sea posible? ¿Cuánta inter­
vención del Estado en la vida económica y social se requiere? 
O, a la inversa: ¿Cuántos espacios de libertad individual son 
admisibles? ¿Qué formas debe tomar la intervención del Esta­
do? ¿Cuáles son los campos que requieren la intervención es­
tatal? ¿Dónde, cómo y cuánta participación ciudadana en los 
procesos decisorios del Estado? ¿Dónde y cuánta centralización 
y descentralización?

A fin de debatir esta rica temática, El Colegio de México y 
la Oficina Regional para América Latina y el Caribe del Pro­
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA/ 
ORPALC) convocaron a un seleccionado grupo de especialistas 
de la Región al “I Foro del Ajusco” sobre el tema de “La refor­
ma del Estado y el desarrollo sostenible en América Latina y el 
Caribe”. Éste se celebró en la sede de El Colegio de México, en 
el Camino al Ajusco (México, D.F.) del 11 al 14 de abril de 1994 
bajo la coordinación del doctor Fernando Tudela, por enton­
ces director del Programa de Estudios Avanzados en Desarrollo 
Sustentable y Medio Ambiente de El Colegio de México.



12 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

El presente libro reúne los trabajos presentados al Foro por 
los especialistas convocados. El doctor Ricardo Martín Koolen 
ha tenido a su cargo la compilación y supervisión editorial de 
los trabajos.

En mi carácter de presidente de El Colegio de México agra­
dezco a todas las personas citadas por el esfuerzo realizado, así 
como al Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am­
biente por el generoso apoyo brindado a través de su oficina 
regional.

Personalmente y en nombre de la institución espero que esta 
obra que hoy ponemos en manos de los lectores sirva para enri­
quecer un debate, aún no terminado, de enorme interés para el 
futuro del desarrollo sostenible en nuestra región.

Mario Ojeda 
Presidente de El Colegio de México



DESARROLLO SOSTENIBLE 
Y REFORMA DEL ESTADO

Arnoldo José Gabaldón 
Ex ministro MARNR 

Ex senador de la República, 
Caracas, Venezuela

Introducción

En el proceso de comprensión de las complejas relaciones 
existentes entre el desarrollo y el medio ambiente, el llamado 
Informe Brundtland, titulado Nuestro futuro común (World 
Commission on Environment and Development, 1987), hizo 
contribuciones fundamentales. Quizás la más importante de ellas 
fue la formulación del concepto de desarrollo sostenible, defi­
nido, en su expresión más general, como aquel “desarrollo que 
satisface las necesidades del presente, sin comprometer la capa­
cidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias”.

En un intento por hacer operativo este concepto, Nuestro 
futuro común explicó que dicho proceso debía ser capaz de ge­
nerar un desarrollo, no sólo sostenible en términos ecológicos, 
sino también sociales y económicos. Esto es, que además de ase­
gurar su armonía con el ambiente, eran inherentes a un desa­
rrollo con este calificativo, transformaciones institucionales que 
permitiesen el cambio social gradual y un crecimiento econó­
mico autosostenido.

El desarrollo sostenible constituye, por lo tanto, la estrate­
gia que se propone para corregir una trayectoria que no luce 
viable en el mediano y largo plazos y que con sus particularida­
des y matices, han venido siguiendo los países desde la revolu- 
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ción industrial, pero especialmente después de la segunda mi­
tad del presente siglo.

Sin embargo, Nuestro futuro común planteó que no existe un 
diseño único para alcanzar la sostenibilidad, ya que los sistemas 
económicos y sociales difieren ampliamente entre los países y, 
por ende, cada nación tendrá que elaborar sus propias estrate­
gias. Para enfrentar este reto, en América Latina y el Caribe se 
preparó el Informe Nuestra Propia Agenda (Comisión de Desa­
rrollo y Medio Ambiente de América Latina y el Caribe, 1990); 
bajo un enfoque similar al de la Comisión Brunddand, en él se 
proponen las líneas maestras para alcanzar el desarrollo 
sostenible de la Región.1

En el marco de esas estrategias, al abordar las cuestiones de 
carácter institucional, Nuestra Propia Agenda tuvo la lucidez 
de afirmar que “el establecimiento de un modelo de desarrollo 
sostenible es difícilmente concebible sin transformaciones pro­
fundas en las formas en que el Estado funciona e interviene en 
la orientación del desarrollo”. Además agregó que:

el desarrollo sustentable podrá ser un objetivo factible en la me­
dida en que los Estados promuevan iniciativas de gran alcance, 
susceptibles de modificar tendencias que conducen a la modali­
dad de crecimiento vigente y que la sociedad civil pase a desem­
peñar un papel mucho más activo, haciéndose solidaria con el 
curso que finalmente hayan de tomar los acontecimientos.

En otras palabras, Nuestra Propia Agenda propone cambios 
muy importantes al interior de los Estados de la Región y en las 
relaciones entre éstos y la sociedad. De esta forma se llegó mu­
cho más allá de los tradicionales procesos de modernización 
administrativa para facilitar el desarrollo, que se habían inten­
tado anteriormente en varios de nuestros países.

Dichos cambios han sido bautizados con el título de la “Re­
forma del Estado” y se inscriben en el intento de construir una 
sociedad más moderna, democrática y eficiente (Comisión pre-

1 De ahora en adelante escribiremos Región con mayúscula, cuando nos 
referimos a la América Latina y el Caribe, para diferenciar las regiones nacio­
nales de los países que serán escritos con minúscula evitando así confusiones.
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sidencial para la reforma del Estado, 1988). Surgen así en Amé­
rica Latina y el Caribe, inseparablemente unidos, el desarrollo 
sostenible y la reforma del Estado. El presente documento está 
orientado a tratar ambos aspectos y a motivar su discusión toda­
vía a medio camino.

Algunas condicionantes del cambio institucional

Al abordar el tema del desarrollo sostenible y la reforma del 
Estado en la Región, aparecen dos aspectos de gran relevancia, 
que tenderán a condicionar esta discusión en el futuro por ve­
nir. Me refiero, en primer lugar, al contexto internacional den­
tro del cual se plantea esta temática. ¿Es este contexto favorable 
o desfavorable a las transformaciones institucionales que hacen 
falta para alcanzar un desarrollo sostenible? En segundo térmi­
no, y obviamente también muy importante para orientar los cam­
bios necesarios, está la visión que compartamos sobre cuál debe 
ser el papel del Estado en la formulación e implementación de 
una estrategia de desarrollo sostenible. ¿Es viable el desarrollo 
sostenible dentro de nuestros Estados, o los de típico corte libe­
ral, que se propicia establecer desde algunos de los organismos 
internacionales de cooperación técnica y financiera?

El marco institucional internacional

Los elementos conceptuales que, guardando las proporciones, 
aportaron Nuestro futuro común y Nuestra Propia Agenda, contri­
buyeron a preparar el terreno y constituyeron antecedentes va­
liosos para la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Me­
dio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD), celebrada en Río de 
Janeiro en 1992.

Durante la Cumbre de la Tierra, los Estados adoptaron el 
desarrollo sostenible como nuevo paradigma de la humanidad. 
Para inducir la transición hacia ese objetivo, se aprobó un Plan 
de Acción denominado la Agenda 21.

La Agenda 21 subraya la necesidad de acometer diferentes 
reformas institucionales para facilitar la integración de los as­
pectos del ambiente y el desarrollo en los planos internacional, 
subregional, regional y nacional, y para viabilizar su propia
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implementación (Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, vol. I, cap. 8). Entre los arreglos 
en el nivel internacional, cobra importancia la creación de la 
Comisión de desarrollo sostenible de las Naciones Unidas, con 
la función de vigilar los progresos que se realicen en la ejecu­
ción del Plan de acción por parte de las diferentes agencias del 
Sistema, examinar la información que presenten los gobiernos 
sobre este particular, y recibir y analizar los planteamientos pro­
venientes de las organizaciones no gubernamentales en este 
mismo contexto.

Otra de las notas distintivas del proceso de la CNUMAD re­
flejado en la Agenda 21, es el consenso que logró crearse entre 
los países sobre la necesidad de abrir mayores espacios para la 
participación popular a través de los organismos no guberna­
mentales. Estas tendencias generarán seguramente en el futu­
ro, nuevas formas de articulación entre los Estados y la socie­
dad civil.

Asimismo, está prevista una restructuración profunda del 
Sistema de Naciones Unidas para que éste, más allá de velar por 
la conservación de la paz mundial, pueda jugar un papel deter­
minante para que la comunidad de países alcance un desarrollo 
más equitativo y de mejor calidad que el que hemos presencia­
do en el pasado.

En una época signada por la globalización de la economía, 
cabe plantearse como interrrogante la posibilidad de que se ade­
lanten tales reformas en los próximos tiempos, sin que en los 
países industrializados ocurran cambios previos en las relacio­
nes entre sus sociedades y el ambiente, así como en su papel 
determinante como foijadores de las relaciones político-econó­
micas en el nivel mundial. Dichos países son los principales cau­
santes de la crisis ecológica planetaria, pero también los que 
disponen del dominio tecnológico para superarla a través del 
cambio de sus patrones de consumo así como de medios econó­
micos indispensables para promover un crecimiento mundial 
más equitativo y duradero.

Estas realidades no hacen sino revelar la necesidad de con­
tinuar un? amplia agenda de negociaciones internacionales Nor- 
te^Sur y también Sur-Sur, en las cuales deben participar nues­
tros países en una forma creativa y coordinada. Están pendientes 
negociaciones muy importantes. En primer lugar, como se ha
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dicho, hay necesidad de tomar decisiones conducentes a la 
restructuración y revitalización del Sistema de Naciones Unidas, 
lo cual se considera básico para que todas sus agencias, pero 
especialmente el Programa de Naciones Unidas para el Desa­
rrollo (PNUD) y para el Medio Ambiente (PNUMA) y las Comisio­
nes Económicas Regionales, puedan contribuir coordinadamen­
te a la instrumentación de la Agenda 21.

Como plantea la Agenda 21, es fundamental, además, ne­
gociar nuevos acuerdos que permitan generar un ambiente eco­
nómico internacional propicio a la aceleración del desarrollo e 
inaugurar una nueva era de cooperación técnica y financiera 
mucho más generosa con el Tercer Mundo. La comunidad de 
países desarrollados está abiertamente en mora con este com­
promiso.

En general, también está pendiente elaborar un amplio 
instrumental jurídico que vaya conformando el nuevo dere­
cho internacional para el desarrollo sostenible. No solamen­
te las convenciones suscritas en Río de Janeiro, sino todo un 
conjunto de reglamentaciones que aún es necesario elaborar y 
aprobar.

Los acuerdos de integración económica que se están ade­
lantando a nivel de Hemisferio, tales como el Nafta, Mercosur, 
el Pacto Andino y el de América Central entre otros, tienen 
amplias implicaciones ambientales que justifican discusiones sólo 
parcialmente avanzadas.

Toda esta extensa gama de negociaciones tendrán conse­
cuencias de diverso orden en el marco institucional internacio­
nal. Pero sus efectos no se limitarán a este ámbito. Los cambios 
que comienzan a operarse tendrán seguramente repercusiones 
en lo interno de nuestros Estados. Por eso deben ser visualizados 
como causa de estos procesos, pero también como efecto de las 
reformas que en el nivel nacional hay necesidad de acometer.

En el plano nacional, la Agenda 21 propone específicamente 
que los Estados acometan reformas en múltiples direcciones 
(Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, vol. III, cap. 38). En primer lugar sugiere mejorar o 
restructurar los procesos de adopción de decisiones, de manera 
que se integren plenamente los aspectos ambientales a nivel de 
la planificación, de la formulación de las políticas públicas y 
de la gestión administrativa. Segundo, el establecimiento de mar-
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eos jurídicos y reglamentarios eficaces en lo concerniente a la 
integración del ambiente y el desarrollo. Tercero, el empleo 
de instrumentos económicos e incentivos de mercado de forma 
que se incorporen los costos ambientales en las decisiones de 
los productores y consumidores y avanzar en la integración 
de los costos sociales y ecológicos en las actividades económi­
cas. Finalmente, en cuarto lugar, el establecimiento de sistemas 
de contabilidad ecológica y económica integrada en los países.

Además de explicitar estas reformas, la Agenda 21 abarca 
cerca de un centenar de áreas programáticas, cuya implemen- 
tación puede exigir también, de acuerdo con las realidades de 
cada país, la realización de una diversidad de cambios en sus 
enfoques, prioridades, estructuras organizativas y en los proce­
dimientos que aplican. Para ilustrar este asunto, basta reseñar 
las exigencias implícitas en la formulación de nuevas políticas 
económicas y sociales para luchar contra la pobreza o las trans­
formaciones que se proponen en los contenidos, cobertura y 
métodos para impartir la educación, o en las formas de promo­
ver la ciencia y la tecnología para un desarrollo sostenible, por 
solo mencionar algunas de las áreas programáticas cuya imple- 
mentación conllevará reformas institucionales importantes.

Como es obvio, al proponer las reformas a efectuar, la Agen­
da 21 no podía hacer referencia a las particularidades de cada 
país.

Ahora bien, lo que debemos preguntarnos muy objetivamen­
te en América Latina y el Caribe, es en qué medida están nues­
tros Estados en disposición de incorporar reformas del tenor 
de las señaladas, para poder implementar la Agenda 21, sin aco­
meter otros cambios, algunos más profundos y previos, que real­
mente los habiliten para cumplir la misión que les corresponde 
en el curso hacia un desarrollo sostenible. Tengo la impresión 
de que las propuestas de reformas institucionales contenidas en 
la Agenda 21 presuponen una tipología de Estados mucho más 
modernos en su funcionamiento y democráticos en sus relacio­
nes con la sociedad. De aquí que crea que la agenda de cambios 
a realizar en nuestros Estados será mucho más amplia y comple­
ja que los previstos en aquellos.

Dentro de las complejidades de la situación antes esbozada, 
luce lógico esperar que como consecuencia de los cambios 
institucionales que están ocurriendo en el nivel internacional,
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las reformas a lo interno de los Estados se verán estimuladas. 
La CNUMAD y el proceso post Río, sin duda constituyen un fac­
tor catalizador y orientador de las transformaciones en la direc­
ción deseable.

El papel del Estado en una estrategia para el desarrollo sostenible

Otro factor condicionante de los cambios institucionales que 
en el ámbito nacional debe promoverse para lograr un desarro­
llo compatible con los valores ambientales, lo constituye el en­
foque con que veamos el papel que en tal sentido debe desem­
peñar el Estado.

Estoy convencido que para poder alcanzar un desarrollo con 
el calificativo antes expuesto, al Estado le corresponde ser pro­
tagonista privilegiado de este proceso. Ahora bien, lo que es 
interesante discutir es ¿qué atributos deben poseer los Estados 
para poder llevar a cabo idóneamente tales funciones?

En mi opinión, los Estados deben tener capacidad para 
viabilizar un desarrollo que en lo político, social y económico, 
como ya dijimos, sea también sostenible. De eso se trata en esen­
cia un desarrollo susceptible de llevar tal calificativo.

No obstante, tales solicitudes establecen la necesidad de dis­
poner de Estados que sean genuinamente democráticos en cuan­
to a los modos de conformar sus estructuras y sus conductas 
frente a la sociedad. De acuerdo con el Centro Latinoamerica­
no de Administración para el desarrollo “la infraestructura de 
la administración pública es determinada por el tipo de relacio­
nes entre el Estado y la sociedad”. La sustentabilidad política y 
social en el mediano y largo plazos, es sólo alcanzable dentro 
de un sistema democrático reiteradamente legitimado, que permi­
ta que la sociedad civil se fortalezca de manera constante. Pero 
para poder conducir un proceso de desarrollo sostenible en el 
amplio sentido del término, es necesario además, que los Esta­
dos sean eficientes. Esto conlleva entonces el tener el hábito de 
prever con suficiente antelación las situaciones que sobreven­
drán, destreza para definir objetivos nacionales y coordinar las 
políticas acertadas para su consecución, y capacidad para llevar 
a cabo una gestión que permita alcanzar los fines preestablecidos.

Para abordar el tema de la reforma del Estado para un de­
sarrollo sostenible, dentro del contexto de América Latina y
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el Caribe, las preguntas que conviene entonces que nos for­
mulemos, son las siguientes: ¿poseen nuestros Estados los atri­
butos y capacidades antes señalados? o, en caso contrario, ¿cuá­
les deben ser las reformas fundamentales para que ellos sean 
posibles?

Un análisis panorámico sobre el funcionamiento de los Es­
tados de la Región, conduce a exponer que sus estructuras 
institucionales no fueron dispuestas originalmente para adelan­
tar un desarrollo sostenible. Son Estados, donde salvo raras ex­
cepciones, están presentes múltiples fallas. Sus mecanismos de 
funcionamiento no son genuinamente democráticos, no habien­
do podido deslastrarse todavía de un largo pasado de autori­
tarismo y arbitrariedad. Han sido Estados asaltados por el clien- 
telismo partidista o gremial que tienen una institucionalidad 
precaria, que fueron creciendo desordenadamente y en los cua­
les, por lo general, la corrupción campea, pero donde la expan­
sión se ha realizado, sin alterar sustancialmente las relaciones 
Estado-sociedad. Se caracterizan por ser débiles para hacer cum­
plir las leyes y fuertemente centralizados, además de que no 
están entrenados para responder satisfactoriamente a los empla­
zamientos que les hace la sociedad civil. Son Estados que con 
sus políticas han contribuido a generar sociedades en las cuales 
la riqueza está muy mal distribuida. Para agravar esta situación, 
debido a la crisis de los años ochenta, han presenciado la ero­
sión de sus mejores cuadros burocráticos y la reducción de sus 
asignaciones presupuestarias; por esta vía han visto disminuir 
su aptitud para pensar y poder formular las políticas públicas 
requeridas, pero además han quedado sin capacidad para imple- 
mentarlas. Los Estados inválidos que existen en la Región, son 
otra de las tantas víctimas maltrechas que nos ha legado la crisis 
de la pasada década.

En el pasado se intentaron reformas administrativas de cierta 
envergadura al interior de algunos Estados de la Región. No 
obstante, cuando se hace una evaluación de dichos procesos, se 
encuentra que tales empresas tuvieron un alcance limitado y 
fueron obstaculizadas por factores que trascendían lo puramente 
tecnocrático y administrativo.

A veces, fue difícil identificar los escollos a las reformas pero, 
cuando se profundizó en esa indagatoria, se encontró general­
mente la presencia de factores políticos que, cual mano invisi-
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ble, entorpecían los procesos de modernización institucional. 
En efecto, se han ido conformando estructuras de poder den­
tro de los Estados o bajo su cobijo, que tienden a perpetuar el 
autoritarismo, el peso inconveniente de intereses que vulneran 
la institucionalidad y otras desviaciones que pueden entorpe­
cer las reformas deseables.

El calificativo que comúnmente se da a la administración pública 
latinoamericana de irracional, caótica y gerenciada ineficien­
temente, en verdad se debe a que el sistema ha sido construido 
sobre la base de una racionalidad de control político que, en el 
fondo, pretende mantener las características de las relaciones ac­
tualmente vigentes entre el Estado y la sociedad (Centro Latino­
americano de Administración para el Desarrollo, 1991a: 14).

De allí que sostenga que los pasos que hay que dar para 
desencadenar los cambios requeridos están básicamente en el 
plano político.

Frente a la incapacidad de nuestros Estados para orientar y 
conducir el proceso de desarrollo, en tiempos recientes se han 
desatado en la Región corrientes neoliberales que propician re­
formas estructurales dirigidas entre otros factores a elevar la 
eficiencia de la administración pública como vía para estimular 
el crecimiento económico. Dichas reformas han estado encami­
nadas preferentemente a reducir su tamaño, a cambiar el senti­
do e intensidad de sus intervenciones a través de las desregu­
laciones, y a promover la privatización de los servicios y empresas 
públicas.

Se le ha dado a la reforma un carácter reduccionista y cuan­
titativo, deteriorando con frecuencia la capacidad del Estado 
en sectores claves, entre ellos los sociales, y en general su capa­
cidad para el diseño e instrumentación de políticas (Banco Inte- 
ramericano de Desarrollo, 1993: 38). Se ha dado a entender 
que lo que tenemos por delante es un dilema entre estatismo o 
privatización. ¿Es este el verdadero dilema?

Aminorar el tamaño del Estado, lo cual es en muchos casos 
indispensable, y modificar su cultura intervencionista histó­
ricamente arraigada, que es también deseable, son cambios com­
patibles con el fortalecimiento de sus estructuras para poder 
coordinar las políticas públicas requeridas para un desarrollo
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sostenible y adelantar así la misión que las sociedades realmen­
te desean que cumplan.

Sin embargo, lo que está planteado es reformar nuestros 
Estados en un sentido mucho más amplio. Ello envuelve la mo­
dernización de la sociedad latinoamericana y la redistribución 
del poder social, con el propósito de profundizar la democracia 
y hacer más eficiente al Estado y a los diferentes actores sociales 
(Comisión presidencial para la reforma del Estado, 1988: 21).

Con esta visión de la reforma del Estado en América Latina 
y el Caribe, acometemos el empeño de explorar y motivar una 
discusión sobre lo que consideramos deben ser sus líneas maes­
tras, de cara al nuevo compromiso que tenemos para alcanzar 
un desarrollo sostenible. Estas consisten en el fortalecimiento 
de la sociedad civil, la reforma de la administración pública, la 
descentralización, el fortalecimiento del Estado de derecho y 
la promoción de la ciencia y la tecnología para el desarrollo 
sostenible.

El fortalecimiento de la sociedad civil: la punta de ovillo

La transición hacia un desarrollo sostenible, dados los niveles 
generales de educación de nuestra población, la racionalidad 
económica prevaleciente, las estructuras de poder existentes y 
los estilos de desarrollo que hemos entronizado, será posible 
en la medida en que nuestras sociedades se modernicen, se ha­
gan más justas y puedan asumir un papel mucho más activo en 
la conformación de sus destinos. Esto pasa entonces, en forma 
obligatoria, por un proceso de fortalecimiento político de la so­
ciedad, para que ésta pueda participar más ampliamente y exi­
gir de los Estados la satisfacción de necesidades que deben 
resultarles básicas, así como la eliminación de privilegios inacep­
tables. Por eso sostengo que la punta del ovillo que hay que 
tirar para desatar los cambios requeridos está en el robusteci­
miento de nuestras sociedades.

Esta línea de argumentación nos lleva a un planteamiento 
central; el desarrollo sostenible hace imprescindible la demo­
cracia. La democracia es el sistema que puede garantizar la li­
bertad necesaria para el fortalecimiento de la sociedad. Hacen 
falta Estados más democráticos que faciliten y motiven la orga-
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nización social y no que la maniaten y terminen por neutralizar 
sus iniciativas. Los señalamientos de una sociedad consciente y 
bien informada son el estímulo más efectivo para una acción 
administrativa eficaz y efectiva.2

En la actualidad, uno de los puntos más importantes de la 
agenda latinoamericana y caribeña es lograr el establecimiento 
de democracias participativas estables y con alto contenido so­
cial. Es verdad que el camino hacia un funcionamiento más ge­
nuino de la democracia, ha incrementado en muchas circuns- 
tandas la ingobernabilidad de nuestros Estados, pero este riesgo 
no puede ser óbice, para que dichos mecanismos de funciona­
miento democrático se queden larvados o no logren superar su 
etapa incipiente como ha sucedido en algunos países. De aquí 
que la reforma del Estado deba ser visualizada como un proce­
so de naturaleza eminentemente política, pues se trata de esta­
blecer la práctica de los valores democráticos a todos los niveles 
sociales y crear el hábito al cambio permanente sin trauma. A 
fin de cuentas en esto consiste la modernización.

Ahora bien, ¿cuáles son esas reformas que en el ámbito 
político pueden lograr la indispensable profundización de la 
democracia?

Se trata, en primer lugar, de perfeccionar los mecanismos 
con que se cuenta para dar cabida a las potencialidades de re­
presentación y participación de la sociedad, creando más recur­
sos políticos de poder. Esto significa, entre otras cosas, i) revisar 
los mecanismos electorales para garantizar su transparencia; ii) el 
fortalecimiento del vínculo entre electores y elegidos y, por ende, 
facilitar su evaluación por parte de los primeros, y iii) la amplia­
ción del número de autoridades elegidas por votación popular 
y el aumento de las instancias de valoración electoral. En sínte­
sis, se requiere de procesos que conduzcan a modificar las rela­
ciones Estado-sociedad, elevando la calidad de la representación 
en las instancias de gobierno parlamentario y ampliando la par-

2 Francis Fukuyama en su libro “El fin de la Historia y el último hombre” 
dice sobre este particular “Las democracias permiten la participación y por 
tanto la presión y sin presión, los gobiernos siempre tenderán a favorecer a las 
grandes empresas que contribuyen de modo importante a la riqueza nacional, 
con preferencia a los intereses a largo plazo de grupos dispersos de ciudadanos 
particulares”.
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ticipación en todas sus dimensiones, así como reformas que per­
mitan establecer una relación entre el Estado y la sociedad, que 
faciliten alcanzar los consensos sociales para impulsar políticas 
que, como la de desarrollo sostenible, requieren de compromi­
sos entre los diferentes actores para enfrentar los costos equita­
tivamente, cuando los beneficios sólo pueden ser alcanzados a 
largo plazo.

Estas reformas incluyen además, otra serie de aspectos: i) la 
revisión de los mecanismos de funcionamiento de los partidos 
políticos, instrumentos por excelencia de intermediación entre 
el Estado y la sociedad; ii) la modificación de los canales de co­
municación entre el público y la burocracia asegurando contro­
les más efectivos sobre ésta; iii) la descentralización de la autori­
dad política para acercar más el Estado a los ciudadanos, y iv) el 
estímulo a la creación y reforzamiento de un cúmulo de organi­
zaciones intermedias, o no gubernamentales, como suelen de­
nominarse genéricamente, para canalizar las preocupaciones de 
la sociedad.

A este último aspecto se le dio una alta prioridad dentro de 
la Agenda 21. A las organizaciones no gubernamentales (ONG) 
se les asignó un papel relevante en la implementación del Plan 
de acción y sucesivos capítulos de él están referidos a las medi­
das que deben acometerse para fortalecer el papel de los prin­
cipales grupos: la mujer, la juventud, las poblaciones indígenas 
y los sindicatos, entre otros.

La posibilidad de que los Estados cumplan estos compromi­
sos, dentro de cada país, estará fuertemente condicionada por 
la calidad de su democracia. Los movimientos ambientalistas 
prosperan cuando se disfruta de un sistema amplio de liberta­
des y prevalece un clima que permita la discusión democrática 
de todos los problemas que afectan a la sociedad.

En América Latina y el Caribe hemos sido testigos de este 
fenómeno. Podría establecerse un paralelo entre el proceso de 
democratización que ha venido ocurriendo durante la década 
pasada y el surgimiento de instituciones privadas y programas 
en defensa de las condiciones del medio ambiente patrocina­
dos por ellas. A donde el reverdecer de la democracia ha llega­
do al último, es a los países que están más atrasados en este 
sentido (Gabaldón, 1992a).
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UNA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

Implementar una política de desarrollo sostenible exigirá, ade­
más, que la administración pública en su conjunto se disponga 
al cumplimiento de esta misión y que dicho fin se constituya en 
eje ordenador de toda la acción del gobierno.

Lo ambiental debe perder su individualidad como tema 
político-administrativo, para insertarse hondamente en las re­
laciones internacionales de los países, en su economía, la educa­
ción y la salud, la defensa, la ordenación territorial y, en fin, en 
todos los niveles en que se toman decisiones (O’Riordan, 1991: 
183). Se trata de incorporar una nueva dimensión o racionalidad 
en los procesos de gobierno que hasta ahora hemos conocido. 
Esto es lo que muchos no han comprendido todavía cuando 
centran su atención exclusivamente en la capacidad de los órga­
nos de gestión ambiental. Lógicamente a estos les corresponde 
una responsabilidad muy grande, pero el desarrollo sostenible 
comprende aspectos mucho más amplios y, por ende, también 
cambios más profundos en el funcionamiento de los Estados.

Estos cambios serán posibles, como hemos dicho, en la me­
dida en que se modifiquen las relaciones que se han establecido 
hasta ahora entre los aparatos administrativos, las estructuras 
de poder y la sociedad. Se trata de gobernar en sintonía con las 
demandas de la población, para lograr concertadamente entre 
los diferentes actores sociales, el desarrollo sostenible.

Para estos efectos, la reforma de la administración pública 
implica visualizarla como la modificación de un sistema com­
plejo, en el cual interactúan además de sus estructuras, otras 
variables tales como: los objetivos y estrategias; los funcionarios 
que la integran; sus sistemas y procesos; sus recursos financie­
ros y los mecanismos de participación entre otros elementos 
fundamentales (Centro Latinoamericano de Administración para 
el Desarrollo, 1991b: 14).

Sin embargo, antes de referirnos a este conjunto de ele­
mentos debemos formular una advertencia. Cada país constitu­
ye una realidad diferente en cuanto a su ordenamiento legal, el 
funcionamiento de su sistema político, sus tradiciones adminis­
trativas e idiosincrasia, entre otros elementos que determinan 
sus peculiaridades institucionales. No existe por lo tanto un 
modelo institucional ideal.
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De aquí que, en lo que sigue, más que presentar una pro­
puesta de reforma de aplicación general, lo que se trata es de 
aportar algunos de sus principales requisitos, señalando además 
las tendencias organizacionales que se vislumbran más insisten­
temente dentro de la Región, con el propósito de formular al­
gunas conclusiones.

La coordinación de la política de desarrollo sostenible

Si partimos de la premisa de que el desarrollo sostenible debe 
constituirse en fin de la acción del Estado, hay que convenir 
que a la administración pública le corresponde un papel cen­
tral en la coordinación e implementación de las políticas que en 
tal sentido se formulen.

Antes de abordar los aspectos organizacionales implícitos 
en este planteamiento, parece indispensable tener claro el con­
cepto de lo que pensamos debe ser una política de Estado que 
cumpla dicha misión. Una política de desarrollo sostenible es 
aquella que tiene como objetivo general, elevar la calidad de 
vida de la población, en una forma sostenida y equitativa y sin 
detrimento de los valores ambientales. De la amplitud de esta 
definición puede inferirse que las diferentes políticas públicas 
sectoriales que formule y acometa la administración, deben ser 
concurrentes a tal propósito. “Las consideraciones ambientales 
tienen que ser algo intrínseco a la formulación de las políticas y 
no algo agregado como una ocurrencia tardía” (Banco Mundial, 
1992: 24). Es el caso por ejemplo, de las políticas industrial, co­
mercial, energética, agrícola y social, por solo citar algunas. Se 
requiere que haya coherencia entre las medidas e instrumentos 
que se seleccionen para adelantar estas políticas. Esto le plantea 
a los gobiernos, en cuanto a su funcionamiento y a los mecanis­
mos de adopción de decisiones, efectuar una serie de reformas 
y tomar previsiones desde el punto de vista de su organiza­
ción y hasta de su misma cultura burocrática.

Podemos ilustrar esta situación con referencia a un caso es­
pecífico. La Agenda 21 propone que la lucha contra la pobreza 
constituya una de las estrategias principales en la consecución 
de un desarrollo sostenible. Tal propuesta había sido formu­
lada también con anterioridad por Nuestra Propia Agenda, cuan­
do definió las prioridades estratégicas para América Latina y el
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Caribe. Esta lucha exigirá, por parte de los gobiernos, un es­
fuerzo especial de coherencia, coordinación y establecimiento 
de las estructuras pertinentes, pues ya sabemos la multiplici­
dad de políticas y acciones que están implícitas y los intereses 
contrapuestos que se activan cuando se decide enfrentar este 
problema como objetivo nacional.

Aun cuando tantas veces ha sido demostrado que la lucha 
contra la pobreza tiene una relevancia especial para la sus- 
tentabilidad ecológica, sería un error, por ejemplo, pensar que 
su instrumentación fuese una responsabilidad de los órganos 
de gestión ambiental. Lo mismo podríamos decir en relación 
con la implementación de una política demográfica para 
estabilizar el crecimiento poblacional, cuya consecuencia sobre 
la ecología humana y natural sabemos que puede ser también 
muy importante.

Estas consideraciones, algunas de ellas obvias y conocidas, 
han sido hechas con el propósito de aclarar una situación que 
podría inducir a señalamientos erróneos, cuando se habla de 
las reformas necesarias de la administración pública para alcan­
zar un desarrollo en armonía con la naturaleza.

Lo que está previsto es diferenciar claramente dos instan­
cias de actuación. Una primera, que se inicia al más alto nivel 
de gobierno, de formulación y coordinación de la política de 
desarrollo sostenible y de planificación de sus estrategias y otra 
correspondiente a la administración ambiental propiamente, in­
tegrada por los órganos de gestión. La administración ambien­
tal debe ser vista entonces como integrante del concepto más 
amplio implícito en la gerencia de un desarrollo sostenible (Na­
ciones Unidas, 1992).

Este planteamiento no debe confundirse con aquel orien­
tado a destacar la transectorialidad de la gestión ambiental y, 
en consecuencia, la necesidad también de disponer de instan­
cias coordinadoras y de planificación a este segundo nivel de 
actuación. A este aspecto nos referiremos en el próximo punto.

Con relación a la primera instancia, parece conveniente que 
los gobiernos establezcan los dispositivos de la mayor jerarquía 
necesaria, a los fines de coordinar la política y las estrategias de 
desarrollo sostenible. Un Gabinete ministerial ad-hoc, un Conse­
jo de Gobierno o una Comisión para el desarrollo sostenible, 
fuertemente vinculada a los organismos de planificación nació-
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nal y donde obviamente participe el representante de los órga­
nos de gestión ambiental, pueden ser la respuesta adecuada a 
esta situación.

De acuerdo con el espíritu de las determinaciones adopta­
das durante la CNUMAD, es indispensable que estas instancias se 
definan convalidando la presencia de la sociedad civil organiza­
da. La cultura administrativa que ha prevalecido en nuestras 
organizaciones públicas, por lo general determina una alergia a 
este tipo de arreglos, en los que se permite participar a actores 
que se consideran extraños a la esfera gubernamental. Estos son 
rezagos de tradiciones poco democráticas y del facilismo buro­
crático, ya que la participación de personas exógenas al entor­
no oficial, exige que las decisiones que se adopten hayan de ser 
construidas sobre consensos más amplios, lo cual demanda ma­
yor capacidad de negociación y en muchos casos hasta profun­
dos cambios de actitud. De aquí que esta sea una confrontación 
que haya que librar sobre los temas de verdadera trascendencia 
nacional, dentro del empeño de producir transformaciones ge- 
nuinas en el comportamiento de nuestros Estados, muchas ve­
ces refractarios a la menor apertura para entablar diálogos con 
la sociedad civil.

Al nivel de un ente coordinador de estas características y 
con adecuada participación de la sociedad civil, deben analizar­
se las diferentes políticas públicas para verificar su consistencia 
con los fines de un desarrollo sostenible.

Es aquí donde deben integrarse los aspectos ambientales a 
nivel de la planificación, de la formulación de políticas públi­
cas, de los proyectos sectoriales y de la gestión administrativa 
en general. Esta es la instancia adecuada para poner en práctica 
nuevas modalidades de diálogo para lograr una mejor integra­
ción entre el gobierno, la industria, la ciencia, los grupos ecoló­
gicos y la opinión pública en el proceso de establecer enfoques 
relacionados con el medio ambiente y el desarrollo, tal como lo 
sugiere la Agenda 21. Asimismo, es a este nivel donde deben 
analizarse los instrumentos económicos de mercado que hay que 
establecer para incorporar los costos ambientales en las decisio­
nes de productores y consumidores.

Esta es la instancia, además, para discutir y convenir la prio­
ridad de las diferentes acciones que se realicen en beneficio de 
la sustentabilidad ecológica. Es el escenario propicio para apro-
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bar un instrumento, al cual la Agenda 21 le da mucha impor­
tancia operativa. Me refiero a las Estrategias nacionales para el 
desarrollo sostenible. Finalmente esta instancia debe servir como 
una suerte de tamiz para evitar que se escapen iniciativas públi­
cas contradictorias con un desarrollo sostenible.

Aun cuando es anticipado concluir que éste será el papel 
quejugará el Consejo para el desarrollo sostenible, que ha crea­
do recientemente el presidente de los Estados Unidos de Amé­
rica,3 todo parece indicar que tal paso ha sido adoptado apun­
tando en esa dirección, aunque hay opiniones que muestran 
reservas sobre las posibilidades de que éste pueda influir efecti­
vamente en la formulación de las diversas políticas públicas nor­
teamericanas.

De igual forma, en la República Dominicana se tomó en 
noviembre de 1992 la decisión de crear una Comisión al más 
alto nivel que está orientada en sentido parecido.4 La “Comi­
sión Nacional para el Seguimiento de los Acuerdos de la Confe­
rencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo”, presidida por el vicepresidente de la República, e 
integrada por los representantes de varias Secretarías de Esta­
do, institutos descentralizados y comisiones nacionales, del Ar­
zobispado, Liga Municipal y Asociación de Rectores Universita­
rios, entre otros, tiene como función principal la de “realizar 
las coordinaciones interinstitucionales a nivel nacional y con or­
ganismos y agencias de cooperación internacional para la bue­
na marcha de los programas y proyectos que en lo sucesivo se 
pondrán en ejecución...” correspondientes a la Agenda 21 y otros 
acuerdos suscritos en Río de Janeiro.

Se considera, pues, que dentro de las reformas de la Admi­
nistración Pública, independientemente de los órganos de ges­
tión ambiental que puedan existir, hace falta una instancia en 
donde se planifiquen y se analicen las diferentes políticas públi-

s En los Estados Unidos de América se ha tomado recientemente la deci­
sión de crear al más alto nivel un consejo para el desarrollo sostenible donde 
están presentes ministros, representantes del sector productivo y de las ONG.

4 Decreto 340-92 del 18 de noviembre de 1992, mediante el cual se creó la 
Comisión Nacional para el Seguimiento de los Acuerdos de la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Santo Domingo.
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cas y se busque su concurrencia hacia el objetivo del desarrollo 
sostenible.

Los órganos de gestión ambiental5

Ahora nos referiremos a la segunda instancia de actuación, co­
rrespondiente a la administración ambiental propiamente di­
cha. Lo primero que hay que señalar es que se requiere que en 
nuestros países existan órganos de gestión ambiental con fuer­
za política y presencia al más alto nivel del gobierno, bien dota­
dos de personal profesional y técnico, presupuesto adecuado, y 
un mandato claramente establecido. Para abordar esta temática 
nos ha parecido conveniente ilustrar y comentar sobre las ten­
dencias organizacionales que se están concretando actualmente 
en la Región.

Creación de un órgano central encargado 
de la gestión ambiental

Dentro de esta modalidad, se inscriben los despachos ministe­
riales o agencias federales para la gestión ambiental que se han 
venido creando en los países desde corto tiempo antes de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano, celebrada en 1972. Tales organismos han sido crea­
dos con la intención de concentrar en ellos la mayor parte de 
las actividades que conforman la gestión ambiental, pues debi­
do a sus características, es imposible la concentración total en 
un sólo ente administrativo. En algunos casos éste comprende 
además la responsabilidad sobre alguna área administrativa im­
portante afín a la gestión ambiental.

A esa orientación general obedecen, por ejemplo, las deci­
siones adoptadas por Brasil (1973)6 y más adelante por Vene-

5 A estos fines se adopta como definición de gestión ambiental “el conjun­
to de actividades del Estado dirigidas a la conservación, mejoramiento, recupe­
ración y monitoreo del ambiente; las de intervención directa en el ambiente 
natural y antropico, y las de control de las actividades de los particulares” 
(Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 1993).

6 En el Brasil se creó en 1973 la Secretaría del Medio Ambiente (SEMA), 
adscrita al Ministerio del Interior. Posteriormente en 1981 se creó el Instituto
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zuela (1976),7 y últimamente por Trinidad-Tobago (1989), Cos­
ta Rica (1990), Uruguay (1990), Argentina (1992), México (1992), 
Honduras (1993), Bolivia (1993) y Colombia (1994). Los próxi­
mos comentarios van dirigidos especialmente a estas últimas ex­
periencias, por pensar que son las que reflejan las tendencias 
más recientes sobre la gestión ambiental en la Región.

En Trinidad-Tobago se creó en marzo de 1989 el Ministerio 
del Ambiente, sobre la base del antiguo Ministerio de Produc­
ción Alimentaria, Explotación Marina, Bosques y el Ambiente.

En Costa Rica, en 1990 se transformó el Ministerio de In­
dustria, Energía y Minas en Ministerio de Recursos Naturales, 
Energía y Minas, donde se concentran las actividades de ges­
tión ambiental.

En el Uruguay, con el advenimiento nuevamente de la de­
mocracia, se creó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te­
rritorial y Medio Ambiente (República Oriental de Uruguay, 
1992) en mayo de 1990. Este despacho, en lo que a esta última 
materia se refiere, tiene como función principal “la formulación, 
ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales de 
protección del medio ambiente”. Este nuevo Ministerio tuvo 
como antecedentes lejanos el Instituto Nacional para la Preven­
ción del Medio Ambiente, creado por la Ley 14 053 del 30 de 
diciembre de 1971, adscrito al Ministerio de Educación y Cultu­
ra pero con funciones básicamente asesoras.

En la Argentina se creó a principios de 1992 la Secretaría 
de Recursos Naturales y Ambiente Humano, adscrita directa­
mente a la Presidencia de la República, con la función principal 
de “asistir al Jefe del Estado en las acciones relacionadas con la 
promoción, protección, recuperación y control del medio am­
biente y la conservación y aprovechamiento racional de los re­
cursos naturales renovables” (Decreto 177, 24 de enero de 1992). 
Dicha Secretaría tiene entre sus antecedentes la Secretaría de

Nacional del Ambiente (IBAMA), que incorporó a la SEMA y a las entidades fede­
rales responsables de la pesca y desarrollo forestal. Dicho instituto se ha trans­
formado recientemente en un Ministerio del Medio Ambiente.

7 En Venezuela el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales 
Renovables fue creado en 1976 y a él están adscritos actualmente HIDROVEN, 
ente descentralizado encargado de los programas de agua potable y alcantari­
llado así como el Instituto Nacional de Parques.
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Estado de Recursos Naturales y Ambiente Humano, adscrita al 
Ministerio de Economía, creada en 1973. Esa Secretaría desapa­
reció en 1976, por lo que dispersó sus funciones en otras de­
pendencias oficiales.

En el caso de México, durante el mes de mayo de 1992, se 
transformó la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, crea­
da en 1982, reuniendo una parte de los entes encargados de la 
gestión ambiental, en la Secretaría de Desarrollo Social. Esta 
última Secretaría tiene el amplio mandato de “formular, condu­
cir y evaluar la política general de desarrollo social, y en parti­
cular la de asentamientos humanos, desarrollo regional y urba­
no, vivienda y ecología” {Diario Oficial de la Federación, 1992).

En Bolivia al inicio de la nueva administración en 1993, en 
una reorganización de la estructura ministerial y, en incuestio­
nable respuesta a los acuerdos de Río de Janeiro, surgió el Mi­
nisterio del Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente. Este nue­
vo despacho ministerial tiene las atribuciones generales de:

actuar en todo lo inherente al desarrollo armónico del país, ar­
ticulando los aspectos humanos, la calidad ambiental, el manteni­
miento y recuperación de los recursos naturales renovables y el 
aprovechamiento económico racional {Gaceta Oficial de Bolivia, 
1993).

En Colombia se aprobó la Ley “por la cual se crea el Minis­
terio del Medio Ambiente, se reordena el sector público encar­
gado de la Gestión y Conservación del Medio Ambiente y los 
Recursos Naturales Renovables, se organiza el Sistema Nacio­
nal Ambiental (SINA), y se dictan otras disposiciones” {Gaceta 
del Congreso, 1993). Esta nueva entidad ministerial tiene como 
núcleo original al Instituto Nacional de Recursos Naturales Re­
novables y del Ambiente (IRENA).

Creación de un órgano coordinador y normativo de la 
gestión ambiental y múltiples órganos ejecutores

Acorde con el criterio de que la gestión ambiental constituye 
una acción transectorial que debe realizarse dentro de cada una 
de las entidades públicas que adelantan actividades propias de 
un desarrollo sostenible, se ha venido manteniendo la conve-
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niencia de que la administración ambiental o el Sistema Nacio­
nal de Gestión Ambiental esté tutelado desde entes puramente 
coordinadores y normativos, quedando la ejecución de los pro­
gramas conservacionistas b¿go la responsabilidad de las diversas 
organizaciones públicas centrales y descentralizadas territorial­
mente.

A esta tendencia obedecen las determinaciones adoptadas 
por Panamá, El Salvador, Guatemala y República Dominicana. 
Ultimamente ha sido también la opción que ha tomado Chile, 
país donde se debatió por largo tiempo el tema, antes de adop­
tar recientemente una reforma en dicha dirección. En junio de 
1990 el gobierno creó la Comisión Nacional del Medio Ambiente 
{Diario Oficial, 1990), como el “organismo superior interminis­
terial, encargado de la coordinación del sector público para di­
señar y poner en marcha los instrumentos básicos, de una ade­
cuada gestión ambiental: una política, una legislación y una 
institucionalidad que puedan, realista y gradualmente, promo­
ver un desarrollo sostenible, que integre crecimiento económi­
co, equidad social y conservación ambiental” (CONAMA, 1992).

Esta misma orientación fue adoptada en el proyecto de Ley 
Básica de Protección Ambiental y Promoción del Desarrollo 
Sostenible (Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente, 1993), que con el propósito de servir de modelo de 
Ley marco para los países Centroamericanos y Panamá, fue so­
licitada por la Comisión Centroamericana de Ambiente y De­
sarrollo (CCAD) y la Comisión Interparlamentaria Centroameri­
cana de Ambiente y Desarrollo (CICAD), y preparada bajo la 
dirección de la Oficina Regional para la América Latina y el 
Caribe (ORPALC) del Programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente, después de un amplio proceso de discusio­
nes con representantes de dichos países.

Esta propuesta comienza por recordar que:

la gestión ambiental tiene, en el Estado, dimensiones horizonta­
les y verticales. La horizontalidad se expresa en la responsabili­
dad que cabe, en ella, a numerosos sectores de la administración 
pública. A diferencia de la mayoría de las funciones estatales, a la 
ambiental es imposible “depar tarnen talizarla”, al menos en su 
globalidad.
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Con base en este enfoque se propone concretamente la crea­
ción de un sistema nacional de gestión ambiental cuya autori­
dad superior es el presidente de la República. Además se pro­
pone la creación de una comisión nacional del medio ambiente, 
de naturaleza interministerial y con las funciones básicas de re­
comendar al presidente de la República los objetivos, metas y 
criterios de la política ambiental para el desarrollo sostenible. 
Está previsto que la comisión se apoye en comités técnicos am­
bientales sectoriales y comités técnicos ambientales territoria­
les, con la función de asistir y asesorar a la comisión nacional en 
la elaboración y ejecución de programas ambientales sectoria­
les y de ámbito territorial respectivamente.

Está prevista también una iniciativa que se considera alta­
mente conveniente. Esto es, la creación de unidades técnicas 
ambientales en todas las áreas de la administración pública na­
cional y en las autoridades territoriales, con las funciones bási­
cas de “incorporar los criterios ambientales en las políticas, pla­
nes, programas, proyectos y acciones del respectivo sector de 
gobierno o jurisdicción territorial”.

Se propone que la comisión nacional del medio ambiente 
sea presidida por un funcionario con rango de ministro, asisti­
do por una Secretaría ejecutiva, quien será la autoridad encar­
gada de la aplicación de todas las políticas ambientales aproba­
das y de las decisiones de la comisión o que emanen de las leyes 
y normas que se sancionen.

Comentarios sobre las tendencias organizacionales 
en marcha dentro de la Región

a) La mayoría de los países de la Región han adoptado mo­
delos institucionales que se encuadran dentro de la categoría 
de un órgano central de gestión ambiental. Por otra parte, han 
sido estos países y especialmente los que tomaron sus iniciativas 
en esta dirección más tempranamente, los que han presentado 
la más amplia realización en el área del medio ambiente. Esta 
aseveración se desprende de las evaluaciones de los informes 
nacionales presentados en la Reunión de Alto Nivel sobre Ges­
tión Ambiental en América Latina, celebrada en Caracas en 1988 
(Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 
1988) y en la Cumbre de la Tierra en 1992.
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b) Entre los países que han adoptado la vía de crear un ór­
gano central de gestión ambiental y, en especial, en los que han 
tomado esta determinación durante los últimos años, se aprecia 
la tendencia a asociar dicha gestión strictu-sensu, con otras activi­
dades íntimamente vinculadas a un desarrollo sostenible. Costa 
Rica tomó la decisión de asociar lo ambiental con lo energético. 
En Uruguay se optó por vincular la administración ambiental a 
la vivienda y la ordenación territorial. México adoptó la deter­
minación de inscribir la gestión ambiental dentro de la amplia 
gama de acciones que conforman el desarrollo social, ligándola 
con la lucha contra la pobreza y otras actividades que, como el 
equipamiento urbano y la ordenación territorial, constituyen 
elementos centrales de las estrategias de desarrollo sostenible 
aprobadas en la Cumbre de Río. Otro tanto puede decirse de 
Bolivia, en donde se le asigna al Ministerio del Desarrollo 
Sostenible y Medio Ambiente la función de órgano rector del 
Sistema Nacional de Planificación, lo cual lo coloca en una posi­
ción muy favorable para coordinar con otros entes públicos y 
privados las políticas de desarrollo sostenible, tomando además 
la responsabilidad de promover la ejecución de diversos pro­
yectos de protección ambiental. En Colombia, el nuevo Minis­
terio del Medio Ambiente ha sido proyectado bayo la clara in­
fluencia de los acuerdos tomados en Río de Janeiro. Se le asignan 
una variedad de funciones atinentes a un desarrollo sostenible, 
dándosele especial relevancia a la ordenación territorial.

c) Si bien es cierto que existen una mayoría de actividades 
que pueden concentrarse en un órgano central de gestión am­
biental, hay otras que por su naturaleza deben ser implementadas 
a través de reparticiones administrativas diferentes.

Esta realidad ha impuesto en los países que disponen de un 
órgano central, la necesidad de constituir además entes intermi­
nisteriales con la función de coordinar la gestión ambiental. Son 
los casos del Consejo Nacional del Ambiente en Venezuela 
(1977); la Comisión Nacional del Medio Ambiente del Brasil (1981); 
la Comisión Nacional de Ecología en México (suprimida) y la 
Comisión Nacional de Política Ambiental de Argentina (supri­
mida). Por su parte en Colombia, junto con la creación del Mi­
nisterio del Medio Ambiente, está prevista la del Consejo Na­
cional Ambiental.

d) La propuesta de establecer un órgano coordinador y ñor-
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mativo de la gestión ambiental y múltiples órganos ejecutores, 
contiene una serie de aspectos cuyas ventajas desde el punto de 
vista de la formulación e implementación de la política ambien­
tal son incuestionables. No obstante, resulta precipitado formu­
lar un juicio sobre su eficacia, sólo con base en un análisis pura­
mente teórico o sin los beneficios de apreciar su funcionamiento 
durante un periodo razonable.

No es nuevo señalar que una de las características que suele 
ser común de las administraciones públicas de los países en de­
sarrollo es la dificultad para adelantar una gestión coordinada 
entre diferentes entes públicos. El Banco Mundial ha alertado 
sobre esta dificultad en lo referente a la administración ambiental 
(Banco Mundial, 1992: 95). De aquí que este factor pueda cons­
tituirse en un obstáculo muy serio para que puedan lograr su 
cometido aquellas organizaciones exclusivamente normativas y 
coordinativas. Para que la coordinación y las normas emitidas 
sean acatadas se requiere de organismos poderosos y con fuer­
za política.

e) Dado el marco político-administrativo en el que están ins­
critos los nuevos órganos de gestión ambiental en la Región, se 
ha dicho que en ellos prevalece una marcada centralización de 
sus funciones (Brañes, 1991: 56). Sobre este particular, como 
enfatizaremos más adelante, hay que señalar que la reforma del 
Estado para el desarrollo sostenible, privilegia en gran medida 
la descentralización administrativa. La máxima de “pensar global­
mente, pero actuar localmente”, tan en boga, encuentra su con­
creción fundamental a través de la descentralización. Por tales 
motivos hay que anticipar, que los organismos de gestión am­
biental como los constituidos en la Región, con fuerte presen­
cia política al más alto nivel y con mandato claro, van a estar 
sometidos en el futuro a potentes fuerzas descentralizadoras y 
desconcentradoras, que los obligarán a promover procesos de 
reorganización interna para atender esta solicitud.

f) Tanto en los órganos centrales de gestión ambiental como 
en los órganos coordinadores y normativos, pero más en los pri­
meros, se hace notoria la ausencia de la sociedad civil organizada; 
puede decirse que es escasa o nula su participación en la gestión 
ambiental. Esta constituye otra exigencia a la cual estarán some­
tidos dichos organismos si se van a poner en onda con las ten­
dencias institucionales que emergen de la Cumbre de la Tierra.
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g) A pesar de que las dos tendencias organizativas identifi­
cadas (un órgano central de gestión ambiental o un órgano 
coordinativo y normativo y múltiples órganos ejecutores) son 
aparentemente divergentes y tanto una como la otra tienen de­
cididos partidarios, pareciera que la praxis administrativa po­
dría conducirlas hacia una mayor aproximación o eventual 
simbiosis. Este comentario se me ocurre observando las parti­
cularidades de la evolución administrativa que está siguiendo 
Colombia. En este último caso el Ministerio del Medio Ambien­
te ha sido diseñado como coordinador del sistema nacional am­
biental. Para tales efectos se ha previsto una estructura central 
muy compacta y poco numerosa burocráticamente y la ejecu­
ción de la mayor parte de la gestión ambiental, a través de cor­
poraciones autónomas regionales adscritas al despacho. En esto 
es coincidente con el proyecto, ya citado, de Ley marco elabo­
rado para los países centroamericanos y Panamá, en el cual se 
prevé que la comisión nacional del medio ambiente a crear en 
cada país esté presidida por un funcionario con rango de minis­
tro, lo cual le da mayor presencia política, siendo éste a su vez 
asistido por una Secretaría que tiene algunas responsabilidades 
ejecutivas.

Concluimos este punto señalando, entonces, que la refor­
ma del Estado para el desarrollo sostenible en cuanto a la admi­
nistración pública, demanda la creación de un sistema para rea­
lizar la gestión ambiental, estructurado a todos los niveles, desde 
el más alto hasta el local, que tenga fuerza política y un manda­
to claro, y que esté dotado de los recursos humanos, técnicos y 
financieros necesarios para cumplir con sus fines.

Como hemos visto, estamos lejos de cumplir con este re­
querimiento en un buen número de los países de la Región. En 
otros se han ido creando órganos para realizar la administra­
ción ambiental, pero éstos por lo general carecen del respaldo 
político necesario y no disponen de los medios para adelantar 
sus funciones en una forma idónea.

Antes de continuar es conveniente subrayar que, cuando se 
aborda el tema de la reforma administrativa, se tiene la inclina­
ción a concentrar la atención casi exclusivamente en las estruc­
turas organizacionales. Tal enfoque, como dijimos, es incom­
pleto, pues deja fuera otros aspectos que, como los recursos 
humanos, los medios presupuestarios, los sistemas y procedí-
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mientos y los mecanismos de participación en la gestión am­
biental, son también esenciales. A estos elementos van dirigidas 
las próximas consideraciones.

La profesionalización de la función pública

Progresivamente ha ido quedando claro que la gestión ambien­
tal requiere de un funcionariado público, que además de estar 
bien capacitado en múltiples disciplinas, esté altamente motiva­
do por comprender la trascendencia de su misión. Esto hace 
imprescindible contar con un clima organizacional que lamen­
tablemente no es frecuente dentro de nuestras administracio­
nes públicas. El diagnóstico más superficial que se haga de los 
cuadros que participan en estas gestiones muestra que, por lo 
general, están afectados por problemas muy serios que tienden 
a vulnerar su idoneidad: creciente clientelización partidista o 
gremial; poca preocupación por la elevación de los niveles de 
formación, e inadecuados niveles de remuneración y de seguri­
dad social, entre otros problemas.

Es incuestionable que la crisis económica ha incidido du­
rante los últimos años en esta panorámica, pero además existen 
factores de naturaleza política que a veces sübyacen lo admi­
nistrativo y que tienen consecuencias muy desfavorables sobre 
los recursos humanos para adelantar una gestión apropiada. 
Estos recursos son esenciales, ya que por bien diseñadas que 
estén las estructuras organizativas y expeditos y sólidamente le­
gitimados sus procedimientos de actuación, si los equipos hu­
manos no son los aptos, todo tiende a fallar.

De aquí que la reforma del Estado, deba asignarle la más 
alta prioridad a la conservación y el constante mejoramiento de 
los recursos humanos. Por esas mismas razones, dentro de cada 
país constituye un objetivo realmente estratégico, llegar a los 
acuerdos políticos conducentes al establecimiento de sistemas 
profesionalizados de función pública, mediante los cuales se ase­
gure una carrera meritocrática adecuadamente remunerada, con 
constante mejoramiento profesional y ascensos basados en el 
rendimiento y la antigüedad. Esta empresa, a todas luces indis­
pensable para la buena marcha de las administraciones públi­
cas en general, es sobre todo necesaria dentro de la gestión am­
biental. La complejidad de dicha gestión exige de cuadros y



DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO 39

especialmente de gerentes, bien calificados académicamente, que 
se beneficien de sistemas continuos de formación. Dentro de 
nuestros Estados no suele otorgársele a este aspecto la impor­
tancia que se merece; se requiere de una dirigencia capaz de 
valorarla. Será por eso muy alto el rédito que produzcan los 
programas de fortalecimiento institucional y capacitación pro­
fesional, como los que la Agenda 21 propone que se instrumen­
ten con la ayuda de los organismos internacionales de coopera­
ción técnica. El programa Capacidad 21 del PNUD, puede 
constituir un apoyo invalorable en esta dirección, si se le asig­
nan los recursos financieros necesarios.

Los recursos financieros

La gestión ambiental requiere también asegurar su financiamien- 
to, porque ella entraña costos que pueden ser importantes. El 
conocimiento de los mecanismos de funcionamiento del Esta­
do muestran que los procesos de asignación presupuestaria es­
tán condicionados en todos los países por realidades económi­
cas y políticas. Durante los últimos años la consecución de los 
recursos presupuestarios para la gestión ambiental ha estado 
muy restringida en la mayor parte de los países de la Región 
debido a la crisis fiscal. Pero más allá de este factor que debiera 
ser transitorio, la causa principal es la baja prioridad que toda­
vía se le otorga a lo ambiental dentro de la agenda de nuestros 
pueblos. En la medida que la sociedad tiende a valorar como 
beneficiosa una cierta actividad administrativa se facilita la 
obtención de los créditos presupuestarios necesarios.

En consecuencia, la reforma del Estado debe tener entre 
sus preocupaciones la socialización del significado del desarro­
llo sostenible (Bárcena, 1988). Debe hacerse un esfuerzo creativo 
para que la sociedad pueda identificar los requisitos de un desa­
rrollo que ostente este calificativo, con sus “necesidades senti­
das”. En esa medida los incorporará a su agenda política y esta­
rá, por ende, dispuesta a bregar porque se asignen los recursos 
necesarios para adelantar la gestión ambiental.

La reforma necesaria en el ámbito financiero debe tener 
entre sus objetivos asegurar un suministro de recursos suficien­
te para atender, además de la política de desarrollo sostenible, 
la gestión ambiental. Entre las reformas fiscales necesarias es
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imprescindible empezar a abordar la cuestión de los impuestos 
a las actividades contaminantes; tasas por aprovechamiento de 
recursos naturales y tarifación de servicios públicos en donde 
esté de por medio la utilización de los mismos: agua, hidroener- 
gía, transporte, etcétera. Estos son arbitrios fiscales, que con­
juntamente con el producto de las sanciones pecuniarias, hay 
que aprovechar en la medida de lo posible para financiar la ges­
tión ambiental.

Además veo la posibilidad de facilitar la asignación de re­
cursos presupuestarios para la administración ambiental, cuan­
do esta actividad se asocia con otras afines, pero más demanda­
das por la opinión pública (desarrollo social, equipamientos 
urbanos, vivienda, infraestructura hidráulica, etcétera), como es 
la tendencia que parece observarse en la Región. La asociación 
con entes con mayor clientela política puede facilitar efectiva­
mente el proceso de asignación presupuestaria.8

Lo anterior, por supuesto, no debe inducirnos en ningún 
caso a pensar que en nuestros países habrá en el futuro abun­
dancia de recursos pará llevar adelante una gestión ambiental 
apropiada. Todo lo contrario. Aun contando con el respaldo 
de organizaciones sociales altamente concientizadas, que pre­
sionen intensamente por la asignación de mayores recursos, lo 
cierto es que continuarán existiendo profundas carencias, solo 
superables en la medida que fluyan recursos financieros nuevos 
y adicionales desde el Norte hacia el Sur, tendencia que todavía 
no se vislumbra, a pesar de las múltiples expresiones de buena 
voluntad y de los compromisos que adquirieron los países indus­
trializados durante la Cumbre de la Tierra.

Los sistemas y procedimientos

Este es un tema muy amplio y por ello nos limitaremos estricta­
mente a lo que se considera que son los requerimientos funda­
mentales dentro de un proceso de modernización de los siste­
mas y procedimientos para la gestión ambiental.

8 Para un tratamiento más amplio del tema véase mi artículo “La incorpo­
ración del tema ambiental en la administración del Estado” (Gabaldón, 1984).
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En primer lugar hay que señalar que la administración am­
biental que requerimos debe estar capacitada para llevar a cabo 
idóneamente los sistemas y procedimientos que se consideran 
básicos. Estos son:

—El inventario e investigación de los recursos naturales.
—La planificación para la ordenación territorial.
—Los estudios de evaluación de impacto ambiental.
—El otorgamiento de licencias, autorizaciones, permisos, 

concesiones, etcétera.
—El moni toreo ambiental.
—La investigación y desarrollo de tecnologías ambiental­

mente idóneas.
—La educación ambiental.
—La aplicación de sanciones administrativas y penales.
—El estudio y ejecución de proyectos de aprovechamiento y 

conservación de recursos naturales.
—La participación de la sociedad civil en la gestión ambiental.
—Los procedimientos administrativos convencionales (pre­

supuesto, personal, logística, etcétera).

Por la situación en que se encuentran las administraciones 
ambientales en nuestros países, sabemos que este conjunto de 
sistemas y procedimientos básicos no se están poniendo en prác­
tica en todos los casos. Por lo tanto, lo primero que hay que 
lograr es su establecimiento, lo cual no es tarea sencilla dadas 
las limitaciones de recursos humanos y financieros existentes. 
En segundo lugar, cuando tales sistemas y procedimientos se 
realizan, con los defectos propios de una administración públi­
ca tradicional, hay que proceder a su modernización. El alcance 
de esta tarea dependerá del cumplimiento de, al menos, las si­
guientes condiciones:

a) Sólida fundamentación jurídico-administrativa para que 
esté asegurada su legitimidad.

b) Tener un basamento técnico actualizado y empleo de los 
instrumentos tecnológicos más avanzados.

c) Reducción de la discrecionalidad de los funcionarios que 
los aplican o aprueban, y transparencia en los procesos
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de toma de decisión, como vía para reducir la corrup­
ción administrativa.

d) Normas claras y de la mayor continuidad, compatible con 
el cambio técnico-administrativo.

e) Definidos de cara a los administrados, para simplificar 
los requisitos, reducir los pasos y acortar los lapsos de 
ejecución.

f) Democráticos, de manera que en la medida de lo posi­
ble estén previstos los mecanismos de participación de 
la sociedad civil en su implementación.

g) Eficaces, para que cumplan con los objetivos que per­
siguen.

h) Efectivos, para que su aplicación se logre optimizando 
el uso de los recursos disponibles.

i) De aplicación justa y rigurosa, especialmente en el caso 
de los regímenes sancionatorios.

Lograr que se satisfagan estos requisitos representará en 
muchos casos una empresa modernizadora muy exigente, de la 
cual debemos tener conciencia. Esos sistemas y procedimien­
tos, conjuntamente con los recursos humanos, constituyen los 
elementos que le dan presencia dinámica a la administración 
ambiental. De allí la atención que deben merecemos su realiza­
ción en forma aceptable.

La participación en la gestión ambiental

Otro aspecto clave para poder realizar una gestión ambiental 
moderna es la institucionalización e implementación de los me­
canismos que aseguren la participación de la sociedad civil en 
sus diferentes instancias.

Si recordamos los sistemas y procedimientos básicos de la 
gestión ambiental, anteriormente enumerados, es posible con­
cebir una diversidad de modalidades en que la sociedad civil 
puede hacerse presente en su implementación y hacerlos más 
eficientes, y en circunstancias, hasta menos costosos. Desde su 
participación en las diferentes instancias de planificación, don­
de se adoptan decisiones fundamentales, hasta su militancia ac­
tiva en la vigilancia de la normativa ambiental o en la denuncia 
pública de ser necesaria, pasando por su colaboración invalorable
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en la realización de programas de investigación, de educación o 
de conservación de determinados ecosistemas.

Las reformas necesarias para cumplir tal cometido deben ir 
orientadas en dos sentidos. El primero, si se quiere formal y en 
cierta medida de más fácil realización, comprende la aproba­
ción de los mecanismos que institucionalizan la presencia de la 
sociedad civil en las distintas instancias. El segundo, mucho más 
complejo, tiene que ver con el cambio de la cultura burocrática 
que prevalece en nuestras administraciones, no acostumbradas 
a gobernar de cara a los administrados y contando con la parti­
cipación de la sociedad civil. Las reformas de esta naturaleza 
inevitablemente tienen que ir de la mano con el proceso de 
profundización de la democracia.

La participación de la sociedad civil en la gestión ambiental 
presupone además dos requisitos: que la población en general 
logre adquirir un nivel aceptable de educación para el desarro­
llo sostenible, y que exista un flujo adecuado y oportuno de in­
formación desde la administración ambiental. Estas exigencias 
le imponen nuevas tareas al Estado el cual debe estar en capaci­
dad de realizarlas, obligándolo también a concretar acciones con 
los medios de comunicación social, poderosos vehículos para 
educar e informar a las comunidades, de los cuales se espera 
una participación más amplia a los fines de dichos propósitos.

De aquí que sea imposible, y con esto concluimos esta sec­
ción destinada a la administración pública para un desarrollo 
sostenible, llevar a cabo una reforma que toque solamente algu­
nos de los aspectos que hemos venido planteando. La adminis­
tración pública eficiente y ecológicamente sensible que necesi­
tamos, podrá lograrse sólo en la medida en que su modernización 
sea vista como parte de un proceso mucho más complejo, polí­
tica y socialmente, de reforma del Estado.

Es por eso que tampoco debemos impacientarnos porque 
esto no pueda lograrse de un día para otro. Procesos de esta 
envergadura y complejidad deben ser vistos como empresas cu­
yos objetivos se alcanzan gradualmente. Lo que importa es ge­
nerar una voluntad política nacional capaz de mantener una 
presión permanente para que se vayan obteniendo progresiva­
mente los resultados que deseamos. No hay que teorizar. En 
todo momento las reformas deben hacerse con los pies puestos 
en la tierra. Lo contrario sería crear falsas expectativas.
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LA DESCENTRALIZACIÓN PARA DEMOCRATIZAR 
Y HACER MÁS EFICIENTE AL ESTADO

Cuando se analiza el funcionamiento del Estado en los diferen­
tes países de la Región, independientemente de sus estructuras 
federales o unitarias, se acusa más o menos de manera generali­
zada el exagerado centralismo predominante. Este fenómeno 
tiene remotos antecedentes históricos, originados en parte por 
las modalidades de gobierno colonial. Pero más allá de este fac­
tor, que está en las raíces de la cultura administrativa imperante, 
ha sido la precariedad del ejercicio democrático lo que ha con­
solidado más el centralismo en la Región. Mientras que los Esta­
dos tendieron a crecer rápidamente durante el último medio 
siglo, el autoritarismo constituyó la fuerza determinante del cen­
tralismo.

Aun cuando hay que reconocer que los procesos centraliza- 
dores fueron esenciales para la gobemabilidad y el afianzamiento 
de los nuevos Estados-naciones, surgidos durante el siglo XIX, o 
los que vieron su luz más recientemente en la zona del Caribe, 
su falta de evolución o en algunos casos su involución, ha traído 
anomalías en el desarrollo de los Estados y de la sociedad. Es 
común oír el señalamiento de que el centralismo es una de las 
causas principales de la ineficiencia de las pesadas estructuras 
administrativas que han ido emergiendo. En efecto, cada vez 
se hace más difícil y lento dispensar servicios públicos a todos 
los confines geográficos desde estructuras fuertemente cen­
tralizadas.

En el funcionamiento del sistema político y en la conforma­
ción de las articulaciones entre el Estado y la sociedad, las fuer­
zas centralizadoras han tenido consecuencias igualmente nega­
tivas. Los ciudadanos se sienten cada vez más distantes del 
Estado; la sociedad ha estado limitada en su crecimiento por las 
restricciones existentes para la organización social; la participa­
ción es muy débil en las decisiones locales y en el control de la 
representación y, generalmente, la vida política regional y lo­
cal, indispensable para los procesos de conformación del 
liderazgo, ha sido menguada.

La vida económica de las regiones también ha salido peiju- 
dicada. Éstas han visto succionar sus recursos desde los centros 
metropolitanos donde se toman las principales decisiones eco-
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nómico-financieras. Con ello se ha coartado la formación de 
sectores empresariales locales con capacidad de identificar nue­
vas oportunidades de inversión y crecimiento para hacer más 
equilibrado el desarrollo regional de los países.

Asimismo, el centralismo ha sido condicionante de los pa­
trones de asentamientos humanos que se han ido conforman­
do. No ha sido un fenómeno fortuito el surgimiento dentro 
de la Región de varias de las mayores megalópolis mundiales, 
con todos los problemas sociales y ambientales que ello ha aca­
rreado. Su efecto sobre el poblamiento ha sido distorsionante, 
dando lugar a complejos y extendidos procesos de degradación 
ecológica.

De este panorama, esquemáticamente expuesto, se despren­
de el por qué la descentralización, en el sentido más amplio del 
término (política, administrativa y económico-financiera), ha sido 
vista dentro de la Región como uno de los caminos fundamen­
tales para la modernización del Estado y de la sociedad. Los 
ciudadanos y las organizaciones sociales, académicas, empresa­
riales y sindicales, han interpretado la descentralización como 
una justa reivindicación y una posibilidad de progreso. A través 
de ella se cree que es posible elevar la eficiencia de nuestras 
administraciones y, sobre todo, hacer más genuino el funciona­
miento de la democracia. Desde este punto de vista se intentan 
restaurar canales más efectivos de comunicación entre el públi­
co y su administración, concediéndole al pueblo mayor poder 
de decisión y control sobre las políticas públicas a través de su 
participación en los gobiernos locales (Centro Latinoamerica­
no de Administración para el Desarrollo, 1991: 21).

Dentro del contexto ambiental, se ha considerado que la 
descentralización puede servir de poderosa palanca para indu­
cir la localización del poblamiento y de las actividades económi­
cas y sociales de acuerdo con un proceso de ordenamiento del 
territorio que tome más en cuenta la vocación ecológica del en­
torno y las potencialidades de los recursos naturales de cada 
región. Por supuesto, la descentralización también ha sido cali­
ficada como indispensable para poder realizar una gestión am­
biental más eficaz y efectiva.

Por todas estas razones es que la descentralización está lla­
mada a convertirse en una de las líneas maestras de la reforma 
del Estado para un desarrollo sostenible.
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Lo atractivo de este planteamiento no debe inducimos a 
pensar, en modo alguno, que la descentralización constituya un 
proceso exento de riesgos. Se han destacado los peligros de en­
carar la descentralización como una medida meramente paliati­
va de la crisis fiscal, a través de la delegación de funciones en 
los niveles locales, que no van acompañadas de los medios fi­
nancieros y técnicos necesarios. Igualmente es el caso cuando la 
descentralización se efectúa con una visión puramente tecno- 
crática, no ofreciéndose la oportunidad de ampliar los espacios 
para la participación, o cuando simplemente ha sido un trasla­
do a las provincias de los viejos vicios administrativos de la admi­
nistración central. Tampoco es descartable que un proceso de 
descentralización mal conducido pueda convertirse en un fac­
tor adicional de ingobemabilidad e ineficacia.

Las experiencias acumuladas en aquellos países de la Re­
gión que comienzan a transitar este curso con mayor vigor, como 
es el caso de Argentina (Centro Latinoamericano de Adminis­
tración para el Desarrollo, 1990), Bolivia, Chile, Colombia, Perú, 
Venezuela (Centro Latinoamericano de Administración para el 
Desarrollo, 1992) y México (Centro Latinoamericano de Admi­
nistración para el Desarrollo, 1990) señalan que en el plano po­
lítico, la descentralización está por lo general orientada al forta­
lecimiento de las instancias de gobierno provinciales y locales, a 
través de la elección directa de las autoridades; a promover nue­
vas organizaciones sociales; a estimular la participación en la 
toma de decisiones, ya que es mucho más fácil realizarla local­
mente, y a exigirles mejor rendición de cuentas a los represen­
tantes populares. Las estructuras partidarias, a veces también 
fuertemente centralistas, se han visto en la necesidad de abrirse 
más a la democracia interna.

El fortalecimiento político de los niveles provinciales y mu­
nicipales en lo económico-financiero significa una mayor capa­
cidad para exigir y promover estrategias de desarrollo econó­
mico más beneficiosas: el aporte de mayores recursos, liberar 
las ataduras para la autogestión de empresas públicas, la privati­
zación, incrementar la presencia de los actores locales en la pla­
nificación económica y territorial, y el estímulo a las reformas 
fiscales municipales, entre otras ventajas. Con la descentraliza­
ción se espera que las regiones tendrán una voz más fuerte du­
rante los procesos de determinación de prioridades de inver-
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sión entre el centro y la provincia. Pero los efectos positivos 
seguramente no se limitarán a estos. La animación de la vida 
regional a través de la ampliación de los mercados y el fortaleci­
miento de las capacidades institucionales y humanas que conlle­
va la descentralización, aportará seguramente un contexto mu­
cho más favorable para que fructifiquen nuevas inversiones, así 
como la aparición de nuevas capacidades empresariales endóge­
nas, que estarán más dispuestas a aprovechar las ventajas com­
parativas que ofrece el patrimonio de recursos naturales de cada 
región (Gabaldón, 1994).

En cuanto a la reforma administrativa, la descentralización 
se está manifestando por la transferencia a los niveles de go­
bierno regional o provincial y municipal, de competencias que 
antes estaban atribuidas al gobierno central o federal, y estas 
transferencias van generalmente acompañadas de recursos pre­
supuestarios. El anterior proceso está teniendo también reper­
cusiones importantes en la transformación de las estructuras 
administrativas centrales, las cuales han visto la necesidad de 
reducirse y desconcentrarse a través de sus órganos territoria­
les. Por esta vía se espera que la administración central pueda 
aumentar su eficiencia, al concentrar sus recursos y atención 
sobre problemas nacionales realmente relevantes, y trasladar 
los asuntos propios de la gestión recurrente a las instancias re­
gionales y locales.

Es dentro de este horizonte administrativo-territorial, que 
debemos analizar la implementación de una estrategia de desa­
rrollo sostenible y de la gestión ambiental en particular.

Con respecto a lo primero, ya dijimos que la formulación de 
una política nacional de desarrollo en armonía con el ambiente 
constituye una misión del Estado. Por ende, necesariamente debe 
ser atribución de éste a su nivel central y muy especialmente de 
la administración pública nacional. La implementación de las 
estrategias que concreten dicha política, no obstante, es gene­
ralmente competencia de una diversidad de instancias públicas, 
sectoriales, transversales y territoriales, y de la totalidad de la 
sociedad civil a través de sus múltiples iniciativas. La descentra­
lización funcional y territorial, en cuanto a la implementación 
de las estrategias para un desarrollo sostenible adquiere, enton­
ces, una diversidad de manifestaciones a las cuales sería prolyo 
referirse específicamente.
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Sin embargo, existe una actividad que no podemos omitir 
al formular un comentario en este contexto, que es la planifica­
ción. Es a través de la planificación para el desarrollo sostenible 
en sus dimensiones económica, social y ambiental y realizada 
de arriba hacia abajo y de abajo hacia arriba, como pueden real­
mente compatibilizarse las políticas nacionales con las deman­
das y ofertas de la sociedad, y encontrar respuestas a ellas que 
estén en armonía con la integridad del patrimonio natural.

La incorporación de la dimensión ambiental en la planificación 
del desarrollo representa quizás el más ambicioso proyecto de 
utilización de los instrumentos generales de la política de desa­
rrollo para la aplicación de la política ambiental (Brañes, 1991: 
44).

La gestión de los recursos naturales difícilmente puede di­
sociarse del contexto territorial. Los ecosistemas constituyen 
realidades físico-bióticas emplazados sobre determinados espa­
cios geográficos, cuyo equilibrio puede peí turbarse por accio­
nes producidas por el hombre o por la propia naturaleza. El 
aprovechamiento de los recursos en una forma sustentable, 
la vigilancia para que ello ocurra, la aplicación de sanciones, la 
ejecución de las acciones de restauración ecológica, cuando ese 
es el caso, son actividades que exigen la presencia local de la 
administración ambiental. Para motivar o acometer muchas de 
las acciones indicadas, es indispensable la participación de acto­
res locales externos a la administración y tomar una serie de 
determinaciones, que si dependen de centros de decisión re­
motos, pueden no ser oportunas o no tener la intensidad desea­
ble. A nadie se le ocurre, por ejemplo, que la administración de 
una ordenanza sobre ruidos molestos, pueda ser competencia 
de funcionarios nacionales y no un tema de policía local.

Mas el proceso de descentralización en referencia, dadas 
sus particularidades, debe ser analizado cuidadosamente para 
poder mantener la coherencia deseable de la gestión ambien­
tal. En este sentido es necesario preguntarse ¿cuáles son las fun­
ciones descentralizares, las desconcentrables, las funciones que 
conviene mantener centralizadas, y aquellas que por su natura­
leza deben ser concertadas entre los diferentes niveles de go­
bierno?
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En el cuadro 1 se presenta un listado de las funciones sin­
gulares propias de la gestión ambiental, y una propuesta para 
la discusión sobre la distribución de competencias a nivel de las 
diferentes instancias territoriales: nacional, provincial-regional 
y municipal. Puede convenir también para ciertos programas, 
que la instancia territorial más apropiada la constituya una cuen­
ca hidrográfica o un cierto ecosistema. Dicha propuesta tiene 
un carácter tentativo y requiere por lo tanto ser comentada.

a) La propuesta debe verse como un marco flexible, ajustable 
de acuerdo con el ordenamiento legal de los países y con otros 
factores que en la práctica pueden ser también muy importan­
tes, como es la ausencia de las estructuras administrativas nece­
sarias a un determinado nivel territorial, o incluso la carencia 
de recursos humanos adecuadamente entrenados.

b) Hay competencias que suelen ser concurrentes. Ello esta­
blece la necesidad de coordinar la realización de las diversas 
acciones entre las diferentes instancias territoriales. Puede ser 
el caso, por ejemplo, del otorgamiento de licencias, el monitoreo 
ambiental o la vigilancia.

c) Existen actividades que exigen la actuación concertada 
de las tres instancias territoriales, como es el caso, por ejemplo, de 
la planificación ambiental y de la participación de la sociedad 
civil organizada.

d) La función normativa regulatoria está por lo general atri­
buida a las diferentes instancias territoriales, según sea la mate­
ria. Se ha señalado en este sentido que los procesos de descen­
tralización de la gestión ambiental que se están llevando a cabo 
en algunos países de la Región, le están restituyendo a los muni­
cipios algunas facultades que de fado o de jure les habían sido 
restadas (Brañes, 1991: 17). Esto se plantea, tanto para las regu­
laciones que tienen un origen legislativo, como administrativo. 
En estos casos lo que conviene es que cuando hay concurrencia 
de niveles sobre una materia en particular, se institucionalice 
por la vía que corresponda, una política mediante la cual los 
estándares ambientales mínimos sean fijados por el nivel nacio­
nal, pudiendo las otras instancias formular normas más exigen­
tes, pero no viceversa.

e) Hay competencias que aunque pueden estar atribuidas 
exclusivamente a la administración central, ello no quiere decir 
que se realicen necesariamente a este nivel. En la mayor parte
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de los casos lo deseable es que se produzca un alto grado de 
desconcentración administrativa.

La experiencia latinoamericana y caribeña en programas de 
descentralización es relativamente reciente. El modelo de polí­
tica adoptado al respecto difiere de país a país, así como son 
muy diversos sus objetivos reales (Centro Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo, 1992). No obstante, en la 
mayoría de los casos pensamos que están motivados por el in­
tenso deseo de cambio que están manifestando los pueblos de 
la Región. Su sentido general tiende a coincidir con las exigen­
cias de un desarrollo sostenible que sabiéndose aprovechar pue­
de activar una de las palancas más eficaces en esa dirección. De 
allí que haya que alentar estos procesos o adelantarse a ellos a 
través de la descentralización de la gestión ambiental, lo que no 
deja de ser importante desde una óptica política, como se de­
mostró en alguno de los países de la Europa socialista, donde 
los movimientos ambientalistas surgidos durante la Perestroika, 
constituyeron después los núcleos primarios de los nuevos par­
tidos democráticos.

Fortalecimiento del estado de derecho

Un desarrollo sostenible requiere que nuestros Estados estén 
institucionalmente dotados para implementar políticas que, ade­
más de mantener la integridad del capital natural, tengan un 
alto contenido social y sean capaces de dinamizar un crecimien­
to económico sostenido y equitativo. Esto entrañará, en la ma­
yor parte de los países, profundas modificaciones en los siste­
mas legales vigentes, para actualizarlos de acuerdo con las 
necesidades que genera la adopción de este nuevo paradigma. 
Dichos cambios, además de versar sobre los aspectos directa­
mente vinculados con la gestión ambiental, deben comprender 
otra variedad de asuntos de naturaleza socioeconómica que 
son igualmente determinantes de un desarrollo con estas carac­
terísticas.

En tal sentido hay que tomar en cuenta que la posibilidad 
de que una serie de actividades económicas y sociales puedan 
efectuarse en una forma ambientalmente aceptable, dependerá 
de la adopción de nuevas políticas ambientales y de desarrollo



Cuadro 1

Propuesta para la discusión: 
cuadro tentativo de distribución de competencias 

de la gestión ambiental a nivel de instancias territoriales

Distribución de competencias 
en instancias territoriales

Funciones singulares Provincial/
gestión ambiental Nacional regional Municipal Observaciones

1. Dirección de la política ambiental
2. Formulación de la política de gestión 

ambiental
3. Compatibilización de políticas ambientales
4. Coordinación política ambiental
5. Autoridad de recursos naturales
6. Planificación ambiental

7. Reglamentación

8. Otorgamiento de licencias, autorizaciones, 
permisos, etcétera

9. Control y vigilancia
10. Recopilación de información físico-natural
11. Investigación
12. Monitoreo ambiental
13. Aplicación régimen sancionatorio

Competencia del poder ejecutivo nacional
Competencia del poder ejecutivo nacional

Competencia del poder ejecutivo nacional 
A las diferentes instancias

De necesaria concertación entre los tres 
niveles
Se incluye la reglamentación por vía 
legislativa y administrativa 
Dependiendo de su naturaleza
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Por las autoridades que doten el 
correspondiente ordenamiento jurídico



Cuadro 1 (continuación) bC

Distribución de competencias 
en instancias territoriales

Funciones singulares Provincial/
gestión ambiental Nacional regional Municipal Observaciones

14. Construcción de obras de desarrollo 
sostenible de recursos naturales

15. Estudios de impacto ambiental
16. Planes de manejo de cuencas
17. Administración de Parques Nacionales y 

otras áreas bajo régimen de administración 
especial

18. Educación ambiental
19. Relaciones con sociedad civil
20. Relaciones internacionales en el campo

• Dependiendo de la magnitud de cuenca
• En el caso de los Parques Nacionales es 

una tradición que ello dependa de la 
administración nacional

ambiental
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sustentadas por marcos jurídicos apropiados. Como hemos vis­
to, hay también necesidad de establecer nuevas instituciones 
administrativas sólidamente fundadas desde un punto de vista 
legal, para poder adelantar la gestión ambiental. Asimismo, se 
requiere normar procesos propios del Estado y de las relacio­
nes de éste con la sociedad, para que la dimensión ambiental 
sea realmente incorporada. Sobre estos compromisos es indis­
pensable que nuestros Estados estén en capacidad de hacer cum­
plir el instrumental jurídico vigente, lo que precisa control y 
vigilancia adecuados, a la par que el funcionamiento eficiente 
de un poder judicial, garante del principio de la legalidad.

Cuando Gunnar Myrdal (1970) hace más de dos décadas 
caracterizaba el “Estado blando”, que tendía a prevalecer en la 
mayoría de los países en desarrollo, destacaba como una de sus 
manifestaciones más notorias las deficiencias de la legislación y 
en particular en la observación y cumplimiento de la Ley, lo 
cual era determinante de una situación de indisciplina social 
que obstaculiza el progreso de dichos países. El cuadro descrito 
por Myrdal, en cuanto al funcionamiento del Estado de Dere­
cho, es todavía bastante común dentro de la Región y especial­
mente en las áreas correspondientes al medio ambiente y sus 
relaciones con el desarrollo.

En primer lugar, hay que convenir que la legislación dispo­
nible sobre esta materia es todavía muy deficiente y en algunos 
casos prácticamente inexistente. Si bien en la mayoría de los 
países se han incorporado recientemente disposiciones con ca­
rácter constitucional que establecen: que la protección del am­
biente es un deber del Estado y de toda la población, que todas 
las personas tienen derecho a un ambiente sano, y que es deber 
de ambos propiciar un desarrollo ambientalmente apropiado; 
esas directrices no han sido todavía interiorizadas por el cuerpo 
social, y a veces ni siquiera por los propios Estados.9 Tales dis­
posiciones no han pasado todavía a formar parte de la constitu­
ción social en la mayoría de los casos, aunque debe reconocerse

9 Para un tratamiento integral de los aspectos jurídicos de la gestión am­
biental en la América Latina, ver la obra de Raúl Brañes: Aspectos institucionales 
y jurídicos del Medio Ambiente, incluida la participación de las organizaciones no 
gubernamentales en la gestión ambiental (Brañes, 1991).
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que significan un avance importante, pues sientan las bases cons­
titucionales para el desarrollo de un derecho ambiental nacio­
nal e incorporan dentro de sus normas programáticas el cam­
bio hacia un estilo de desarrollo en armonía con el ambiente.

Por otra parte, son prácticamente una excepción los orde­
namientos jurídicos relativos al desarrollo económico-social que 
han incorporado el concepto del desarrollo sostenible en la fase 
de formulación de dichas políticas, o que sientan las bases para 
el establecimiento de instrumentos de mercado: subsidios fisca­
les o financieros e impuestos, para las actividades económicas 
que se adelanten en una forma sustentable o para promover un 
comercio ambientalmente idóneo. Estas son las

políticas que procuran aprovechar los vínculos positivos entre el 
desarrollo y el medio ambiente, corrigiendo o evitando las defi­
ciencias de la normativa oficial, mejorando el acceso a los recur­
sos y la tecnología y promoviendo el aumento equitativo del in­
greso (Banco Mundial, 1992: 12).

La aprobación en cada país de legislaciones que sirvan de 
sustento para la implementación de políticas de esta naturaleza, 
constituya ahora una tarea derivada del cumplimiento de la 
Agenda 21.

Se considera que solo países como Bolivia, Brasil, Colom­
bia, Cuba, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Perú y Ve­
nezuela disponen de una legislación ambiental con una concep­
ción integral y sistémica, que establece un marco general para 
definir una política nacional en tal sentido. En los países restan­
tes lo que tiende a prevalecer son instrumentos jurídicos sectoria­
les que tienen que ver con la conservación y aprovechamiento 
de algún recurso natural en particular, o con la protección del 
ambiente construido o la defensa de la salud pública. Existen 
también instrumentos jurídicos que han sido formulados sin 
ningún propósito ambiental, pero que regulan conductas que 
pueden incidir sobre su conservación (Brañes, 1991: 12).

Finalmente, hay que señalar que en muchos casos la norma­
tiva ambiental existente está dispersa entre múltiples instrumen­
tos de diferente rango jurídico, lo cual dificulta su conocimiento 
y uso, y no es extraño encontrar incoherencia y contradicciones 
entre ellos.
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En síntesis, puede decirse, citando a Raúl Brañes:

que la legislación ambiental vigente cumple insuficientemente con 
la función fundamental de definir una política nacional del me­
dio ambiente y establecer los mecanismos jurídicos y las normas 
técnicas necesarias para su aplicación (Brañes, 1991: 41).

En segundo lugar, volviendo a Myrdal, si se evalúa en qué 
medida se está cumpliendo la legislación ambiental en los paí­
ses de la Región, se llega a la conclusión de que el panorama no 
es tampoco optimista. Este tema ha sido planteado en términos 
de la eficiencia y la eficacia de la legislación ambiental, enten­
diéndose por lo primero, la idoneidad que tiene la norma jurí­
dica para satisfacer el objetivo perseguido con su aprobación, y 
por eficacia el grado de acatamiento de la norma jurídica por 
quienes deben cumplirla (Brañes, 1991: 42).

Se ha dicho con frecuencia que el incumplimiento de las 
leyes depende de su ineficiencia, anotando entre sus causas más 
comunes:

la escasa presencia de la idea del desarrollo sustentable en la le­
gislación ambiental y en el conjunto del sistema jurídico de que 
ésta forma parte; la falta de desarrollo de la legislación ambiental 
(incluido el derecho internacional); el enfoque equivocado asu­
mido por la legislación ambiental para la regulación de los pro­
blemas que le son propios, y la heterogeneidad estructural de la 
legislación ambiental (Brañes, 1991: 50).

Pero además se señalan, como otros dos factores que por lo 
general subyacen el incumplimiento de las normas de derecho, 
el desconocimiento y la insuficiente valoración social de la legis­
lación ambiental, y las deficiencias que presentan las institucio­
nes encargadas de aplicarla administrativa y judicialmente.

Todas estas son manifestaciones diversas de las debilidades 
del Estado de Derecho que suelen estar presentes en nuestros 
países y que justifican por lo tanto reformas prioritarias si va­
mos a encaminarnos realmente hacia un desarrollo sostenible. 
¿Sobre cuáles aspectos deben enfocarse las reformas en cues­
tión? En respuesta a esta interrogante se proponen las siguien­
tes iniciativas.
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Preparación de una nueva legislación

En la mayoría de los países está planteada una amplia agenda 
legislativa y de elaboración de normas técnicas. En primer lu­
gar, es indispensable analizar la legislación a través de la cual se 
definen políticas públicas o las que rigen los procesos a partir 
de los cuales se formulan (planificación, presupuesto, fiscales, 
equipamiento, salud y educación, energía, etc.), para ver en qué 
medida deben aprobarse nuevos instrumentos o reformarse los 
existentes, a manera de incorporar los factores ambientales.

Segundo, como hemos visto, es muy necesario disponer de 
una Ley General del Ambiente, que además de definir la políti­
ca ambiental para un desarrollo sostenible, sirva de base para 
adelantar la gestión ambiental y encuadre el conjunto de instru­
mentos jurídicos que, con distintos objetivos y rangos, deben 
disponerse para ese propósito.

Tercero, es muy importante la elaboración de una normati­
va técnica realista, susceptible de hacerse cumplir y con sólida 
base científica, producto, en lo que sea posible, de la investiga­
ción de los ecosistemas y condiciones propias de cada país y 
región. Sin la ayuda de estos reglamentos detallados, la mayoría 
de las leyes se convierte en principios generales de imposible 
aplicación.

Cuarto, en cuanto a la gestión ambiental, se hace necesario 
elaborar la legislación que legitime sus actuaciones y que permi­
ta adelantar los procesos de descentralización administrativa ne­
cesarios.

Quinto, hay que aprobar la legislación que institucionalice 
la participación de la sociedad civil en las diversas instancias de 
realización de la gestión ambiental, pero especialmente en el 
nivel local. En este contexto es muy importante la aprobación 
de las previsiones legales que posibiliten la “acción popular” que 
puede constituirse en un canal efectivo de participación para la 
prevención y sanción de los delitos ecológicos.

Finalmente, sexto, y por ello no menos importante, la apro­
bación de los instrumentos de derecho internacional relativos a 
los problemas ambientales regionales y globales, particularmen­
te las Convenciones sobre Conservación de la Biodiversidad y 
Cambio Climático, compromisos adquiridos en Río de Janeiro 
en 1992.
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La aprobación del instrumental legislativo mencionado, pre­
supone a su vez la existencia en cada país de Parlamentos que 
sean copartícipes de la urgencia de legislar sobre materias rela­
cionadas con el desarrollo sostenible y que además estén dota­
dos de las asesorías técnicas requeridas.

En este sentido se han logrado ciertos avances. Ya existen 
comisiones permanentes que se ocupan de los aspectos ambien­
tales en la mayoría de los Congresos. En Centroamérica se cons­
tituyó la Comisión Interparlamentaria de Ambiente y Desarro­
llo (CICAD). Mas la atención que finalmente se le dé a esta 
temática, dependerá en gran parte de la urgencia social que se 
le asigne. En esto los Parlamentos no son sino cajas de resonan­
cia de las preocupaciones de las colectividades.

Fortalecimiento de las instituciones coadyuvantes 
al cumplimiento de la legislación ambiental

En América Latina y el Caribe somos dados a pensar que los 
problemas, especialmente los más complejos, se resuelven ex­
clusivamente aprobando leyes. A falta de una infraestructura 
administrativa adecuada, el nuevo ordenamiento legal no resol­
verá los problemas existentes. De aquí que para asegurar el cum­
plimiento de la legislación ambiental se hayan propuesto una 
variedad de fórmulas (Cooper, 1992).

—Descentrar en los niveles regional y local las actividades 
de vigilancia.

—Implementar las autoregulaciones a través de la partici­
pación de los ciudadanos en las áreas cercanas a sus ve­
cindarios.

—Sensibilizar a los miembros del Poder Judicial sobre la gra­
vedad de los delitos contra el ambiente y exhortarlos a 
actuar diligentemente en esos casos.

—Utilizar mecanismos fiscales, con énfasis en el estímulo a 
las prácticas ambientales apropiadas.

—Desarrollar mecanismos intergubernamentales para hacer 
cumplir las leyes.

—Dotar de suficiente poder a las unidades encargadas de 
hacer cumplir las leyes.
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—Aprovechar las ONG para que colaboren en los procesos 
de educación y monitoreo ambiental.

A estas propuestas agregaría la de fortalecer los entes res­
ponsables de la gestión ambiental, tanto en los niveles centrales 
como regionales y locales, especialmente aquellos que tienen 
que ver con las facultades normativas; los de control y vigilancia 
(policía ambiental), y los encargados de analizar los estudios de 
impacto ambiental, dotándolos de los equipos humanos, técni­
cos, laboratorios y presupuestos necesarios. Igual proceder hay 
que adoptar con los órganos encargados de ejercer la Procu­
raduría Ambiental para facilitar las acciones populares.

Reformas del Poder Judicial

Una de las bases del Estado de Derecho es un Poder Judicial ver­
daderamente autónomo, provisto de suficientes recursos huma­
nos y materiales, dotado de una infraestinctura técnica moderna 
y formado por jueces capacitados que reúnan elevadas condicio­
nes de integridad morad, y por tribunales cuya organización y 
funcionamiento aseguren un rendimiento satisfactorio y la opor­
tuna resolución de los juicios (Comisión Presidencial para la Re­
forma del Estado, 1988: 162).

Podemos decir que este párrafo sintetiza perfectamente el 
amplio espectro de reformas pendientes en la mayoría de nues­
tros países, para que se pueda disponer de poderes judiciales 
con los niveles de modernidad necesarios, con el fin de alcan­
zar un desarrollo sostenible.

Aun cuando recurrir al Poder Judicial para arbitrar sobre 
posiciones contrapuestas (las del Estado y determinados intere­
ses económicos o las de personas privadas entre sí), debe ser un 
procedimiento que se adopta cuando se han agotado las vías 
administrativas u otras formas de avenimiento; ello no implica 
que los aspectos penales puedan ser subestimados dentro de la 
gestión ambiental. La política ambiental exige en primer térmi­
no de dispositivos de inducción, básicamente educación y estí­
mulos, que prevengan la comisión de delitos ecológicos. Pero la 
experiencia está demostrando casi universalmente que, además 
de las estrategias preventivas, es necesaria la aplicación de san-
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ciones administrativas y penales para asegurar el cumplimiento 
del derecho ambiental. Es dentro de este último contexto, que 
son tan importantes los instrumentos jurídicos bien concebidos, 
como las actuaciones de una jurisdicción penal recta y dotada 
de la asesoría técnica indispensable. Si no se compaginan bien 
ambos aspectos, se corre el peligro de dar pábulo a un terroris­
mo judicial que perturba innecesariamente las actividades pro­
ductivas, sin repercutir favorablemente en las condiciones am­
bientales.

Para concluir debemos insistir sobre una cuestión de suma 
importancia. El acatamiento del régimen jurídico ambiental por 
los entes del Estado y por los particulares, depende en alto gra­
do de la valoración que hagan de él sus destinatarios. Ello va 
más allá de la idoneidad de los instrumentos jurídicos disponi­
bles o de las instituciones dispensadoras de justicia. Lo que está 
planteado es un cambio profundo en la cultura democrática 
de nuestros pueblos, de modo que las colectividades, ade­
más de interiorizar los valores de un desarrollo sostenible, ha­
gan suyos hábitos de vida caracterizados por el respeto a los 
intereses sociales y al acatamiento a la Ley. La transformación 
de las estructuras mentales que se requieren para que los cam­
bios señalados ocurran masivamente, son sólo posibles den­
tro de un régimen de participación, de educación y de forma­
ción de opinión, al cual no se han habituado todavía nuestras 
incipientes democracias.

La PROMOCIÓN DE LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA
PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

Al analizar los factores que subyacen la degradación ecológica 
planetaria encontramos que las tecnologías que hemos venido 
utilizando juegan un papel fundamental; pero también se admi­
te que la esperanza de poder establecer estilos de desarrollo 
sostenible, dependerá en gran medida de la investigación y de­
sarrollo de nuevas tecnologías que nos permitan aprovechar en 
forma mucho más racional los recursos naturales que poseemos.

Hasta ahora, el dominio de la ciencia y la tecnología ha es­
tado mayoritariamente en manos de los países industrializados. 
Puede decirse que la brecha que se aprecia en este sentido, en



60 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

América Latina y el Caribe, constituye una de las manifestacio­
nes más ostensibles del atraso en que nos encontramos. Este se 
atribuye, entre otros factores, a que la educación que se impar­
te en nuestros países no motiva las carreras científicas, ni la so­
ciedad otorga el reconocimiento que se merecen a los que dedi­
can su vida al avance del conocimiento. Por otra parte, son 
escasas las instituciones públicas o privadas que realizan investi­
gación y desarrollo, y no ha podido establecerse un vínculo or­
gánico entre dichas instituciones y el aparato productivo. Por 
esto es muy difícil orientar la ciencia y la tecnología de acuerdo 
con las verdaderas demandas nacionales.

De aquí que tengamos que depender en gran medida de 
tecnologías importadas, las cuales a veces son muy costosas, y lo 
que es peor, pueden no ser las que más se adecúen a las realida­
des socioeconómicas, ni a nuestra base de recursos naturales.

Frente a estas realidades hay que plantearse varias pregun­
tas. ¿Cuál debe ser el papel del Estado en la promoción de la 
ciencia y la tecnología para el desarrollo sostenible? ¿Qué refor­
mas y estrategias hay que introducir para que el desarrollo cien­
tífico tecnológico se constituya en aspecto prioritario para nues­
tras sociedades? ¿Qué acuerdos internacionales son necesarios 
para que la transferencia de tecnologías pueda hacerse en tér­
minos más favorables?

En relación con la primer interrogante, pareciese que en la 
Región comienza a tomarse conciencia de su importancia den­
tro de los aparatos públicos. En México, el Plan Nacional de 
Desarrollo 1989-1994 concede alta prioridad al impulso de las 
actividades científicas y tecnológicas en materia ecológica. En 
Colombia, el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología incluye 
entre otros programas prioritarios aquellos relacionados con la 
agricultura, el medio ambiente, el hábitat y la biotecnología. Por 
su parte en Venezuela, dentro del III Plan Nacional de Ciencia y 
Tecnología, se ha hecho el intento por primera vez de incorpo­
rar un programa para el área ambiental.

Sobre las reformas que hay que introducir, se ha puesto 
mucho énfasis en la necesidad de replantear y fortalecer los sis­
temas nacionales de ciencia y tecnología para ampliar las capa­
cidades endógenas. A tales efectos se han propuesto diferentes 
estrategias (Gabaldón, 1992b):
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—Orientar la investigación a satisfacer las demandas presen­
tes y futuras para un desarrollo sostenible.

—Cuidar los aspectos de calidad y excelencia, sobre los de 
cantidad y prestigio. Deberán concentrarse en áreas prio­
ritarias.

—Recurrir a la cooperación técnica para recibir apoyo a tra­
vés de fórmulas aceptables y convenientes.

—Asegurar el financiamiento necesario de origen interno y 
externo.

—Crear las oportunidades y estímulos a los recursos huma­
nos capacitados.

—Establecer un vínculo orgánico entre la ciencia, el desa­
rrollo tecnológico y el aparato productivo.

—Revisar las políticas públicas que puedan tener incidencia 
facilitando u obstaculizando el proceso.

—Crear unidades para investigación y desarrollo en las em­
presas públicas orientadas al aprovechamiento de recur­
sos naturales.

—Establecer abundantes incentivos para que el sector priva­
do participe directamente en programas de investigación 
y desarrollo.

—Promover la integración científica-tecnológica a nivel re­
gional de Latinoamérica y el Caribe.

En relación con la transferencia de tecnologías ambiental­
mente idóneas, se hace imprescindible llegar a acuerdos inter­
nacionales que permitan promover y facilitar en términos me­
nos onerosos estos procesos, y se requieren nuevos instrumentos 
de derecho internacional, así como la modificación del marco 
legal existente. Sin embargo, hasta ahora los países desarrolla­
dos no han mostrado mayor disposición en esta dirección. Pero 
como hemos señalado, estos esfuerzos, enmarcables dentro de 
los cambios que deben operarse en el régimen de cooperación 
internacional, en el sentido amplio del término, tienen que ir 
acompañados por reformas muy importantes al interior de los 
Estados. Ampliar la capacidad endógena en este sentido no solo 
implicará el poder generar tecnologías apropiadas a nuestras 
realidades sociales y ecológicas, sino además poder seleccionar 
en una forma mucho más inteligente las tecnologías que deban 
ser transferidas desde las naciones más avanzadas.
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Reflexiones finales

La Agenda 21 tiene el propósito de fijarle un derrotero a los 
países para acercarse, progresivamente en el tiempo, a un desa­
rrollo sostenible. Hemos mantenido que a los Estados les co­
rresponderá jugar un papel principal en la consecución de este 
nuevo paradigma. En el contexto de América Latina y el Cari­
be, hemos dicho asimismo que para cumplir estos compromi­
sos nuestros Estados, en diferentes grados, deben sufrir impor­
tantes transformaciones en su funcionamiento y estructuras y 
en cuanto a sus formas de articulación con la sociedad.

Si actuamos con sentido pragmático, una pregunta central 
que conviene formularse entonces es ¿cuál será la viabilidad de 
este proceso? ¿Estamos frente a una utopía o hay bases ciertas 
para un prudente optimismo?

A este respecto pienso que las perspectivas son buenas, 
aunque no están exentas de serios escollos. Tengo confianza 
porque veo que la Región, a pesar de la aguda crisis que toda­
vía nos agobia, está embarcada en un proceso de cambio políti­
co y social que me parece imparable; un cambio con sentido 
primariamente democratizador, que habrá de reflejarse inevita­
blemente en la conformación de nuestros Estados; un cambio 
que tiene raíces históricas, motivadas en las necesidades de mo­
dernización de una sociedad que se había quedado rezagada, 
por múltiples causas que no es oportuno analizar ahora. Este 
cambio no fue, por lo tanto, decretado por la Cumbre de la 
Tierra, pero indudablemente que los acuerdos de Río de Janeiro, 
de ser honrados por la comunidad internacional y por noso­
tros, tendrán algún efecto catalizador de las reformas.

Ahora bien, es posible plantear qué cambios, del tenor de 
los que se vislumbran, no habrán de producir necesariamente 
un estilo de desarrollo menos agresivo sobre el rico patrimonio 
de recursos naturales que disponemos. Esto es, que la reforma 
del Estado que se realice no sea para alcanzar efectivamente un 
desarrollo sostenible. Ante esta eventualidad, posible en la me­
dida que no logremos generar una sociedad ecológicamente más 
consciente, visualizo dos fuerzas contrarrestantes.

En primer lugar, los procesos de modernización de la socie­
dad latinoamericana y caribeña en marcha, inevitablemente re­
percutirán en la mayor valoración que los individuos hagan de
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los factores que pueden incidir sobre su calidad de vida. Es difí­
cil concebir una sociedad más educada y mejor informada que 
se mantenga neutra ante elementos que ostensiblemente dañan 
su salud y afectan sus posibilidades para producir.

Finalmente, en segundo lugar, porque la degradación 
ecológica en escala global y regional es de tal magnitud que la 
sociedad menos aprensiva terminará por reaccionar ante esas 
situaciones. De aquí que tenga la esperanza de que los cambios 
institucionales requeridos para lograr un desarrollo en armo­
nía con la naturaleza, se desencadenarán en un tiempo futuro 
por el reclamo activo de sociedades con mayor entereza y pre­
sencia, mucho más sensibles ambientalmente y más participativas 
y solidarias. Esto supone que las reformas que se han señalado, 
en especial las políticas y las que tienen que ver con la educa­
ción, habrán hecho posible conformar un liderazgo en general 
mucho más lúcido para evaluar los problemas nacionales y adop­
tar las soluciones apropiadas.

Dentro de un escenario pesimista para la Región, cabría plan­
tearse la frustración del proceso democratizador que se adelan­
ta en la actualidad y la ocurrencia de un retroceso hacia etapas 
superadas. No veo la posibilidad de que esto suceda de manera 
generalizada, o de forma permanente, salvo algún caso en par­
ticular. Podría ser más realista esperar su estancamiento tempo­
ral si operasen condiciones adversas que sirviesen para revigo­
rizar las estructuras de poder vigente. Esta última posibilidad 
sería pasajera, pues son de tal magnitud las tensiones acumula­
das que difícilmente podrán mantenerse nuestras actuales de­
mocracias, sin acometer cambios que les permitan ofrecer ma­
yores niveles de bienestar y un disfrute más amplio de los 
derechos políticos, económicos y sociales de la población.

Sin embargo, otra cosa que podría suceder es que aun adop­
tada la firme determinación de los Estados y de las sociedades 
de encaminarse hacia estilos de vida sustentables, acometiendo 
las transformaciones que fuesen necesarias, ese fin no fuese 
alcanzable, por problemas relacionados con la racionalidad eco­
nómica que tiende a prevalecer mundialmente. Ello pondría en 
discusión su viabilidad y este debate se convertiría en uno real­
mente existencial, pues el mismo comprometería la superviven­
cia de la propia humanidad, lo cual no está planteado por aho­
ra y sería terreno para una discusión de otra naturaleza.
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Este conjunto de planteamientos y propuestas tienen la in­
tención de contribuir a una mejor comprensión de los procesos 
de cambio institucional que son indispensables adelantar en la 
América Latina y el Caribe para viabilizar un desarrollo sosteni- 
ble, y constituyen requisitos básicos para ese fin. Como todo 
proceso civilizatorio su realización significa un reto especialmen­
te importante.

Tengamos presente que para muchos, América Latina y el 
Caribe constituyen un proyecto histórico hasta ahora fracasa­
do. La adopción de una trayectoria de desarrollo sostenible, no, 
sólo deberá representar una oportunidad para sacar provecho 
en forma más racional del enorme patrimonio de recursos na­
turales de que disponemos; sobre todo puede constituir la vía 
para realizar nuestra ilusión secular de vivir civilizadamente, y 
la estrategia para darle la solidez que deseamos a nuestras de­
mocracias. Para entrar con éxito al próximo milenio necesita­
mos sociedades más equitativas y modernas y Estados más efi­
cientes y democráticos. Recordemos a Simón Bolívar cuando 
expresó “ Por lo mismo que ninguna forma de gobierno es tan 
débil como la democracia, su estructura debe ser de la mayor 
solidez y sus instituciones consultarse para la estabilidad”. Apos­
temos al éxito.
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LAS INSTITUCIONES INTERNACIONALES 
Y LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO 

SOSTENIBLE

Andrés Rozental 
Subsecretario de Relaciones Exteriores de México 

La transición hacia una nueva era

El fin de la guerra fría ha traído consigo cambios profundos en 
el orden internacional. Estos demandan un replanteamiento de 
las estructuras y formas de operación de las instituciones esta­
blecidas después de la segunda posguerra, a fin de promover el 
diálogo y la cooperación entre los miembros de la comunidad 
internacional.

La Organización de las Naciones Unidas ha ampliado su 
membresía con la incorporación de los Estados que surgen del 
desmembramiento del bloque de Europa Oriental. Este reajus­
te en la geografía política ha estado acompañado de conflictos 
regionales y guerras civiles que demandan notables esfuerzos 
de la Organización para el restablecimiento de la paz. Esta se 
encontró, a principios de los noventa, ante una situación inter­
nacional volátil que requería de un involucramiento más am­
plio de su parte en el mantenimiento de la paz y seguridad in­
ternacionales. Hasta ahora se han establecido 17 operaciones 
para este cometido, cinco de las cuales cumplieron su función. 
En la primera mitad de 1992, el número de militares y de poli­
cías de Naciones Unidas creció cuatro veces (a principios de 1993 
eran más de 50 000 elementos).

La economía mundial se ha globalizado en los últimos años. 
El aumento del comercio mundial de bienes y servicios, los
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movimientos internacionales de capitales, la interconexión de 
los mercados financieros y el incremento de la parte que co­
rresponde a las empresas multinacionales en el conjunto de la 
actividad económica han sido sustanciales. La liberalización de 
las economías nacionales se manifiesta en el desarrollo acelera­
do de las inversiones extranjeras directas, cuyo valor se ha tri­
plicado en el último decenio.

Existe una convicción generalizada en torno a que la libera­
lización del comercio, las nuevas formas de división internacio­
nal del trabajo y el incremento de la competencia, habrán de 
estimular el crecimiento económico mundial. De ahí la impor­
tancia de los resultados logrados al término de las negociacio­
nes multilaterales de la Ronda Uruguay.

Se observa la creación paulatina de organizaciones regiona­
les que se proponen reducir las barreras comerciales y estable­
cer vastas zonas de libre comercio, como es el caso de la Unión 
Europea, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, 
el Mercosur y la Asociación de Naciones de Asia Suroriental.

En este contexto de una comunidad internacional más plu­
ral y de una economía mundial más dinámica, existe una asigna­
tura pendiente: el bienestar y la participación plena de los pue­
blos para desarrollar sus. potencialidades. Ninguna de las dos 
aspiraciones puede concebirse sin la cooperación activa de los 
miembros de la comunidad internacional, encauzada y promo­
vida por medio de las instituciones internacionales.

Según cifras de ONU, en 1960, el 20% más rico de la pobla­
ción mundial recibía treinta veces más que el 20% más pobre. 
En 1989, la diferencia era de 60 veces. Al interior de los Estados 
persisten también las desigualdades. En los países en desarro­
llo, en particular en África y América Latina, la pobreza se acre­
centó en 1980, en parte debido a los efectos económicos negati­
vos de la crisis de la deuda internacional. En la mayoría de los 
casos la ampliación de la pobreza no se debió tan sólo al descen­
so generalizado de los ingresos, sino también al aumento de la 
desigualdad.

Tal desigualdad entre los Estados y al interior de éstos hace 
imperativo concentrar los esfuerzos internacionales, regionales 
y nacionales al logro del desarrollo económico y social con la 
debida protección al medio ambiente, es decir, el desarrollo 
sostenible.
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El balance de las acciones de Naciones Unidas en lo que se 
refiere a la promoción del desarrollo es poco alentador, a pesar 
de que el propio Secretario General ha reconocido que “la esta­
bilidad política no es un fin en sí mismo, es una condición del 
desarrollo social y económico y del desarrollo pleno del poten­
cial humano. Al mismo tiempo, se deben reconocer y entender 
los vínculos entre la paz y el desarrollo”.

En este momento de cambios en los asuntos mundiales, cuan­
do la restructuración de las instituciones de las relaciones inter­
nacionales ocupa un lugar relevante en la agenda, hay deman­
das crecientes para que Naciones Unidas actúe con mayor 
decisión y efectividad en el campo del desarrollo económico y 
social. El llamado para que los propósitos en este ámbito sean 
perfectamente delimitados, proviene tanto de los países desa­
rrollados como de los países en desarrollo.

La cooperación internacional es inevitable e indispensable 
porque ahora, más que nunca, los Estados y sus gobiernos no 
pueden resolver en forma aislada los problemas que enfrentan. 
En particular, es evidente que el desarrollo sostenible no puede 
darse como un proceso autárquico, de ahí que en la Conferen­
cia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
(CNUMAD) o Cumbre de la Tierra, los Estados se obligaron a 
tomar en consideración las consecuencias globales de sus deci­
siones internas. Este reconocimiento es fundamental para dar 
plena vigencia a los acuerdos alcanzados y para orientar los es­
fuerzos internacionales hacia la promoción del desarrollo 
sostenible.

Desde la Conferencia de Estocolmo, en 1970, fueron nece­
sarios veinte años para reunir el ímpetu político necesario para 
que la comunidad internacional concentrara su atención en los 
vínculos entre el medio ambiente y el desarrollo. Cabe reflexio­
nar, entonces, sobre cómo deberían operar las instituciones y las 
normas de actuación convenidas internacionalmente, para lograr 
que el desarrollo sostenible se convierta en la estrategia de bien­
estar social y económico con plena protección del medio am­
biente, y no se utilice solamente como elemento de la retórica 
internacional.
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LOS ARREGLOS INSTITUCIONALES PARA LA PROMOCIÓN 

DEL DESARROLLO SOSTENIBLE

El capítulo 38 de la Agenda 21, adoptada por la Cumbre de la 
Tierra, establece que el proceso de seguimiento interguberna­
mental de las actividades a que dé lugar la Cumbre se hará en el 
marco del Sistema de Naciones Unidas. La Asamblea General 
será el foro normativo supremo encargado de proporcionar 
orientación general a los gobiernos, al Sistema y a los órganos 
pertinentes creados en virtud de tratados.

También dispone que todos los organismos de este sistema 
tienen un cometido clave que desempeñar en la ejecución de la 
Agenda 21 dentro de sus respectivas áreas de competencia. Para 
lograr la debida coordinación y evitar la duplicación de esfuer­
zos, deberá existir una eficaz división internacional del trabajo 
entre sus diversos componentes.

La Asamblea General de Naciones Unidas adoptó, en su 47 
periodo de sesiones, la resolución 47/191, en la que se pide al 
Consejo Económico y Social de la ONU (ECOSOC) que en su próxi­
ma sesión de organización establezca la Comisión de Desarro­
llo Sostenible (CDS), atribuyéndole, entre otras, las siguientes 
funciones:

—Velar por el seguimiento efectivo de las actividades deri­
vadas de la CNUMAD.

—Promover la cooperación internacional y determinar el 
mecanismo intergubernamental de adopción de decisio­
nes, a los efectos de integrar las cuestiones relacionadas 
con el medio ambiente y el desarrollo.

—Examinar los progresos realizados en la ejecución de la 
Agenda 21, en los planos nacional, regional e internacio­
nal, teniendo en cuenta los principios de la Declaración 
de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, con el obje­
to de que todos los países logren un desarrollo sostenible.

Las actividades de la CDS se iniciaron con un periodo de 
organización en febrero de 1993, en el que se aprobó el “Pro­
grama de Trabajo Multianual” dividido en sectores temáticos 
de acuerdo con la estructura de la Agenda 21. Con ello se busca
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dar racionalidad a los trabzgos de la GDS y se propicia la aten­
ción de los países en cuestiones sectoriales específicas.

La Primera Reunión Sustantiva de la GDS tuvo lugar en ju­
nio de 1993, e incluyó un Segmento de Alto Nivel que sesionó 
los días 23 y 24 del mismo mes. En esta primera reunión sustan­
tiva se adoptaron decisiones sobre la presentación de informes 
acerca del seguimiento de la CNUMAD; criterios respecto a la 
celebración de consultas intersesionales, y el formato y tipo de 
documento resultante del Segmento.

Los debates realizados en la primera reunión de la Comi­
sión, ante la ausencia de las confrontaciones ideológicas típicas 
del periodo de la guerra fría, se caracterizaron por la configura­
ción de posiciones opuestas entre el Norte y el Sur. Esto se de­
bió en buena medida a que ni antes ni después de la Conferen­
cia de Río fue posible llegar a un acuerdo en torno a los temas 
relativos a recursos financieros y transferencia de tecnología. 
Por lo tanto, la Comisión decidió convocar a consultas interce- 
sionales entre grupos de expertos que podrían ser nominados 
por los gobiernos independientes.

En la reunión, algunos países industrializados reconocieron 
la necesidad de abordar la cuestión relativa a los patrones de 
consumo y recursos financieros. Por su parte, los países en de­
sarrollo denunciaron el incumplimiento de compromisos rela­
tivos a aportación de recursos financieros y transferencia de tec­
nología.

En el Segmento de Alto Nivel se insistió en dotar a la CDS 
de un perfil político; sin embargo, el debate dentro del mis­
mo se sgustó al esquema tradicional de intervenciones indi­
viduales.

En las deliberaciones de la CDS, México subrayó la impor­
tancia de implementar acciones concretas para llevar a la prác­
tica los acuerdos de la Cumbre de la Tierra, desalentando los 
enfoques de evaluación o escrutinio internacionales sobre los es­
fuerzos que cada país realiza para lograr el desarrollo sostenible. 
En lo que hace a los recursos financieros y transferencia de tec­
nología, también postuló que el cumplimiento de los compro­
misos en ambos casos debe vincularse con sectores específicos.

Si bien la Comisión de Desarrollo Sostenible ha iniciado re­
cientemente su labor, es evidente que constituye hoy por hoy el 
máximo foro ambiental de la comunidad internacional y hasta
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ahora ha mantenido el ímpetu político mundial en torno a estas 
cuestiones. Con todo, el cumplimiento efectivo del mandato de 
la CDS depende de los avances que se registren en la solución 
de las cuestiones pendientes, relacionadas con las transferen­
cias de tecnología y recursos financieros.

En este último ámbito, existían amplias divergencias entre 
las posiciones de los países desarrollados y las de los países en 
desarrollo, debido a la reticencia de los primeros a adoptar com­
promisos específicos de aportación de fondos y a su pretensión 
de vincular esta cuestión con la adopción de medidas de los 
segundos, para la protección de los recursos naturales y de su 
entorno ecológico.

Los debates respecto a los recursos financieros se han cen­
trado en la restructuración del Fondo Ambiental Global (GEF). 
Esta es una demanda de los países en desarrollo, a fin de que 
este mecanismo de financiamiento de proyectos ambientales se 
democratice, aplique procedimientos transparentes y permita 
su participación en la toma de decisiones. Estos objetivos se han 
cumplido en los acuerdos adoptados en la reunión celebrada en 
marzo de 1994 en Ginebra. El acuerdo sobre la restructuración 
del GEF es un avance fundamental que seguramente va a favore­
cer la aplicación de los acuerdos de la Conferencia de Río.

La proliferación de instituciones que caracterizan el trabajo 
de Naciones Unidas en los ámbitos económico, social y ambien­
tal han sido producto de décadas pasadas. Los países miembros 
frecuentemente presionamos para que se apliquen medidas que 
sólo representan una parte de la solución a los problemas. Al­
gunas veces se establecieron burocracias como sustituías de la 
solución a éstos y que sirvieron, en algunos casos, para disfra­
zarlos en vez de exhibirlos para dedicarles la atención debida.

En torno a los resultados de la Conferencia de Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, y en particular a 
partir de la Agenda 21, se observa una movilización inusitada 
de ideas y propuestas de programa para incorporar al medio 
ambiente como elemento de las acciones de los organismos es­
pecializados. Este proceso es reciente y por lo tanto es difícil 
prever cuál será su destino. Sin embargo, podemos desde ahora 
observar los síntomas de duplicación de esfuerzos y la inten­
ción de actualizar convenciones superadas por recientes instru­
mentos internacionales.



LAS INSTITUCIONES INTERNACIONALES 73

La labor de las instituciones del Sistema de Naciones Unidas 
en materia ambiental tendrá que ser cuidadosamente evaluada en 
el marco de la CDS, a partir de los informes que presente el Se­
cretario General como responsable del Comité Administrativo 
de Coordinación y la labor del Departamento de Coordinación de 
Políticas y de Desarrollo Sostenible, recientemente creado.

El derecho internacional ambiental

Las normas de convivencia y cooperación entre los miembros 
de la comunidad internacional, relacionadas con el medio am­
biente, recibieron un impulso considerable con la celebración 
de la Conferencia de Río. Esto se comprueba con la adop­
ción de las Convenciones sobre Cambio Climático y sobre Di­
versidad Biológica, ambas suscritas por México. Asimismo, se 
observa una tendencia en los foros de otros convenios interna­
cionales ambientales que favorece la adopción de compromisos 
específicos, cada vez más estrictos, para reforzar el cumplimien­
to de los objetivos de dichos instrumentos internacionales. Las 
convenciones adoptadas en la Conferencia de Río se encuen­
tran en vigor, hecho que resulta alentador, porque todos sabe­
mos que en las últimas etapas de la negociación de estos instru­
mentos afloraron coyunturas de tensión que afectaron el alcance 
y la viabilidad de los mismos.

Lo anterior demanda de los países Partes un doble esfuer­
zo, tanto para la coordinación de actividades nacionales, como 
para adoptar actitudes más flexibles que permitan alcanzar un 
consenso en torno a las cuestiones pendientes, para la instrumen­
tación de las Convenciones y la celebración de la Conferencia 
de las Partes.

El 21 de diciembre de 1993 se depositó el quincuagésimo 
instrumento de ratificación de la Convención sobre Cambio Cli­
mático. A partir de esa fecha entró en vigor la Convención. Con­
forme a lo establecido, tres meses después de la quincuagésima 
ratificación se llevará a cabo la Primera Reunión de las Partes, 
que se realizará el 21 de marzo de 1995 en Berlín, Alemania.1 Es

1 Respecto a las actividades encaminadas a la preparación de la Primera 
Reunión de las Partes de la Convención sobre Cambio Climático, y a su entra-
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importante recordar que, en la última reunión del Comité Inter­
gubernamental que prepara esta reunión, los países participantes, 
en particular los países desarrollados, manifestaron su disposi­
ción para ampliar el horizonte de sus compromisos adecuándolos 
a metas y objetivos más rígidos, que suponen el incremento de 
los recursos financieros dedicados a tal propósito.

Las consultas para preparar la Primera Reunión de la Con­
ferencia de las Partes y promover la aplicación de las disposicio­
nes de la Convención avanzan lentamente.

Por lo que hace a la Convención sobre Diversidad Biológi­
ca, el 30 de septiembre de 1993, ante el Secretario General de 
las Naciones Unidas, fue depositado el 30° instrumento de rati­
ficación del Convenio, el cual entró en vigor a partir del 29 de 
diciembre de 1993. En efecto, después de aprobado y suscrito 
el texto del Convenio, el director ejecutivo del PNUMA convocó 
a una reunión de expertos designados a título personal, con el 
objeto de identificar las medidas necesarias para alentar la en­
trada en vigor de dicho instrumento. Con tal propósito se esta­
blecieron cuatro páneles temáticos, entre ellos el relativo a trans­
ferencia de tecnología y recursos financieros, preparándose la 
documentación base a ser utilizada en posteriores consultas inter­
gubernamentales.

En mayo de 1993 se renovó el mandato del Comité Inter­
gubernamental de Negociación (CIN) del Convenio sobre la Di­
versidad Biológica, a fin de preparar la Primera Reunión de la 
Conferencia de las Partes.

Al término de la primera reunión del CIN y dado el surgi­
miento de algunos puntos conflictivos que no pudieron resol­
verse, la delegación mexicana propuso que en nuestro país se 
celebrara una reunión de expertos en abril de 1994, con el 
fin de superar diferencias que pondrían en riesgo las consultas 
de la segunda reunión del CIN, que se llevó a cabo en mayo de 
1994.

Conforme al propio Convenio, los países están comprome­
tidos a formular planes para la conservación y el uso sostenible 
de la biodiversidad, haciendo inventarios de sus recursos e inte­

da en vigor, México está terminando de integrar el inventario de emisiones 
que establece el artículo 12 de la Convención.
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grando dichos planes en sus estrategias de desarrollo. Asimis­
mo, están obligados a promulgar leyes que protejan las especies 
en peligro y sus habitats, así como a expandir las áreas naturales 
protegidas.2 En foros de otros convenios internacionales sobre 
cuestiones ambientales se ha emprendido una evaluación deta­
llada del contenido de la Agenda 21, y se está promoviendo la 
adopción de medidas estrictas para hacer frente a problemas 
ambientales específicos.

De esta manera, en el marco del Convenio de Basilea sobre 
el Control de los Movimientos Transfronterizos de Desechos 
Peligrosos y su Eliminación, se aprobó la prohibición de expor­
tación de desechos provenientes de países de la OCDE a países 
no miembros. Como parte del Convenio, México apoyó activa­
mente la prohibición, convencido de que corresponde a los paí­
ses generadores de estos desechos asumir la responsabilidad de 
establecer la infraestructura necesaria para el manejo de los 
mismos.

También se ha avanzado en el desarrollo de un protocolo 
sobre responsabilidad e indemnización, con la posibilidad de la 
inclusión de un Fondo Internacional para compensar los daños 
ambientales resultantes del movimiento transfronterizo de dese­
chos peligrosos y su eliminación. Se ha estimulado a los estados 
partes del Convenio a concluir arreglos bilaterales, multilaterales 
y regionales sobre el movimiento transfronterizo de sustancias 
peligrosas e instado a los países que lleguen a tales acuerdos a 
que notifiquen a la Secretaría sobre los mismos, en especial, 
tratándose de convenciones regionales. Cabe señalar que el 
Anexo 3 del Convenio de la Paz suscrito entre México y Estados 
Unidos regula el movimiento de desechos peligrosos.

Por otra parte, en el marco del Convenio sobre Prevención 
de la Contaminación por Buques, se ha ampliado el alcance de 
las disposiciones del Anexo V relativo a la prevención de la con­
taminación por basura en general vertida por los buques. Entre 
las disposiciones de este instrumento se encuentra el estableci-

2 Para apoyar las medidas encaminadas a promover el cumplimiento de 
los compromisos nacionales e internacionales adquiridos por México, se creó 
la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad, según 
Acuerdo publicado en el Diaño Oficial de la Federación el 16 de marzo de 1992.
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miento del Gran Caribe como zona especialmente protegida. 
Esta medida fue resultado de la recomendación formulada en 
el seno del Plan de Acción para el Medio Ambiente en América 
Latina y el Caribe por un grupo de países caribeños encabeza­
dos por México.

Además, se está negociando el contenido del Anexo VI del 
Convenio MARPOL mediante el cual se trata de atacar el pro­
blema de la contaminación desde su origen. Esta propuesta 
prevé la conveniencia de regular la composición del combustóleo 
consumido por los buques. En la última reunión celebrada en 
Londres en la primera quincena de marzo de 1994, se conside­
raron diversas alternativas, pero no se adoptaron acuerdos es­
pecíficos.

Por lo que se refiere al Convenio de Londres, ha concluido 
la primera fase en el proceso de enmiendas a dicho instrumen­
to, en la que se ha debatido extensamente el tema relativo a la 
eliminación de los desechos radiactivos. Al analizar las propues­
tas formuladas, la mayor parte de las delegaciones se pronun­
ció a favor de una prohibición de vertimientos hasta que las 
Partes determinen lo contrario.

El recuento de las acciones emprendidas para dar vigencia 
a las convenciones adoptadas en la Cumbre de la Tierra y las 
medidas adoptadas en el marco de diversos convenios interna­
cionales para la protección del medio ambiente, permite cons­
tatar que se avanza con pasos firmes hacia la consolidación del 
derecho ambiental internacional.

Sin embargo, los avances en el desarrollo del marco jurídi­
co para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
y la protección del medio ambiente, conllevan la afectación de 
intereses económicos e industriales tanto en países desarrolla­
dos como en desarrollo. Más aún, al evaluar las implicaciones 
de la aplicación de medidas cada vez más estrictas para la pro­
tección del ambiente, se constata que se trata de inducir cam­
bios tecnológicos que están en manos de países desarrollados.
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Seguimiento de los acuerdos posteriores a la 
Conferencia de Río

Como parte del seguimiento de los acuerdos plasmados en la 
Agenda 21, y como resultado de resoluciones adoptadas en 
la Asamblea General de Naciones Unidas, se han emprendido 
consultas para la concertación de un convenio internacional 
sobre desertificación, y de un programa internacional de coope­
ración sobre desarrollo sostenible de los pequeños países insu­
lares. Además, está por resolverse si la Conferencia de Nacio­
nes Unidas sobre Especies Transzonales y Especies Altamente 
Migratorias concluirá su labor con la adopción de un convenio 
o con una declaración de principios generales.

Los ámbitos de los que se ocupan estas negociaciones se 
relacionan evidentemente con intereses especiales de algunos 
grupos de países, que han aprovechado el momento político de 
la Cumbre de la Tierra para concentrar la atención internacio­
nal en cuestiones ambientales específicas.

Hasta antes de la conclusión de los acuerdos para la restruc­
turación del Fondo Ambiental Global, las deliberaciones tuvie­
ron frecuentes referencias a los recursos financieros. En la ma­
yor parte de los casos los países en desarrollo han expresado su 
inconformidad y desacuerdo ante la ausencia de voluntad polí­
tica entre los países desarrollados para asumir compromisos 
concretos de aportación de estos recursos. En otros casos, como 
en el de la desertificación, se ha tratado de confinar el alcance 
del convenio a la región africana.

El estado actual de las consultas es el siguiente:
De acuerdo con lo establecido en la Agenda 21, la Asam­

blea General de las Naciones Unidas en su 47 periodo de sesio­
nes decidió convocar la Conferencia Mundial sobre el Desarro­
llo Sostenible de los Pequeños Estados Insulares. La Conferencia, 
que se realizó en Barbados del 25 de abril al 6 de mayo de 1994, 
tiene dos objetivos principales; en primer lugar, aprobar planes 
y programas de apoyo al desarrollo sostenible de esos países, así 
como para la utilización de sus recursos marinos y costeros, en 
particular para satisfacer las necesidades humanas esenciales, 
mantener la biodiversidad y mejorar la calidad de vida de estos 
pueblos. En segundo lugar, tomar medidas que permitan a los 
Estados insulares en desarrollo hacer frente a los cambios am-
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bientales de manera eficaz, creadóra y sostenible, al tiempo que 
atenuar sus repercusiones y reducir las amenazas a los recursos 
marinos y costeros.

Hasta ahora, la agenda de cuestiones en las que los países 
insulares demandan cooperación internacional es extensa, lo que 
ha provocado una negociación difícil en torno al texto del pro­
grama. Además, en cuanto a los recursos financieros, ha habido 
resistencia entre los países donantes para otorgar garantías de 
asistencia técnica para su desarrollo.

México apoya los planteamientos de este grupo de países, 
habida cuenta de la importancia que el tema representa para 
éstos. Además, debe tomarse en consideración que algunas re­
giones de nuestro país pueden padecer el mismo tipo de impac­
to ambiental y, por lo tanto, se debe buscar un mayor entendi­
miento hacia dichos países.

Por otra parte, la Asamblea General de las Naciones Uni­
das en su 47 periodo de sesiones, decidió la creación de un 
Comité Intergubernamental de Negociación encargado de ela­
borar una Convención Internacional de Lucha Contra la Deser- 
tificación en países afectados por sequía grave y (o) desertifi- 
cación, particularmente África. El comienzo de las negociaciones 
no fue fácil, debido a la diferencia de opiniones entre África y 
países de otras regiones, en particular de América Latina, en 
torno a si el problema de la desertificación puede considerarse 
privativo de África, o bien, como problema mundial.

En los debates del Comité Intergubernamental, México ha 
planteado que el problema de la desertificación no tiene carac­
terísticas regionales sino temáticas, ya que los efectos de la de­
gradación del suelo, la sequía y la desertificación afectan a to­
dos los continentes. Si bien ha prevalecido la tesis de México, el 
problema ha sido considerado de “dimensión mundial” y no de 
“carácter global”, lo cual ofrece a los países donantes la posibili­
dad de determinar las modalidades de financiamiento.

En cuanto al aprovechamiento sostenible y la conservación 
de los recursos marinos vivos, el Capítulo 17 de la Agenda 21 
contempla la celebración de una conferencia intergubernamental 
bajo los auspicios de la ONU, a fin de promover la aplicación 
efectiva de las disposiciones de la Convemar sobre poblaciones 
transzonales de peces y sus especies altamente migratorias.

De esta manera, durante el 47 periodo de sesiones de la
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Asamblea General de la ONU, se adoptó la resolución 47/192 
para convocar en julio de 1993 a una Conferencia Internacio­
nal que tenía como mandato

promover la aplicación eficaz de las disposiciones de la Conven­
ción de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, y que deberá 
basarse, entre otras cosas, en los estudios científicos y técnicos de 
la FAO a fin de:

a) Determinar y evaluar los problemas existentes en la rela­
ción con la conservación y ordenación de esas poblaciones de 
peces.

b) Examinar los medios de mejorar la cooperación pesquera en­
tre los Estados.

c) Formular recomendaciones apropiadas.

En los debates celebrados en los dos periodos de sesiones 
de la Conferencia, se constató que continúan prevaleciendo pro­
fundas diferencias entre los países costeros y las naciones que 
pescan en zonas distantes.

Por lo anterior no se puede anticipar cuáles podrían ser los 
resultados de la Conferencia. Las opciones son la concertación 
de un Convenio o la adopción de lincamientos generales a ser 
ejecutados por organismos internacionales. Sin embargo, tal 
decisión no podrá adoptarse en tanto persistan diferencias so­
bre cuestiones sustantivas y hasta que se determinen las medi­
das de ordenación pesquera aceptables para todas las naciones 
participantes.

En síntesis, ha habido avances positivos en las negociacio­
nes realizadas hasta ahora para dar seguimiento a las acciones 
previstas en la Agenda 21 sobre pequeños Estados insulares, 
desertificación y pesca en alta mar. No obstante, la polarización 
de los debates permite anticipar que los acuerdos en estos ám­
bitos tendrán un alcance limitado, quizás no a la altura de las 
expectativas de los países que promovieron que estas cuestio­
nes fueran abordadas después de la Conferencia de Río.
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El ENFOQUE REGIONAL Y LA ACCIÓN DE AMÉRICA LATINA 
HACIA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

La agenda ambiental internacional no ha sido ajena a la actua­
ción de América Latina y el Caribe. En el documento bajo el 
título de Nuestra Propia Agenda, resultante de consultas regiona­
les, se manifiesta que:

La problemática del medio ambiente nos afecta a todos. La bús­
queda de soluciones ambientales debe involucrar al Norte y al 
Sur, ... la base de recursos naturales y las tecnologías para su ex­
plotación, no están distribuidas geográficamente en forma equi­
tativa, lo que obliga negociar permanentemente su utilización.

Nuestra Propia Agenda fue de particular utilidad para los tra­
bajos de la Conferencia Regional preparatoria de la Conferen­
cia de Río, convocada por la CEPAL y que tuvo lugar en México 
en marzo de 1991. La Conferencia Regional adoptó la Platafor­
ma de Tlatelolco en la que Latinoamérica expresó su profunda 
preocupación porque a 20 años de la adopción de la Declara­
ción de Estocolmo, ha habido un severo deterioro del estado 
del medio ambiente y una seria degradación de los ecosistemas, 
lo cual está estrechamente relacionado con modelos de desa­
rrollo no sostenibles prevalecientes principalmente en países de­
sarrollados. Ante ello, la Plataforma de Tlatelolco subrayó que 
la solución a los problemas ambientales y la promoción del de­
sarrollo sostenible a nivel nacional dependen en gran medida 
de la cooperación internacional, incluido el financiamiento.3

Por otra parte, luego de haberse realizado la Cumbre de la 
Tierra, a iniciativa del PNUMA, la CEPAL y el PNUD, se llevó a 
cabo, en la ciudad de Santiago, Chile en marzo de 1993, la VII 
Reunión Ministerial sobre Medio Ambiente en América Latina 
y el Caribe. En el encuentro se aprobó un esquema de coordi­
nación de las tres agencias auspiciantes de éste, se establecieron 
algunas áreas de acción prioritaria, y se endosó la política de 
descentralización impulsada por la recién iniciada gestión de la

3 Los postulados de la Plataforma de Tlatelolco fueron puntos de referen­
cia para la participación de los países latinoamericanos en las negociaciones 
previas y en las realizadas durante la Conferencia de Río.
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directora ejecutiva del PNUMA. La puesta en marcha de esta po­
lítica y el consecuente fortalecimiento de las oficinas regionales 
han sido objeto de amplios debates en los órganos de decisión 
del PNUMA.

El establecimiento de la Comisión de Desarrollo Sostenible 
ha implicado un importante cambio en el papel del Consejo de 
Administración, ya que la función que desempeñaba el PNUMA 
como foro de discusión de los problemas ambientales a nivel 
internacional, fue asumida por ésta. Dicha situación dio lugar a 
la circulación de propuestas en las que se sugería que el PNÜMA 
se limitase a desempeñar funciones de cooperación técnica, 
o bien que las labores administrativas del Consejo fuesen cu­
biertas por consejos técnicos o por un órgano de composición 
limitada.

En este contexto, México manifestó su apoyo al esquema de 
coordinación entre el PNÜMA y los organismos de Naciones Uni­
das en los términos establecidos en el Artículo 38 de la Agenda 
21. Asimismo, se pronunció a favor de apoyar los esfuerzos en 
el área de América Latina y el Caribe, a través de la asociación 
PNUMA/CEPAL/PNUD.

El 17 periodo de sesiones del Consejo de Administración 
del PNUMA fue el primero llevado a cabo después de la Confe­
rencia de Río; la adopción de Agenda 21, la creación de la Co­
misión de Desarrollo Sustentable, y el nombramiento de la nue­
va directora ejecutiva del PNUMA al frente del organismo. La 
señora Elizabeth Dowdeswell ha señalado que el Programa se 
está ocupando de un número excesivo de temas, lo que motiva 
una dispersión de recursos financieros y genera un impacto li­
mitado en los países en donde se aplica. Ante ello, ha propues­
to concentrar la labor en un número limitado de temas y favo­
recer una mayor autonomía de las actividades de las oficinas 
regionales. Esta propuesta supone que las actividades del PNUMA 
a nivel regional no serían determinadas como resultado de los 
debates del Consejo de Administración, sino en el marco de 
los mecanismos establecidos en el área. Es difícil anticipar el 
destino de este proceso. No obstante, México ha comprometi­
do su apoyo porque estamos convencidos que contribuye a la 
integración latinoamericana, la cual es fundamental para la pro­
moción del desarrollo sostenible.
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Consideraciones finales y conclusiones

La naturaleza global de algunos de los problemas ambientales y 
el proceso de globalización que se observa en el ámbito econó­
mico, han propiciado el surgimiento de tesis que postulan la 
necesidad de un replanteamiento del concepto de soberanía. 
Se parte del supuesto de que los derechos de los individuos y 
de los pueblos constituyen una dimensión de la soberanía que 
reside en toda la humanidad, y que proporciona a todos los 
pueblos el derecho a involucrarse legítimamente en las cuestio­
nes que afectan al mundo en su conjunto.

Para México, el Estado continúa siendo la entidad básica de 
las relaciones internacionales y el medio a través del cual los 
pueblos encuentran la unidad y la voz para expresarse ante la 
comunidad internacional. Para la cooperación y seguridad in­
ternacionales, continúa siendo esencial el respeto de la sobera­
nía fundamental y la integridad del Estado.

Esto no se invoca en detrimento de las nuevas posibilidades 
de contribuciones compartidas, delegadas e interactivas que se 
pueden dar en el marco de las instituciones y organismos del 
Sistema de Naciones Unidas. En éstas participan un creciente 
número de asociaciones y agencias regionales y una extensa red 
de organizaciones no gubernamentales. México favorece una 
amplia participación de la sociedad civil en los foros ambienta­
les de Naciones Unidas.

A continuación se reiteran algunas de las ideas ya expresa­
das en los párrafos precedentes:

—En este momento de cambios en los asuntos mundiales, 
cuando la restructuración de las instituciones de las relaciones 
internacionales ocupa un lugar relevante en la agenda, hay de­
mandas crecientes para que Naciones Unidas actúe en el campo 
del desarrollo económico y social.

—La cooperación internacional es inevitable e indispensa­
ble porque ahora, más que nunca, los Estados y sus gobiernos 
no pueden enfrentar o resolver solos los problemas actuales. 
En particular, es evidente que el desarrollo sostenible no puede 
darse como un proceso autárquico, de ahí que en la Cumbre de 
la Tierra los Estados se obligaron a tomar en consideración las 
consecuencias globales de sus decisiones internas.

—La Comisión de Desarrollo Sostenible constituye el máxi-
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mo foro ambiental de la comunidad internacional y hasta ahora 
ha mantenido el ímpetu político mundial en tomo a las cuestio­
nes ambientales.

Con todo, el cumplimiento efectivo del mandato de la CDS 
depende de los avances que se registren en la solución de las 
cuestiones pendientes, relacionadas con las transferencias de 
tecnología y recursos financieros.

—El acuerdo sobre la restructuración del GEF es un avance 
fundamental que seguramente va a favorecer la aplicación de 
los acuerdos de la Conferencia de Río, en particular la vigencia 
de las dos convenciones y la concertación de nuevos instrumen­
tos en las instancias establecidas por la Asamblea General de 
Naciones Unidas.

“Las acciones emprendidas para dar vigencia a las conven­
ciones adoptadas en la Cumbre de la Tierra, y las medidas adop­
tadas en el marco de diversos convenios internacionales para la 
protección del medio ambiente, permite constatar que se avan­
za hacia la consolidación del derecho ambiental internacional.

Sin embargo, el desarrollo del marco jurídico y la adopción 
de medidas estrictas para el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales y la protección del medio ambiente, conlle­
van la afectación de intereses e inducen cambios tecnológicos 
que están en manos de países desarrollados.

“Ha habido avances en las negociaciones realizadas hasta 
ahora para dar seguimiento a las acciones previstas en la Agen­
da 21 sobre pequeños Estados insulares, desertificación y pesca 
en alta mar; sin embargo la polarización de los debates permite 
anticipar que los acuerdos en estos ámbitos tendrán un alcance 
limitado, que tal vez no corresponda a las expectativas de los 
países promotores.

—La propuesta de descentralización de las actividades del 
PNUMA ha recibido un amplio respaldo de Latinoamérica y 
el Caribe. En particular, México ha comprometido su apoyo a 
este proceso, porque estamos convencidos que contribuye a la 
integración latinoamericana, la cual es fundamental para la pro­
moción del desarrollo sostenible.
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Consejo de la Tierra 
San José, Costa Rica

Para mí, lo valioso de la Cumbre de la Tierra fue el proceso, no 
tanto el momento, no tanto los 15 días de Río de Janeiro, sino 
los trabajos de dos años de preparación, de toma de conciencia, 
de movilización a gran escala, fundamentalmente de actores 
externos a los gobiernos, a los que se ha llamado “no guberna­
mentales”, término que hemos cuestionado porque “no guber­
namental” es un término negativo, que en realidad no refleja la 
riqueza de entidades y organizaciones que se encuentran fuera 
del gobierno. La expresión “sociedad civil” es un poco más jus­
ta, pero sigue siendo incompleta porque no engloba a muchos 
actores que están fuera de las entidades del Estado.

Quisiera comenzar reflexionando sobre las lecciones que 
nos ha dejado este proceso.

Cabe recordar, antes que nada, que el proceso pre-Río se 
desarrolló en un contexto político internacional signado por el 
fin de la guerra fría.

A veces me pregunto si los 120 jefes de Estado fueron a Río 
para reencontrarse en este nuevo panorama mundial, o real­
mente porque estaban convencidos del desarrollo sostenible; 
no estoy tan segura de que todos los líderes estuvieran tan con­
vencidos de éste. Más bien pienso que fueron a encontrarse ahí 
para ver que seguía en este nuevo mundo, en esta nueva etapa 
mundial. La influencia del fin de la guerra fría en el proceso de
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Río nos dio una oportunidad que perdimos pero que todavía 
podemos recuperar, especialmente desde las trincheras de la 
sociedad civil. Esa oportunidad es la revisión de las estructuras 
globales, porque aquí se ha hablado del Estado, pero éste, hoy 
día, está viviendo una crisis muy fuerte de su propio poder, pues 
lo esta perdiendo y transfiriendo a instituciones globales.

Desde hace mucho tiempo, una decada quizá, hemos visto 
la transnacionalización y la globalización en la toma de decisio­
nes. Yo diría que son más importantes las políticas que marca la 
Nestlé en nuestros países, que los ministerios de agricultura; es 
decir, que lamentablemente tenemos una transnacionalización 
de poder que la Cumbre de Río nos hizo comprender muy a 
fondo. La oportunidad era revisar precisamente estos pilares 
globales que eran las instituciones de Benton Woods, Banco 
Mundial, Fondo Monetario, y las propias Naciones Unidas. No 
olvidemos la diferencia entre instituciones financieras donde 1 
dólar es igual a 1 voto, y las Naciones Unidas donde 1 país es 
igual a 1 voto.

En este contexto se toma conciencia de que la participación 
social no puede circunscribirse solamente al ámbito nacional, 
sino que también tiene que salir de las fronteras nacionales y 
participar a nivel global. Entonces, una de las lecciones que la 
sociedad civil está asimilando profundamente es la necesidad 
imperiosa de participar en la agenda global.

Otra de las lecciones es, precisamente, la agenda global. ¿Qué 
es la agenda global? ¿Existe la agenda global? ¿Quién está po­
niendo énfasis en ella? ¿Es global o es universal? ¿Es universal­
mente aceptada o está fundamentalmente establecida por el gru­
po de los siete?

En Río se reconoció que la biodiversidad, el cambio climá­
tico, etc., eran prioridades globales, pero no se llegó a fondo, a 
reconocer a la pobreza como tal; se hizo evidente, sí, la necesi­
dad de combatirla, pero de manera poco enfática, cuando me­
nos con la misma fuerza que la biodiversidad o el cambio 
climático.

En la Cumbre, también se cambió totalmente el concepto 
de seguridad, la cual ahora toma una dimensión planetaria y ya 
no solamente militar, entendiéndose como seguridad ambien­
tal y social, donde ingresan problemas transnacionales como la 
droga, las enfermedades, el militarismo y el terrorismo.
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Otra lección importante en Río fue la inclusividad del pro­
ceso, la posibilidad de que los actores externos a los gobiernos 
pudieran participar de una manera diferente. En esto fue clave 
la participación del secretario general, Maurice Stron, ya que 
venció la barrera básica en el Sistema de Naciones Unidas. Has­
ta ese momento, solo aquellas organizaciones de la sociedad ci­
vil registradas o formalmente inscritas en el Ecosoc podían par­
ticipar en conferencias internacionales; en la conferencia de Río, 
en cambio, se dio oportunidad, por primera vez, para que parti­
ciparan todas aquellas organizaciones que tenían pertenencia 
en el tema, independientemente de si estaban o no inscritas for­
malmente en el registro de Ecosoc.

Fue un proceso muy complejo de negociaciones dentro de 
las mismas Naciones Unidas, que sentó un precedente irreversi­
ble para todas las conferencias internacionales: la cumbre so­
cial, la de población, la de mujeres, etcétera.

Cualquier organización social que sea pertinente al tema 
tendrá derecho a participar aunque no esté formalmente inscri­
ta en el Ecosoc. El otro punto interesante es que esta participa­
ción ampliada llevó a una reflexión profunda, dentro del proce­
so, sobre si la Agenda 21 era una agenda de los pueblos o una 
agenda de los gobiernos.

En algunos casos los gobiernos negociadores sí consultaron 
a su sociedad civil para llevar exposiciones internacionales, pero 
muchos no lo hicieron. Por ello la Agenda 21, en verdad, se 
está convirtiendo más bien en un documento gubernamental.

Las organizaciones sociales civiles generaron su propia di­
námica y sacaron una serie de “agendas propias”. Surgieron, 
así, las agendas de las mujeres, de la juventud, la de los indíge­
nas, la agenda, incluso, de los hombres de negocios y desde lue­
go, culminó el proceso de Río con los 46 tratados de las ONG, 
los cuales fueron llamados “tratados alternativos”. El Consejo 
de la Tierra ha editado un libro que compara los tratados gu­
bernamentales con los tratados no gubernamentales.

Esto muestra cómo el proceso se suscitó de manera que la 
sociedad civil, en paralelo, va trabajando y va haciendo una in­
terpretación de los acuerdos gubemamentailes, y de esta forma, 
en los 46 acuerdos de las ONG puede verse fácilmente qué posi­
ción tienen los gobiernos en relación con la biodiversidad, la 
tecnología y diversos temáis.
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Allí se observa también que la Agenda de los gobiernos no 
contempla algunos temas que la sociedad civil vive como muy 
importantes; por ejemplo, el militarismo. Los gobiernos no se 
encuentran listos para tratar este tema en el marco del desarro­
llo sostenible, lo cual es trágico porque hoy día la agenda de la 
paz y la agenda del desarrollo resultan desvinculadas en el ám­
bito internacional. El militarismo era un tema evidentemente 
ligado al desarrollo sostenible, y sin embargo no se pudo incor­
porar en las discusiones gubernamentales por razones políticas, 
sobre todo.

Otro de los temas importantes, que tampoco pudo ser adop­
tado por lo gobiernos, es el de las compañías transnacionales. 
Las ONG pedían que se hiciera un código de las mismas, que 
fueran actores incorporados como tales, porque su función, su 
poder y actividad son sumamente importantes hoy en día.

Pero lo que es importante, como anteriormente decía, es 
entender a Río, no como los cinco resultados gubernamentales 
y los 46 tratados no gubernamentales, sino como un proceso 
de discusión que hubo durante dos años; proceso e ímpetu que 
no deben perderse. Justamente la sociedad tiene por delante 
una tarea fundamental para que se preserve ese ímpetu de par­
ticipación.

Obviamente, hubo temas no resueltos como fue el financia- 
miento, la tecnología y, uno de los más importantes, el de una 
carta ética, el de la “nueva ética”.

Porque hoy se está aplicando una doble ética que consiste 
en que los países desarrollados están pidiéndole a los países en 
vías de desarrollo que abran su mercado, que se conviertan 
en no proteccionistas, que reduzcan el Estado, que acaben 
con el estatismo, mientras ellos mismos son proteccionistas, 
muchas de sus empresas son estatales, etc. Esto es un doble có­
digo que debemos vislumbrar, observar y combatir.

En ese ámbito, en este marco de análisis hemos visto pasar 
dos años. ¿Qué ha pasado en este lapso? ¿Qué tenemos real­
mente hoy día en las manos para trabajar?

Primero tenemos unos acuerdos fundamentales para la so­
ciedad civil. ¿Por qué? Porque en ellas la sociedad civil tiene un 
instrumento valiosísimo para pedir cuentas a los gobiernos: son 
acuerdos que los gobiernos aprobaron, palabra por palabra.

La Agenda 21 es el programa nacional que se aprobó por
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consenso y se negoció palabra por palabra. Hubo una coma que 
estuvo entre corchetes durante 6 meses; hasta una coma se ne­
goció en la Agenda 21. Entonces quiere decir que es un instru­
mento de un valor político extraordinario porque permite ha­
cer fiscalización, para decir al gobierno “ya no te pido más, sólo 
que hagas lo que tú dijiste que ibas a hacer; ya no voy a pedir, ni 
siquiera que hagas más; cuando menos vamos a empezar a ver 
si lo que dijiste que ibas a hacer, lo estás haciendo”.

Ese instrumento poderosísimo tiene que llegar a la socie­
dad, ya que no lo ha hecho. Porque otro de los problemas de 
Río es que los actores que participaron allí no son todos ni los 
más importantes, inclusive para el desarrollo sostenible; falta­
ron muchos trabajadores, faltaron muchos campesinos, faltaron 
muchos de los que participan en la cadena básica de los proce­
sos productivos. Nos falta entonces un proceso de intemalización 
de esos acuerdos y a nivel de todos los ministerios del gobierno.

La sociedad civil debe usar esos acuerdos de Río como ins­
trumentos de fiscalización, de revisión, de monitoreo; y si los 
vamos a utilizar, necesitamos conocerlos, necesitamos que lle­
guen a la sociedad en un plan fácil, que sean accesibles, que 
sean entendibles, que no estén en inglés, que estén en español, 
etc. Hay un profundo compromiso de comunicación e informa­
ción que tenemos en nuestras manos.

Otro de los aspectos que quizá vale la pena contemplar, es 
que la sociedad civil, además de exigir el cumplimiento de to­
dos estos acuerdos, tiene también la obligación de participar en 
la Agenda Global, porque no se puede permitir seguir dejando 
a los gobiernos solos ante el Banco Mundial y ante el Fondo 
Monetario, ante estas instituciones que están modelando nues­
tra vida. Existe la obligación fundamental de incorporarse en la 
discusión de estas organizaciones y de pedir a nivel internacio­
nal que esas mismas se democraticen, que se abran a la socie­
dad civil, que la información fluya, que nos digan que están ha­
ciendo en los países, que la gente más afectada por estos 
proyectos intervenga en la toma de decisiones, que se abra la 
participación.

En realidad aquí estamos hablando de dos aspectos; la so­
ciedad civil debe formular una agenda nacional y una agenda 
internacional, que son muy diferentes, porque los problemas a 
nivel nacional y los problemas a nivel internacional exigen mo-
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dos de participación y de compromiso muy distintos a los que 
voy a comentar. Pero antes de hacerlo, quisiera aludir a la gran 
crisis de gobernabilidad que existe hoy día en los niveles global, 
nacional e incluso local.

Yo creo que se requiere una profunda revolución pacífica, 
no una reforma del Estado; necesitamos un cambio estructu­
ral, no una reordenación. Porque la pérdida de credibilidad de 
la sociedad en este momento, frente a las estructuras de poder, 
es demasiado grande; la gente ha dejado de creer en los parti­
dos como mecanismo de participación, en sus representantes 
ante los congresos, en sus instituciones. Esta pérdida de credibi­
lidad es tan grave que ha generado una proliferación de organi­
zaciones civiles que han tomado las cosas por su mano y que 
también generan problemas a los que yo quisiera referirme. Uno 
de ellos, que me parece el más delicado, es el de legitimidad. 
Porque las organizaciones no gubernamentales también nos 
hemos abrogado el derecho de hablar por otros que no nos 
han elegido, ni nos han pedido que lo hagamos, y eso también 
es muy delicado. Es decir, ¿cuánta autoridad moral, legal, for­
mal y social están teniendo las organizaciones de la sociedad 
civil para hablar en favor de otros? ¿Cuánto podemos aprender 
de las experiencias de las organizaciones que sí provienen de 
una profunda democratización básica como son los sindicatos, 
y las organizaciones campesinas? ¿Qué tipo de alianzas, enton­
ces, requerimos generar los actores de la sociedad civil, para 
aprender unos de otros y no caer tampoco en una dictadura de 
la sociedad, en donde ésta hable por otros, sin haber consulta­
do, sin haber escuchado, sin tener realmente legitimidad para 
hacerlo? Este es un tema que, viéndolo desde un punto de vista 
autocrítico, la sociedad civil tiene que asumir y retomar para 
analizarlo con mucho cuidado.

Hay aspectos que necesitamos como pre-requisitos para 
una verdadera participación: primero, esta autocrítica interna 
debe ver dónde estamos las organizaciones de la sociedad civil, 
qué queremos hacer, en qué tipo de juego estamos y qué papel 
jugamos.

Otro pre-requisito básico es la información. La sociedad ci­
vil no puede participar sin ella, así la retórica diga “queremos 
más participación de la sociedad civil”. Esa es una labor que 
nosotros tenemos que pedirle al Estado: una mayor transparen-
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cia en la información, “acceso y transparencia”. Una vez que la 
tengamos, habrá que solicitar acceso a la comunicación, para 
la cual necesitamos contrapartes e instancias válidas.

Otro aspecto importante es que la sociedad civil también 
necesita capacitarse, ya que tampoco tiene todos los elementos 
para poder participar responsablemente ante los retos de hoy.

Y ahora sí paso a las Agendas. Una de las instancias que se 
ha formado para el seguimiento de la Agenda Internacional es 
la Comisión de Desarrollo Sostenible (CDS), como parte del Con­
sejo Económico y Social (Ecosoc) de la ONU y que está integra­
da por 52 países.

Lo que me preocupa es la forma en que la Comisión insti­
tucionalizó la participación de la sociedad civil. Resulta que en 
ella solamente se dejan tres minutos después de los debates dia­
rios para que hablen tres ONG; a eso se ha reducido su interven­
ción en el desarrollo sostenido en ese Foro Internacional. Eso 
no lo podemos aceptar, tenemos que avanzar a otras formas de 
participación que deben comenzar en el ámbito nacional, y ahí 
es donde se vincula la Agenda Nacional a que me voy a referir 
enseguida. Las ONG y la sociedad civil no podemos llegar a Nueva 
York con la ambición de hablar cinco minutos después de que 
acabaron los debates gubernamentales y con eso sentir que ya 
expresamos lo que teníamos que decir, no puede ser. Necesita­
mos entonces prepararnos de antemano para llegar a una nego­
ciación previa con nuestros gobiernos y después participar en 
estos foros de otra manera.

Otro aspecto en la Agenda Internacional, consiste en defi­
nir claramente en qué forma vamos a solicitar paulatinamente 
o no, la democratización de los organismos globales; sobre esto 
hay una gran discusión en el Banco Mundial y en el Fondo Am­
biental Global. ¿Cómo la sociedad civil va a participar directa­
mente en la toma de decisiones de estas organizaciones y no 
sólo a través de un pequeño fondo que se está otorgando a las 
organizaciones civiles para que hagan sus pequeños proyectos o 
dándoles la posibilidad de analizar lo que pasa en el Fondo 
Ambiental Global? Nosotros también queremos conocer que está 
pasando en toda la Agenda del Banco Mundial, no nada más en 
ese fondo pequeño que se va a destinar a los problemas am­
bientales; también queremos saber todo lo que se está destinan­
do a proyectos y cómo está afectando el desarrollo sostenible.
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Una cuestión fundamental de la Agenda Global para las ONG 
es que la discusión del financiamiento de ayuda al desarrollo se 
ha circunscrito, desgraciadamente, a si esta será el 0.3% o 0.7% 
del producto nacional bruto de los países desarrollados. Cuan­
do diariamente circulan en el mundo mil billones de dólares, 
nosotros nos estamos peleando por estos porcentajes del GNP, 
nos estamos peleando por 60 mil millones de dólares. Esto que­
da muy claro en el Informe para el Desarrollo de 1993; dice ahí 
que los países desarrollados destinan 15% de su producto na­
cional para atender las necesidades de los sectores más necesi­
tados de sus propios países; mientras, en la Agenda de Río dis­
cutimos por el 0.3%. Ahora en los países desarrollados hay una 
crisis, porque dicen que “nunca los países ricos se habían senti­
do tan pobres”. Ahora ya no quieren siquiera llegar a esos nive­
les de cooperación y ayuda. Su misma gente está pidiendo que 
ese porcentaje se aplique en las políticas internas.

Otros aspectos financieros son más importantes, como por 
ejemplo los incentivos y los subsidios perversos que existen, hoy 
día, en energía, agricultura, etc., los cuales están afectando mu­
cho más al desarrollo sostenible que lo que pudiera ayudar el 
0.3% o el 0.7%. Este es un asunto que a las organizaciones civi­
les nos toca muy a fondo, porque las asociaciones civiles y las 
asociaciones de base son las que están sufriendo estos subsidios, 
que en Europa se mantienen en la agricultura, y son nuestros 
productores primarios los que más sufren sus efectos. Es por 
eso que la sociedad civil tiene que ser vigilante de que esto no 
suceda en la agenda nacional. Y a eso me quiero referir, porque 
en América Latina tenemos una gran oportunidad para traba­
jar en cuatro dimensiones.

Algunos países han tomado la decisión de formar Consejos 
de Desarrollo Sostenible, que tienen la característica de ser 
multisectoriales, es decir, que han invitado a las organizaciones 
civiles, a los grupos privados y al gobierno y se han sentado en 
una mesa para hacer seguimiento a los acuerdos de Río. Esto es 
importantísimo y lamentablemente en América Latina son po­
cos los que han tomado este camino, porque desde luego la cri­
sis política de muchos de nuestros países ha impedido llegar a 
un diálogo más serio y a la formación de una instancia formal.

¿Por qué es tan importante este aspecto de los Consejos de 
Desarrollo Sostenible, donde se abre la participación de la so-
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ciedad civil? Porque se está formalizando una instancia para que 
ésta dialogue seriamente con el gobierno, y que no solo se ha­
gan consultas populares, sino que realmente sea un Foro Cole­
giado de toma de decisiones, en donde también la sociedad ci­
vil se responsabiliza de la negociación en la que está entrando 
con el gobierno, con el sector privado, etcétera.

Estos Consejos del Desarrollo Sostenible son fundamenta­
les, son una instancia ideal para lograr una negociación y parti­
cipación formal de las ONG. También necesitamos instituciones 
que nos garanticen la participación de la sociedad civil, y para 
eso estamos hablando de los defensores del pueblo, de los ombuds 
man, del papel tan importante que juegan estos garantes en di­
cha tarea. Generalmente hay conflictos muy profundos entre la 
sociedad civil y el gobierno, por lo cual se requieren instancias, 
defensorías y fiscalías que ayuden a la negociación y a la 
arbitración de problemas entre los actores de la sociedad y los 
gobiernos. Estos ombuds man han surgido fundamentalmente 
para proteger los derechos humanos, pero por ejemplo, en 
Centroamérica nos contaban un caso muy interesante de una 
transnacional que importa plaguicidas y pesticidas prohibidos, 
y los cuatro ombuds man han recibido esta queja basada en que 
doce mil trabajadores centroamericanos han quedado estériles 
por la acción de esta transnacional. ¿A quién recurren? Los mis­
mos gobiernos están totalmente incapacitados para poder con­
frontar un problema de este tipo. Los cuatro ombuds man de 
Centroamérica que han empezado a conversar, han encontra­
do que es posible unir esfuerzos entre ellos, las defensorías, las 
ONG y la sociedad civil, tanto de medio ambiente como de dere­
chos humanos, para luchar conjuntamente por causas que nos 
van a ayudar a avanzar en el desarrollo sostenible.

Por ello creemos que el de los ombuds man y las defensorías 
es uno de los puntos en que los países deben avanzar más y 
más. Estos cuatro ombuds man de Centroamérica nos decían que 
70% de los casos que reciben son conflictos de medio ambiente 
y desarrollo: donde se va a construir una presa y van a sacar un 
pueblo de indígenas, donde se va hacer un desarrollo forestal y 
la gente está afectada. Otro tema importante es lo que deben 
hacer los actores de la sociedad civil entre sí, cómo vincularse, 
cómo fortalecerse ellos mismos y cómo crear alianzas entre los 
sectores profesionales (las sociedades de ingenieros, de biólo-
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gos, de abogados, etc.), con organizaciones contestatarias, con 
las comunidades de base, las comunidades que están viviendo 
problemas de cerca, las asociaciones de productores, los cam­
pesinos, los trabajadores, los comerciantes, etc., y, a su vez, con 
el sector académico. Porque en general ha habido un poco de 
divorcio entre este último y la sociedad civil y se critican un 
poco; el sector académico dice: “no saben nada, ellos son 
ecologistas, no ecólogos”, y la sociedad civil dice: “es que los 
académicos están en su torre de marfil y no hablan con nadie”. 
Hacen falta múltiples alianzas, porque la sociedad civil ha teni­
do éxito en fomentar una conciencia popular mientras que en 
verdad, las universidades han profundizado sus dos agendas y 
deben interactuar, deben modificarse entre sí. Esas alianzas de­
ben también ampliarse a los parlamentarios para provocar ese 
cambio que deseamos, porque el cambio no lo van a hacer esos 
individuos visionarios que estén dentro de cada sector, sino que 
va a ser fruto del accionar conjunto de todos los que, desde 
diversos sectores, tienen un común objetivo final.

La sociedad civil tiene que encontrar nuevos pactos sociales 
y por ello estas redes deben combinarse, deben ayudarse; los 
grupos de mujeres, los grupos indígenas y los grupos de jóve­
nes tienen que empezar a interactuar entre sí.

Otro componente de la Agenda Nacional que es vital es el 
de financiamiento. La sociedad civil, para ser independiente, 
no puede depender de los fondos del Estado; no puede ser que 
dependa del financiamiento que le otorgan los gobiernos na­
cionales y las organizaciones intergubernamentales, porque le 
resta autoridad moral cuando debe hacer una acción. No sólo 
eso sino, más delicado todavía, es el problema de la represión 
que existe; la represión no necesariamente es violencia y bala­
zos, también hay represión de empleo y de apoyo, etc. La socie­
dad civil tiene que tener espacios más libres e independientes 
de diálogo, y para ello tenemos que pensar en mecanismos de 
financiamiento de autogestión; no podemos seguir promo­
viendo una dependencia eterna de fondos extranjeros o loca­
les; se requiere crear estrategias y fórmulas para crear fondos 
financieros.

Hay ejemplos importantes: en Colombia, se creó un “Ecofon- 
do” con el apoyo del Estado. No hay ningún problema si se 
empieza con un capital básico para después crear fondos
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revolventes y que la sociedad civil se comprometa también a 
retomar las ganancias del mismo para entonces recrear un fon­
do de autogestión. De esto hay ejemplos muy interesantes tam­
bién en Chile y Honduras.

En síntesis, creo que la sociedad civil tiene un papel funda­
mental en la definición de la agenda internacional y también de 
las prioridades de la agenda nacional. Lo que necesitamos es 
vencer el gran reto de vincular las necesidades locales con las 
prioridades globales; necesitamos aliarnos de manera que aque­
llas organizaciones que trabajan lo local no pierdan de vista lo 
global y que aquellas que trabajan lo global no pierdan de vista 
lo local, así como recrear una nueva relación con el Estado.

Porque en apariencia, las organizaciones de la sociedad ci­
vil del Norte y del Sur están de acuerdo, y eso no es verdad. La 
realidad es que cuando uno va a los Foros Internacionales es 
necesario comprender que a veces compartimos mucho más las 
ONG con nuestros propios gobiernos que con las ONG del Nor­
te, por ejemplo. Por lo tanto, tampoco debemos caer en ese 
idealismo consistente en creer que siempre es bueno aliarse con 
las ONG de los países desarrollados, porque no es así. Hay que 
crear, sí, una especie de Amnistía Internacional para el desarro­
llo sostenible, para que los gobiernos y las ONG dialoguen antes 
de ir a los Foros Internacionales y creen frentes solidarios que 
defiendan sus propios intereses locales y regionales de una ma­
nera más efectiva.
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Introducción: la insustentabilidad del actual
ESTILO DE DESARROLLO

Las reiteradas y cada vez más agudas manifestaciones de la pre­
cariedad en que se encuentran los sistemas naturales que per­
miten la vida en el planeta, han dado lugar a la percepción de 
que la humanidad atraviesa una crisis que es a la vez generaliza­
da —económica, sociopolítica, institucional, ambiental— y global 
—cuyos efectos trascienden las fronteras nacionales—, percep­
ción ésta que se ha consolidado a través de la Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo realizada 
en Río de Janeiro en junio de 1992. Corresponde pues afirmar 
que la sociedad global de fines de siglo se ve enfrentada, no a 
una nueva crisis de las tantas que la han caracterizado, sino al 
agotamiento de un estilo de desarrollo que se ha revelado ecológica­
mente depredador, socialmente perverso y políticamente injus­
to, tanto nacional como internacionalmente (Guimaráes, 1991a).

La crisis que subyace al agotamiento del estilo actual se ha 
visto proyectada en diversas dimensiones. Por una parte, ésta se 
revela en el ámbito ecológico (por ejemplo, el empobrecimien-

* Las opiniones expresadas en este documento son de exclusiva responsa­
bilidad del autor y pueden no coincidir con las de la CEPAL.
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to progresivo del patrimonio natural del planeta) y ambiental 
(por ejemplo, el debilitamiento de la capacidad de recupera­
ción de los ecosistemas). Pero la evolución reciente de los pro­
blemas globales revela también el carácter ecopolítico (político- 
institucional) de la crisis, directamente relacionado con los 
sistemas institucionales y de poder que regulan la propiedad, 
distribución y uso de los recursos naturales. Por último, las si­
tuaciones de escasez absoluta de recursos naturales y de depósi­
tos para almacenar los desechos de la sociedad industrial, cuyas 
manifestaciones han sido tradicionalmente descalificadas como 
“neo-malthusianismo” equivocado, se ven ahora agravadas por 
situaciones de profunda escasez relativa, es decir, por patrones 
insustentables de consumo o por iniquidades en el acceso a los 
recursos de la naturaleza.

Lo anterior, sostienen amplios sectores de opinión, conlle­
va a que el agotamiento del estilo todavía vigente, y la necesi­
dad de tránsito hacia un estilo de desarrollo sustentable, impli­
caría un cambio en el propio modelo de civilización hoy 
dominante, particularmente en lo que se refiere al patrón de 
articulación sociedad-naturaleza. Incorporar, pues, un marco 
ecológico al proceso de toma de decisiones colectivas, de modo 
que se tomen en cuenta las implicaciones de las políticas públi­
cas sobre el funcionamiento de los ecosistemas, constituye más 
que una aspiración conservacionista, una necesidad biológica 
para la manutención misma de los sistemas naturales. Sin em­
bargo, lo que creemos que son únicamente las consecuencias 
ecológicas o ambientales de la forma como los seres humanos 
utilizan los recursos del planeta son, en realidad, predetermina­
das por el patrón de relaciones entre los propios seres huma­
nos.1 Para discernir a cabalidad la actual crisis del desarrollo 
hay que partir por la comprensión adecuada del proceso social

1 Lovelock (1979, 1988), contiene la versión más bien articulada de la 
teoría que sostiene que los seres humanos y los componentes orgánicos e inorgá­
nicos de la naturaleza conforman un único ecosistema planetario. La noción 
de que el patrón de interrelacionamiento humano determina el patrón de 
incorporación de la naturaleza, ha sido magistralmente resumida por Lewis 
(1944), al indicar que lo que nosotros llamamos “el poder del hombre sobre la 
naturaleza” es, en verdad, el poder de algunos seres humanos sobre otros, 
utilizando la naturaleza como su instrumento.
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que la ha detonado; y a las posibles soluciones vía desarrollo 
sustentable habrá que buscarlas en el propio sistema social, y 
no en base a alguna magia tecnológica —el technological fix— tan 
cara a los desarrollistas.

En síntesis, las propuestas hacia la sustentabilidad ponen en 
tela de juicio un estilo de desarrollo internacionalizado, lo cual 
ha sido determinado por la tendencia homogeneizadora de la 
economía mundial, en base a la adaptación del modelo tecno­
lógico e institucional de las empresas transnacionales, y cuyas 
expresiones más salientes las constituyen los procesos de mo­
dernización de la agricultura, de urbanización, de apropiación 
extensiva del stock de recursos naturales, y de utilización de fuen­
tes no renovables de energía. Para caracterizar, empero, el con­
texto actual de las propuestas de desarrollo sustentable y poner 
en relieve el papel del Estado en tales propuestas, se hace nece­
sario revisar los cambios ocurridos en la agenda global de los 
problemas ambientales, así como destacar la especificidad de la 
realidad ambiental, social y política de la región.

La evolución de la agenda global sobre el medio ambiente

Transcurridas más de dos décadas desde la Conferencia de Esto- 
colmo, ha cambiado considerablemente la percepción del mun­
do con relación a los problemas ambientales. El énfasis en 
Estocolmo estaba puesto en los aspectos técnicos de la contami­
nación provocada por la industrialización acelerada, por la ex­
plosión demográfica y por la intensificación del proceso de cre­
cimiento urbano, todo lo cual imprimía un carácter nítidamente 
primermundista a la reunión. No sorprende el alto grado de 
resistencia demostrado por los países del Tercer Mundo en aquel 
entonces. Como lo resumió el representante del gobierno de 
India en una reunión preparatoria a Estocolmo, “los ricos se 
preocupan del humo que sale de sus autos; a nosotros nos pre­
ocupa el hambre” (citado en Enloe, 1975: 132-133). En cambio, 
la percepción dominante en las etapas previas y durante la Con­
ferencia de Río fue la de que los problemas del medio ambien­
te ya no pueden ser disociados de los problemas del desarrollo.

Eso ya se había visto consolidado, por ejemplo, en el esta­
blecimiento por la Asamblea General de la ONU (Resolución 
38/161), de la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y De-
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sarrollo, presidida por la primera ministra de Noruega, Gro 
Brundtland, y cuyo informe publicado en 1987 gráfica muy bien 
la nueva perspectiva. Desde luego, la comisión rehusó centrarse 
exclusivamente en los problemas ambientales en sentido estric­
to. Haciendo eco a lo que fue en su tiempo una postura clara­
mente identificada con los intereses de los países subdesarrolla­
dos del Sur, los debates se centraron en los estilos de desarrollo 
y sus repercusiones para el funcionamiento de los sistemas na­
turales. No es por otro motivo que todas las propuestas emana­
das de esta Comisión se orientan hacia la sustentabilidad del 
desarrollo. Igualamente importante ha sido llamar la atención 
del mundo por la trascendencia de la cooperación y del 
multilateralismo para enfrentar los desafíos de finales del siglo. 
Por último, ha subrayado que los problemas del medio ambien­
te, y por ende las posibilidades de que se materialice un estilo 
de desarrollo sustentable, se encuentran directamente relacio­
nados con los problemas de la pobreza, de la satisfacción de las 
necesidades básicas de alimentación, salud y vivienda, de una 
nueva matriz energética que privilegie las fuentes renovables, y 
del proceso de innovación tecnológica.

En respuesta a una solicitud de la Comisión Brundtland se 
creó, en octubre de 1989, la Comisión Latinoamericana de De­
sarrollo y Medio Ambiente, cuyo informe, dado a conocer en el 
segundo semestre de 1990, hizo hincapié en los vínculos entre 
riqueza, pobreza, población y medio ambiente. Finalmente, el 
documento preparado por la CEPAL para la Reunión Regional 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo, llevada a cabo en 1991 en 
México y preparatoria para la Conferencia de Río, siguió tam­
bién la misma huella de sus precursores, enfatizando empero la 
necesidad de armonizar los desafíos de tomar las economías 
latinoamericanas más competitivas, promover mayor equidad 
social y permitir la preservación de la calidad ambiental y del 
patrimonio natural de la Región.

La evolución de la Agenda Global sobre los problemas del 
medio ambiente parece pues, afianzar las condiciones para que 
la región pueda transformar la situación de crisis en nuevas opor­
tunidades de desarrollo, tal como sucedió con la crisis económi­
ca internacional de 1929. Si Estocolmo-72 buscaba encontrar 
soluciones técnicas para los problemas de contaminación, Río- 
92 tuvo por objeto examinar estrategias de desarrollo a través
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de “acuerdos específicos y compromisos de los gobiernos y de 
las organizaciones intergubernamentales, con identificación 
de plazos y recursos financieros para implementar dichas estra­
tegias”. La propia Resolución 44/228, que convocó la Confe­
rencia, afirmaba con claridad que “pobreza y deterioro ambien­
tal se encuentran intimamente relacionados”, y que la protección 
del medio ambiente no podía ser aislada de ese contexto. Aña­
día también, que la mayoría de los problemas de contamina­
ción son provocados por los países desarrollados, cabiendo a 
éstos “la responsabilidad principal en combatirla”; que habrá 
que destinar recursos y tecnología para que los países subdesa­
rrollados puedan también revertir su proceso de degradación 
ambiental; y que se impone una solución “eficiente y urgente” 
para el problema de la deuda externa, requisito indispensa­
ble para una estrategia de desarrollo sustentable. La Resolución 
44/229 fue igualmente tajante en otros aspectos, reafirmando, 
por ejemplo, que la integración de la dimensión ambiental en 
las políticas y programas de los gobiernos no debe dar cabida a 
la introducción “de una nueva forma de condicionalidad en la 
ayuda al desarrollo, o constituir un pretexto para barreras co­
merciales”. Enfatizó, por último, que el desarrollo sustentable 
“requiere de cambios en los patrones de producción y de con­
sumo, particularmente en los países industrializados”.

Es a partir de este entendimiento específico de la crisis del 
desarrollo, en que los problemas globales del deterioro ambien­
tal y del agotamiento del stock de recursos naturales constituyen 
nada menos que las manifestaciones más evidentes del agota­
miento del estilo internacionalizado vigente en la posguerra, que 
conviene retener la especificidad de la realidad ambiental en 
los países subdesarrollados del Sur, particularmente en nuestra 
Región.

La asimetría ambiental entre el Norte y el Sur

No es difícil constatar la creciente vulnerabilidad ecosistémica 
del planeta.2 Desde la mitad del siglo el mundo ha perdido una 
quinta parte de la superficie cultivable y una quinta parte de los

2 Véase, entre otros, Brown (1990, 1992), PNUMA(1989), y Wilson (1992).
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bosques tropicales. En efecto, cada año se pierden 25 mil millones 
de toneladas de humus (topsoil) a raíz de la erosión, salinización 
y de otros procesos de degradación del suelo, representando un 
área de uso agrícola equivalente al territorio total de los países 
del Caribe (excepto Cuba), mientras los bosques del mundo desa­
parecen a un ritmo de 20 millones de hectáreas al año, equiva­
lentes a la superficie total de Costa Rica, Nicaragua y El Salvador.

En lo que se refiere a la disponibilidad de agua para el consu­
mo humano y para la agricultura, calcúlese que sólo a cuenta de 
la salinización, una cuarta parte de la superficie irrigada del 
mundo ya se encuentra comprometida, lo cual permite esperar 
la recurrencia de la hambruna que devastó muchos países de 
África en décadas pasadas, con su probable expansión a otras 
regiones del planeta.

Igualmente inquietantes son las proyecciones respecto de 
la destrucción de la flora y fauna, pues se espera que entre 15 y 
20% del total de especies existentes en el planeta (entre 5 y 10 
millones) estarán extintas en el próximo siglo, de las cuales 95% 
no han sido siquiera estudiadas.

Ocupan aun un lugar destacado en la agenda global del me­
dio ambiente la lluvia ácida, el recalentamiento de la átmosfera, 
la destrucción de la capa de ozono, la deforestación y la desertifi- 
cación. La lluvia ácida, manifestación más visible de los proble­
mas de contaminación atmosférica provocados por el uso de 
combustibles fósiles, afecta la vegetación, los ríos, lagos y edifi­
cios, además de aumentar las enfermedades respiratorias; y se 
estima que 650 millones de personas se encuentran diariamen­
te expuestas a niveles dañinos de dióxido de azufre (SO2), uno 
de los compuestos de la lluvia ácida.

La quema de combustibles fósiles contribuye también al efecto 
invernadero, es decir, el recalentamiento de la atmósfera provo­
cado por la concentración de dióxido de carbono (CO2) al atra­
par los rayos ultravioleta que íleg^n a la Tierra. Se espera un 
incremento del orden de 1.5 a 5.5 grados Celsius en las tempe­
raturas promedio del planeta en el próximo siglo, con el conse­
cuente deshielo de las capas polares, el aumento del nivel de los 
oceános y cambios en el régimen de lluvias. A fines de la déca­
da pasada ya se habían identificado ocho regiones y 27 países 
en grave riesgo de inundaciones en las áreas costeras, gran par­
te de ello en los países del Sur.
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La destrucción de la capa de ozono, provocada por la libera­
ción de compuestos químicos industriales, denominados en su 
conjunto clorofluorcarbonos (CFC), estaría afectando 2% de la 
estratosfera, siendo que en la Antártida esa cifra oscilaría entre 
3 y 10%. Para que se tenga una idea de lo que esto significa, 
sólo en los Estados Unidos se estima que por cada punto por­
centual de disminución de la capa de ozono se producen 10 000 
nuevos casos de cáncer de la piel.

Las estimaciones disponibles respecto de la deforestación son 
también motivo de alarma. En las regiones tropicales, donde se 
concentran los más importantes recursos forestales del planeta, 
se destruyen cerca de 12 millones de hectáreas cada año, equi­
valentes a la superficie de Nicaragua. En resumidas cuentas, por 
cada hectárea de bosque restaurado para fines económicos se 
están destruyendo 10 hectáreas.

Por último, la desertificación también sigue avanzando en for­
ma impresionante, con una pérdida anual de 60 millones de 
hectáreas, equivalente al área total de Paraguay y de Uruguay 
(u 80% del territorio chileno). Como las regiones más expues­
tas a la desertificación se sitúan en los Andes, el Sudeste Asiáti­
co y en el Sahel, ello implica decir que 35% de la superficie 
terrestre del planeta (de la cual una quinta parte de la pobla­
ción mundial depende para su subsistencia) está seriamente 
amenazada por el avance de los desiertos.

Los procesos de deterioro ambiental indican no sólo la agu­
dización de muchos problemas ambientales, sino la globalización 
de los mismos, lo cual conlleva la idea de que estamos todos, 
Occidente y Oriente, Norte y Sur, en un mismo barco, tal como 
lo sugería el propio título del informe preparado para la Confe­
rencia de Estocolmo: Una Sola Tierra (Ward, 1972). Un enfoque 
sociopolítico impone precisar, veinte años después, las distintas 
ubicaciones de los países en esa llamada “nave Tierra”. De he­
cho, menos de una quinta parte de la población del planeta, 
habitantes del Norte, ocupa la primera clase de la nave, consu­
miendo cerca de 80% de las reservas disponibles para el viaje y 
produciendo 75% de las emisiones más dañinas al ambiente 
global. El restante 80% de los pasajeros, en su mayoría prove­
nientes del sur, viajan en los compartimientos de carga. Más de 
un tercio de éstos sufren hambre o desnutrición, y tres cuartos 
no tienen acceso adecuado al agua y a lugares dignos. Cada pa-
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sajero de la primera clase produce un impacto en las reservas 
de la nave 25 veces más elevado que los que ocupan la bodega. 
Estos, a su vez, con escasas posibilidades de ser ascendidos a las 
clases superiores, empiezan a preguntarse porqué tienen que 
viajar en la bodega, lo cual hace temer la ocurrencia de rebrotes 
de insatisfacción que podrán poner en riesgo la estabilidad de 
los sistemas de sustento de la nave.

El alerón Norte-Sur de la nave Tierra materializa pues la 
metáfora. Si bien es cierto que estamos todos en un mismo bar­
co, y el mismo ya ha dado suficientes señales de que hace agua 
por todas partes, algunos de nosotros ocupamos posiciones dra­
máticamente distintas en él. En las últimas décadas no sólo ha 
aumentado la brecha económica entre el Norte y el Sur. La bre­
cha ambiental se ha incrementado con la misma magnitud, y los 
del Sur se encuentran sin duda en la punta más débil, sufriendo 
los impactos del deterioro global (Guimaráes, 1991b). Tómese, 
por ejemplo, el deterioro progresivo de la base biogenètica de 
las actividades humanas, con impactos de todo tipo para la manu­
tención de la diversidad en el sistema ecosocial. Se ha indicado 
que entre 15 y 20% de todas las especies animales y vegetales 
podrán desaparecer en la vuelta del siglo. Ahora bien, cerca de 
90% del patrimonio biogenètico de la humanidad se encuentra 
en los bosques tropicales del Sur, sometidos a una devastación 
sin precedentes, provocada en buena medida por la acción de 
intereses económicos y comerciales del Norte. Existen, por ejem­
plo, más especies de aves en el Parque Nacional de Sangay, en 
Ecuador, que en toda América del Norte; y una única reserva 
natural en la región del Choco en Colombia preserva en poten­
cial más especies de plantas que el total sometido a preserva­
ción en la historia de Estados Unidos.

En lo que dice en relación con la destrucción de la capa de 
ozono, si informes recientes dan cuenta que ya se habría reduci­
do en 10% la concentración de ozono en la estratosfera, en la 
Antártida esta reducción habría alcanzado un alarmante 70%, 
con graves consecuencias para la salud humana y animal en paí­
ses como Argentina, Chile y Brasil.3 Lo mismo se aplica a las

3 Cf. despacho de Reuters del 21 de febrero de 1994 (“Ozono ha declina­
do 10 PCT en los últimos 25 Años”, por Paul Ben-Tzak).
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consecuencias del efecto invernadero para la región, según pre­
visiones recientes del Grupo Inter-Gubernamental sobre Cam­
bio Climático (CEPAL, 1993b). Mientras se puede esperar una 
elevación de 1 a 3 grados Celsius en las temperaturas promedio 
del planeta hasta el año 2050, en América Latina las temperatu­
ras observadas en los meses de diciembre a febrero podrían ele­
varse desde 2o en la Amazonia hasta 8o en el Cono Sur.

En contraste con lo que se ha señalado respecto del avance 
de los desiertos en el planeta, en nuestra región se ha podido 
determinar, por ejemplo, que 51% de la superficie de México y 
35% de la superficie de Uruguay se encuentran total o significa­
tivamente erosionadas; y en la Cuenca del Plata 60% de la pro­
vincia de Entre Ríos (Argentina) sufre de erosión grave o mo­
derada (CEPAL y PNUMA, 1990). En Brasil, además del Nordeste, 
las tierras más fértiles de la región sur del país se encuentran 
gravemente amenazadas. En Paraná, 20% de las tierras cultiva­
bles se ha vuelto improductivo y con riesgo de desertificación, 
mientras el “Deserto de los Pampas”, en Rio Grande do Sul, ya 
cubre una extensión de cerca de 5 000 hectáreas.

Considérense, finalmente, los problemas ambientales aso­
ciados a la urbanización. Si al iniciarse la década pasada 22 ciu­
dades del Sur tenían una población superior a los 4 millones de 
habitantes, en el año 2000 deberán sumar 60. En cambio, en el 
mundo desarrollado, éstas se incrementarán de 16 a 25. Diez 
de las doce ciudades más pobladas del mundo en el año 2000 
(sobre 13 millones de habitantes) estarán ubicadas en países del 
Sur, la mitad en América Latina, con México y Sao Paulo ocu­
pando los dos primeros lugares. Para ese entonces, cerca de 
40% de la población regional estará viviendo en ciudades con 
más de un millón de habitantes. Tomándose en cuenta que 60% 
de la población urbana de América Latina no tiene acceso a 
sistemas de alcantarillado, y más de 90% de las aguas residua­
les se descargan, sin ningún tratamiento, en los cuerpos de agua, 
se puede apreciar la magnitud del deterioro del ecosistema ur­
bano en la Región.

Por otra parte, mientras la calidad del aire que se respira en 
Londres, Los Angeles o Tokio ha mejorado considerablemente 
en las últimas décadas, la atmósfera de México, Lima, Santiago, 
o Sao Paulo se ha vuelto casi irrespirable. Es así que si en 1974 
hubo que declarar, por primera vez, “estado de emergencia” en
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Sao Paulo; dos años más tarde se declararon 161 estados de 
“atención” y 2 de “alerta máxima”, situaciones que se han re­
petido regularmente desde entonces. Cubatáo, llamada “Valle 
de la Muerte”, en el corazón industrial de Sao Paulo, es con­
siderada una de las ciudades más contaminadas del planeta. Por 
último, las autoridades de la ciudad de México y Santiago se 
han visto obligadas a imponer desde severas medidas de restric­
ción vehicular debido a niveles insoportables de contaminación 
del aire, hasta decretar “estado de emergencia”, cuando las acti­
vidades industriales se reducen en un 30% y la restricción 
vehicular afecta a prácticamente la mitad de los vehículos auto­
motores.

Pese a la grave situación ambiental latinoamericana, convie­
ne recordar que es despreciable, por lo menos en la actualidad, 
la contribución del desorden ecológico regional en la agudiza­
ción de los problemas ambientales del planeta. De hecho, la 
mayoría de los conflictos que acaparan la atención internacio­
nal, llámese lluvia ácida, efecto invernadero, destrucción de la 
capa de ozono o cambios climáticos, son de responsabilidad casi 
exclusiva de los países del Norte. En síntesis, los países latino­
americanos se ven enfrentados, no sólo al deterioro ambiental 
a menudo asociado con “exceso” de desarrollo (por ejemplo, 
contaminación y derroche de recursos), sino además con situa­
ciones que son características de condiciones de “ausencia” de 
desarrollo, o de desarrollo trunco (por ejemplo, pobreza y desi­
gualdad socioeconómica). Tal como lo ha dicho el director del 
PNUMA (citado en Simonis, 1984: 48), “las dos causas básicas 
de la crisis ambiental son la pobreza y el mal uso de la riqueza: 
los pobres del mundo son compelidos á destruir en el corto pla­
zo precisamente los recursos en que se basan sus perspectivas 
de subsistencia en el largo plazo, mientras la minoría rica pro­
voca demandas en la base de recursos que a la larga son insusten- 
tables, transfiriendo los costos una vez más a los pobres”.

Crisis social y especificidad del Estado latinoamericano

El análisis desarrollado hasta aquí indica la necesidad de susti­
tuir enfoques ingenuos, exclusivamente “conservacionistas”, acer­
ca de la sustentabilidad del desarrollo, por el reconocimiento
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de que los problemas ecológicos y ambientales revelan disfuncio­
nes de carácter social y político (por ejemplo, los patrones de 
relación entre seres humanos y la forma como está organizada 
la sociedad en su conjunto) como, asimismo, advienen de distor­
siones estructurales en el funcionamiento de la economía (por 
ejemplo, los patrones de consumo de la sociedad y la forma 
como ésta se organiza para satisfacerlos). La singularidad de la 
evolución sociopolítica de América Latina refuerza aún más esa 
postura, pues la profunda crisis que ha afectado a la Región en 
décadas recientes, y por añadidura la crisis del Estado latino­
americano, impone límites precisos a las estrategias globales en 
pos de la sustentabilidad.

El contexto económico y social de la crisis latinoamericana 
proyecta un cuadro poco alentador respecto a las posibilidades 
de materialización de un estilo de desarrollo sustentable en la 
Región (Guimaráes, 1990a). Como resume la CEPAL (1990: 1), 
“la crisis económica que ha afectado a los países de América 
Latina en los años ochenta no sólo puso de manifiesto las insu­
ficiencias estructurales que han caracterizado el desarrollo de 
la región, sino que además agudizó problemas sociales preexis­
tentes, generando nuevos obstáculos a la movilidad y a la cohe­
sión social”. Por otra parte, las políticas de ajuste adoptadas a 
mediados de la década pasada para enfrentar los desequilibrios 
externos sólo agudizaron el deterioro de los estratos más des­
poseídos de la sociedad. Como lo sintetiza el PREALC (1988: 24), 
“el costo del ajuste recayó sobre el sector trabsyador, que dismi­
nuyó en cuatro puntos porcentuales su participación en el in­
greso nacional; a su vez, la mayor participación del capital en el 
ingreso se tradujo en un incremento excesivo (9%) en el consu­
mo de los capitalistas, a expensas de una reducción (6%) en la 
inversión y en el consumo de los trabajadores”.

Se revirtió, asimismo, la tendencia verificada en el periodo 
1960-1980 de reducción de la pobreza (de 50 a 41%), pasan­
do ésta a afectar 46% de la población (195.9 millones de perso­
nas) en 1990. De acuerdo con estimaciones de CEPAL (1993a), 
este incremento se ha concentrado, en su casi totalidad, en las 
zonas urbanas, que pasaron a albergar el 60% del total de po­
bres. Las cifras disponibles revelan indirectamente la profundi­
dad de la crisis, puesto que en 1990, 93.5 millones de latino­
americanos (22% de la población total), vivían como indigentes,
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es decir, en hogares que aun si gastaran todos sus ingresos co­
rrientes en alimentación no lograrían adquirir una canasta 
básica de alimentos. De hecho, del incremento en el volumen de 
población pobre entre 1980 y 1990 (60 millones), 52% (31.1 
millones) corresponde al aumento de la población indigente. 
Dicho de otro modo, a dos de cada cinco hogares latinoameri­
canos no se les permite actualizar los derechos más elementales 
de ciudadanía social, es decir, la satisfacción de las necesida­
des básicas de sus miembros; y uno de cada cinco latinoameri­
canos se encuentra no sólo al margen de la ciudadanía, sino 
además por debajo del límite de la supervivencia biológica como 
ser humano.

Si la experiencia dominante en América Latina demuestra 
que la relación entre crecimiento y justicia social ha sido, por 
decir lo menos, conflictiva, hoy estamos forzados a reconocer 
que no se ha logrado repartir en forma equitativa los costos de 
la recesión cuando se produjo la crisis. Por el contrario, las polí­
ticas “de ayuste” adoptadas para enfrentar los desequilibrios ex­
ternos sólo agudizaron el deterioro de los estratos más despo­
seídos de la sociedad; es más, sin al menos dar solución duradera 
a la crisis financiera que las había justificado. Lo anterior, suma­
do al término del ciclo de urbanización y de transición demo­
gráfica en muchos países, nos presenta un cuadro de dificulta­
des crecientes para la integración de nuevos grupos a la sociedad 
nacional y al desarrollo, mientras se produce una reversión en 
las etapas previas de incorporación y de movilidad social. Este 
carácter estructural del desarrollo latinoamericano se ha visto 
agravado, en décadas recientes, por la exclusión absoluta —eco­
nómica, social, política y cultural— de amplios sectores. Si la evo­
lución histórica de la Región permitía, en la década pasada, el 
uso de imágenes como la de Belíndia, para describir las condi­
ciones en que ocurre el desarrollo latinoamericano (Bacha y 
Taylor, 1976), afrontamos ahora el riesgo de avanzar quizás ha­
cia el modelo sudafricano. La desigualdad supone la existencia 
de, por lo menos, la posibilidad de su superación, pero supone 
a su vez la incorporación a la sociedad nacional. La desigualdad 
ocurre, por tanto, entre los que participan del proceso político 
y económico, los “incluidos”. En cambio, la situación actual se 
aproxima mucho más a la del apartheid social, en que la subordi­
nación se transforma en exclusión, produciéndose una ruptura
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drástica y con mayor permanencia en el tiempo entre incluidos 
y excluidos.4

Junto con el despertar amargo del desarrollismo, se produ­
jo también una resaca netamente política. Además de la crisis 
económica y de sus secuelas de exclusión social, la propia for­
mación social de la región y su evolución política reciente agra­
va los desafíos de la sustentabilidad (Guimaraes, 1990b). La cri­
sis del Estado y del sistema político tienen su raíz en la no 
resolución de la crisis oligárquica, a través de los intentos popu­
listas, reformistas y desarrollistas. Los propios fundamentos del 
populismo traían consigo el germen de la crisis política que lo 
sucedió. Su carácter en parte policlasista, su indefinición orgá­
nica en cuanto a un proyecto de sociedad, así como su orienta­
ción de cambio en el orden establecido, todo eso llevó a que los 
regímenes populistas no pudiesen más que postergar, sin resol­
ver de hecho, las insuficiencias del pacto de dominación 
oligárquico. El reformismo y el desarrollismo constituyeron hasta 
cierto punto intentos de afrontar las insuficiencias de la opción 
populista. En especial, se buscaba superar la incapacidad de es­
tos regímenes de conciliar los intereses corporativos de los gru­
pos que le ofrecían sustento, incorporar nuevos grupos medios 
y asalariados, y alcanzar altas tasas de crecimiento. A partir, en 
tanto, de los procesos de cambio en las estructuras socioeco­
nómicas, el Estado hace crisis. La irrupción de los nuevos acto­
res sociales, si bien contribuyó a la hipertrofia estatal, puso en 
jaque la capacidad del sistema político para distribuir recursos 
cada día más escasos, agudizando los conflictos entre Estado y 
sociedad, y al interior de ésta.

América Latina puede haberse transformado desde las so­
ciedades agrarias y mercantiles de los tiempos coloniales en las

4 Es en ese sentido que debe ser entendida la afirmación de que se está 
produciendo una transformación de situaciones de subordinación a situaciones 
de exclusión social. I^a exclusión, por supuesto, no elimina la situación ante­
rior de subordinación, fenómeno que se da entre clases sociales diferenciadas, 
pero la complejiza al introducir un tipo de relación social muy cercano al que 
caracteriza las vinculaciones entre estamentos o castas. Para citar sólo un ejem­
plo que diferencia una situación de la otra, en una situación de subordinación 
entre clases, está siempre presente la posibilidad de movilidad social; en las 
relaciones entre estamentos o castas, basadas en una adscripción desigual de 
privilegios, no está presente esa posibilidad.
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sociedades industriales y capitalistas de la actualidad. Sin em­
bargo, su formación social probablemente jamás pierda su fiso­
nomía patrimonial.5 Esto puede reforzar a veces sus característi­
cas autoritarias. En otras oportunidades, la formación social 
puede liberar las inclinaciones (latentes pero atrofiadas) parti­
cípate rias e igualitarias de las sociedades latinoamericanas. Pero 
el peso de la tradición tiende a perpetuar el elitismo y a impul­
sar estas sociedades a ser cada vez más estatistas de lo que se­
rían de otra manera. Sus rasgos esquizofrénicos se revelan en 
síndromes catatónicos, alternando a menudo etapas de estupor 
(autoritario) con etapas de excitación (democrática), pero la ri­
gidez muscular (burocrática) estará siempre presente. El carác­
ter patrimonial y burocrático del Estado ha impuesto, y seguirá 
imponiendo, sus propios límites a la constitución de la socie­
dad, dándole los rasgos distintivos del formalismo y del autori­
tarismo. Ha habido tal concentración del poder en manos del 
Estado que la sociedad civil ha dispuesto de pocas posibilidades 
para organizarse y establecer cauces sólidos para la articulación 
y representación de sus intereses. Lo poco que puede haber 
logrado ha sido frecuentemente cooptado o incluso suprimido. 
Por otra parte, la sociedad política (el poder legislativo, el siste­
ma de partidos y los procesos electorales) no ha sido capaz de 
representar la pluralidad de intereses existentes en la sociedad, 
haciendo que prevalezcan prácticas clientelísticas y corporativis- 
tas de articulación de demandas. De tal suerte que a la forma­
ción social de América Latina y, por ende, al Estado latinoame­
ricano, corresponde una estructura de poder concentrada y 
excluyente; un proceso de toma de decisiones de acuerdo con 
los intereses de los estratos más organizados; y, finalmente, un 
fuerte contenido tecnocrático, jerárquico y formal en la resolu­
ción de los conflictos sociales.

La situación actual de América Latina, si bien es consonan­
te con su formación social, representa, además, la culminación 
de un proceso de crisis de competencia del aparato público en

5 No todas las sociedades latinoamericanas se encuadran en esta descrip­
ción. Existen países (Costa Rica) en que el patrimonialismo no tuvo una base 
material para su consolidación, por la ausencia de grandes propiedades de 
tierra; y existen otros (Argentina) donde su inserción en la economía mundial 
impidió que el patrimonialismo pudiera desarrollarse en toda su plenitud.
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administrar los conflictos sociales provocados por un estilo par­
ticular de desarrollo capitalista, y su transformación en una cri­
sis de legitimidad del Estado.6 Por crisis de competencia, se en­
tiende la incapacidad del Estado autoritario de responder a las 
demandas sociales que llevaron al colapso de los regímenes po­
pulistas y que, en cierto sentido, legitimaron la intervención más 
directamente militar de los años sesenta. La crisis de competen­
cia se refiere más al ejercicio del poder que a la esencia de éste. 
No obstante, esta crisis de competencia se ve agravada por la 
eclosión de la crisis económica internacional y por el efecto 
acumulativo de las presiones populares insatisfechas a través de 
un proceso trunco de integración social. El aparente agotamiento 
del ciclo militar, más que representar el fortalecimiento de la 
sociedad civil y política, revela más bien la inmovilización de las 
instituciones estatales y su incapacidad de decisión, señalando 
una posible crisis de legitimidad del Estado, ahora sí en su di­
mensión como aparato burocrático y como pacto de domina­
ción.7 Parafraseando las interpretaciones sobre la caída del im­
perio romano, se podría decir que el desmoronamiento de los 
regímenes autoritarios se debe en menor grado a la revitaliza- 
ción de las instituciones civiles y políticas, —si bien éstas cobran 
importancia en la actualidad— sino que se vienen abego “por la 
presión de su propio peso” (Gibbon, 1909, 4: 173).

En síntesis, el dinamismo económico de América Latina ha 
sido posible, históricamente, a costa de la justica social, y mu­
chas veces a costa incluso de la democracia. Como es sabido, a 
costa también de su patrimonio natural. Por otro lado, las insti­
tuciones públicas se han revelado incapaces, no sólo de hacer 
frente a los problemas propios de la modernización, sino de

6 Este argumento ha sido elaborado inicialmente en Guimaráes (1984). 
Para una interpretación cercana a ésta, pero explorando además las relaciones 
entre una crisis coyuntura! (cuya superación significa la reposición de la situa­
ción anterior), y orgánica (cuyo desenlace supone el cambio de los ejes políticos 
e ideológicos), véase Debrun (1983).

7 Los acontecimientos recientes en países como Venezuela (intento de 
derrocar al gobierno desde afuera del sistema político) y Perú (la suspensión de 

facto del orden democrático, pero desde adentro del sistema político), así como 
la inestabilidad “congènita” de construir un orden democrático en algunos 
países de Centroamérica y del Caribe (Nicaragua, Haití) deben ser entendidos 
como manifestaciones de la aludida crisis de legitimidad.
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promover la justicia social respecto a los resultados del creci­
miento. En la sociedad la situación no es menos compleja, con 
sistemas de partidos que no han logrado actualizarse como ca­
nales privilegiados para la articulación de demandas populares, 
y con actores sociales aun caracterizados por la atomización y 

organizativa.
En esas circunstancias, las alternativas de solución de los 

graves problemas que afectan al medio ambiente latinoameri­
cano a través de estrategias de desarrollo sustentable, que no 
tomen en cuenta la crisis de legitimidad del sistema político, a 
raíz de los verdaderos abismos sociales existentes en la Región, 
sólo perpetuarán las insuficiencias del estilo vigente. Nunca es­
tará de más recordar que en situaciones de extrema pobreza el 
ser humano empobrecido, marginalizado o excluido de la so­
ciedad y de la economía nacional no posee ningún compromiso 
para evitar la degradación ambiental, si es que la sociedad no 
logra impedir su propio deterioro como persona.

El papel del Estado en una estrategia
DE DESARROLLO SUSTENTABLE

Pese a la importante evolución del pensamiento mundial res­
pecto de la crisis del desarrollo que se manifiesta en la crisis del 
medio ambiente, una evaluación general de las alternativas pro­
puestas —entre ellas la de desarrollo sustentable— revela que no 
han habido grandes avances en la búsqueda de soluciones defini­
tivas, ni tampoco novedosas. El recetario continúa obedeciendo a 
la farmacopea neoliberal, y sigue incluyendo los programas de 
ajuste estructural, de reducción del gasto público, y de mayor 
apertura en relación con el comercio y las inversiones extranje­
ras. La verdad de los hechos es que, con mayores o menores ni­
veles de sofisticación, las alternativas de solución de la crisis supo­
nen cambios todavía marginales en las instituciones y reglas del 
sistema económico y financiero internacional. Adquiere relevan­
cia, por eso mismo, descomponer el discurso de la sustentabili- 
dad en sus dimensiones y criterios operacionales, para identificar 
posibles contradicciones entre éstos y las propuestas para la refor­
ma del Estado, y para precisar el papel que el Estado debería, o 
podría desempeñar para promover la sustentabilidad en la Región.
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Los diversos (y ambiguos) significados de “sustentabilidad”

La noción de desarrollo sustentable tiene su origen más remoto 
en el debate internacional iniciado en Estocolmo y consolidado 
en Río. Sin embargo, la fuerza que ha cobrado en el discurso 
actual encierra múltiples paradojas (Guimaraes, 1994). Desde 
luego, el desarrollo sustentable asume importancia en el mo­
mento mismo en que los centros de poder mundial declaran la 
falencia del Estado como motor del desarrollo y proponen su 
remplazo por el mercado, mientras declaran también la falencia 
de la planificación gubernamental. Al revisarse con atención la 
noción de sustentabilidad, o por lo menos a lo que hay de co­
mún en las más de cien (!) definiciones identificadas en la litera­
tura (por ejemplo, la mantenución del stock de recursos y de la 
calidad ambiental para la satisfacción de las necesidades básicas 
de las generaciones actuales y futuras) constátase, en tanto, que 
la sustentabilidad del desarrollo requiere precisamente de un 
mercado regulado y de un horizonte de largo plazo para las 
decisiones públicas. Entre otros motivos, porque actores y va­
riables como “generaciones futuras” o “largo plazo” son extra­
ñas al mercado, cuyas señales responden a la asignación óptima 
de recursos en el corto plazo. Lo mismo se aplica, con mayor 
razón, al tipo específico de escasez actual. Si la escasez de recur­
sos naturales puede, aunque imperfectamente, ser afrontada en 
el mercado, elementos como el equilibrio climático, la biodiver- 
sidad o la capacidad de recuperación del ecosistema, trascien­
den a la acción de éste. La primera paradoja se resume, a si 
estamos delante de una dicotomía sólo aparente o si se trata, en 
efecto, de una propuesta cuyos requisitos no corresponden a la 
realidad actual y sólo se logran armonizar a nivel retórico, cons­
tituyéndose, por tanto, en una propuesta desprovista de cual­
quier contenido social relevante.

Por otra parte, y en cierta medida fortaleciendo lo que se 
afirmó recientemente, es en verdad impresionante, por no de­
cir contradictoria desde el punto de vista sociológico, la unani­
midad respecto de las propuestas en favor de la sustentabilidad. 
Resulta imposible encontrar un sólo actor social de importan­
cia en contra del desarrollo sustentable. Si ya no fuera suficien­
te el sentido común respecto del vacío que normalmente subyace 
a consensos sociales absolutos, el pensamiento mismo sobre de-
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sarrollo, como también la propia historia de las luchas sociales 
que lo ponen en movimiento, evoluciona en base a la pugna 
entre actores cuya orientación de acción oscila entre la 
disparidad y el antagonismo. Es así, por ejemplo, que la indus­
trialización se ha contrapuesto, durante largo tiempo, a los inte­
reses del agro, deslocando el eje de la acumulación del campo a 
la ciudad, del mismo modo como el avance de los estratos de 
trabajadores urbanos provocó efectos negativos para la masa 
campesina. No se trata de sugerir aquí una visión de la historia 
en que los antagonismos entre clases o estratos sociales se 
cristalizen a través del tiempo. De hecho, el capital agrícola se 
ha vinculado cada vez más fuertemente al capital industrial, mien­
tras el campesino se ha ido transformando gradualmente en tra­
bajador rural, con pautas de conducta semejantes a las de su 
contraparte urbana. Así y todo, hay que plantearse la pregunta: 
¿Cuáles son los actores sociales promotores del desarrollo 
sustentable? No es de esperar que sean los mismos que constitu­
yen la base social del estilo actual, los cuales tienen, por supues­
to, todo a perder y muy poco a ganar con el cambio.

Resulta inevitable sugerir, principalmente a partir de la rea­
lidad en los países subdesarrollados del Sur, que el desarrollo 
sustentable sólo se transformará en una propuesta en serio en 
la medida en que sea posible distinguir sus componentes reales, 
es decir, sus contenidos sectoriales, económicos, ambientales y 
sociales. No cabe la menor duda de que uno de los pilares del 
estilo actual es precisamente la industria automotriz, con sus 
secuelas de congestión urbana, quema de combustibles fósiles, 
etc. Ahora bien, lo que podría ser considerado sustentable para 
los empresarios (por ejemplo, vehículos más económicos y do­
tados de convertidores catalíticos) no necesariamente lo sería 
desde el punto de vista de la sociedad (por ejemplo, transporte 
público eficiente). Lo mismo ocurre en relación con los recur­
sos naturales. Para el sector productor de muebles o exportador 
de maderas, podría ser considerada sustentable la explotación 
forestal que promueva la sustitución de la cobertura natural por 
especies homogéneas, puesto que el mercado responde e 
incentiva la competividad individual fundada en la rentabilidad 
óptima de los recursos. Mientras, para el país, puede que sea 
sustentable precisamente la preservación de estos mismos re­
cursos forestales, garantizando su diversidad para investigacio-



EL PAPEL DEL ESTADO EN UNA ESTRATEGIA DE DESARROLLO 115

nes genéticas, para la manutención cultural de poblaciones 
autóctonas, etc., otorgándose de paso una menor rentabilidad 
a la exportación de maderas o mueblería.

Otra ilustración de esta disyuntiva, en este caso internacio­
nal, se refiere a los recursos financieros. A partir de la Confe­
rencia de Río, el principal gestor financiero internacional de la 
estrategia de desarrollo sustentable sería el Banco Mundial, res­
ponsable por el financiamiento del llamado Programa 21, una 
especie de programa mundial de acción para orientar la transi­
ción hacia la sustentabilidad, con 40 capítulos y 115 áreas de 
acción prioritaria. Es suficiente con comparar los 2 millones 
de dólares que el Banco ha destinado a financiar programas de 
reducción de CO2 en la China con los 310 millones de dólares 
que el mismo Banco se propone destinar a la construcción de 
centrales generadoras de energía en base a carbón, o bien los 
mil millones de dólares que pretende asignar a sistemas de trans­
porte basados en combustibles fósiles (Rich, 1994). En verdad, 
los estudios del Environmental Defence Fund indican que de los 
46 préstamos concedidos por el Banco Mundial a programas 
de energía, con un total de recursos que asciende a los 7 mil 
millones de dólares, sólo dos incorporan criterios de eficiencia 
energética o de conservación. En resumen, que se haya elegido 
uno de los pilares financieros del estilo actual como promotor 
del cambio pareciera ser tan “insustentable” como otorgar a la 
Agencia Internacional de Energía Atómica el liderazgo de pro­
gramas de reconversión de fuentes nucleares de energía a fuen­
tes renovables.

Una aproximación más bién lógico-formal al interrogante 
de los “actores” detrás de una estrategia de desarrollo sustenta- 
ble, sería la de utilizar los propios fundamentos económicos del 
proceso productivo: capital, trabajo y recursos naturales. Histó­
ricamente, cada uno de esos elementos ha gozado de una base 
social directamente vinculada a su evolución, es decir, “porta­
dora” de los intereses específicos a ese factor. Es así que la acumu­
lación de capital financiero, comercial o industrial, pudo nutrir­
se y, a su vez, sostener el fortalecimiento de una clase capitalista, 
mientras la incorporación de la naturaleza a través de las rela­
ciones de producción pudo favorecerse y, a su vez, favoreció la 
consolidación de una clase trabajadora. Para no alargar dema­
siado el argumento, baste con recordar que el desarrollo de las
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luchas sociales se ha dado, en términos históricos, a través del 
embate entre socialismo y capitalismo, aun cuando algunos histo­
riadores confundan el agotamiento del autoritarismo y la victoria 
de la democracia con el “fin de la historia” de las luchas sociales.

El dilema actual de la sustentabilidad se resumiría, por con­
siguiente, en la inexistencia de un actor cuya razón de ser social 
fuesen los recursos naturales, fundamento al menos de la 
sustentabilidad ecológica y ambiental del desarrollo. Esto se vuel­
ve aún más complejo al considerar otros elementos. Ocurre que 
en lo que dice relación con el capital y el trabajo, sus respecti­
vos actores detentan la propiedad de los respectivos factores, 
mientras la propiedad de los recursos naturales y de los proce­
sos ecológicos es, por lo menos en teoría, pública. Tal realidad 
permite incluso una disgresión necesaria, puesto que subyace a 
dicho dilema la tendencia de algunos sectores en tentar “priva- 
tizar” la naturaleza, bajo el supuesto de que la actual crisis radi­
ca precisamente en la ambigüedad de los derechos de propie­
dad sobre los recursos ambientales. Según ese razonamiento, la 
sustentabilidad del desarrollo estaría garantizada a partir del 
momento en que fuese posible atribuir un precio a la naturale­
za, una noción que las limitaciones de espacio no permiten ahon­
dar en su crítica. Me limito a indicar que tal lógica obedece 
mucho más al avance ideológico del neoliberalismo que a la ló­
gica de funcionamiento de los ciclos vitales de la naturaleza.

Por último, el debate internacional reciente acrecienta la 
confusión vigente, además de las paradojas ya señaladas: la con­
tradición entre el discurso anti-estatista y los requerimientos del 
desarrollo sustentable, la unanimidad en torno de la sustenta­
bilidad, la ausencia de actores “portadores” de ésta, y el intento 
de atrapar las propuestas en el discurso economicista. En efec­
to, la propia reunión de Río, que debería haber sido el escena­
rio para los acuerdos básicos para el cambio de estilo, ha frus­
trado las expectativas, contribuyendo para enredar aún más el 
debate sobre sustentabilidad (Guimaráes, 1992c).

La convención sobre Cambio Climático, que debería lanzar 
las bases para el cambio de la matriz energética mundial, se eva­
poró a tal punto durante las. discusiones que ha resultado una 
simple declaración de intenciones, tan sólo “recomendando” la 
estabiliza-ción de las emisiones de CO2 a los niveles existentes 
en 1990, sin siquiera fijar plazos para que ésta se haga efectiva.
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La convención sobre Biodiversidad, que tenía por objeto 
garantizar la protección y el uso racional de los recursos gené­
ticos del planeta, si bien es cierto que recomienda medidas con­
cretas para garantizar que los países del Sur, “productores” de 
biodiversidad, compartan los beneficios científicos, tecnológi­
cos y económicos de su explotación con los países “consumido­
res” del Norte, todavía presenta demasiados calificativos del tipo 
“siempre que esto sea posible o adecuado”, lo cual debilita so­
bremanera el texto original.

La que había sido formulada originalmente como una con­
vención sobre Bosques acabó transformándose en una simple 
Declaración de Principios, en buena medida gracias a la visión 
estrecha de los países del Sur. Aun así, ha prevalecido la posi­
ción del Norte, puesto que han sido excluidos del texto los me­
canismos de compensación a los países en desarrollo por la pre­
servación de sus bosques tropicales.

Temas como el de la deuda externa, cuya solución la Reso­
lución 44/228 consideraba condición sine qua para el desarro­
llo sustentable, destacaron por su ausencia, como también estu­
vo ausente la deuda ecológica del Norte para con el Sur, tan 
vehementemente defendida por actores tan distintos como las 
ONG, el BID, la CEPAL y otras instituciones regionales (Guimaráes, 
1993). Por último, las empresas trasnacionales, con un impre­
sionante aparato propagandístico, lograron salir incólumes de 
Río, pese a su responsabilidad por el desorden ecológico mun­
dial, y pese a ser responsables por prácticamente el 80% del 
comercio mundial y por una parcela equivalente de las tie­
rras cultivadas para productos de exportación. Lo mismo suce­
dió con las prácticas de libre comercio, al parecer tan caras en 
los días de hoy, ya que muchos se aprestaron a desconocer las 
relaciones de causa y efecto entre, por ejemplo, deterioro de 
los términos de intercambio y sobreexplotación de recursos, o 
entre libre comercio y exportación de industrias y tecnologías 
contaminantes.

A modo de conclusión, podría decirse que convivimos to­
davía con dos realidades contrapuestas. Por un lado, todos con- 
cuerdan que el estilo actual se ha agotado y es decididamente 
insustentable, no sólo desde el punto de vista económico y am­
biental, sino que, principalmente, en lo que se refiere a la justi­
cia social. Por el otro, no se adoptan las medidas indispensables
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para la transformación de las instituciones económicas, sociales 
y políticas que dieron sustentación al estilo vigente. A lo más, se 
hace uso de la noción de sustentabilidad para introducir lo que 
equivaldría a una restricción ambiental en el proceso de acumu­
lación capitalista, sin afrontar todavía los procesos institucionales 
y políticos que regulan la propiedad, control, acceso y uso de 
los recursos naturales. Tampoco se hacen evidentes las acciones 
indispensables para cambiar los patrones de consumo en los 
países industrializados, los cuales, como es sabido, determinan 
la intemacionalización del estilo. Hasta el momento, lo que se 
ve son transformaciones sólo cosméticas, tendientes a “enver­
decer” el estilo actual, sin de hecho propiciar los cambios a que 
se habían comprometido los gobiernos representados en Río, 
un fenómeno por lo demás conocido de los sociólogos y 
politólogos, que lo clasifican como de “conservadurismo diná­
mico”. Antes que ser una teoría conspirativa de grupos o estra­
tos sociales, se trata simplemente de la tendencia inercia} del 
sistema social para resistir al cambio, promoviendo la acepta­
ción del discurso transformador precisamente para garantizar 
que nada cambie.8

El Estado frente a los desafíos globales y regionales

La evolución del debate mundial sobre la crisis supone cambiar 
nuestra forma de encarar los desafíos socioambientales. Ya no 
se trata, en la actualidad, de acomodar nuestros números, nues­
tras aspiraciones y nuestras necesidades a la capacidad de sus­
tento del planeta, puesto que los seres humanos han demostra­
do a través de su historia una capacidad impresionante de 
adaptación a las más diversas y adversas condiciones ambienta­
les. Lo que está enjuego es, más que la capacidad humana de 
“sintonía fina”, la posibilidad de imprimir un cambio dramático 
en su forma de organización social y de interacción con los ci­
clos de la naturaleza. Se ha popularizado una analogía bastante 
elocuente a ese respecto, y que describe un experimento de es­
colares con una rana. Cuando la sumergieron en una olla hir-

8 Para una visión de cómo operan los principios del conservadurismo 
dinámico en el proceso de formulación de políticas públicas, véase Schon (1973) 
y Guimaraes (1990: 44-66).
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viente, ella saltó inmediatamente —rechazo intantáneo a un 
ambiente que le era hostil—. Pero cuando los escolares la echa­
ron en una olla con agua fría, y calentaron el agua poco a poco, 
la rana se puso a nadar alegremente, adaptándose a la subida 
gradual de temperatura e hirviéndose feliz hasta la muerte.

La persistencia de la temática Norte-Sur en el debate mun­
dial permite indicar que los países en desarrollo sufren las con­
secuencias de los dos extremos de la crisis; situaciones de dete­
rioro agudo del medio ambiente humano, características del 
“exceso” de desarrollo provocado por procesos de industriali­
zación y de urbanización acelerados, y al mismo tiempo, un es­
tado de subdesarrollo generalizado, que provoca demandas cre­
cientes al patrimonio natural. La globalización de la economía 
y del medio ambiente inviabilizan, en tanto, las propuestas autár- 
quicas de desarrollo (Guimaráes, 1992b). Pareciera estar supe­
rado el falso dilema sobre si el desarrollo debe ser “hacia afuera” 
o “hacia adentro”. La presente disyuntiva plantea, en definitiva, 
el “no quedarse afuera”, lo que presupone la incorporación de 
las economías y de las sociedades nacionales a las tendencias de 
cambio mundial, en el contexto de un estilo de desarrollo que, 
sin orientarse únicamente por las necesidades internas, debe 
respetar el potencial, las limitaciones y los desafíos específicos 
de la realidad ecosocial de cada país.

La búsqueda de soluciones a los problemas ambientales en 
escala mundial requiere nuevas formas de cooperación y de 
concertación entre los países de la región, puesto que los países 
más desarrollados han demostrado una inclinación permanen­
te para actuar coordinadamente en la identificación y defensa 
de sus intereses. Al contrario de lo sucedido durante las nego­
ciaciones respecto de la deuda externa, las cuales, al permitir la 
individualización de deudores y acreedores socavaron las bases 
de una negociación multilateral, la crisis actual sólo podrá ofre­
cer nuevas oportunidades de desarrollo para los países de la 
Región si éstos actúan en forma concertada. Esto significa, por 
ejemplo, que la Región debe rechazar los intentos de introducir 
en los organismos financieros internacionales, condiciones y res­
tricciones crediticias en los proyectos de los países en desarro­
llo, bajo el pretexto de criterios ambientales que traducen ex­
clusivamente las preocupaciones del mundo desarrollado y que 
no incorporan su realidad social. Hay que construir, mediante
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estrategias negociadas, nuevas modalidades de tranferencia de 
recursos y de tecnología que permitan revertir los efectos de la 
crisis y transitar hacia un nuevo estilo de desarrollo.

Considerando, asimismo, que América Latina, con 9% de la 
población mundial, concentra 23% de la tierra potencialmente 
arable, 31% del agua disponible, 23% de los recursos forestales, 
46% de los bosques tropicales, 40% de las especies vegetales y 
animales, 20% del potencial de generación de energía renova­
ble como la hidroelectricidad, así como una parte significativa 
de las reservas de minerales, las soluciones a la crisis deben ne­
cesariamente hacer justicia al aporte estratégico de la Región 
para el desarrollo sustentable en escala mundial. Ello implica 
que las modalidades de negociación antes sugeridas, deben otor­
gar prioridad a aspectos como: la utilización de la información 
contenida en la biodiversidad; las condiciones de uso de nues­
tro potencial genético en biotecnologías desarrolladas en los 
países industrializados; los criterios de importación de tecnolo­
gías adaptables a nuestros ecosistemas, así como los precios de 
materias primas de la región que incluyan externalidades y los 
costos de regeneración de los recursos naturales exportados.

La crisis ambiental impone, además, reconstruir la estructu­
ra institucional que media las relaciones internacionales. Su evo­
lución antecede al consenso actual, cuando todavía no se cons­
tataba la interdependencia que caracteriza la sociedad-mundo 
de fines de siglo, y cuando se creía posible compartimentalizar 
los problemas (energía, salud, pobreza) a través de organizacio­
nes burocráticas. Hay que internacionalizar en los hechos los 
organismos intergubernamentales, que tienden a cristalizar la 
distribución de poder entre naciones, y dotarlos del conocimiento 
necesario para enfrentar problemas interrelacionados con enfo­
ques igualmente multidisciplinarios. Lo anterior implica tam­
bién reforzar los foros multilaterales, para contrarrestar pro­
puestas de establecimiento de autoridades supranacionales para 
vigilar el uso de los recursos naturales.

Algo similar ocurre con el uso de los espacios comunes como 
los océanos, comprobado por el hecho de que los países del Nor­
te todavía no se han adherido a la Convención de Naciones Uni­
das sobre Derecho del Mar, y resisten la adopción de mecanismos 
eficaces de control que posibiliten la adopción de una convención 
sobre movimientos tranfronterizos de desechos tóxicos.
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No se puede perder de vista, por tanto, que los problemas 
ambientales, antes de constituir desafíos tecnológicos o finan­
cieros, advienen de situaciones de inequidad social y desigual­
dad en la distribución de poder Ínter e intranacional. A nivel 
internacional, los únicos antídotos conocidos para esas condi­
ciones son todavía el multilateralismo (hacia el mundo) y la 
concertación (hacia la región). A nivel nacional, ocupan un lu­
gar destacado el ataque frontal a la pobreza y la incorporación 
a la ciudadanía plena —política, social y económica— de amplias 
mayorías excluidas, así como la revisión de patrones de consu­
mo insustentables, dictados por la demanda de estratos sociales 
que reflejan el consumo de la élite mundial.

Los problemas que componen la Agenda Global presentan, 
en resumen, desafíos sin precedentes para América Latina en 
su conjunto, y para cada país en particular. Desgraciadamente, 
la crisis sorprende a América Latina en una situación igualmen­
te desfavorable en muchos otros ámbitos. Recuperar el proceso 
de crecimiento supone el fortalecimiento de la democracia, pero 
al mismo tiempo, la necesidad de estabilizar la economía, incor­
porarla a las corrientes del intercambio tecnológico mundial, 
implantar patrones más austeros de consumo y mejorar la dis­
tribución de la riqueza. Si esto ya no constituyera un desafío sin 
precedentes para la Región, los problemas del ambiente global 
colocan a los países latinoamericanos ante la disyuntiva de 
replantearse frente al mundo, y a la vez, repensar sus relaciones 
internacionales y la cooperación regional.

Un nuevo paradigma de desarrollo para la región debe per­
mitir una revisión profunda en las prácticas actuales de incor­
poración del patrimonio natural, a través de nuevas formas 
de organización social y de nuevos patrones de producción y de 
consumo. Antes de todo, no se puede concebir una estrategia 
de desarrollo que pueda ser ambientalmente sustentable sin in­
cluir una solución para los graves desequilibrios provocados por 
las situaciones de pobreza extrema y de desigualdad socioeco­
nómica que caracterizan la sociedad latinoamericana de fines 
de siglo. Pese a que la región ha experimentado cambios verda­
deramente espectaculares en los tres últimos decenios, donde 
se destaca el alto dinamismo de sus economías, sus recursos se 
han concentrado aún más desde el punto de vista geográfico y 
social. Cualquiera que sea el punto de partida desde el cual se
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aborde la situación en nuestros países, el 60% de la población 
infantil que duerme mal alimentada todas las noches o los 196 
millones que quedan por debajo de la línea divisoria de la po­
breza, constituyen un claro indicio de los resultados perversos 
de las estrategias de desarrollo adoptadas hasta el momento.

Las implicaciones de ese legado, que actúa como una hipo­
teca sobre las perspectivas de desarrollo sustentable en América 
Latina, han llevado a la estructura social a convivir con tensio­
nes en proporciones dramáticas. No sólo la riqueza y el patri­
monio natural se han concentrado en los países de la Región. El 
acceso a los centros de decisión también se caracteriza por la 
inequidad. Perfílase, pues, como indispensable el perfeccio­
namiento de la democracia, de modo de enfrentar el divorcio 
entre la sociedad y el Estado, y superar así las situaciones de 
pobreza política, que agravan y perpetúan la desigualdad socio­
económica. El primer aspecto a destacar es, por consiguiente, 
el de que la simple recuperación del crecimiento no bastará para 
dar solución a estos graves desequilibrios. El cambio de las es­
tructuras productivas de nuestros países, indispensable para re­
cuperar el dinamismo económico, debe estar entrelazado con 
políticas que aseguren mayor equidad social respecto de las ge­
neraciones actuales y venideras.

Antes de perfilar el papel del Estado en tales propuestas, 
conviene hacer un alto en la discusión, para destacar el carácter 
muchas veces equivocado con que se plantea “la cuestión del 
Estado” en América Latina. Eso se justifica también porque 
el discurso sobre el Estado, además de la confusión conceptual 
que lo caracteriza —a tal punto que uno termina por no saber 
a que “Estado” se están refiriendo los defensores de ésta o aquella 
postura— se ha distinguido, como nos recuerda Alfredo Costa 
Filho (1988: 45-46), por tratarlo como una nueva “Geni”, ese 
personaje creado por el cantautor brasileño Chico Buarque de 
Holanda en su A Opera do Malandro, que la sociedad alaba-deni- 
gra-alaba-denigra. De acuerdo con esta interpretación, se viene 
dando un tratamiento maníaco-depresivo al Estado en América 
Latina. En la fase maníaca, los actores sociales lo bendicen y le 
piden que asuma préstamos a tasas de interés real negativas, 
otorgue favores fiscales, haga obras de infraestructura, etc. En 
la fase depresiva, lo denigran y lo minimizan, acusándole de 
representar el interés exclusivo de las clases dominantes, o bien
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exigiéndole el recorte de su aparato burocrático y del gasto pú­
blico. Concluye Costa Filho que, “en la sucesión frenética de 
ambas fases, lo infartan: la primera, durante una diástole de fun­
ciones; luego, con una sístole de recursos”. El resultado de ello 
es la pérdida de significado del Estado, reduciéndose el debate 
a un problema de achicamiento del aparato estatal, bzyo la lógi­
ca del pensamiento económico clásico. La propia definición de 
ese aludido “papel del Estado” también pone de relieve el reduc- 
cionismo económico. Constituirían tareas prioritarias del Esta­
do, según esa óptica, tanto corregir posibles fallas de los mecanis­
mos de mercado, como complementar las acciones de los demás 
agentes. No sorprende que se concentre y se reduzca el análisis 
del Estado en nuestra Región a un problema de tamaño.

El proceso de formación social y del Estado latinoamerica­
no apuntan que ese enfoque, antes de considerarse si está equi­
vocado o no, o si agotan todas las dimensiones del tema, no 
tiene cabida en nuestro contexto. El Estado ha sido y seguirá 
siendo durante mucho tiempo el principal “agente económico”, 
independiente de inclinaciones personales o ideológicas. Por 
consiguiente, éste será un Estado “grande” en cuanto a su pre­
sencia económica, social y política, independientemente de las 
recomendaciones que se hagan en pos de su reducción. Ese mis­
mo razonamiento se puede aplicar, con evidente ahorro del tiem­
po, al papel del Estado en “corregir posibles fallas de los meca­
nismos de mercado”. Tiene sentido plantear conceptualmente 
el tema de esa manera en situaciones en que, sí, existe un mer­
cado, y sus mecanismos, sí, satisfacen las necesidades del desa­
rrollo la mayor parte del tiempo. En donde no se cumplan esas 
condiciones, para quedarnos sólo con éstas, carece de sentido 
suponer la existencia de aquel Estado.

Si bien la argumentación precedente se ha aplicado a los 
países de la Región, una comparación entre la situación en Amé­
rica Latina y las economías más desarrolladas del mundo capi­
talista refuerza aún más lo señalado. Al tomarse los gastos del 
gobierno central como porcentaje del producto nacional bruto 
como indicador de la presencia del Estado en la economía, y 
al compararse los países avanzados con los países latinoameri­
canos, se constata una mayor presencia del Estado en los prime­
ros. En efecto, el promedio para el año 1982 en ocho econo­
mías capitalistas avanzadas (Estados Unidos, Alemania Federal,
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Reino Unido y Francia, entre otros) fue de 39.8%, mientras que 
para una muestra de países latinoamericanos (México, Brasil, 
Argentina, Venezuela, Chile y Uruguay), el promedio fue de 
28.8%. Durante el decenio 1972-1982, a excepción de México, 
todos los demás países de la muestra aumentaron los gastos del 
gobierno central en relación con el PNB a tasas iguales o incluso 
inferiores a las verificadas en los países desarrollados. Vale re­
saltar también que aun en un país como Chile, donde la 
“desestatización” ha sido propuesta y de hecho realizada con 
más ímpetu en toda América Latina —en verdad el único país 
que logró disminuir los gastos del gobierno central entre 1972 
y 1982 (-10 puntos)—, aun así, en 1982 presentaba un valor de 
37.6 puntos porcentuales, o sea, sobre la media latinoamerica­
na y equivalente al promedio de los países de economía de mer­
cado de mayor desarrollo relativo.

En resumen, se propone achicar el Estado y pasar al sector 
privado y al mercado el liderazgo del proceso de cambio, olvi­
dándose, si ya no fuera suficiente la formación histórica de la 
región, que la crisis pone en tela de juicio precisamente la capa­
cidad del sector privado y del mercado para asumir un papel 
protagónico en la asignación de recursos. Eso no significa, bajo 
ningún concepto, avalar el autoritarismo y el burocratismo que 
suele resultar de la hipertrofia estatal. Pero implica, al mismo 
tiempo, subrayar que cualquier opción de recorte del aparato 
estatal —principalmente en su papel empresario— si bien consti­
tuye una tarea necesaria y hasta urgente, tiene alcances bastan­
te limitados en América Latina. Habida cuenta de que no se 
trata de proponer una expansión de las actividades estatales, ni 
tampoco de extender la reducción de sus proyecciones empre­
sariales a todas las esferas de la vida social, conviene reiterar 
que cabe al Estado la doble función de impulsar el proceso de 
acumulación y promover la justicia social. Para hacer frente a 
los nuevos desafíos de la época actual, distinguiéndose con cla­
ridad la pugna anti-estatal de la pugna por mayor control social 
sobre las acciones del Estado, se hace necesario, ante todo, im­
primir mayor representatividad a las instituciones públicas y gu­
bernamentales .

Por otra parte, la superación institucional planteada por la 
crisis se basa, a nivel micro, en la democratización de la socie­
dad; y a nivel macro, en la democratización del Estado. El pri-
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mer objetivo supone el fortalecimiento de las organizaciones 
sociales y comunitarias, la redistribución de los recursos y de in­
formación hacia los sectores subordinados, el incremento de la 
capacidad de análisis de sus organizaciones, y la capacitación 
para la toma de decisiones. El segundo se logra a través de la 
privatización de los monopolios estatales, de la apertura del apa­
rato estatal al control ciudadano, de la reactualización de los 
partidos políticos y de los procesos electorales, y de la incorpo­
ración del concepto de responsabilidad política en la actividad 
pública. Huelga decir que tales desafíos presuponen un míni­
mo de estabilidad en la conducción de las políticas públicas.

No son pocas, sobre este último aspecto, las dificultades insti­
tucionales para la materialización de un nuevo estilo de desa­
rrollo en la Región. Utilizando el caso de Brasil como ejemplo, 
se constata que a partir de mediados de la década pasada, el 
país ha conocido diez planes de estabilización, su moneda ha 
cambiado su nombre en siete oportunidades, la política cam­
biaría ha sufrido veintiséis alteraciones, han sido probadas más 
de sesenta políticas de precios, y el número de políticas salaria­
les ya supera a veinte. La gestión ambiental ha experimentado 
también su cuota de inestabilidad. La Secretaria Ministerial de 
Medio Ambiente, creada en 1972, ya ha ocupado cuatro “ni­
chos” distintos en la estructura gubernamental, y su nombre fue 
cambiado en tres oportunidades. Si desde 1972 y hasta 1986 
tuvo un mismo secretario, desde entonces nada menos que tre­
ce titulares ocuparon su timón.

Para países con un cuadro de inestabilidad político-institu­
cional tan pronunciado como Brasil, la búsqueda de un nuevo 
estilo de desarrollo que permita una relación más armónica en­
tre las actividades económicas y el funcionamiento de los sis­
temas naturales no deja de ser un ejercicio que requiere de osa­
día y de imaginación creadora de las élites económicas, de los 
dirigentes políticos, de la clase trabajadora y de la ciudadanía 
en su conjunto. Si le agregamos a la evolución reciente las ca­
racterísticas de nuestra formación social, con sus secuelas de 
burocratización del conflicto social, clientelismo y fragmentación 
de intereses, resulta fácil identificar la magnitud de los obstácu­
los institucionales que se anteponen a la formulación e imple- 
mentación efectiva de estrategias de desarrolo sustentable en 
países cuya trayectoria no difiere de esta realidad.
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Lo anterior conlleva a sostener la necesidad de diversas re­
formas en el frente institucional. Hay, por ejemplo, que estable­
cer con absoluta claridad los objetivos de las distintas políticas 
que componen una estrategia global en favor de la sustentabi- 
lidad, así como examinar las articulaciones entre éstas y los instru­
mentos disponibles para su implementación, a modo de elimi­
nar posibles contradicciones y de asignar prioridades en función 
de los actores que constituyen la base social del desarrollo sus- 
tentable. Eso supone, además, una adecuada definición precisa 
de “grupos-objetivo” para quienes se dirigen políticas específi­
cas, sean individuos o grupos, sean áreas territoriales o ecoló­
gicas. De igual modo, se requiere determinar el espacio estatal, 
público, comunitario y privado. Igualmente esencial es deter­
minar la base de poder real de los gestores de cada política, un 
aspecto al cual no se dedica mucha atención y que explica en 
gran medida los fracasos de los intentos de cambio, como lo 
comprueban los programas de reforma agraria. Corresponde 
también determinar en qué medida la esencia de muchas orga­
nizaciones públicas es contradictoria con los objetivos no sólo 
de sustentabilidad en términos generales, sino en términos de 
los programas específicos que se quiere implementar. En lo que 
se refiere a la relación con los grupos sociales y su posición rela­
tiva en la sociedad, la preocupación institucional obliga a preci­
sar la naturaleza del grupo de interés que surgirá con la 
implementación de los programas, así como el grado de inter­
vención que éstos podrán ejercer en su ejecución. Habrá que 
cuidar, por último, que el interés creado por la implementación 
de los programas represente a amplios sectores y no permita el 
surgimiento de clientelas, muchas veces como verdaderas oli­
garquías, cuyos obje-tivos de largo plazo suelen contrariar las 
acciones propuestas.

El Estado y las distinas dimensiones de sustentabilidad

Se ha señalado anteriormente la paradoja de cómo el concepto 
y las propuestas de desarrolo sustentable surgen en un momen­
to en que se declara el triunfo de la lógica del mercado sobre el 
Estado y la planificación gubernamental, en circunstancias en 
que la manutención del stock de recursos y de la calidad de vida 
requiere de un mercado regulado y de una visión de largo pía-
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zo. Se han destacado, además, las paradojas de una propuesta 
de ingeniería social sin contrapartida en las luchas sociales, evi­
denciadas por la ausencia —resultado de la retórica— de conflic­
tos entre la base social del estilo dominante y los intereses de 
los actores sociales supuestamente portadores de la propuesta 
de sustentabilidad. Antes de descomponer el concepto de desa­
rrollo sustentable en dimensiones que le confieran sentido real, 
conviene subrayar las insuficiencias de la propuesta neoliberal 
para resolver los desafíos de la crisis.

En efecto, el agotamiento del estilo vigente, particularmen­
te en los países del Sur, implica el reconocimiento de que este 
es el resultado de insuficiencias estructurales de las estrategias de 
crecimiento adoptadas en esos países, estrategias en las cuales 
el alto dinamismo económico ha sido acompañado de elevados 
niveles de desigualdad social, agravadas en la última década por 
procesos de exclusión absoluta. Este carácter estructural de la 
desigualdad en el Sur (y entre el Sur y el Norte) constituye, en 
verdad, una forma específica, periférica, de reproducción capita­
lista. No tiene sentido, por tanto, proponer, en lo que se refiere 
a la sustentabilidad social del desarrollo, el rescate de la ‘‘deuda 
social” provocada por el patrón de acumulación todavía vigen­
te, o aún la corrección de “distorsiones” de un proceso 
de modernización social trunco. Lo que existe es un proceso de 
construcción de ciudadanía en donde la incorporación de algu­
nos sectores se produce a costa de la mayoría y a costa de los 
ecosistemas.

La sustentabilidad del desarrollo exige, desde luego, la de­
mocratización del Estado, y no su abandono y sustitución por el 
mercado. Que la falencia del Estado autoritario dé lugar a pro­
puestas de desmantelamiento del aparato regulador público 
equivale al dicho popular de “echar al bebé junto con el agua 
del baño”. Por un lado, el Estado sigue ofreciendo una contri­
bución al desarrollo que es, a la vez, única y necesaria. Unica 
porque trasciende la lógica del mercado, y necesaria porque la 
propia lógica de acumulación capitalista requiere de la oferta 
de “bienes comunes” que no pueden ser producidos por acto­
res competitivos en el mercado, aún más en mercados imper­
fectos como los de los países periféricos. El Estado, en esas con­
diciones, sigue siendo el único actor capaz de hacer frente al 
poder de las transnacionales, así como al complejo proceso po-
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lítico que subyace al comercio internacional y a las reglamenta­
ciones internacionales de índole ambiental.

Si no bastara el consenso sobre este aspecto, y que resultó 
en la realización de la Conferencia de Río, como sugieren mu­
chos autores, “si un Estado mal administrado es capaz de ha­
cer barbaridades, un mercado librado a sí mismo las puede 
hacer mayores, como lo mostraron las crisis de los años treinta 
—con sus secuelas de fascismo y de guerra— y varias otras ante­
riores”. Algunos llegan al extremo de afirmar que “democrati­
zar” el mercado sería simplemente un nonsense, puesto que “en 
ese reino privilegiado de los intereses privados no caben los ar­
gumentos de la justicia distributiva” (Guimaráes, 1990b). Por 
otra parte, si el Estado omnipresente puede provocar despilfa­
rres dramáticos en materia de degradación ambiental, como lo 
comprueba la experiencia de los países hasta hace muy poco 
bajo la órbita del llamado “socialismo real”, la verdad de los he­
chos es que los países de libre mercado del Norte son los cam­
peones de la degradación. En definitiva, el mayor desafío es 
“destronar” a ambos, Estado y mercado, subordinándolos a los 
intereses de las comunidades y de la sociedad civil.

En síntesis, las dificultades provocadas por situaciones ex- 
tremas de desigualdad social y de degradación ambiental no pue- 
den ser definidas como problemas individuales, constituyendo 
de hecho problemas sociales, colectivos. No se trata simplemen­
te de garantizar el acceso, vía mercado, a la educación, a la vi­
vienda, a la salud, o a un ambiente libre de contaminación, sino 
de recuperar prácticas colectivas (solidarias) de satisfacción de 
estas necesidades. Si bien es cierto que no se puede esperar la 
recuperación del proceso de crecimiento en los países del Sur 
sin que se incremente la disponibilidad de recursos producti­
vos, resulta también irreal imaginar que tal recuperación adquie­
ra un signo de sustentabilidad si no se resuelven las situaciones 
de extrema desigualdad en el acceso y distribución de los recur­
sos naturales, económicos y políticos, intra y entre naciones. 
Pareciera oportuno, bajo esta lógica, delinear algunas dimen­
siones y criterios operacionales de sustentabilidad. Además de 
los fundamentos ya indicados (por ejemplo, dotar de contenido 
real las propuestas en boga), tal procedimiento permite diferen­
ciar actores e intereses de un modo más preciso, quedando aún 
más claro el papel del Estado. Por limitaciones de espacio, la
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presentación estará limitada a la enunciación no exhaustiva de 
dichos criterios, con el objeto de sugerir la dirección que el de- 
bate sobre desarrollo sustentable debería seguir en nuestros 
países.9

La sustentabilidad ecológica del desarrollo se refiere a la base 
física del proceso de crecimiento y objetiva la manutención del 
stock de recursos naturales incorporado a las actividades pro­
ductivas. Haciendo uso de la propuesta inicial de Daly (1990, 
véase también Daly y Townsend, 1993) se pueden identificar 
por lo menos dos criterios para su operacionalización a través 
de las políticas públicas. Para el caso de los recursos naturales 
renovables la tasa de utilización debiera ser equivalente a la tasa 
de recomposición del recurso. Para los recursos naturales no 
renovables, la tasa de utilización debe equivaler a la tasa de susti­
tución del recurso en el proceso productivo, por el periodo de 
tiempo previsto para su agotamiento (medido por las reservas 
actuales y la tasa de utilización). Tomándose en cuenta que su 
propio carácter de “no renovable” impide un uso indefinida­
mente sustentable, hay que limitar su ritmo de utilización al rit­
mo de desarrollo o de descubrimiento de sustitutos. Esto re­
quiere, entre otros aspectos; que las inversiones realizadas para 
la explotación de recursos naturales no renovables deben ser 
proporcionales a las inversiones asignadas para la búsqueda de 
sustitutos.

La sustentabilidad ambiental se relaciona con la manuten­
ción de la capacidad de sustento de los ecosistemas, es decir, 
con la capacidad de la naturaleza para absorber y recomponer­
se de las agresiones antrópicas. Haciendo uso del mismo razo­
namiento anterior, el de ilustrar formas de operacionalización 
de concepto, dos criterios aparecen como obvios. En primer lu­
gar, las tasas de emisión de desechos como resultado de la activi­
dad económica deben equivaler a las tasas de regeneración, las 
cuales son determinadas por la capacidad de recuperación del 
ecosistema. A título de ilustración, el alcantarillado doméstico 
de una ciudad de 100 mil habitantes produce efectos dramáti-

9 En Guimaraes (1992a y 1992b) se ha profundizado este tipo de análisis, 
en base al caso brasileño, para los sectores productivos (industrial, agrícola, 
extractivo y otros).
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camente distintos si es lanzado en forma dispersa a un cuerpo 
de agua como el Amazonas, que si fuera direccionado hacia una 
laguna o un estero. Si en el primer caso el sumidero podría ser 
objeto de tratamiento sólo primario, y contribuiría como 
nutriente para la vida acuática, en el segundo caso ello provoca­
ría graves perturbaciones, y habría que someterlo a sistemas de 
tratamiento más complejos y onerosos. Un segundo criterio 
de sustentabilidad ambiental sería la reconversión industrial con 
énfasis en la reducción de la entropía, es decir, privilegiando la 
conservación de la energía y las fuentes renovables. Lo anterior 
significa que tanto las “tasas de recomposición” (para los recur­
sos naturales) como las “tasas de regeneración” (para los 
ecosistemas) deben ser tratadas como “capital natural”. La inca­
pacidad de manutención de estas tasas debe ser tratada, por 
tanto, como consumo de capital, o sea, no sustentable.

Corresponde destacar, refiriéndose todavía a la sustenta­
bilidad ambiental, la importancia de hacer uso de los mecanis­
mos de mercado, como son las tasas y tarifas que incorporen al 
costo privado los costos de preservación ambiental, por medio 
de mecanismos que integren el principio del contaminador- 
pagador. Entre muchos mecanismos se pueden citar los “mer­
cados de desechos”, donde las industrias de una determinada 
área transaccionan los desechos de sus actividades, muchas veces 
convertidos en insumos para otras industrias; y los “derechos 
de contaminación”. Pese a importantes limitaciones de tales me­
canismos —entre estas el problema de las externalidades futuras 
inciertas y la dificultad de adjudicarse derechos de propiedad—, 
mayormente cuando se les atribuye un carácter generalizado 
como solución de todos los problemas ambientales, los dere­
chos de contaminación poseen la ventaja de permitir, a través 
de su transferencia intra-industria, que el Estado disminuya la 
regulación impositiva vía el establecimiento de límites de emi­
sión por unidad industrial, y pase a regular límites regionales 
de desechos, en base a la capacidad de recuperación del ecosis­
tema. De este modo, una parte significativa de la manutención 
de la calidad ambiental pasaría al mercado, en la medida que la 
comercialización de tales derechos incentiva la modernización 
tecnológica y deja de penalizar a las industrias que, en el nivel 
tecnológico actual, no poseen las condiciones de reducir sus ni­
veles de emisiones. En el sistema vigente, en que se privilegia
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las multas, además de dificultar la intemalización de los costos 
de degradación del medio ambiente, son penalizadas las indus­
trias que, aunque utilizando la tecnología más avanzada dispo­
nible en el mercado, siguen excediendo los límites establecidos, 
mientras se premian aquellas que, aun operando dentro de los 
límites, se abstienen de perfeccionar sus procesos productivos.

La sustentabilidad social del desarrollo tiene por objeto el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población. Para el caso 
específico de los países del Sur, con graves problemas de des­
igualdad y de exclusión social, los criterios básicos debieran ser 
los de la justicia distributiva, para el caso de la distribución de 
bienes y de servicios, y de la universalización de la cobertura, 
para las políticas globales de educación, salud, vivienda y se­
guridad social. En muchos países de América Latina, tales crite­
rios deberían verse complementados por el de la discriminación 
positiva, es decir, el de privilegiar estratos excluidos en desmedro 
del avance de los ya incluidos. La puesta en práctica de una es­
trategia de desarrollo socialmente sustentable en base de tales 
criterios requiere, además, de otro tipo de criterio macro ope- 
racional, a través del cual se examinen explícitamente las vincu­
laciones entre distinas opciones económicas globales y sus impli­
caciones para la consecución de los objetivos de equidad y de 
disminución de la pobreza. A título tan sólo de ilustración, se 
podrían mencionar las opciones de integración latinoamerica­
na vis-a-vis la reinserción de sus economías en la nueva división 
internacional del trabajo. Desde luego, y tal como ya se ha seña­
lado, no se trata de opciones opuestas, mucho menos exclu- 
yentes, porque América Latina no puede dejar de integrarse cada 
vez más a la economía mundial. Pese a ello, las opciones de aper­
tura ponen el acento en el desarrollo tecnológico de los secto­
res más dinámicos, para no perder contacto con la dirección de 
los cambios a nivel mundial; pero a la vez tienden a perpetuar 
un perfil de demanda de bienes y servicios característicos de un 
modelo derrochador de recursos y excluyente en su base social. 
Una política económica que privilegie los mercados nacionales, 
la complementariedad entre éstos a nivel regional, y que esté, 
además, orientada a la satisfacción de necesidades básicas y a 
disminuir las disparidades en la distribución de la riqueza, pue­
de implicar menores tasas de crecimiento del producto, preci­
samente por la reorientación del proceso de acumulación des-
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de los sectores más dinámicos hacia sectores con mayor atraso 
relativo o de hecho excluidos del desarrollo, pero presenta sin 
duda mayores posibilidades en cuanto a su sesgo distributivo.

En cualquiera de los casos, lo que hay que tener en claro es 
que las acciones en la esfera de la producción que se orienten a 
elevar el nivel de vida de los sectores subordinados, adquieren 
sentido en la medida en que se destinan específicamente a au­
mentar la producción y productividad de éstos, y a producir 
cambios significativos tanto en la estratificación social como en 
las relaciones entre la ciudad y el campo. Ello requiere elevar el 
nivel de ingreso de los estratos más pobres para que éstos pue­
dan satisfacer sus necesidades básicas en materia de alimenta­
ción, vestuario, salud, vivienda y educación; y requiere a la vez 
asignar prioridad al desarrollo del sector agropecuario. Los sec­
tores más postergados de las sociedades latinoamericanas se ca­
racterizan precisamente por la precariedad de su inserción en 
el mundo del trabajo, con especial significación en el sector in­
formal urbano. Por ello habría que privilegiar, por ejemplo, la 
creación y el fortalecimiento de las pequeñas y medianas em­
presas, a través de asesoría técnica y financiera, de instrumen­
tos crediticios, fiscales y tributarios que permitan una mayor 
formalización del empleo urbano. La misma lógica se aplica a 
ponerle más atención al desarrollo agropecuario. Habría que 
reformar la tenencia de la tierra y, al mismo tiempo, revertir la 
tendencia de modernización agrícola en base exclusivamente 
de la gran empresa capitalista, con sus requerimientos intensi­
vos de maquinaria y fertilizantes químicos, y favorecer la explo­
tación a través de pequeñas unidades ya sean de tipo familiar, 
asociado o cooperativo. Nuevamente, una opción de esta índo­
le requiere, además de garantizar el acceso a la propiedad de la 
tierra a los sectores desposeídos a través de la reforma agraria, 
de cambios profundos en la política crediticia, una política fis­
cal de eliminación progresiva de subsidios y, en su lugar, una 
política realista de precios al pequeño productor rural.

En lo que se refiere al desarrollo de la infraestructura pro­
ductiva (generación de energía, caminos y carreteras, y riego) y 
social (rehabilitación y construcción de escuelas, postas, centros 
de salud, y vivienda), se requiere otorgar prioridad a los equipa­
mientos de uso colectivo, teniendo como eje el desarrollo co­
munitario, y privilegiando la participación de capitales privados
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por encima de recursos estatales. Por último, la sustentabilidad 
social del desarrollo impone el diseño de políticas tributarias 
que promuevan la redistribución de recursos nacionales desde 
el centro hacia la periferia. Resulta difícil concebir una política 
económica equitativa que no conlleve una descentralización cre­
ciente en la asignación de recursos públicos, así como la descon­
centración industrial que permita, además, detener el proceso 
de metropolización. Eso tiene que ser tratado con cierta caute­
la, puesto que el logro de los cambios requeridos para reducir 
la pobreza y la distancia económica entre los grupos sociales 
exige algún grado de centralización de decisiones. Sin embar­
go, la justicia social, principalmente en las condiciones de la for­
mación social latinoamericana, pasa necesariamente por la 
revitalización del poder local, lo que a su vez carece de sentido 
sin una transferencia efectiva de recursos financieros y de acti­
vos productivos que le dé fundamento.

Finalmente, la sustentabilidad política del desarrollo se en­
cuentra estrechamente vinculada al proceso de construcción de 
la ciudadanía y busca garantizar la incorporación plena de las 
personas al proceso de desarrollo. Tal como se ha destacado con 
anterioridad, ésta se resume, a nivel micro, a la democratización 
de la sociedad, y a nivel macro, a la democratización del Estado. 
Hay que reiterar, asimismo, que el primer objetivo supone el 
fortalecimiento de las organizaciones sociales y comunitarias, la 
redistribución de los recursos y de la información hacia los sec­
tores subordinados, el incremento de la capacidad de análisis 
de sus organizaciones, y la capacitación para la toma de decisio­
nes; mientras que el segundo se logra a través de la apertura del 
aparato estatal al control ciudadano, la reactualización de los 
partidos políticos y de los procesos electorales, y por la incorpo­
ración del concepto de responsabilidad política en la actividad 
pública. Ambos procesos constituyen desafíos netamente políti­
cos, los cuales sólo podrán ser enfrentados a través de la construc­
ción de alianzas entre diferentes grupos sociales, a modo de 
proveer la base de sustentación y de consenso para el cambio 
de estilo.

Han sido señaladas las tensiones resultantes de la forma­
ción del Estado latinoamericano: la propia hipertrofia de las 
funciones estatales, el autoritarismo, el corporativismo y el buro­
cratismo. Las repercusiones de la crisis fiscal demuestran, ade-
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más, que se ha ahondado la ruptura entre Estado y sociedad. 
Considerándose, por último, las distancias económicas y socia­
les entre los diversos sectores de la sociedad, con sus secuelas 
de polarización, desconfianza y resentimiento, el Estado sigue 
representando, aunque con serios problemas de legitimidad, un 
actor privilegiado para ordenar la pugna de intereses, orientar 
el proceso de desarrollo y para que se pueda, en definitiva, for­
jar un pacto social que ofrezca sustento a las alternativas de so­
lución de la crisis de sustentabilidad. Privilegiar, por tanto, la 
democratización del Estado por sobre la democratización del 
mercado, se debe, más que a una motivación ideológica, a una 
constatación pragmática. Tal como se ha indicado en la sección 
anterior, el Estado sigue ofreciendo una contribución al desa­
rrollo capitalista que es, a la vez, única y necesaria. Única por­
que trasciende la lógica del mercado, y necesaria porque la pro­
pia lógica de la acumulación capitalista requiere de la oferta de 
“bienes comunes” que no pueden ser producidos por actores 
competitivos en el mercado.

Con el objeto de consolidar los esfuerzos de democratiza­
ción se hace indispensable, en primer lugar, fortalecer la capaci­
dad política del Estado, entendida como el perfeccionamiento 
de su capacidad para ordenar las relaciones entre las organiza­
ciones de la sociedad civil y las instituciones políticas. No se tra­
ta de sustituir a los partidos políticos en su función de articula­
ción de intereses sino, a raíz de las debilidades del sistema 
partidista, buscar corregir las distorsiones más evidentes en la 
distribución del poder. El fortalecimiento de la capacidad polí­
tica del Estado, se orienta pues a compartir recursos escasos, 
como el acceso a la propiedad y a la información, la creación de 
múltiples instancias de intervención en el proceso de decisión y 
la propia capacitación para la toma de decisiones.

En segundo lugar, corresponde también el fortalecimiento de 
la capacidad técnico-administrativa del Estado. Para esos fines, la 
descentralización del proceso de toma de decisiones constituye, 
sin duda, un instrumento clave, siempre que sea entendida no 
sólo como la facultad para realizar determinadas acciones sin 
recurrir a instancias superiores, sino como el poder para tomar 
decisiones e incluso reformarlas. La descentralización, para que 
adquiera un significado más allá de la retórica, supone por tan­
to la transferencia efectiva de importantes cuotas de poder, es
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decir, de recursos, de activos y de competencias. Pero, por otra 
parte, para que la descentralización pueda imprimir mayor efi­
ciencia a la acción estatal, ésta debe ir de la mano con el forta­
lecimiento de la capacidad reguladora y fiscalizadora de las 
organizaciones públicas, lo cual implica un cierto grado de cen­
tralización de decisiones, especialmente las que dicen relacio­
narse con la orientación del proceso de desarrollo, que atañen 
a la sociedad nacional en su conjunto, y que respondan a la ne­
cesidad de transformación de las relaciones sociales y de conso­
lidación de un nuevo padrón de incorporación del mundo na­
tural en las actividades económicas.

En tercer término, los desafíos actuales requieren el fortale­
cimiento de la capacidad de regulación y de planificación por parte 
del Estado. Una estrategia de desarrollo sustentable se dirige 
precisamente a promover cambios estructurales en la sociedad, 
lo que a su vez supone la emergencia de intereses divergentes y 
hasta contradictorios. Hay, por tanto, que huir de los esquemas 
rígidos de formulación de políticas, lo cual perdió sentido con 
la pérdida de legitimidad del Estado empresario de antaño; y 
considerando que la planificación excesivamente centralizada 
es incompatible con la participación, enfatizar la capacidad de 
negociación y persuasión por sobre la del comando jerárquico. 
El tecnocratismo, como un conjunto de valores y prácticas so­
ciales resultantes de la sustitución de la política en la resolución 
de conflictos, por la racionalidad técnica e instrumental, ya no 
tiene cabida. Al igual que el tecnocratismo, hay que resistir su 
opuesto, el asambleísmo, esa concepción extremada de la de­
mocracia ateniense, en que las ONG o “las bases” deben ser lla­
madas a decidir sobre cualquier asunto, no admitiéndose ins­
tancias intermedias de decisión. Resulta igualmente importante 
la adopción de una estrategia integrada de desarrollo, para lo 
cual se requiere el fortalecimiento de los intrumentos existen­
tes y la búsqueda de nuevos intrumentos. Destaca, entre estos, 
el establecimiento de un sistema de cuentas patrimoniales saté­
lites que permita incorporar el valor económico de la dotación 
de recursos naturales a la planificación macroeconómica. Así 
como la planificación gubernamental solo pudo afianzarse en 
base a un sólido sistema de cuentas nacionales, sin el cual ha­
bría sido inviable señalar al sector productivo la asignación óp­
tima de los recursos, así también una estrategia de desarrollo
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que busque internalizar los costos ambientales de la actividad 
económica requiere de instrumentos de contabilización del pa­
trimonio natural.

Finalmente, aunque no será posible profundizar este aspec­
to, no se puede soslayar los límites que el entorno externo im­
pone a la acción del Estado. La intemacionalización de los mer­
cados, de la propia producción, y de los modelos culturales pone 
en entredicho la capacidad de los Estados de mantener la uni­
dad e identidad nacional, provocando la fragmentación de su 
poder monopolista para manejar las relaciones externas de una 
sociedad, y fortaleciendo los vínculos transnacionales entre di­
versos segmentos de la sociedad. El Estado termina, es cierto, 
asumiendo muchos de estos vínculos, como la negociación de 
la deuda externa lo demostrara, cuando se pasó de una fase en 
que el tema se definía en términos privados, debido a la índole 
de los bancos acreedores, a una etapa en que el asunto adquirió 
un carácter eminentemente político, cuando el problema pasó 
al control de los gobiernos de los países deudores y acreedores, 
así como al control de los organismos internacionales. Pero, en 
cualquier caso, los problemas provocados por la creciente globa- 
lización de la economía y del medio ambiente se han comple- 
jizado sobremanera, imponiendo nuevos límites al ya reducido 
espacio de maniobra del Estado.

Comentarios finales: la reforma del Estado 
EN LA TRANSICIÓN HACIA EL DESARROLLO SUSTENTABLE

No cabe duda que entre la época de “Una Sola Tierra” y la ac­
tualidad del “desarrollo sustentable” el mundo ha cambiado sen­
siblemente su percepción respecto de la crisis. Ya no se la pue­
de reducir a una cuestión de mantener limpio el aire que 
respiramos, el agua que bebemos o el suelo que produce nues­
tros alimentos. Carece de sentido, a estas alturas del debate, 
oponer el medio ambiente al desarrollo, pues el primero es sim­
plemente el resultado del segundo. Los problemas ecológicos y 
ambientales son los problemas del desarrollo, los problemas de 
un desarrollo desigual para las sociedades humanas, y nocivo 
para los sistemas naturales. Si bien es cierto que las sociedades 
post-industriales han sido capaces de extender, en más de una
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dimensión, los límites de los sistemas de apoyo a la vida en el 
planeta, no es menos correcto afirmar que la globalización de 
la economía agrava los desafíos actuales, al despojar a las socie­
dades nacionales de sus fundamentos ecológicos. La escasez ab­
soluta o relativa —la falta efectiva de recursos o la falta de acce­
so a los mismos— afecta por igual al Norte y al Sur.

Ya es hora, pues, de que las instituciones sociales y políticas 
preparen el camino en dirección al futuro, para que nuestras 
sociedades puedan aprender a hacer frente, de modo 
sustentable, a la mala distribución de los recursos y a la vulnera­
bilidad del ecosistema.

Hemos tenido la oportunidad de señalar algunas ideas que 
se perfilan como prioritarias en la transición hacia el desarrollo 
sustentable. Los criterios de eficiencia económica, orientados 
exclusivamente por las fuerzas del mercado, no conllevan la re­
ducción de las desigualdades sociales y regionales, y tampoco a 
la explotación racional de los recursos naturales. La experien­
cia mundial, y con mayor razón la regional, ha demostrado que 
la movilización intensiva de los factores productivos induce al 
uso predatorio de los recursos ambientales y tiende a reprodu­
cir, librada a las fuerzas del mercado, las condiciones sociales 
preexistentes. Por otro lado, el proceso de crecimiento no ocu­
rre en un vacío social. Cualesquiera que sean los diagnósticos 
que fundamenten propuestas de política en favor de la susten- 
tabilidad, se impone examinar las distintas opciones económi­
cas globales para la superación de los desafíos actuales, por sus 
implicaciones respecto de los objetivos de equidad social, de 
ciudadanía y de calidad ambiental.

Se requiere, de igual modo, una revisión profunda de los 
paradigmas todavía dominantes. Además de los criterios econó­
micos para la explotación de recursos y la manutención de la 
calidad del medio ambiente, aspectos ya mencionados cuando 
tratamos de la sustentabilidad ecológica y ambiental, habría que 
revertir la actual onda neoliberal o, más bien, poner sus postu­
lados en su debido lugar. Que el Estado intervencionista, direc­
tamente actor económico, deba ser cada vez más una realidad 
pretérita, no debe dar cabida al primado exclusivo del merca­
do. Ya debería ser suficientemente cristalino, a estas alturas, que el 
desarrollo sustentable requiere un Estado aún más fuerte que 
el Estado intervencionista del pasado; pero que sea fuerte en su



138 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

capacidad reguladora y de planificación, dejando al mercado las 
actividades de naturaleza estrictamente productiva o de infraes­
tructura, y privilegiando, en cambio, la complementariedad en­
tre la regulación pública y los mecanismos de mercado.

En conclusión, el desafío de la sustentabilidad constituye 
un desafío eminentemente político. Antes de buscar los argumen­
tos técnicos para decisiones racionales, debe encontrarse la alian­
za política correcta. En política, no hay tal cosa como la “racio­
nalidad”. Esta se define de acuerdo con los intereses que se tienen 
en cuenta en una decisión. En América Latina todavía falta la 
“voluntad política” necesaria para formular y aplicar ecopolíticas. 
Aún no se han formado las alianzas necesarias, pero actualmen­
te se dispone de todos los antecedentes a partir de los cuales se 
pueden foijar.

Es de esperar que los países latinoamericanos sepan apro­
vechar el momentum de la Conferencia de Río para iniciar la 
búsqueda de compromisos, tanto internos como entre nacio­
nes, que permitan el surgimiento de un estilo de desarrollo que 
cumpla los requisitos de sustentabilidad analizados en las sec­
ciones anteriores.

En ese sentido, el proceso negociador iniciado en Río indi­
ca que todavía queda un largo camino por delante. Resulta en 
verdad difícil no haber dejado Río con la impresión de que mu­
chos países del Norte todavía insisten en comportarse como la 
rana de la metáfora utilizada en este ensayo: sea rehusándose a 
aceptar la grave situación en la que se encuentran los sistemas 
vitales del planeta, incluidos los de gobernabilidad, o solucio­
nando los dilemas de la humanidad a nivel tan sólo retórico. Si 
retrocedemos, en cambio, a Estocólmo, cuando todavía creía­
mos que el dios tecnológico vendría a nuestro rescate, no cabe 
duda que el camino recorrido ha sido gigantesco. Si miramos, 
por último, hacia el futuro, a lo que aún tenemos que recorrer 
para transformar la retórica del desarrollo sustentable en una 
realidad sentida por los grupos hoy excluidos de una calidad de 
vida digna, el camino resulta ser todavía más largo.

Así las cosas, sobran evidencias de que el debate profundi­
zado a partir de Río tuvo un significado político de proporcio­
nes, habiéndose constituido en un hito en la historia de las rela­
ciones internacionales. Una vez definitivamente encendidos los 
reflectores del planeta sobre la precariedad de los sistemas na-
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turales que hacen posible la vida, así como sobre la precariedad 
de la vida de inmensas mayorías como resultado de la sobrexplo- 
tación de dichos sistemas, será casi imposible apagar esa reali­
dad. Está por verse si esta luz iluminará un nuevo estilo de desa­
rrollo o servirá tan sólo como un instrumento multicolor del 
Norte, con la complicidad de un Estado vuelto impotente e ino­
perante, para enmascarar la pálida realidad del Sur.
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1. Las corrientes conceptuales acerca de las razones, funciones 
y ámbito de acción del Estado son cambiantes. Alguna vez llegó 
a ser dominante en algunos medios intelectuales y políticos la idea 
de éste como una realidad extinguióle, condenada a desaparecer. 
En contraste, en otros momentos, muy nuestros, se le pensó (a 
decir verdad, al gobierno) como la instancia ordenadora que te­
nía a su cargo modernizar, desarrollar e integrar una sociedad 
tradicional, rezagada, fragmentada y vulnerable. Y más recien­
temente, se pensó que su necesidad y potencia no tenía porqué 
significar un gran número de funciones, un dilatado espacio de 
acción, mediante sobreregulaciones, empresa pública, programas 
consumidores de recursos públicos escasos. Y se habló entonces 
de adelgazamiento, Estado mínimo, modesto o redimensionado.

Son pues las corrientes políticas e intelectuales, con sus cho­
ques, sus fusiones y sus diversas direcciones, las que, frente a los 
problemas colectivos de las sociedades y su capacidad de res­
puesta, determinan vez por vez el sentido y las funciones del 
Estado. Hablar entonces de su nueva función es algo muy pun­
tual y relativo: es nuevo respecto del pasado (inmediato), pero 
tan cambiante como el entendimiento de su función pasada. Sin 
embargo, creo que hay algo que permanece, un núcleo de valo­
res políticos básicos. Y el crecimiento o la disminución de las 
funciones del Estado tiene que ver directamente con la realiza­
ción de esos valores, con la manera como se entiende que van a 
ser en específicas circunstancias de época.
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2. Esto nos lleva a una segunda consideración. Dos esque­
mas de pensamiento —dos tradiciones político-intelectuales— se 
disputan el entendimiento del Estado. Una es de carácter más 
estructural, más constitucional, digamos así. Con base en una 
visión del individuo o de la sociedad, racionalmente argumen­
tada (por ejemplo, derechos humanos, libertades individuales, 
igualdad de oportunidades o seguridad social), se hace el dise­
ño constitucional e institucional de las funciones del Estado y se 
considera que esa y no otra forma es la válida. Es decir, se formu­
la argumentativamente un núcleo de valores humanos propios 
y esenciales de toda vida colectiva, y se estructura la actividad 
del Estado en función de ellos. La razón de existir de éste con­
siste en garantizarlos y promoverlos. Las ideas (neo)contractua- 
listas de un pacto fundador del Estado, que vincula y limita ade­
más su acción, son las principales autoras de este entendimiento.

Pero hay una segunda manera de entender la existencia, el 
sentido y el funcionamiento del Estado. Es una visión histórica 
de la organización política que considera que su forma, estruc­
tura y funcionamiento, están determinadas por el tipo de arre­
glo social existente, por el carácter y complejidad de las relacio­
nes sociales y la manera de entenderlas, así como por sus 
dificultades y conflictos... En este enfoque el Estado es una for­
ma histórica cambiante, un orden histórico.

En ambas visiones el Estado es un recurso colectivo, el más 
poderoso y universal con el que cuenta una sociedad para resol­
ver sus conflictos y problemas. Es la forma de organización su­
perior con la función de articular las otras formas de organiza­
ción social y, sobre todo, de complementarlas. La distinción de 
los dos enfoques consiste en que el primero, pone el énfasis en 
una estructura o conjunto de funciones básico y permanente, 
mientras el segundo cuestionaría (como ideológicos o resultan­
te de intereses dominantes) que algunos de los valores políticos 
considerados permanentes sean realmente tales y, por ende, que 
existan funciones estatales estables.

3. Con ello entramos a una tercera consideración. Lo que 
es afirmado como una necesidad o valor colectivo permanente 
del que debe hacerse cargo el Estado, resulta de opiniones, re­
clamos y debates (a lo largo del tiempo) que se estabilizan y 
sedimentan en una cultura política específica, compartida o ma- 
yoritaria. Nuestro entendimiento y elaboración del Estado está
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culturalmente condicionado. En el asunto de las funciones y res­
ponsabilidades de éste se trata, entonces, no sólo de un entendi­
miento argumentativamente correcto sino de uno culturalmente 
significativo; de ideas que sirven para comunicarse, compren­
derse y avenirse y no de ideas en abstracto, tal vez racionalmen­
te defendibles.

Nuestros conceptos sobre la función del Estado, forman 
parte de una cultura social en la que hemos crecido y a la que 
hemos hecho nuestra como lenguaje para entendernos y para 
acordar. Obviamente esta cultura se ha desarrollado como res­
puesta colectiva a los problemas, conflictos, amenazas y oportu­
nidades que la sociedad ha ido enfrentando. La forma que el 
Estado guarda en este momento, su estructura y funcionamien­
to, expresa y recapitula las respuestas estratégicas que una so­
ciedad considera idóneas para sus cuestiones internas y exter­
nas. Es, además, una estrategia de acción colectiva considerada 
racional (racionalidad cultural, limitada) para sus propósitos.

4. Las funciones sustantivas del Estado tienen relación di­
recta con la afirmación y promoción de los valores políticos fun­
damentales de una sociedad. Hoy, entre nosotros, se trata de 
derechos humanos, propiedad, libertades individuales privadas 
y públicas y justicia social. En suma, el modelo de democracia 
liberal, con sus variantes. Estas funciones sustantivas han des­
plegado otras funciones (¿“instrumentales”?) que tienen que ver 
con el proceso de realización de esos valores. Se trata de la co­
nocida “cadena medios-fines”, donde muchas cosas se quieren 
no por sí mismas sino por su capacidad para producir las cosas 
que se quieren. Al querer los fines se quieren los medios y, ob­
viamente, los otros medios y las otras condiciones que produ­
cen o conducen a esos medios. Las funciones del Estado, se han 
expandido a la realización de las condiciones de realización de 
esos valores, a los instrumentos que generan los instrumentos 
para realizar esos valores... A este recorrido por los eslabones 
de la cadena medios-fines (con un eslabón siempre atrás) obe­
dece en mucho el crecimiento de las funciones y actividades del 
Estado. En pos de tener o crear instrumentos idóneos y condu­
centes para realizar sus fines, éste no supo dónde detenerse en 
la cadena, y se sobrepuso a otras iniciativas y organizaciones 
sociales; sobrereguló, controló sin reglas, aumentó la exacción 
fiscal, se sobrendeudó... e hizo crisis.
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No voy a repetir la crisis fiscal, administrativa y política del 
Estado asistencial ni en su forma desarrollada ni en su forma 
desarrollista, social o populista, de régimen democrático o auto­
ritario. La crisis ha dejado muchas enseñanzas y ha provocado 
el regreso a las funciones sustantivas del Estado, deteniéndose 
sensatamente en algunos eslabones instrumentales estratégicos, 
sin recorrer toda la cadena o, mejor aún, revisando la pertinen­
cia y eficacia de los instrumentos utilizados.

La redefinición de las relaciones entre el Estado y las orga­
nizaciones económicas, el descarte de las empresas públicas in­
útiles y de las regulaciones inconducentes, el recorte de perso­
nal público, la liberación del mercado y la liberación democrática 
de la política... han sido el arsenal instrumental, utilizado en los 
últimos años.

Hemos asistido a una redefinición de las funciones acceso­
rias e instrumentales del Estado más que a un cambio en sus 
funciones sustantivas. Pero aún en este punto hay debate.

5. En efecto, la redefinición de la acción del Estado ha ido 
ocurriendo en tres planos, que llamaría a) el redimensionamien- 
to, b) la modernización, y c) el cumplimiento posgubernamental 
de la función pública. Puede ser que a) haya sido entendido 
como cambios en el entendimiento de la función pública del 
Estado; en realidad tiene que ver más con el cumplimiento o 
proceso de realización de la función pública.

a) El redimensionamiento ha tenido dos interpretaciones. 
Una, la más espectacular, más ideológicamente cargada, la más 
socorrida por sus críticos y buena ocasión para la expansión del 
pensamiento conservador o liberal, es la interpretación que con­
sidera que la reducción del tamaño del Estado, en sus intencio­
nes o en sus resultados, es un cambio en el balance Estado-mer­
cado, Estado-mayorías sociales, nación-individuo... etc., de corte 
neoliberal. Ha sido muy caricaturizado este tema y ha envenena­
do tanto el ambiente, que merece un seminario y no el aparta­
do de una conversación. La otra interpretación más pragmática 
y más administativa, simplemente pone el acento en que recor­
tes de gpjsto, supresión de programas, retiro de actividades y dero­
gación de leyes son un cambio en los instrumentos más que en 
las funciones, y en la manera de cumplirlas más que en sus obje­
tivos últimos. No hay reducción de funciones sustantivas.

Tanto por la vertiente ideológica como por la pragmática,
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el argumento explicativo y justificador para esta concepción del 
Estado, fue el consenso que rápidamente creció alrededor de la 
teoría “neoclásica” del mismo, basada en los teoremas de las 
“fallas del mercado”. Función del Estado era hacerse cargo de 
aquellas zonas de acción social, donde el mercado no tenía in­
centivos para actuar (y encontrar los equilibrios de relación so­
cial) o donde generaba problemas que su lógica de acción (inte­
reses no compartibles) no podía resolver.

Con toda limpieza se enumeró residualmente el campo de 
la acción estatal: provisión de bienes públicos y administración 
de las externalidades, las asimetrías de información y los mono­
polios naturales. Algún autor (Olson), llegó a definir muy circuns­
critamente al Estado como “una organización que provee de 
bienes públicos a sus miembros”.

Desde estas posiciones aceptables se han levantado comple­
mentaria o críticamente otras teorías. Tal vez el punto sólido y 
aceptable de la teoría neoclásica sea el reconocer que, junto al 
Estado, existen otras estrategias de acción colectiva que tienen 
rendimientos positivos, limitados si se quiere para el bienestar 
colectivo perdurable, pero efectivos. Junto al Estado como es­
trategia de acción basada en la regulación y la coacción, existen 
por lo menos otras dos lógicas de acción colectiva, que filosófi­
ca y culturalmente han sido denotadas con el concepto de “so­
ciedad civil”. Esta conceptualización que destaca la existencia 
de otras estrategias de acción social, particularmente el merca­
do y las formas solidarias de las comunidades de vida (familia, 
iglesias, barrios, colegios...), tuvo siempre un sentido de dife­
renciación y autonomía respecto del Estado, más que un senti­
do hostil y rival en contra de éste, el gobierno o la política. Sin 
embargo, en mucho —en el caso de México—, la denotación au­
tonomista de la sociedad civil ha sido enfática en un reclamo 
polémico y hasta escéptico respecto del Estado.

La lógica del mercado y la lógica comunitaria o solidaria de 
los grupos sociales, son consideradas capaces y pertinentes para 
encontrar puntos de equilibrio, acuerdos, soluciones a conflic­
tos y a problemas. Esta visión, enteramente defendible, muestra 
que hay un conjunto de funciones sociales, privadas y públicas, 
que pueden ser desarrolladas por el mercado o por las comuni­
dades de vida. Sobre este supuesto se levanta hoy la nueva ma­
nera de entender el número y el cumplimiento de las funciones
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estatales. Y esta visión es, en cierto sentido, contraria a la idea 
dominante en muchos países, según la cual las organizaciones 
competitivas del mercado y las organizaciones sociales volunta­
rias son insuficientes para enfrentar exitosamente los puntos 
vulnerables endógenos y exógenos de un país. En México y otros 
países, el rezago económico, la incomunicación territorial, la 
estratificación social o étnica de las comunidades, la coexisten­
cia de ideas modernizantes e ideas tradicionales, y la presión 
extranjera, hicieron y hacen que la sociedad civil sea tan vulne­
rable que requiera ser estructurada, conducida e integrada por 
la acción estatal. Aquí puede estar la principal razón y justifica­
ción de la amplitud de las funciones del Estado en nuestro me­
dio.

6. Hoy me parece encontrar un consenso dominante sobre 
la función del Estado, que recapitula y combina lo más sólido y 
significativo de la tradición liberal y social con todas sus varian­
tes. La teorización neoclásica ha ganado la punta, pero entre las 
“fallas de mercado” hay que enlistar la de la distribución de opor­
tunidades, condiciones e ingresos. Ya Musgrave nos había ha­
blado de tres responsabilidades propias del Estado: la estabiliza­
ción de la economía, la provisión de bienes públicos y la 
distribución de la riqueza. Y aquí entramos en otro debate fino: 
¿Hay bienes sociales y no sólo públicos? o, dicho de otra mane­
ra, ¿Los bienes sociales o “meritorios” deben ser considerados 
públicos, en el sentido de responsabilidad estatal?

Ahora bien, la cuestión de fondo, tal vez no conceptual pero 
sí operativa, no consiste tanto en saber con claridad, de una vez 
para siempre, cuáles son las funciones del Estado sino cómo 
llevarlas a cabo exitosamente. En efecto, los muchos fracasos de 
la acción gubernamental han dado pie a considerar que éste 
debía reducir o modificar sus funciones, las cuales serán deter­
minadas por el cómo hacer las cosas. Parece absurdo conside­
rar insistentemente como propias del Estado funciones que no 
puede cumplir. Esto vale en particular para las de tipo social.

El mejor argumento en defensa del ámbito y materia de las 
funciones estatales es el éxito en su cumplimiento, pues tam­
bién hay “fallas de gobierno” y a partir de esta premisa se levan­
tó la crítica al Estado. Obviamente, qué es éxito en el desempe­
ño gubernamental y cuáles sus criterios e indicadores, es algo 
de difícil acuerdo bajo condiciones de democracia activa, en la
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que están presentes diversos puntos de vista y diversas prefe­
rencias valorativas.

Esto es particularmente importante en la función social del 
Estado. Ciertas maneras de abocarse a la solución de los proble­
mas de la justicia social en nuestros países o de promover el 
desarrollo nacional-regional, pueden de nuevo afectar nuestra 
defensa del Estado.

Algunas líneas:

— Superar el abordaje económico o sociológico de la cues­
tión social. Empatar justicia social con justicia legal (priva­
da y pública).

— Vincular la distribución con la conciencia fiscal; la idea de 
la contribución y la conciencia de la limitación de los recur­
sos públicos.

— Vincular la lógica de la acción regulatoria y compensatoria 
del Estado, con la competencia del mercado y la coopera­
tiva de las comunidades, y de la responsbilidad personal. 
Alianzas estratégicas. Sinergias.

— La idea de que las funciones públicas pueden ser realiza­
das mediante organizaciones y procedimientos no guber­
namentales: contrataciones y concesiones, pero también 
el trabsjo de organizaciones sociales (con apoyo fiscal y 
técnico por parte del Estado).
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Introducción

El Estado ha jugado un papel clave en la formulación y finan- 
ciamiento de las actividades científicas en América Latina en 
los últimos treinta años. Ha influido también sobre las activida­
des tecnológicas locales, pero más como resultado del impacto 
de las políticas macroeconómicas e industriales, que de la instru­
mentación de políticas tecnológicas explícitas.

Los cambios en curso en las economías latinoamericanas, 
particularmente los procesos de apertura externa y liberaliza- 
ción, inciden —en una manera aún poco estudiada— en el papel 
de la política pública en ciencia y tecnología. Como en otras 
áreas, se hace evidente la necesidad de una reforma del modelo 
prevaleciente a fin de ajustarlo a las nuevas condiciones inter­
nas, así como a los cambios que se verifican en el escenario in­
ternacional. Al mismo tiempo, la aplicación de un concepto de 
desarrollo sostenible requiere de una redefinición de objetivos 
e instrumentos.

Esta ponencia examina algunas de las cuestiones relevantes 
para una reformulación del papel del Estado en ciencia y tecno- 
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logia en América Latina. La primera sección analiza brevemente 
el papel del Estado en ciencia y tecnología en el pasado reciente y 
la situación actual de la infraestructura de éstas en la Región. La 
segunda sección aborda las nuevas cuestiones planteadas desde 
la doble perspectiva de políticas de mercado y de objetivos de 
desarrollo sostenible. La tercera sección enumera y examina bre­
vemente los principales temas que requieren una revisión con­
ceptual o la adopción de nuevos esquemas de política pública. 
La cuarta sección contiene las principales conclusiones.

Las funciones del Estado en ciencia y tecnología
y el modelo lineal

En concordancia con el papel asignado al Estado en el desarro­
llo económico y social durante la etapa sustitutiva de las econo­
mías latinoamericanas, aquel asumió en ese periodo diversas fun­
ciones en el campo de la ciencia y la tecnología.

En primer lugar, se realizaron considerables esfuerzos para 
planificar las actividades científicas y tecnológicas. Con algunas 
excepciones notables -como los planes de desarrollo científico 
y tecnológico del Brasil— esos esfuerzos carecieron generalmente 
de eficacia, dada la ausencia de instrumentos efectivos y la va­
riabilidad del contexto en el cual debían aplicarse. Además, el 
campo de acción efectivo de los planes, en el mejor de los ca­
sos, quedó limitado al ámbito de lo científico con escasa rele­
vancia en el desarrollo tecnológico.1

Segundo, los Estados asumieron, de manera directa o in­
directa, el financiamiento de las actividades científicas. Tal finan- 
ciamiento fue concebido como una función básica del Estado y, 
en general, se sustentó en la concepción de que la inversión en 
ciencia se traduciría en aplicaciones tecnológicas, de un modo 
más o menos lineal. Como se verá más adelante, el esfuerzo 
global en investigación y desarrollo en la Región ha estado, 
empero, lejos del efectuado en países industrializados y, compa-

1 Sin embargo, existen ejemplos de planificación tecnológica ejecutada 
con continuidad en el tiempo, como el caso de desarrollo nuclear en Argentina.
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rativamente, mucho más centrado en investigación básica y apli­
cada que en desarrollo experimental.

Tercero, el Estado intervino en muchos países en la regula­
ción de la importación de tecnología vía inversiones directas 
extranjeras y contratos de licencia y similares. El Estado regula­
dor de la transferencia de tecnología logró algunos resultados 
en cuanto a la reducción de precios, eliminación de cláusulas 
restrictivas y reforzamiento de las garantías otorgadas al recep­
tor. Pero no tuvo mayor éxito en la selección de tecnolo­
gías apropiadas o la desagregación de “paquetes” tecnológicos. 
La falta de personal especializado, la resistencia de las empre­
sas del Estado a modificar sus prácticas contractuales y, en el 
curso de la década pasada, las políticas de liberalización, mina­
ron la capacidad del Estado para orientar el flujo de tecnología 
externa.

Cuarto, en el plano tecnológico hubo también políticas para 
favorecer la innovación local mediante instrumentos diversos. 
La orientación y preferencia en las compras públicas —podero­
so mecanismo de acción en el área tecnológica— fueron utiliza­
das de manera desigual, mas en algunos países (Argentina y Bra­
sil) contribuyeron significativamente a la creación de capacidades 
tecnológicas en áreas específicas.

Para el diseño e instrumentación de las políticas apuntadas 
se desarrolló, en la mayoría de los países de la Región, una tra­
ma institucional integrada por consejos de ciencia y tecnología, 
institutos tecnológicos, y más recientemente, secretarías o mi­
nisterios de ciencia y tecnología. Si bien se presumió la existen­
cia de un “sistema” de ciencia y tecnología, integrado por diver­
sos actores funcionalmente interrelacionados y actuando bsyo 
una lógica común, la acción pública no logró, en general, dar 
coherencia al accionar de sus propias instituciones, mismas que 
actuaron conforme a sus propios objetivos e intereses. La frag­
mentación, cuando no la superposición de actividades y disper­
sión de esfuerzos, fue la característica resultante. Por otra par­
te, sector productivo y científico-técnico se desenvolvieron en 
una mutua y respetuosa ignorancia. En ocasiones, con el mayor 
ánimo de promover la vinculación entre ellos, se pretendió ha­
cer de cada investigador un tecnologo, confundiendo los pape­
les diferenciados que cabe a uno y a otro en un proceso innovati­
vo (Correa, 1989).
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Cualesquiera que hayan sido las limitaciones del modelo de 
política científico-tecnológica aplicado, está claro que bajo el pre­
dominio del “modelo lineal” el Estado debía desempeñar un 
papel central en las actividades científicas y, en menor medida, 
en el campo tecnológico.

Cuán exitoso fue el Estado en sus misiones que éstas no han 
sido estudiadas aún suficientemente. Los indicadores generales 
disponibles señalan que los resultados del modelo han sido, 
empero, modestos. Tanto el número de investigadores como 
los recursos asignados están muy por debzgo de cifras compara­
bles de los países industrializados o de industrialización tardía. 
La Región cuenta con alrededor de 150 000 investigadores, un 
número similar al de Italia, e inferior al de Francia, la ex-Che- 
coslovaquia o Ucrania. El total invertido en América Latina, en 
todas las áreas de ciencia y tecnología,2 en alrededor de 2 300 
centros de investigación, alcanzaba el orden de los 5 300 millo­
nes de dólares anuales en 1990, menos que el gasto de IBM o 
aproximadamente la mitad del de General Motors.

El sector público tiene, por otra parte, un peso decisivo en 
el total del gasto en investigación y desarrollo (ID). En prome­
dio, los Estados financian más de 75% del total. Esta participa­
ción se refleja en la naturaleza de las actividades encaradas, las 
que en un elevado porcentaje (alrededor de 70%) correspon­
den a investigación básica y aplicada, y 30% a desarrollo experi­
mental. Ello está en marcado contraste con la situación en los 
países industrializados, en los que los gastos en desarrollo expe­
rimental se ubican en el orden de 60 por ciento.

Las limitaciones de la infraestructura científica y tecnológi­
ca creada no sólo se expresan a través de los indicadores de 
insumos referidos. También se manifiestan en la débil partici­
pación en las publicaciones científicas (alrededor de 1% del to­
tal mundial), así como en la obtención de patentes de invención 
(aproximadamente 2.4% de dicho total).

Queda aún por esclarecer la medida en que la limitación de 
los resultados indicados es atribuíble a deficiencias en las políti-

2 Esta cifra mide sólo la “investigación y desarrollo” definida según el 
concepto tradicional de la OECD y UNESCO, y no los gastos en innovación tecno­
lógica a nivel de planta, mejoras y adaptaciones. Las cifras indicadas aquí y en 
el párrafo siguiente se basan en UNESCO, 1993.
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cas en ciencia y tecnología en sí, a la falta de condiciones polí­
ticas para su ejecución, o a parámetros más generales del mode­
lo económico prevaleciente. Parece claro, al menos, que en un 
modelo agroexportador y de sustitución de importaciones, ba­
sado ampliamente en el uso de bienes de capital importados y 
de licencias del exterior, el sector productivo generó una escasa 
demanda al “sistema” científico-tecnológico interno. Ello expli­
ca también la mencionada desvinculación entre los centros de 
ID y las empresas.

Revisión del papel del Estado

Varias circunstancias han concurrido para transformar las per­
cepciones sobre el papel del Estado en ciencia y tecnología y su 
grado de actuación en el área. La revisión de ese papel es im­
pulsada desde dos frentes. Por una parte, por el avance de la 
concepción basada en los mecanismos del mercado como regu­
lador de la asignación de recursos, con un mínimo de interven­
ción estatal, tal como se expresa en las políticas hoy prevale­
cientes en la Región.

Los cambios en el marco macroeconómico y el proceso de 
liberalización iniciado en la región en la década pasada, han 
tenido importantes repercusiones sobre el papel del Estado, así 
como en las condiciones de contexto en las que se desarrollan 
las actividades científicas y, sobre todo, tecnológicas.

En primer lugar, la recfesión económica y las políticas de 
ayuste fiscal se reflejaron en el estancamiento, cuando no caída, 
de los presupuestos oficiales para investigación y desarrollo. Si 
bien ello puede ser observado como un resultado transitorio de 
las políticas macroeconómicas, también puede reflejar nuevas 
orientaciones sobre el papel del Estado en el financiamiento de 
las actividades de ciencia y tecnología.

Segundo, la importancia creciente de la tecnología para com­
petir en mercados abiertos, ha corrido el eje de interés desde la 
ciencia a las aplicaciones tecnológicas. Nuevos instrumentos de 
política pública (por ejemplo, la creación del Fontec en Chile y 
la ley de promoción de la innovación tecnológica en Argentina) 
procuran facilitar el desarrollo tecnológico o la interacción en­
tre los centros de ID y las empresas.
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Tercero, la necesidad de participar en mercados abiertos y 
de acceder a tecnologías competitivas, plantea condiciones di­
ferentes a las del pasado para la adquisición de éstas. Los licen- 
ciatarios carecen ya de las “ventajas compensatorias” que les 
permitían operar con tecnologías maduras en contextos de pro­
tección arancelaria. El acceso a tecnologías más modernas im­
plica una mayor proximidad con la frontera tecnológica y re­
quiere, por tanto, una articulación mayor con las capacidades 
científico-tecnológicas locales.

Cuarto, la expansión y fortalecimiento de la propiedad in­
telectual genera nuevas reglas para el acceso a conocimientos 
científico-tecnológicos, así como para las relaciones sector pú­
blico-privado. Universidades y otras entidades generadoras de 
conocimiento, crecientemente procuran valorizar los resultados 
de sus investigaciones mediante la protección por la propiedad 
intelectual y la ulterior licencia o cesión de los derechos respec­
tivos.

Por otra parte, la revisión del papel del Estado en ciencia y 
tecnología está siendo impulsada desde una perspectiva distin­
ta: la que reconoce la insuficiencia del mercado para asignarle 
óptimamente recursos, particularmente en relación con cues­
tiones vinculadas al desarrollo sostenible y a la generación y di­
fusión de tecnologías ambientales racionales.

Desde esta última perspectiva se advierte, entre otros aspec­
tos, la insuficiencia de los recursos públicos asignados a ID; los 
problemas de acceso a tecnologías; la necesidad de concentrar 
esfuerzos en tecnologías aptas para la preservación del medio 
ambiente; la valorización del conocimiento de comunidades loca­
les, y el abordaje interdisciplinario de las actividades científicas.3

No es el propósito de esta nota discutir ambas concepcio­
nes en profundidad ni su interrelación.4 Resulta claro, sin em­
bargo, que las dos reclaman una revisión del papel del Estado 
en la ciencia y la tecnología, en ciertos casos en direcciones con­
vergentes, pero con diferencias importantes en otros. También 
es claro que hoy se hacen sentir con más fuerza las demandas

8 Véase, en particular, el capítulo 35 de la Agenda 21.
4 Para una discusión general de la problemática del desarrollo sustentable 

y sobre la necesidad de una nueva concepción económica, véase Bergel, 1992.
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emergentes de las concepciones de mercado, más que las deri­
vadas de una visión de largo plazo sobre un desarrollo ambien­
talmente racional y sustentable.

A continuación se abordan algunas de las cuestiones que 
deberían examinarse al encarar una revisión de las políticas pú­
blicas sobre ciencia y tecnología desde una perspectiva que, sin 
ignorar los mecanismos de mercado, tome en cuenta las necesi­
dades de largo plazo asociadas con un desarrollo sustentable.

Temas para el debate

Financiamiento de la ciencia

Pocos cuestionarían la necesidad de realizar actividad científi­
ca. Sin embargo, la limitación de los recursos disponibles en los 
países en desarrollo y la velocidad del avance científico han ge­
nerado, una y otra vez, interrogantes y dudas sobre la medida 
del esfuerzo que aquellos países deben realizar. Salam (1992), 
Bunge (1980) y otros, han argumentado que es precisamente 
porque esos países son pobres, que ellos deben intensificar su 
esfuerzo científico, el cual contribuye de manera directa al de­
sarrollo cultural y a la formación de recursos humanos. En cam­
bio, los beneficios económicos de la actividad científica son más 
aleatorios y suelen requerir largos plazos de maduración (si bien 
éstos tienden a acortarse en las áreas de “alta tecnología”).

El punto que parece requerir un nuevo análisis es la justifi­
cación económica de la investigación básica en los países de la 
Región. Parecería conveniente volver al trabajo seminal de Nel- 
son (1958), quien demuestra, con un sólido análisis, cómo en 
una economía de mercado la inversión pública es necesaria para 
compensar la que, de otra manera, será una inversión subóptima. 
“Si queremos conservar nuestra economía empresarial”, argu­
mentó Nelson, “la investigación básica debe ser una cuestión de 
política social consciente”. Las externalidades y alto riesgo que 
envuelven a la actividad científica excluyen la participación 
de actores privados, salvo de las grandes empresas capaces de 
apostar al futuro.

Este análisis es particularmente relevante para el caso de 
áreas de interés social y ecológico en las que el sector privado
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no tiene un interés inmediato, o en las que se plantean fuertes 
externalidades. También lo es en el caso de áreas más próximas 
a la aplicación, como la biotecnología o la informática. En estos 
campos se asiste a una creciente protección de los conocimien­
tos en los países industrializados, aun de los producidos en el 
ámbito científico, sea para cumplir con convenios de colabora­
ción establecidos con empresas privadas o para beneficiarse de 
los eventuales resultados económicos de su explotación.

La inversión pública en ciencia básica debe, por lo tanto, 
verse no sólo desde la óptica de su aporte al desarrollo cultural 
y de formación, sino como uno de los componentes necesarios 
de la acción del Estado en la economía. De hecho, los países 
industrializados están aumentando actualmente su compromi­
so con la investigación básica, particularmente en el rubro ge­
neral de “Avance del conocimiento” (OECD, 1992).

Definir prioridades científicas

Admitida la necesidad de invertir en ciencia básica, restan, sin 
embargo, problemas de política relevantes. Uno de los princi­
pales se vincula con el grado de libertad disponible para definir 
los temas de investigación.

La postura tradicional ha sostenido que corresponde al inves­
tigador tal definición, siéndole exigible sólo excelencia acadé­
mica en la realización de sus tareas. Gana espacio, sin embargo, 
y especialmente en los países industrializados, la definición por 
parte de los gobiernos de las prioridades de investigación. Los 
gobiernos apoyan preferentemente áreas consideradas “estra­
tégicas” u “orientadas a aplicaciones”, es decir, aquellas en las que 
la investigación puede generar resultados aplicables (OECD, 1992). 
Ilustrativo de esta tendencia es el nuevo enfoque expresado por 
el National Science Technology Council, creado en Estados 
Unidos en noviembre de 1993, con el fin de definir la agenda 
de la investigación financiada con recursos federales.5

Según los datos disponibles, los países de la OECD invierten 
sumas relativamente pequeñas en ID sobre cuestiones ambien­
tales. En 1990 la protección del medio ambienté sólo represen-

Véase Elmer-Dewitt, 1994.
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taba en Estados Unidos 0.6% del total de las asignaciones presu­
puestarias del gobierno a dicho destino; en el Reino Unido 1.4%, 
y 1.8% en Canadá. Los esfuerzos fueron mayores en Nueva Ze­
landa (4.8%), Alemania (4.2%) y en los Países Bzgos (4.0%). En 
contraposición, la llamada “industria del medio ambiente” po­
dría invertir de 8 a 10% de sus ingresos estimados en alrededor 
de 185 mil millones de dólares anuales (OECD, 1992: cuadro 10).

No existen informaciones comparables para América Lati­
na. El World Science Report -1993 de la UNESCO señala que del 
total de unidades de ID, 60.9% se dedican a temas de la bio­
logía, 12.7% a química, 10% a geociencias, 9.6% a física y 6.8% 
a matemáticas. Estudios en mayor profundidad son necesarios 
para determinar en qué medida la agenda de investigación en 
la Región es consistente con las demandas que puedan surgir 
de una estrategia de desarrollo sostenible; por ejemplo, cuánto 
se destina al estudio de la biodiversidad, particularmente a la 
conservación de especies marinas y especies vegetales de valor 
agronómico o medicinal, o a problemas de contaminación ge­
nerados por la pobreza, la urbanización y la disposición de de­
sechos industriales.

La definición de prioridades, supone determinar criterios de 
pertinencia de los proyectos de investigación en una evaluación 
ex-ante, con el riesgo de frustrar iniciativas que podrían gene­
rar resultados tan inesperados como importantes para la socie­
dad. Está claro, al mismo tiempo, que las sociedades latinoame­
ricanas crecientemente demandarán que se justifique a qué se 
destinan sus recursos y en qué medida sus resultados contribu­
yen a resolver los problemas básicos de salud, empleo y susten- 
tabilidad del desarrollo. La conciliación del principio de liber­
tad de investigación con el de pertinencia, en una perspectiva 
socioeconómica de largo plazo, es uno de los grandes desafíos 
que debe enfrentar la política científica en América Latina.

Política de desarrollo tecnológico

El contenido y alcance de una política científica, como queda 
dicho, requieren aún un considerable debate y profundización. 
Similar es el caso de la política tecnológica. Para este último, los 
aportes de la teoría de la innovación en los últimos veinte años 
pueden brindar bases sólidas y convincentes. Como lo ha seña-
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lado Cooper, la mayor parte de las conclusiones de los estudios 
sobre innovación realizados en los países industrializados son 
aplicables a los países en desarrollo, incluyendo particularmente 
aquellas referidas al carácter acumulativo de la capacidad tecno­
lógica y al papel de los procesos de aprendizaje (Cooper, 1993).

La experiencia de los países industrializados evidencia que 
las políticas de mercado son compatibles, y que requieren polí­
ticas tecnológicas activas para hacer frente a diversas “fallas del 
mercado” (market failures), generadas por imperfecta informa­
ción, inapropiabilidades y otras barreras a la generación e in­
corporación de tecnologías. Estas pueden expresarse en el apo­
yo a la ID en las unidades empresarias, como en el fomento de 
la difusión de estándares y de tecnologías.6

La política tecnológica debería, en particular, tener en cuenta 
que las cuestiones ambientales —en buena medida como resul­
tado de la aplicación de legislación protectora (Fuchs, 1993)— 
generan una demanda por el desarrollo de tecnologías ambien­
talmente aptas, que puede modificar las propias trayectorias tec­
nológicas. Ello es así en la medida que se sustituye el énfasis en 
soluciones endrof-the-pipe por respuestas tecnológicas integrales 
que incorporan rasgos racionales desde el punto de vista del 
ambiente (por ejemplo, reducción de insumos energéticos, re­
emplazo de elementos contaminantes, etc.). Es posible, por lo 
tanto, promover un paradigma de ID en el que la preocu­
pación por el medio ambiente se internaliza desde la fase 
de diseño hasta el desarrollo de procesos y productos. Como se 
observará más adelante, este proceso parece estar ocurriendo 
ya en los países industrializados, al menos en ciertos sectores 
industriales.

Por otra parte, la difusión de tecnologías aptas para el am­
biente debería ser objeto de particular atención. Ello supone 
no sólo atender a los problemas de oferta de esas tecnologías 
(sea mediante desarrollo propio o adquisición), sino a los pro­
blemas de utilización de técnicas disponibles. De acuerdo con 
un estudio de la Office of Technology Assessment citado por 
Bhalla (1994), 50% de todos los desechos industriales podrían

6 Para una revisión de políticas en los países industrializados, véase OECD, 
1992.
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ser eliminados con la tecnología que estaba disponible en 1986 
y otro 25% con ID adicional.

Transferencia de tecnología

La importancia de la tecnología para la competitividad, los cos­
tos crecientes de su desarrollo y la globalización de los merca­
dos, han generado fuertes tendencias a un “proteccionismo tec­
nológico” en los países industrializados. Este se expresa en la 
reticencia a transferir tecnología, particularmente cuando el 
potencial receptor puede generar una amenaza competitiva en 
el mercado internacional, y en la importancia creciente atribuida 
—por los gobiernos y empresas de los países industrializados— a 
la protección vía propiedad intelectual.

Este nuevo escenario requiere de nuevos enfoques de po­
lítica, diferentes sin duda a los que prevalecieron en la dé­
cada de los setenta. Acceder a la tecnología para competir en la 
economía global será más difícil y costoso y, en ocasiones, fuera 
del alcance de los países en desarrollo. Las políticas públicas 
deberían cuidar que la propiedad intelectual no ahogue la posi­
bilidad de competencia y de acceso a tecnologías clave (ver el 
punto siguiente), y favorecer empresas conjuntas o alianzas tec- 
nológico-productivas con las firmas más avanzadas.

Un tema particularmente relevante se refiere a la transfe­
rencia de tecnologías que no perjudiquen el medio ambiente. 
Considerando las asimetrías Norte-Sur en cuanto a capacidad 
de innovación, así como el alcance global de los problemas am­
bientales, el acceso a dichas tecnologías por parte de los países 
de la Región constituye un tema crucial a tener en cuenta en 
una acción global y efectiva. La posibilidad de acceso a las tec­
nologías mencionadas ha sido el centro de recientes negocia­
ciones internacionales en las que se han enfrentado las posicio­
nes del Norte y del Sur.

Los países en desarrollo han enfatizado la necesidad de ase­
gurar el acceso a las últimas tecnologías disponibles, y la impor­
tancia de que se realicen transferencias en condiciones concesio- 
nales y de financiamiento apropiado. La Plataforma sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo de Tlatelolco, adoptada en 1990, esta­
bleció que la “promoción del desarrollo sustentable es incom­
patible con el acceso restringido a la tecnología” y que los paí-
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ses en desarrollo deberían tener asegurado el acceso a tecnolo­
gías ambientalmente sanas “sobre una base no comercial” y con 
la mayor base de los costos de transferencia aportados por los 
países industrializados, para lo cual el documento recomendó 
que se constituya un fondo internacional especial que además 
fortalezca su capacidad endógena. De manera similar, la Decla­
ración Ministerial sobre Medio Ambiente y Desarrollo de Beijing 
(junio 1991), enfatizó la necesidad de “asegurar la transferencia 
de tecnologías ambientalmente sanas a los países en desarrollo 
en términos preferenciales, más favorables, concesionales y no 
comerciales”.

La posición del Norte, en cambio, ha defendido la necesi­
dad de asegurar una compensación apropiada a las innovacio­
nes en términos no concesionales (comerciales) y de limitar el 
espectro de las tecnologías a ser consideradas, particularmente 
de aquellas concernientes al recalentamiento del planeta.

A pesar de las mencionadas divergencias, se han hecho cier­
tos progresos hacia una expansión de la cooperación interna­
cional en la transferencia de tecnología en áreas específicas. Este 
progreso se ha visto facilitado7 en los casos en que:

a) las tecnologías relevantes no están protegidas por paten­
tes: en muchos casos las soluciones involucran tecnologías que 
están en el dominio público o se trata de tecnologías “blandas” 
(por ejemplo, conocimiento gerencial);

b) los problemas y las alternativas tecnológicas pueden ser 
limitadas y por lo tanto los costos de posibles acciones deben 
ser estimados con mayor precisión, y

c) las causas de los cambios ambientales están científicamente 
comprobadas.

La Convención sobre Diversidad Biológica, particularmen­
te en sus artículos 15 y 16, contiene disposiciones sobre el 
acceso a la tecnología que utilice los recursos genéticos del país 
donante. Esas disposiciones deben ser aún adecuadamente ins­
trumentadas. Parece necesaria una clarificación de los alcances 
de la Convención en este aspecto, y de los mejores medios para 
poner en práctica el texto convencional.

7 Este párrafo y el siguiente están basados en el estudio más amplio de 
Rath y Brent-Copley, 1992.
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Propiedad intelectual

Si bien buena parte de la tecnología ambientalmente racional 
es del dominio público, una buena porción no lo es. Como se ha 
indicado, en la medida que la preocupación ambiental se inter­
naliza al proceso de desarrollo tecnológico, esa tecnología es 
parte de un “paquete” más complejo, antes que un elemento 
aislado adquirible con independencia de los procesos-produc­
tos a los que se refiere.

Así, en la oficina de patentes alemana hay más de 9 500 pa­
tentes registradas sobre tecnologías relativas a tratamiento de 
desechos acuosos para la industria textil y del teñido. Las mayo­
res innovaciones en tecnologías limpias se originan en grandes 
empresas químicas proveedoras de insumos, y vienen “empa­
quetadas” en procesos más complejos. También juegan un pa­
pel importante los fabricantes de equipamiento, los que incor­
poran tecnologías limpias que contribuyen al mismo tiempo a 
reducir costos (Fuchs, 1993).

El acceso a tecnologías patentadas depende, en principio, de 
la voluntad del titular de los derechos exclusivos. Para asegurar, 
en ciertos casos, la posibilidad para terceros de utilizar la tecno­
logía, las leyes de patentes han previsto la figura de las licencias 
no voluntarias8 bajo las cuales un interesado puede utilizar una 
invención aun sin el consentimiento del titular. El capítulo 34 
de la Agenda 21 (punto 34.18 e.iv) prevé este mecanismo para 
evitar “abusos” de derechos de propiedad intelectual. Las futu­
ras reformas legislativas de las leyes de patentes de la Región 
(algunas actualmente en curso), deberían prestar especial aten­
ción a esa figura e instrumentarla en el derecho interno.

Relación universidadrempresa

La vinculación universidad-empresa en el nuevo contexto com­
petitivo de los años noventa, no puede ser vista sólo como un 
aprovechamiento ocasional de las capacidades universitarias ya 
acumuladas. Requiere de estrategias activas para la construcción

8 Reconocidas también en el reciente Acuerdo sobre Trade-Related Aspects 
of Intellectual Property Rights (TRlPs) negociado en el GATT.
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conjunta de ventajas competitivas y la solución de problemas 
básicos de la sociedad. Así considerada, la vinculación se pre­
senta como un conjunto de acciones de carácter formal (por 
ejemplo, contratos de investigación) o informal (contratos con 
profesores y cátedras, participación en seminarios, etc.). La evi­
dencia empírica, tanto en países industrializados como en desa­
rrollo, sugiere que la vinculación informal puede ser tan o más 
importante que la formal, y que ella puede ser una condición 
previa para vínculos más formalizados y estables (Senker y 
Faulkner, 1992).

La importancia de la contribución universitaria al proceso 
innovativo en la empresa dependerá, ante todo, de sus fortale­
zas o debilidades en la investigación y formación. En consecuen­
cia, cualquier política activa de promoción de la vinculación debe 
combinar una acción hacia adentro de la universidad (fortaleci­
miento de sus capacidades básicas) y hacia afuera de ella (pro­
moción de la interacción con la empresa).

Una amplia bibliografía ha abordado los aspectos organi­
zativos, económicos, sociológicos y de política tecnológica de la 
vinculación universidad-empresa en Latinoamérica.9 Es escasa, 
sin embargo, la evidencia empírica sobre los contenidos y resul­
tados de aquella. La información disponible parece indicar que 
la vinculación formal (contractual) es en general modesta, tan­
to en términos cuantitativos como por el tipo de actividades 
comprometidas (servicios antes que investigación). Se sabe poco, 
por otro lado, sobre la manera en que el aporte universitario 
formal e informal contribuye al proceso de innovación en la 
empresa de distintos tamaños y en diversos sectores de la tecno­
logía.

En suma, es necesario mejorar nuestro conocimiento sobre 
el aporte efectivo que la universidad puede hacer al proceso 
innovativo y sobre los medios para orientarlo y estimularlo de 
manera más efectiva. Se impone un cambio de enfoque; no sólo 
mirar la oferta y los mecanismos de enlace, sino tener más pre­
sente el lado de la demanda.

9 Para una revisión bibliográfica véase Correa et al.t 1993, ss.
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Principales conclusiones

El análisis efectuado procura demostrar que el papel del Estado 
en ciencia y tecnología se encuentra actualmente en proceso de 
revisión en América Latina. Ese proceso se alimenta, por un 
lado, de los cambios introducidos por el nuevo marco macroeco- 
nómico que prevalece en la Región y de la influencia de con­
cepciones basadas en el mercado. Por el otro, y parcialmente 
en tensión con esas concepciones, la necesidad de revisión sur­
ge de la creciente conciencia sobre lo indispensable que es defi­
nir agendas de investigación y senderos de desarrollo tecnoló­
gico conducentes a un desarrollo sostenible.

Las cuestiones a resolver incluyen el papel de la inversión 
pública en ciencia básica y el modelo de desarrollo científico 
socialmente deseable. Esa inversión, justificada en un puro aná­
lisis de economía de mercado, requiere, empero, orientaciones 
según los recursos disponibles y los objetivos que cada sociedad 
priorice.

En el campo tecnológico, el mercado es igualmente insufi­
ciente como mecanismo de asignación de recursos y priorida­
des. Un nuevo “paradigma ecológico de ID” puede emerger a 
partir de la acción gubernamental y de la demanda por tecnolo­
gías más racionales desde el punto de vista ambiental que, al 
mismo tiempo, lo sean desde el económico. La política pública 
debe abordar una multiplicidad de aspectos instrumentales, in­
cluyendo la definición de un marco para el acceso a tecnologías 
y su difusión. En el plano legislativo, adquieren particular im­
portancia la instrumentación de la Convención sobre Diversi­
dad Biológica y del capítulo 34 de la Agenda 21.

La ciencia y la tecnología pueden, ciertamente, ser puestas 
al servicio de un desarrollo sostenible. Mas ello exige un esfuer­
zo de conceptualización y diseño instrumental que los países de 
América Latina deben encarar sin demora.
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Tres premisas para introducir el tema

La descentralización es un proceso reciente en el lenguaje y en 
las prácticas de la administración pública mexicana. Comenzó a 
plantearse en los años setenta y no se convirtió en asunto de 
interés nacional sino hasta ya bien entrados los ochenta.1 Tema 
relativamente joven, que además nació como una reacción fren­
te a las dificultades planteadas en el país por el proceso contra­
rio —el de la centralización de las decisiones políticas y adminis­
trativas—, que duró mucho más tiempo: tanto como la formación 
y la consolidación del Estado nacional mexicano.2 En cambio, la

1 La idea de la descentralización nació en México atada a la necesidad 
de una mayor y mejor coordinación de esfuerzos entre niveles de gobierno. 
Fue una decisión administrativa más que una demanda política la que motivó 
ese principio, que se concretaría en los primeros acuerdos de coordinación fil­
mados entre el gobierno federal y los estados de la República, sobre la base de 
una serie de experiencias previas que, sin embargo, nunca hasta entonces inten­
taron abarcar un conjunto de políticas públicas. Un buen relato oficial de ese 
proceso puede encontrarse en: Secretaría de Programación y Presupuesto, Anto­
logía de la Planeación en México. Los primeros intentos de planeación en México, SPP/ 
fce, 1985, pp. 15-134.

2 La biliografía sobre este punto es muy abundante, si bien no toda se 
ocupa de manera explícita del problema de la centralización de las decisiones. 
Recomiendo, sin embargo, dos libros de ensayos que han compilado bien las
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idea de revertir aquel largo proceso de concentración de las de­
cisiones, no cobró carta de identidad nacional sino hasta el mo­
mento en que se agotó el modelo de desarrollo que -una vez 
instaladas las redes finales del Estado mexicano del siglo XX— 
había operado por décadas. De modo que la idea de la descen­
tralización nació ligada a la palabra crisis y a la necesidad de 
afrontarla con opciones inéditas hasta entonces. Fue así, al mis­
mo tiempo, un proceso de innovación pero también de recono­
cimiento de los errores acumulados por una administración 
pública federal que intentó abarcar más de lo que podía. Un 
proceso nuevo que, sin embargo, iba en contra de la estructura 
política del Estado que intentaba impulsarlo.3

La descentralización se planteó, en consecuencia, como una 
más de las soluciones disponibles para afrontar una crisis que 
venía de atrás, pero también como un desafío nuevo para las 
estructuras políticas y jurídicas del Estado. No fue una decisión 
administrativa aislada, sino algo más profundo que atravesaba 
por un entramado institucional diseñado desde sus orígenes de 
manera centralista. De ahí que brotara, desde los primeros pa­
sos que se ensayaron en favor de ese proceso, una larga lista de 
contradicciones políticas y legales que tomaría tiempo comen­
zar a desmantelar: en contra de la descentralización no sólo pe­
saban las inercias políticas de un régimen atrapado por la hege­
monía indiscutible de un solo partido —inercias que se traducían 
a su vez en formas específicas de control y de disciplina partidis-

distinas visiones del tema: Blanca Torres (coord.), Descentralización y Democra­
cia en México, El Colegio de México, 1986; y Brigitte Bohem de Lameiras, El 
municipio en México, El Colegio de Michoacán, 1987. Nótese, sin embargo, que 
ambos pertenecen a la década de los ochenta, cuando el tema ganó importan­
cia nacional y comenzaron a revisarse todas sus vertientes posibles.

s Ese proceso no fue exclusivo de México. En casi toda América Latina la 
descentralización se presentó en los años ochenta como una de las opciones 
para afrontar la crisis del modelo de desarrollo que perineo a toda la Región. 
Véase, por ejemplo, Dieter Nohlen (ed.), Descentralización política y consolida­
ción democrática. Europa-América del Sur. Madrid, Síntesis/Ed. Nueva Sociedad, 
Madrid, 1991. También hay una excelente explicación en los mismos términos 
en Reinaldo Maia, “Reforma del Estado en América Latina: Descentralización 
o Decadencia del Estado Nación”, en Mauricio Merino (coord.), Cambio político 
y gobernabilidad, México, Conacyt, 1992. Desde el punto de vista de las tradicio­
nes centralistas que llevaron a ese punto común en América Latina, véase 
Claudio Véliz, La tradición centralista de América Latina. Barcelona, Ariel, 1984.
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ta entre gobernadores y presidentes municipales—, sino muchos 
años de prácticas administrativas dirigidas, implantadas y eva­
luadas desde las oficinas del gobierno de la República. Inercias 
y tradiciones que habían producido, a la postre, leyes nuevas y 
también nuevas formas institucionales de relación entre la Fe­
deración y las autonomías formales de estados y municipios. La 
otra cara del presidencialismo como sistema, que no sólo se 
manifestaba en las decisiones fundamentales del gobierno de la 
República, sino también —y de una manera muy palpable— en 
las relaciones intergubernamentales que suponía un federalismo 
sometido a la realidad política del país.

La acumulación de atribuciones, funciones y recursos —de 
decisiones, para decirlo en una sola palabra— en las instancias 
centrales de la administración pública mexicana tenía su corre­
lato, en consecuencia, en la ausencia equivalente de institucio­
nes políticas sólidas en los estados. No es una exageración decir 
que éstas solían mudarse con cada nuevo sexenio ni que las úni­
cas realmente estables eran, acaso, aquellas ordenadas desde el 
centro de la República. Basta revisar las constituciones de los 
estados y sus leyes principales, para constatar la homogeneidad 
a pesar de todas las diferencias: la identidad de principios con 
las instrucciones enviadas desde el gobierno federal; una identi­
dad forzada, sin duda, en la medida en que cada entidad ha 
conservado, a pesar de todo, sus rasgos propios, pero que resul­
tó funcional a la etapa del desarrollo administrativo mexicano 
en la que todo —o casi todo— se originaba, efectivamente, en el 
centro.

La debilidad de las instancias locales, sin embargo, se con­
vertiría más tarde en un nuevo obstáculo. Paradójicamente, cuan­
do la descentralización comenzó a plantearse en México como 
una alternativa plausible, saltó a la vista que la mayor parte de 
los estados carecía de la infraestructura física, institucional e in­
cluso humana para recibir, con certidumbre, las nuevas respon­
sabilidades que ello suponía. Cuando quedaron definidos los 
primeros procesos favorables a una mayor autonomía y partici­
pación de las entidades, la prudencia aconsejó ir más despacio, 
pues muchos carecían de los medios más elementales para aten­
der con verdadera eficacia asuntos tan relevantes como la edu­
cación o la salud de los mexicanos. En los años ochenta, en efecto, 
se quiso descentralizar de prisa, pero no se pudo: detrás de las
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inercias y de las instituciones generadas desde el gobierno cen­
tral, estaba un amplio vacío institucional. Y en algunos casos, 
algo peor: viejas estructuras políticas de poder local, bien arrai­
gadas y muy distantes de las bondades aparentes que anunciaba 
la descentralización. Guardadas todas las proporciones, ocurrió 
entonces algo parecido a lo que pasaría más tarde con el proce­
so paralelo de la privatización. El Estado quería descentralizar y 
quería vender ¿pero, a quién, si detrás del Estado mismo todo 
era precario?

Esa ausencia evidente de instituciones locales sólidas y dife­
renciadas originó, entonces, un nuevo cauce de reglamentacio­
nes federales y generales que buscó remplazar las carencias con 
nuevas definiciones de alcance nacional. Se siguió así una lógica 
simple: para descentralizar políticas y decisiones, había que di­
señar un formato común para todas las entidades. Leyes nuevas 
que tomaban en cuenta la participación creciente de las adminis­
traciones locales, pero que al mismo tiempo partían de un mira­
dor centralista y tendían inevitablemente a la homogenización. 
Más allá de las diferencias obvias entre cada estado de la Repú­
blica —y con mayor rigor, entre cada uno de los 2 392 munici­
pios—, la Federación optó por aplicar políticas homogéneas. Des­
de su punto de vista, ayudaba así a crear las instituciones que 
hacían falta sin complicar la operación administrativa de las deci­
siones tomadas; sobre la práctica, en todo caso, saltarían las di­
ferencias. Comenzó entonces una descentralización finalmente 
diseñada en el centro y auspiciada por la legislación federal.

En suma, la descentralización en México no se entendería a 
cabalidad sin tomar en cuenta, al menos, tres premisas funda­
mentales: á) Es la primera que se trata de un proceso relativa­
mente reciente, claramente ligado a las reformas que el Estado 
emprendió desde los años ochenta, pero forzado por la crisis 
del modelo de desarrollo seguido hasta entonces; una descen­
tralización reactiva y, al mismo, contraria a las viejas tradiciones 
del sistema político, b) La segunda, es que la paradójica ausen­
cia de instituciones locales no sólo obstaculizó el proceso desde 
sus primeros atisbos, sino que obligó al diseño de leyes nuevas, 
nacionales todas, que trataron de llenar ese vacío y de dotar a 
los estados de recursos útiles para afrontar las responsabilida­
des inéditas que suponía la propia descentralización, c) Y de 
aquí, en fin, la tercera premisa: a pesar de la juventud del pro-
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ceso, puede apreciarse ya su tendencia a la homogeneidad, ya 
que los estados han de aprobar leyes comunes y aceptar formatos 
iguales para acceder a las ventajas políticas y administrativas de 
la descentralización. Los rasgos peculiares de estados y munici­
pios, en cambio, se han convertido en trabas legales y adminis­
trativas que complican todo el proceso. De modo que para im­
pulsar la mayor descentralización posible sería preciso, en una 
nueva paradoja —y quizá la más grave de todas— igualar las condi­
ciones de los gobiernos locales. ¿Pero no produciría esa igua­
lación forzada algo opuesto a los propósitos mismos de la des­
centralización?

Las ETAPAS DE LA DESCENTRALIZACIÓN

Sin perder de vista aquellas premisas, se han sucedido por lo 
menos tres etapas durante ese proceso que ha cubierto ya las 
dos últimas décadas. La primera etapa se ocupó primordialmente 
de la coordinación entre los ingresos fiscales y los presupuestos de 
egresos de la Federación y de los estados. Tuvo dos fechas de ini­
cio: de un lado, la creación del primer Comité Promotor del Desa­
rrollo Económico y Social (COPRODE) en el estado de Yucatán, 
en 1971; y del otro, el establecimiento del Primer Convenio de 
Coordinación Fiscal —relativo al desaparecido Impuesto sobre 
Ingresos Mercantiles—, en 1973. Era una primera etapa, tímida 
todavía, que ensayaba los primeros caminos de las relaciones 
intergubernamentales en México.4 Todavía no se hablaba de des­
centralización sino de coordinación entre niveles de gobierno, ni 
se trataba tanto de disminuir el ámbito de competencias del cen­
tro, como de incorporar a los estados a una nueva dinámica 
favorable, sobre todo, al desarrollo social del país. Fue, sin em­
bargo, una etapa rica en experiencias útiles para el futuro y tam­
bién particularmente respetuosa de las formas legales.

De hecho, los primeros esfuerzos de coordinación en mate­
ria fiscal y de inversiones partieron de la necesidad de replantear

4 Esa es la hipótesis compartida por la mayoría de los estudios sobre el 
tema. Véase, por ejemplo, a uno de los pioneros: Gustavo Martínez Cabañas, 
La administración estatal y municipal en México, México, INAP/Banobras, 1992.
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los criterios de autonomía que estaban vigentes en ese tiempo, 
tanto para evitar las cargas sobre la economía, que suponía una 
doble tributación, como los despilfarros del desconcierto en la 
inversión pública nacional. Había, en efecto, que coordinar el 
cobro del impuesto más importante de México y la orientación 
de los gastos. Con aquel primer acuerdo fiscal de 1973 nació así 
el sistema de participaciones que habría de regir en adelante la 
distribución de recursos entre la federación y los estados, mien­
tras que el Comité creado como experiencia piloto en Yucatán 
se reproduciría ya hacia 1975 en todos los estados del país. Car­
gas fiscales e inversiones —ingresos y gastos—, entraron de ese 
modo en una dinámica que no habían conocido antes. Los esta­
dos obtuvieron más recursos y comenzaron a contar realmente 
en las principales decisiones de gasto tomadas por el gobierno 
central.5 Eran buenos tiempos para el erario: el modelo de desa­
rrollo todavía no agotaba sus innumerables promesas, y la coor­
dinación fue vista entonces como un buen camino para sumar a 
las administraciones locales de México a la fiesta de los dineros.

El auge petrolero auspició el incremento indiscriminado del 
gasto público, pero también exigió un sistema de coordinación 
fiscal mucho más sofisticado, que se instauró finalmente en 1980, 
con una nueva legislación sobre la materia. En ese año se modi­
ficaron también las bases tributarias del país, y se eliminó el 
Impuesto sobre Ingresos Mercantiles para dar paso al Impuesto 
al Valor Agregado (IVA). La coordinación en materia fiscal, en 
consecuencia, se expandió a la mayor parte de los ingresos tri­
butarios del país y los ingresos de los estados quedaron sujetos 
a una fórmula de redistribución de recursos entre entidades, 
que les hacía participar del ingreso fiscal total no solamente a 
partir de su población y de sus condiciones de mayor o menor 
pobreza, sino de su propia capacidad impositiva, la nueva coor-

5 Deil S. Wright afirma, en ese sentido, que la clave de bóveda de las rela­
ciones intergubernamentales es, en efecto, “la obsesión fiscal”. De ella parten 
el resto de las redes que generan las relaciones entre gobiernos. Cfr. Understand- 
ing Intergovernmental Relations, California, Brooks/Cole, 1988. Para una visión 
general sobre el mismo autor: “Del federalismo a las relaciones interguberna­
mentales en los Estados Unidos de América: una nueva perspectiva de la actua­
ción recíproca entre el gobierno nacional, estatal y local”, en Revista de Estudios 
Políticos, núm. 6, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1978.
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dinación premiaba a los mejores y no sólo a los más pobres,6 
pero también depositaba en la federación las decisiones sobre 
el destino final que tomarían los ingresos recaudados entre to­
das las entidades.7

Tres años antes -en 1977— se habían firmado los primeros 
Convenios Unicos de Coordinación (CUC) que sirvieron, por su 
parte, como base para planear inversiones conjuntas entre la 
federación y los estados sobre la base de un instrumento progra­
mático homogéneo. Con el llamado CUC —y los comités promo­
tores creados antes— los gobiernos federal y estatal comenza­
ron a extender las bases de las relaciones intergubernamentales 
de México. Dineros aportados por ambas partes, a través de un 
ramo específico del presupuesto de egresos, permitieron iniciar 
proyectos nuevos de desarrollo social —el Programa de Inver­
siones para el Desarrollo Rural Integral (PIDER), entre otros—, 
pero también ensanchar, simultáneamente, los ámbitos de direc­
ción y de control del gobierno de la República sobre las admi­
nistraciones locales.

Aquella primera etapa, la etapa de la coordinación, fue de 
una indiscutible trascendencia. Sus ecos todavía perduran. Pero 
no fue una etapa de descentralización propiamente dicha. Sen­
tó las bases de la coordinación fiscal que prevalecen hasta nues­
tros días, y abrió las puertas para que la federación y los estados 
pudieran definir e instrumentar —implementar, se dice ahora— 
políticas públicas de consumo; estableció los comités y los con­
venios que le dieron sentido administrativo y jurídico a las rela­
ciones entre gobiernos, y fijó también el cauce programático de 
las inversiones conjuntas. Abrió las puertas de la descentraliza-

6 Hay una buena explicación del procedimiento fiscal vigente —por breve 
y clara— en José Mejía Lira, Notas para el estudio de la administración pública 
estatal y municipal en México, México, CIDE, 1991.

7 Este tema se ha discutido con amplitud. Pero la clave del debate está en 
fórmulas manejadas por la Secretaría de Hacienda, y Crédito Público; son tres 
partes las que integran el Fondo General Participable, a partir del Convenio de 
Coordinación Fiscal: “la primera se distribuye en relación directa con la pobla­
ción; la segunda, mediante la aplicación de un coeficiente que se calcula con­
forme al artículo 3o. de la Ley de Coordinación Fiscal (basado a su vez en la 
verdadera recaudación de cada entidad), y la tercera, en forma inversa a las 
participaciones que tenga cada entidad federativa por habitante”. Cfr. Mejía 
Lira, op. cit,, p. 53.
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ción: le dio instrumentos nuevos, pero no la promovió. En esta 
etapa, por el contrario, el gobierno de la República instauró 
nuevos vínculos de control.

Los estados, en efecto, comenzaron a cobrar impuestos ho­
mogéneos bajo la vigilancia federal, para obtener la mayor par­
te de sus ingresos a través de las participaciones que les eran 
asignadas, posteriormente, de la bolsa fiscal general. Y al menos 
una porción de sus gastos, al mismo tiempo, pasaba a formar 
parte del otro convenio anual, suscrito con la federación para 
emprender programas de gasto diseñados, en la gran mayoría 
de los casos, en las oficinas del gobierno central. No está de 
más recordar, en ese sentido, que en aquella primera etapa na­
ció también la Secretaría de la Presidencia —más tarde converti­
da en Secretaría de Programación y Presupuesto y actualmente 
en Secretaría de Desarrollo Social—, como la instancia adminis­
trativa federal encargada de coordinar todos los esfuerzos na­
cionales en materia de planeación. Una secretaría fundamental 
para entender este proceso, pues en ella han descansado, desde 
los años setenta, las relaciones de la Federación con los estados 
de la República. Y no es casual que de ella hayan salido los tres 
últimos candidatos del PRI a la presidencia de la República.

Sin embargo, la descentralización no vendría sino hasta una 
segunda etapa, que comenzó con el sexenio que afrontaría la 
crisis: el del presidente De la Madrid. Fue una etapa mucho más 
intensa que la anterior —a pesar de su corta duración de apenas 
seis años—, sobre todo en cuanto al empleo de aquellos instru­
mentos de administración pública diseñados con anterioridad. 
En 1983, en efecto, los CUC se convirtieron en Convenios Uni­
cos de Desarrollo (CLTD), mientras que los comités promotores 
dejaron de ser presididos por el gobierno de la República para 
volverse parte de las administraciones locales como Comités de 
Planeación para el Desarrollo (Coplades). Fue la etapa de la 
planeación del desarrollo, cuando todavía se creía que el desarro­
llo podía controlarse con planes. Y sobre esa base, se produje­
ron al menos tres cambios de relevancia: en primer lugar, la 
descentralización se asumió plenamente como una política del 
Estado y se verificaron, en consecuencia, los primeros esfuerzos 
serios y sistemáticos para trasladar atribuciones, funciones y re­
cursos de la federación a los estados. Ya no se trataba sólo de 
coordinar tareas, como en la etapa anterior, sino de aprovechar
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los instrumentos creados con el propósito de descentralizar la 
vida nacional; propósito explícito desde la campaña presiden­
cial de Miguel de la Madrid, que se convertiría en un decreto 
presidencial hacia junio de 1984: el primero que conoció la his­
toria de México en esa materia.8 Y a partir de ese decreto, hubo 
también un Programa Nacional de Descentralización puesto en 
marcha en enero de 1985, que permitió incluir a los gobiernos 
estatales en no pocas de las decisiones que solían tomarse de 
manera exclusiva por las secretarías federales.

Aquel programa estableció —bien instalado en la moda de la 
planeación nacional— tres vertientes paralelas de ejecución: 
la redistribución de competencias entre los tres órdenes de go­
bierno y la transferencia de programas de operación y de ser­
vicios a los gobiernos de los estados; la desconcentración de 
facultades a las propias dependencias regionales de la adminis­
tración pública federal, y la reubicación de organismos y empre­
sas o de unidades administrativas del sector central de la admi­
nistración pública, fuera de la zona metropolitana de la ciudad 
de México. Fue entonces cuando comenzaron los intentos de 
descentralización de los servicios educativos y de las funciones 
asignadas a la Secretaría de Salud; cuando se descentralizaron 
las decisiones en materia de construcción de carreteras locales y 
cuando una larga lista de empresas paraestatales pasó a formar 
parte de los gobiernos de los estados. Aquel programa permitió 
también la desconcentración de funciones hacia las delegacio­
nes de todas las Secretarías de Estado y la reubicación de más 
de 60 mil empleados hacia distintas partes del territorio del país. 
Fue un programa hecho a la medida del gobierno central, que 
apenas tomó en cuenta los rasgos singulares de los estados, pero 
que era lo mejor que se había hecho hasta entonces y, probable­
mente, ha sido lo mejor que se ha intentado hasta ahora.

Durante aquella segunda etapa se formularon también las 
reformas constitucionales que le dieron cabida a la coordinación 
como una vertiente jurídica válida para asentar las relaciones 
intergubernamentales de México. Fue una decisión importante 
para el tema que nos ocupa, pues antes de 1983 esa vertiente no

8 Cfr. Secretaría de Programación y Presupuesto, Experiencias de descentra­
lización y desarrollo regional* México, SPP, 1988.
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existía en las leyes de México. Existía otra cosa: la concurrencia 
de facultades, que sin embargo se limitaba a las políticas que ex­
presamente señalaba el texto constitucional: la educación, la sa­
lud, el ordenamiento territorial, las cuestiones agrarias y labo­
rales y la administración de la justicia penal. En rigor, ninguna 
otra materia se consideraba concurrente. Y en consecuencia, 
todos los intentos de coordinar áreas chocaban con el obstáculo 
de un federalismo formal y rígido, que suponía un enfrentamien­
to de atribuciones y de legislaciones distintas, cada vez que se 
intentaba crear un nuevo ámbito de descentralización. De modo 
que si los estados querían participar, no sólo tenían que crear 
leyes e instituciones que no tenían, sino incluso esperar a que la 
Constitución les diera cabida en la concurrencia. Era en éste, 
como en ningún otro espacio, donde saltaba a la vista con niti­
dez el largo proceso de concentración de poderes, reales y lega­
les, que dieron forma a nuestro centralismo político.

Las reformas a los artículos 25 y 26 constitucionales, en cam­
bio, abrieron una puerta de escape. Considerada como una de 
las cuatro vertientes de la planeación nacional -junto con la 
obligación federal y la concertación e inducción con los particu­
lares—, la coordinación quedó inscrita como parte de las rela­
ciones posibles, sin faltar a la ley. Con ella, la Federación no 
abandonaba sus facultades de siempre ni los estados tenían que 
reinventarse del todo para comenzar a existir. Bastaba firmar 
acuerdos para crear nuevos espacios de relación conjunta, sin 
violentar los rigores de nuestro sistema jurídico.

Finalmente, en 1983 se aprobaron también las mucho más 
conocidas reformas al Artículo 115 constitucional para trans­
formar la dinámica municipal del país. Fueron las primeras que 
vieron al municipio como un auténtico nivel de gobierno desde 
1917, y sin duda permitieron ensanchar la lógica de las relacio­
nes intergubernamentales de dos, a tres instancias jurídicas, 
políticas y sociales. Con aquellas reformas al 115, el municipio 
fue convidado a las mesas de la coordinación y, a través de ellas, 
a la descentralización que comenzaba a cobrar forma. Sería muy 
largo relatar aquí la importancia de ese decálogo de reformas 
constitucionales o abundar sobre sus consecuencias visibles.9

9 Hay una explicación extensa sobre este punto en Mauricio Merino, Fue-
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Baste subrayar que no sólo abrieron una puerta que había per­
manecido cerrada, sino que inauguraron una reflexión que to­
davía está en curso, pues lamentablemente su visión sobre ese 
último nivel de gobierno —o el primero, según se vea—, fue ur­
bana, prestadora de servicios públicos y, nuevamente, homogé­
nea: igual para todos los municipios de México, a pesar de sus 
muy evidentes diferencias de todo tipo.

Con todo, esa segunda etapa, ligada a la idea de la planeación 
del desarrollo, ha sido quizás la más fructífera hasta ahora. Se 
trataba de sumar todos los esfuerzos posibles, de todas las ad­
ministraciones públicas del país, hacia un conjunto de objetivos 
comunes. Eso ayudó a ventilar la necesidad misma de la descen­
tralización y a reconocer las múltiples carencias institucionales 
que actuaban en contra. No fue poca cosa. Pero, a la postre, el 
esfuerzo resultó incompleto. Hacia 1989, ya se habían abando­
nado las corrientes de planeación para inaugurar otro proyec­
to, complementario de la etapa anterior, sin duda, pero diferen­
te en sus matices y en sus alcances: el proyecto que nació con el 
sexenio de Carlos Salinas, identificado con la idea de reformar el 
Estado.10

Esta tercera etapa se ha desdoblado, fundamentalmente, en 
dos frentes: de un lado, el gobierno de la Repúlica continuó los 
procesos de descentralización que se habían iniciado antes; la 
educación pública, en particular, fue objeto de un proceso de 
descentralización definitivo que culminó con una nueva legisla­
ción y con nuevas facultades y recursos entregados a los estados 
para operar los servicios educativos locales. También terminó 
el proceso de descentralización de los servicios de salud, y hubo 
un nuevo traslado de facultades hacia las delegaciones federa­
les asentadas en todos los estados de la República. Desconcen­
tración y descentralización se consideraron desde 1989 como 
procesos paralelos y complementarios. Pero sobre todo, en ese 
sexenio se creó el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol),

ra del Centro, México, Universidad Veracruzana, 1992, y específicamente en el 
capítulo dedicado a “los municipios”, pp. 95-151.

10 Una brillante explicación de las razones y de los cauces de esas reformas 
está en Luis F. Aguilar V., “Gestión gubernamental y reforma del Estado”, en 
Mauricio Merino, Cambio polüico y gobernabilidad, op. cit., pp. 131-146.
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el más importante de todos cuantos haya definido el gobierno 
de la República en materia de política social. Con él se consolidó 
la segunda definición de mayor trascendencia en esta tercera 
etapa: la descentralización como un proceso que abarcaba tam­
bién a la sociedad. Privatización, desregulación, desincorpora­
ción y concertación, se convirtieron de prisa en palabras clave 
de ese sexenio, y todas aludían a una mayor participación de la 
sociedad civil. Y en ese mismo sentido, el Programa Nacional 
de Solidaridad se concibió, desde sus orígenes, como un instru­
mento que habría de permitir la descentralización de las deci­
siones en materia de gasto social directamente hasta los grupos 
de beneficiarios de cada uno de los proyectos.11

Montado sobre los instrumentos jurídicos, programáticos y 
administrativos que heredaba de las primeras etapas de este re­
cuento —el ramo XXVI del presupuesto de egresos de la federa­
ción; los Coplades y los Convenios de Desarrollo; los sistemas 
de planeación y la vertiente de coordinación constitucional—, el 
Pronasol llevó el proceso hasta la organización de Comités de 
Solidaridad por cada una de las obras ejecutadas en los estados. 
Pero al hacerlo de esa manera, inauguró también un largo de­
bate sobre los efectos perversos de esa estrategia. La descentra­
lización llevada hasta la sociedad parecía suponer, al mismo tiem­
po, un proceso inverso de concentración de las decisiones 
fundamentales en el ámbito propio del gobierno central, pro­
ceso contrario al que se había desenvuelto entre 1983 y 1988, a 
pesar de haberse construido sobre las mismas bases. El dilema 
de la descentralización hacia los niveles inferiores del gobierno 
o hacia la sociedad, parecía resolverse entonces en un juego de 
suma cero: o hacia unos o hacia la otra, sin solución de conti­
nuidad.

En todo caso, en esta tercera etapa se ha orientado a los go­
biernos locales hacia la política social y se ha reservado el resto 
de las políticas públicas para la administración federal del país. 
El Pronasol, en particular, ha supuesto un diseño global de esa 
política válido para todos los estados de la República. De ahí la 
crítica que se ha enderezado contra el programa: más allá de

11 Véase: Consejo Consultivo del Programa Nacional de Solidaridad, El 
Programa Nacional de Solidaridad. México, FCE, 1994, pp. 15-28.
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los rasgos singulares de cada entidad, e incluso de sus propias 
posibilidades de desarrollo institucional, el gobierno de la Re­
pública ha diseñado los cauces de ejecución, ha impuesto las 
reglas del juego, y las ha vigilado celosamente hasta sus últimas 
consecuencias. En ellas, en todo caso, los estados y los munici­
pios han participado como entidades ejecutoras de algunos de 
los programas, pero su influencia en la orientación de los gas­
tos ha sido más bien limitada. Por último, Pronasol no ha su­
puesto un incremento realmente significativo de las inversiones 
ejercidas por los gobiernos locales, sino una reagrupación de 
partidas presupuéstales que, hasta 1988, aparecían dispersas en 
el presupuesto general de egresos de la administración federal. 
Lo que ha crecido en esta tercera etapa, en todo caso, ha sido el 
gasto dirigido a la política social, mucho más que el despliegue 
de otras posibilidades de desarrollo para los gobiernos locales.12 
Pronasol, en suma, ha significado una suerte de descentraliza­
ción operativa hacia la sociedad, tan cierta como una concen­
tración final de las decisiones en el ámbito del gobierno de la 
República.

Las CONTRADICCIONES PENDIENTES

Cada una de las etapas que he descrito de manera sucinta ha 
producido sus propias aportaciones. No obstante, ninguna rom­
pió del todo con su pasado inmediato, sino que agregó nuevas 
pautas y nuevos elementos a lo que venía de atrás. La descentra­
lización ha sido, en ese sentido, una política típicamente incre- 
mentalista: cada nuevo paso ha retomado los anteriores para 
adicionar algo más. Pero al hacerlo, también han aflorado nue­
vas contradicciones que se han sumado, a su vez, a las genera­
das con anterioridad. Política incremental en sus resultados, pero

12 El gasto social ha pasado, en efecto, de 33.2 a 53.9% del gasto programable 
total, entre 1988 y 1994. La importancia de Pronasol en ese mismo lapso tam­
bién se ha incrementado, hasta ocupar 7.7% del gasto social total. Y es en este 
último porcentaje donde debe ubicarse la participación de estados y munici­
pios. Cfr. Consejo Consultivo del Programa Nacional de Solidaridad, op. cit., p. 
38.
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también en sus asignaturas pendientes. ¿Cuáles son esas asig­
naturas, después de veintitrés años de esfuerzos continuados? 
No es el propósito de estas líneas agotar las muchas respuestas 
que podrían darse a esa pregunta. Pero sí interesa señalar al 
menos cuatro áreas en las que hace falta, a mi juicio, una re­
flexión cuidadosa que ayude a corregir las contradicciones acu­
muladas, para que la descentralización evolucione con mayor 
certidumbre.

1) En primer lugar, debe subrayarse que el proceso no ha esta­
do a salvo de dificultades legales. Por el contrario, las primeras 
contradicciones palpables aparecen en ese ámbito de atribucio­
nes cruzadas entre los dos órdenes jurídicos que supone la Fe­
deración y los tres niveles de gobierno en los que se desenvuel­
ve la administración pública. Si la concurrencia alude aquellos 
órdenes legales de competencias, la coordinación cobija en cam­
bio la participación de las tres formas de administración. Entre 
ambas definiciones, se ha generado un nudo legal que no sólo 
ha dejado pendiente la revisión acuciosa de las facultades for­
males que le corresponden a cada nivel, sino que ha originado 
no pocas complicaciones adicionales. Hay dos ejemplos, entre 
otros, que ilustran bien ese problema concreto: las leyes relati­
vas al ordenamiento territorial, y las competencias concedidas a 
los municipios de México según el nuevo texto del Artículo 115 
constitucional. Asuntos ligados, y de igual importancia para el 
desarrollo ordenado de las regiones de México que, sin embar­
go, transcurre en medio de ambigüedades.

La planeación urbana, en efecto, es uno de los ámbitos de 
concurrencia legal entre Federación, estados y municipios des­
de 1976, cuando se modificaron tres artículos constitucionales 
para dar cobijo a esa política pública, y se expidió la Ley Gene­
ral de Asentamientos Humanos. Siete años más tarde, la Consti­
tución volvió a modificarse para introducir en ella la nueva po­
lítica de fortalecimiento municipal. ¿Qué hizo esa reforma? En 
dos palabras: tomar algunas de las atribuciones que la ley de 
asentamientos humanos de 1976 había concedido a los gobier­
nos de los estados, para trasladarlas a las instancias municipa­
les. En rigor, no modificó la distribución de competencias que 
venía de atrás entre Federación y estados, sino que reasignó 
las que ya estaban concedidas a los segundos como parte de las
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nuevas facultades municipales.13 Pero entre 1976 y 1983, la gran 
mayoría de los congresos locales expidió leyes estatales de 
asentamientos humanos y ordenamiento territorial que regula­
ban la materia dentro de cada una de las entidades federativas. 
Y esas leyes, congruentes con la primera reforma, entraron en 
contradicción con la segunda. En otros términos, la regulación 
de los asentamientos humanos es, al mismo tiempo, una facul­
tad concurrente de la Federación y de los estados, y una compe­
tencia exclusiva de los ayuntamientos. Ambas cosas aparecen 
en el mismo texto constitucional, en dos artículos diferentes.14 
¿A quién corresponde entonces la obligación de planear el de­
sarrollo urbano de México: a la Federación, a los estados o a los 
municipios? La respuesta, con todos sus matices —planes de de-

18 Véase, al respecto, la excelente interpretación jurídica de Antonio Azuela, 
que retomo en adelante para estas líneas: “Obedézcase pero no se cumpla. La 
reforma municipal y el régimen local de la gestión urbana”, en Alegatos, núm. 
10, 1988, México, UAM-Azcapotzalco.

14 En 1976 se reformó el Artículo 73, fracción XXIX-C, para facultar al 
Congreso de la Unión —el poder legislativo federal— “para expedir las leyes 
que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de asenta­
mientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo 3o. 
del Artículo 27 de esta Constitución”. El párrafo aludido, en efecto, establece, 
que “...Se dictarán (¿pero quién?) las medidas necesarias para ordenar los asen­
tamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y desti­
nos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de pla­
near y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población...” Y finalmente, el Artículo 115, fracción V, establece 
que “los municipios, en los términos de las leyes federales y estatales relativas, 
estarán facultados para formular, aprobar y administrar la zonificación y pla­
nes de desarrollo urbano municipal; participar en la creación y administración 
de sus reservas territoriales; controlar y vigilar la utilización del suelo en sus 
jurisdicciones territoriales; intervenir en la regularización de la tenencia de la 
tierra urbana; otorgar licencias y permisos para construcciones, y participar en 
la creación y administración de zonas de reserva ecológica. Para tal efecto y de 
conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del Artículo 27 de esta 
Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que 
fueren necesarios”. La ambigüedad de estos tres ordenamientos, todos de la 
Constitución vigente, salta a la vista. Sin embargo, México sigue careciendo 
de un Tribunal Constitucional independiente capaz de dirimir los conflictos de 
competencias y de dictar jurisprudencia en la materia, entre otras razones, 
porque las soluciones políticas han hecho innecesarias las respuestas jurídicas 
a dificultades de interpretación como la que aquí se presenta.
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sarrollo urbano, autorización de fraccionamientos, declaratorias 
de uso de suelo, expedición de licencias, etcétera— se ha dejado, 
en la práctica, en manos de la legislación secundaria expedida 
por las legislaturas locales, pero a sabiendas de que, según 
la interpretación jurídica que se adopte, esa legislación estará 
irremediablemente en falta con una o con otra versión consti­
tucional.

El ordenamiento territorial es, sin lugar a dudas, uno de los 
temas de mayor relevancia en materia de relaciones interguber­
namentales. Pero lamentablemente no es la única asignatura pen­
diente de nuestra legislación. Sobre las nuevas facultades otor­
gadas a los ayuntamientos, pesan otros candados que también 
están inscritos en las legislaciones de los estados; por ejemplo, 
las leyes de hacienda municipal que a fin de cuentas definen y 
autorizan los ingresos recaudables por los ayuntamientos; las 
leyes orgánicas municipales, que establecen los detalles de la 
administración pública municipal; las leyes locales de planeación, 
sobre las que se diseñan los convenios municipales y las formas 
específicas de control sobre buena parte de los presupuestos 
aprobados en cada ayuntamiento, y la cuenta pública de cada 
entidad, a la que deben sumarse las cuentas municipales para la 
aprobación final por parte de los diputados locales, por citar 
sólo los puntos más relevantes. Son todas responsabilidades de 
los poderes legislativos de los estados y todas suponen una ins­
tancia legal intermedia, no siempre congruente, entre los impe­
rativos supuestos por la Constitución General y las prácticas 
cotidianas del gobierno local.

No es exagerado decir que cualquier revisión acuciosa de 
las leyes que rigen las relaciones entre Federación, estados y 
municipios —con excepción quizás, de la educación, la salud y los 
derechos humanos, que han sido renovadas en fechas recien­
tes—, acusaría muy serias contradicciones a partir de la división 
entre dos órdenes jurídicos autónomos entre sí, y tres niveles 
de gobierno que en la práctica han de compartir funciones, recur­
sos y responsabilidades concretas de administración pública.

2) Aquellas contradicciones no resueltas en los ámbitos legisla­
tivos condujeron, durante un largo proceso que abarca casi toda 
la historia de México, a la concentración de atribuciones en el 
poder ejecutivo de la Federación. Las claves del centralismo
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mexicano no se entenderían a cabalidad sin tomar en cuenta los 
conflictos que llevaron a la formación institucional del Estado. 
No interesa desarrollar ese complicado proceso en la obligada 
brevedad de estas líneas, pero no puede pasarse por alto el he­
cho de que nuestro presidencialismo es mucho más que un acci­
dente político o administrativo reciente; el presidencialismo está 
en el diseño mismo del entramado institucional mexicano des­
de la primera formación del Estado, y no podría transformarse 
sin tomar en cuenta la debilidad actual de su contraparte: la 
debilidad de las instituciones y de las organizaciones locales.15 
No se puede aspirar a la descentralización política del país, mien­
tras no se construya simultáneamente el piso político y admi­
nistrativo local capaz de asumir las responsabilidades que supo­
ne cualquier traslado de competencias.

No han sido pocas las dificultades afrontadas por los proce­
sos de descentralización que olvidaron ese punto nodal. La que 
se intentó por años en materia de educación es, quizá, la más 
representativa,16 pero no ha sido la única experiencia de des­
centralización que se ha topado con la ausencia de medios re­
gionales capaces de afrontar las responsabilidades nuevas que 
la Federación ha intentado transferir hacia los estados. Y en el 
ámbito municipal, no hay duda de que la precariedad es toda­
vía mayor: buena parte de las reformas constitucionales propues­
tas para fortalecer al municipio en 1983 ha fracasado, paradóji­
camente, por la falta de recursos técnicos, financieros y humanos 
de esa instancia de gobierno, no sólo por la pobreza que rodea 
a la gran mayoría de lós municipios mexicanos, sino porque la 
concepción misma de esas reformas —además de imaginar mu­
nicipios urbanos donde la realidad abrumadora es la del medio 
rural— partió del supuesto de que los municipios estaban real­
mente preparados para asumir nuevas funciones; pero les falta-

15 Esta afirmación cuenta con múltiples evidencias históricas que exigirían 
un texto distinto. Para abundar sobre el tema, recomiendo en particular los 
textos recientes de Josefina Zoraida V., en Marcelo Carmagnani: Federalismos 
latinoamericanos: México, Brasil y Argentina, FCE, 1993; de Alicia Hernández, La 
tradición republicana del buen gobierno, México, El Colegio de México/FCE, 1993, 
y en particular los capítulos II y III.

16 Véase, al respecto, el recuento de Esteban Moctezuma, La educación 
pública frente a las nuevas realidades, México, FCE, 1994.
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ban los marcos legales propicios.17 El tiempo ha confirmado que 
esa concepción estaba equivocada; el primer problema de la gran 
mayoría de los municipios es, a todas luces, su falta de medios 
propios y sus viejas carencias, que actúan a favor de las decisio­
nes tomadas desde el gobierno de la República.18

3) La sustitución paulatina pero constante de facultades y recur­
sos de los estados y de los municipios por parte de la Federa­
ción se ha acompañado, sin embargo, de una suerte de distri­
bución metaconstitucional de competencias entre niveles de 
gobierno, auspiciada por la coordinación que se abrió desde la 
primera etapa de este proceso. No se trata de una distribución 
formal sino práctica: los estados y los municipios como entida­
des corresponsables del desarrollo social del país; distribución 
que supone un ejercicio de recursos relativamente estable, diri­
gido siempre hacia la política social como si los gobiernos loca­
les fueran, de hecho, entidades auxiliares de la administración 
pública federal.19 No es casual, en ese sentido, que el convenio

17 Un solo dato es suficiente para respaldar esta afirmación: 94% del total 
de localidades que conforman los municipios de México cuenta con menos de 
mil habitantes, 5% comprende localidades de hasta cinco mil y solamente 1% 
cuenta con localidades de más de cinco mil. En éstas últimas se concentran dos 
terceras partes de la población nacional. Pero solamente 115 de 2 392 munici­
pios pertenecen a las realidades urbanas de México. Cfr. Roberto Ortega L., 
Federalismo y Municipio, México, FCE, 1994, p. 69.

18 La evidencia más palpable de este hecho está en la forma de operación 
del Programa Nacional de Solidaridad: programas diseñados y evaluados des­
de las instancias del gobierno de la República, con rasgos operativos descentra­
lizados hacia los municipios. “Son las comunidades y los ayuntamientos quie­
nes ejercen coordinada y corresponsablemente —dice Roberto Ortega— casi la 
tercera parte de los recursos totales de Solidaridad, mediante los Fondos de 
Solidaridad para la Producción, los Fondos Municipales de Solidaridad y el 
Programa de Solidaridad para una Escuela Digna”. Es verdad, pero sólo en los 
Fondos Municipales han tenido la responsabilidad real de orientar y asignar 
los gastos: fondos que han supuesto una inversión total de 2 470.7 millones de 
nuevos pesos entre 1989 y 1993, frente a los 33 172.4 millones de nuevos pesos 
que se han ejercido en total; apenas 8% de los recursos asignados al programa 
han pasado, efectivamente, por la instancia municipal.

19 El instrumento privilegiado para impulsar esa distribución real de com­
petencias entre la administración federal y los gobiernos estatales y municipa­
les de México ha sido el Ramo XXVI del Presupuesto de Egresos de la Federa­
ción, pactado todos los años a través de convenios específicos. Siempre dirigido
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intergubernamental haya cambiado tres veces de nombre: na­
ció como “convenio único de coordinación”, en 1983 se convir­
tió en “convenio único de desarrollo”; y en 1993 en “convenio 
de desarrollo social”. Esa orientación específica hacia la política 
social no está asentada, sin embargo, en la legislación nacional. 
En rigor, los estados son libres de emprender cualquier acción 
de política pública más allá de los convenios suscritos con la 
Federación, pero en la práctica, tanto sus limitaciones propias 
como el entramado institucional que les rodea les impide parti­
cipar plenamente en otras áreas del desarrollo.

Los convenios intergubernamentales, en consecuencia, han 
sido el instrumento privilegiado de la descentralización en sus 
tres etapas, pero al mismo tiempo han significado un medio efi­
caz para controlar las políticas estatales desde las oficinas del 
gobierno de la República. Los recursos van hacia las áreas y con 
las modalidades definidas por la administración federal, y en 
general, los gobiernos locales no pueden romper las barreras 
que supone una apertura programática diseñada de antemano, 
para iniciar proyectos de cuño distinto. La falta de recursos fi­
nancieros y humanos, y las leyes federales y generales que regu­
lan las políticas públicas mexicanas, suelen oponerse al desplie­
gue de las iniciativas locales que no estén comprendidas en el 
ámbito explícito de los convenios de coordinación, lo que con­
duce, a su vez, a limitar las posibilidades de desarrollo autóno­
mo en estados y municipios. En otras palabras, las probabilida­
des de éxito de una política pública diseñada en el nivel regional, 
disminuyen claramente cuando no pasan por el tamiz de la apro-

hacia la política social, ese convenio ha supuesto ingresos adicionales para los 
gobiernos locales, pero también compromisos propios de aportación financie­
ra. Y sobre todo, ha supuesto que la orientación del gasto en ese nivel de 
gobierno se atenga siempre a los criterios programáticos diseñados por el go­
bierno central. En ese mismo ramo se ha desplegado, por ejemplo, el Progra­
ma Nacional de Solidaridad. Sin embargo, dicho ramo nunca ha representado 
más de 4% de todo el gasto programable de la Federación, y el doble si se le 
compara con el gasto social total (Cfr. cuadro 5 de Roberto Ortega L., op. cit). 
Al mismo tiempo, paradójicamente, la administración pública federal ha utili­
zado recursos crecientes para sí misma dentro del mismo ramo: 3.8% en 1988; 
6.6% en 1989; 8.7% en 1990; 12% en 1991 y 11.4% en 1992 (Cfr. cuadro 10, 
Ibidem.).
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bación federal: cuando no son objeto de los convenios de coor­
dinación.20

Pero esa distancia entre políticas públicas reales y ámbitos 
formales de competencias, es todavía más amplia en los niveles 
municipales. Además de las contradicciones legales y de las limi­
taciones prácticas que ya se han comentado, la política munici­
pal del gobierno de la República se ha modificado sensiblemen­
te en los últimos años —la tercera etapa de la descentralización—, 
sin que la Constitución se haya adaptado a las diferencias. En 
efecto, entre las políticas comprendidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo 1989-1994, y en el Programa de Apoyo a la Moderni­
zación Municipal 1992-1994, se destaca la idea de convertir al 
municipio en el “núcleo que propicie la acción de los grupos 
sociales en la producción, los servicios vinculados al bienes­
tar social, el ordenamiento territorial y la ecología”,21 políticas 
todas que son materia de concurrencia entre la Federación y 
los gobiernos locales, y que no coinciden con las definiciones 
ofrecidas por el artículo 115 constitucional. El municipio enten­
dido como un núcleo de organización social podría responder 
mucho mejor a la realidad de la mayoría, sin duda, pero la Cons­
titución los concibe como el gobierno de zonas urbanas. De 
modo que aun antes de buscar su aplicación general, las refor­
mas municipales de 1983 cayeron en desuso: la orientación de 
las verdaderas políticas públicas del país ha conducido a los mu­
nicipios hacia un derrotero distinto del que imaginaron, hace 
diez años, nuestros legisladores. Con todo, tanto en el nivel es­
tatal como en el municipal, las políticas públicas realmente apli-

20 Hasta ahora no se han discutido las posibilidades de la descentraliza­
ción en términos del diseño de políticas públicas capaces de cruzar por los tres 
niveles de gobierno. El enfoque de las relaciones intergubernamentales, larga­
mente debatido en otros estados federales, apenas comienza a introducirse en 
ciertos ámbitos académicos de México, pero no ha permeado a las instancias 
de decisión. V case, ai respecto, Mauricio Merino, gobierno fuera def cen­
tro”, en La Revista del Colegio, núm. 4, 1990. Otro enfoque sobre el mismo 
tema está en Benito Nacif, “Gobiernos locales y descentralización”, en María 
del Carmen Pardo, Teoría y práctica de la administración pública en México, INAP, 
1992.

21 Roberto Ortega, op. cit., p. 73. Véase también el Programa de Apoyo a la 
Modernización Municipal, Secretaría de Gobernación, 1992, que comparte la mis­
ma idea del municipio concebido como núcleo de la organización colectiva.
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cadas distan mucho de las definiciones jurídicas y de la distribu­
ción formal de competencias que avalan las leyes de México.

4) Las distintas contradicciones anteriores han llevado, por últi­
mo, a un pérdida paulatina de la diversidad regional en busca 
de la homogeneidad federal; problema complejo, no sólo por 
sus implicaciones concretas en el desarrollo regional del país, 
sino por sus consecuencias políticas. Controlados con eficacia a 
través de los convenios de coordinación y de las políticas dise­
ñadas en el nivel central, la mayoría de los gobiernos estatales y 
municipales se ha disciplinado secularmente a las instrucciones del 
centro por razones completamente ajenas a las atribuciones que 
les concede la ley. Han sido las redes políticas partidarias y clien- 
telares, en todo caso, las que han permitido la sobrevivencia de 
aquellas contradicciones sin haber generado, hasta ahora, con­
flictos políticos de otro orden. Sin embargo, esas redes atravie­
san hoy por una competencia electoral inédita en el desarrollo 
político nacional, que está obligando a volver a las leyes escri­
tas; los tres gobiernos estatales de oposición que han comenza­
do a gobernar en los últimos años, han partido de una revisión 
mucho más acuciosa de los ordenamientos jurídicos que los sus­
tentan, y han hecho aflorar, en consecuencia, algunas de aque­
llas contradicciones que habían permanecido más bien ocultas.22

22 En efecto, el gobierno de Baja California de Ernesto Ruffo Appel provo­
có una crisis en el sistema de coordinación fiscal que venía funcionando desde 
1980, cuando exigió que se revisaran las fórmulas de acceso a las participacio­
nes fiscales de su entidad. En rigor, la entidad es libre de abandonar los conve­
nios fiscales suscritos, pero una negociación política oportuna impidió que 
Bsja California rompiera sus nexos formales con la Federación. Por su parte, 
el gobierno pañista de Chihuahua, encabezado por Francisco Barrio, ha inicia­
do una revisión completa de la Constitución local del estado, que supone un 
distanciamiento abierto de los formatos comunes surgidos de la Constitución 
General de la República. Capacitado legalmente para proceder con la anuencia 
de un Congreso local controlado por su partido, el gobierno de Chihuahua 
obligaría así a revisar la mayor parte de los supuestos que sostienen las relacio­
nes intergubernamentales de su estado con la Federación, para no faltar a la ley. 
Y en Guanajuato, donde gobierna el panista Carlos Medina Plascencia, la polí­
tica de fortalecimiento municipal ha seguido un curso diferente del que habría 
deseado el gobierno de la República, lo que a su vez ha generado nuevos con­
flictos legales en materia de uso de recursos coordinados.
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¿Sería posible establecer una red de relaciones interguber­
namentales firmemente asentada en la diversidad regional? Otras 
experiencias nacionales demuestran que no sólo es posible, sino 
que incluso suele ser mucho más provechoso en términos de 
una mayor eficacia administrativa. Pero en México esa posibili­
dad pasa por la doble dificultad que supone, de un lado, la tran­
sición de un régimen de partido prácticamente único, a otro de 
pluralidad partidaria y de alternancia en los cargos públicos; y 
del otro, la precariedad de las instituciones políticas regionales, 
tradicionalmente subordinadas al nivel federal. Si la coordina­
ción entre niveles de gobierno se ha sustentado hasta ahora en 
las redes políticas mucho más que en el orden legal, las contra­
dicciones que han producido esas prácticas no podrían sobrevi­
vir en la democracia, a riesgo de sustentar las relaciones entre 
gobiernos en un verdadero pantano legislativo. Pero al mismo 
tiempo, la democracia misma podría caer en una trampa de admi­
nistración pública si, repentinamente, todos los gobiernos loca­
les intentaran atenerse puntualmente a la letra de la legislación 
disponible. De ahí que las reformas constitucionales de 1983 no 
hayan sido inútiles: al abrir la vertiente de coordinación, abrie­
ron también una puerta de escape a los conflictos de competen­
cias que habrían complicado el diseño de cualquier política pú­
blica compartida. Pero se trata de una puerta de escape cuya 
eficacia descansa, a pesar de todo, en la disciplina política de 
los gobernantes locales.

LA DESCENTRALIZACIÓN COMO UN DESAFÍO NO RESUELTO

El proceso de descentralización que ha tenido lugar en México 
desde los años setenta, a pesar de todo ha producido numero­
sos avances en las relaciones intergubernamentales del país. Por 
encima de sus contradicciones palpables y de sus asignaturas 
pendientes, la descentralización ha permitido que las adminis­
traciones estatales y municipales hayan contado con mayores 
recursos de gobierno en estos veinte años, que en el resto del 
siglo, y que hayan comenzado a desarrollar medios administra­
tivos, humanos y financieros de los que carecían al comenzar la 
década de los setenta. Son muchos los cambios que se han pro­
ducido a lo largo de las tres etapas de la descentralización na-
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cional, y la experiencia ganada es muy abundante. Hace dos dé­
cadas, difícilmente se habrían siquiera abordado los temas que 
he intentado concentrar en las páginas anteriores. En nuestros 
días, en cambio, el desafío federal forma parte de todas las agen­
das políticas nacionales.

El desafío de mayor envergadura, sin embargo, sigue sien­
do el de la desconcentración del poder. Los procesos de des­
centralización que ha vivido México en estos años han sido fun­
damentalmente administrativos; los métodos de coordinación y 
las nuevas herramientas disponibles para mejorar las relaciones 
intergubernamentales han producido cambios de trascenden­
cia en la forma de diseñar y ejecutar los programas de desarro­
llo, pero no han descentralizado las decisiones, ni jurídica ni 
políticamente. Hacerlo, sin embargo, no será una tarea sencilla 
ni dependerá solamente de una voluntad política: el centralis­
mo es uno de los ingredientes del régimen presidencial mexica­
no y una de las claves ineludibles del entramado institucional 
del país. De modo que mientras no se revisen las redes creadas 
por nuestras más arraigadas instituciones políticas, la descen­
tralización no podrá trascender de la administración a la toma 
de decisiones; de la operación de programas a la definición de 
verdaderas políticas públicas regionales, y de la distribución par­
cial de recursos a la generación de posibilidades locales de de­
sarrollo sostenible. No es poca cosa: se trata de un desafío de 
proporciones mayores que, sin embargo, habrá que afrontar en 
los próximos años para reconstruir la dinámica federal del país.
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Introducción

La reforma del Estado es un tema que se viene abriendo paso 
en América Latina desde mediados de la década de los ochenta 
y con especial fuerza en los años que corren de los noventa. Su 
fuerza consiste en la constatación de la necesidad de una res­
puesta frente a la crisis y también en las insuficiencias que esta 
ha tenido en los diseños políticos y económicos que han estado 
en boga.

Este proceso ha planteado con claridad, la necesidad de abor­
dar el problema de nuestras naciones desde una perspectiva ca­
paz de rebasar el econo mi cismo que ha caracterizado la visión 
del desarrollo en el continente. Es la comprensión de que los desa­
fíos no son unidimensionales y que están enraizados en los défi­
cit del sistema político, en las limitaciones institucionales, en la 
explosiva cuestión social, en las brechas culturales y en las ca­
rencias de la organización productiva y las relaciones que en su 
seno se tejen, en medio de un mundo inmerso en la vorágine 
de los cambios.

Cuando se plantea el tema del Estado de esta forma hay la 
conciencia de que es un proyecto apto para abordar la transfor­
mación de los países latinoamericanos y de que significa asumir
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la reorganización integral de la sociedad en la democracia y 
mediante los métodos de esta última. Es una apuesta fundamen­
tal que se plantea el cambio social profundo no sólo preservan­
do el sistema de libertades sino promoviendo su desarrollo.

Al abordarse la transformación de modo integral, lo que se 
está planteando no es otra cosa que la reforma de la sociedad. 
Implica transformaciones políticas, económicas, administrativas, 
institucionales, legales, sociales y culturales, pero por sobre todo, 
es un proceso de redistribución del poder en el cual los ciuda­
danos incrementan su participación y se produce, simultánea­
mente, una reorganización espacial e institucional que posibili­
ta una presencia más equilibrada de la provincia en relación 
con el tradicional centralismo de los Estados y sociedades latinoa­
mericanos. Por esto se puede afirmar que es una redistribución 
democrática del poder tanto en el sentido vertical —de abajo 
hacia arriba— como en el horizontal —de afuera hacia adentro—.

Los ejes estratégicos de la reforma del Estado están consti­
tuidos por la democracia y la eficiencia. Se procura construir 
una sociedad más democrática en la cual se produzca una am­
pliación de la participación ciudadana y se promuevan mecanis­
mos de intervención crecientes de los sectores organizados de 
la sociedad civil. En igual sentido, se trata de impulsar una me­
joría sustancial de los canales de representación de la sociedad, 
así como del compromiso de los representantes en relación a 
los electores.

El segundo eje estratégico de la reforma lo constituye el de 
la promoción de la eficiencia del Estado y de la sociedad. Es 
una demanda que surge de las restricciones que en materia de 
recursos ha planteado la severa crisis económica, pero, además, 
es la expresión de una urgencia por elevar la calidad de vida de 
la población, que no puede alcanzarse con mecanismos y prácti­
cas ineficientes por parte del aparato estatal.

La democratización y la promoción de la eficiencia no son 
categorías que se contraponen, sino que son complementarias 
desde la perspectiva de la reforma que se plantea. Una democra­
cia eficiente promueve un alto nivel de responsabilidad estatal y 
ciudadana, y una eficiencia democrática tiene en el centro de sus 
formulaciones la necesidad de atender a los propósitos de justi­
cia social y equidad que están entre los postulados básicos del 
Estado social y democrático de derecho.
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Este proceso implica impulsar un tipo de desarrollo capaz 
de integrar equilibradamente las demandas económicas, socia­
les e institucionales. Es una dinámica de apropiación no devas­
tadora de las condiciones de existencia de la población. Pro­
mueve una concepción de la participación que no se remite 
exclusivamente al terreno político al que, desde luego, incluye. 
Se trata de impulsar un tipo de participación que permita desa­
rrollar al conjunto del sistema social y espacial del cual los ciu­
dadanos forman parte.

La reforma del Estado propende a redefinir sus relaciones 
internas, por una parte, y las de la sociedad civil, por la otra, y 
de ambos planos entre sí. El postulado central es que no puede 
haber un proceso de desarrollo sostenible sino sobre la base de 
una transformación integral de las relaciones sociales actualmen­
te prevalecientes en la Región y que se caracterizan por una 
democracia insuficiente, abrumada por rasgos autoritarios, ade­
más de una ineficiencia que contradice los postulados del Esta­
do democrático y social de derecho.

Las visiones parciales, frecuentemente gobernadas por una 
percepción economicista, no sólo no han permitido superar la 
crisis sino que han contribuido a agravar de manera evidente 
aquellas distorsiones y déficit para los cuales pretendía ser la 
solución.

LA DESCENTRALIZACIÓN COMO INSTRUMENTO DE DEMOCRATIZACIÓN

La descentralización es un proceso que ha comenzado con sin­
gular fuerza en América Latina y que en los países que ya te­
nían antecedentes importantes en la materia ha retomado nue­
vos impulsos. Esta es una dinámica que tiene la potencia 
suficiente para cambiar la faz del Estado y significa una reorga­
nización a fondo, radical, del sector público. Se generan nuevos 
actores, se desplazan algunos de los antiguos, se rearticulan las 
relaciones al interior del Estado y de éste con la sociedad civil.

Esta es una de las reformas mayores que se han planteado 
en el Estado y la sociedad. Tiene las características de ser, por la 
integralidad de los efectos que promueve, un cambio político, 
institucional y cultural de primer orden.

La descentralización crea una superficie de contacto mu-
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cho más amplia del Estado con la sociedad, al reactivar o crear 
un conjunto de instituciones que generan espacios de participa­
ción ciudadana y múltiples ángulos de intervención de los sec­
tores sociales organizados. En cierto sentido el Estado se “hori- 
zontaliza” y abre posibilidades de contactos con los ciudadanos, 
las cuales el centralismo no permite.

Esta apertura de oportunidades para ejercer la participa­
ción tiene implicaciones muy vastas. El Estado debe adoptar ca­
pacidades de respuesta novedosas porque va a estar permanen­
temente asediado por las demandas colectivas. Los ciudadanos, 
por su parte, para ejercer esa capacidad de exigencia, tienen 
que organizarse de modo que puedan establecer lazos de comu­
nicación en tiempo real. No es el viejo Estado el que sufre una 
adaptación circunstancial ni tampoco es el mismo estilo de par­
ticipación recatada y episódica, es el cambio de los polos de una 
relación devenida en antidemocrática, para generar un entor­
no más que democrático, democratizador.

Para operar la descentralización tiene que promoverse la 
aparición de nuevas figuras institucionales de elección popular, 
tanto en el plano regional, como en el municipal y local. Este 
hecho es conocido desde hace mucho tiempo en algunos de los 
países de la región y en otros es completamente nuevo. Sin em­
bargo, en ambos casos tiene el mismo significado que es el de 
generar un tipo de representantes que ya no puede depender 
sólo de las maquinarias partidistas que los postulan, sino que 
tienen que ser —cada vez más— efectivamente representantes 
de las demandas que la sociedad formula, además de que de­
ben tener la capacidad de ser interlocutores de los ciudadanos, 
condición que al mismo tiempo posibilita a éstos para ejercer 
derechos que tradicionalmente se les conculcan por la vía de 
los hechos, cuando los representantes son de los partidos o gru­
pos de presión más que de los electores.

Los partidos se ven sometidos a una afortunada compul­
sión democratizadora, en la medida en que los candidatos que 
promueven para los distintos cargos de representación popular 
no pueden ser sólo los fieles partidarios, sino los que puedan 
comunicarle a los electores la convicción de que van a estar re­
presentados en forma idónea. Este hecho genera cambios muy 
importantes en la lógica habitual de los partidos políticos, los 
cuales, con diversas variantes, no parecen compartir un momento
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muy estelar en el mundo actual, y los obliga a buscar nuevas y 
más modernas formas de relación con sus partidarios, con los 
electores y con la sociedad en general.

Dentro de las innegables virtudes políticas que genera este 
proceso, está la circunstancia de que la sociedad adquiere cana­
les para mejores y mayores controles sobre las instituciones del 
Estado. La vecindad de los ciudadanos con estas organizaciones 
que tradicionalmente se encuentran muy distantes de su voz y 
de sus demandas, crea la oportunidad para que se ejerza una 
función contralora y fiscalizadora directa. Este nuevo factor es 
ocasión para el crecimiento ciudadano y una forma de morigerar 
la arbitrariedad en el ejercicio del poder público.

No está de más señalar que, a pesar de la existencia de estas 
transformaciones, es perfectamente posible que las prácticas 
habituales del clientelismo, el exagerado partidismo y la mani­
pulación de los ciudadanos puedan persistir. Lo que aquí se plan­
tea es que la descentralización abre un camino que tarde o tem­
prano convoca a la participación social y propicia instrumentos 
para combatir aquellas manifestaciones perversas de la demo­
cracia cuando está excesivamente subordinada a los partidos.

Una idea clave en las ideas que aquí se están presentando, 
es que el sector público centralizado, cerrado sobre sí mismo y 
colonizado por los sectores de poder político, económico y bu­
rocrático que lo controlan, tiene que abrirse a la presencia de 
otro actor cuya incursión cambia de manera radical las reglas 
del juego. El ciudadano que se inmiscuye en los asuntos de la 
gestión del Estado y que tiene la capacidad de controlar a sus 
representantes, reorienta a las instituciones públicas y las hace 
progresivamente “extrovertidas”.

La posibilidad de sociedades más abiertas, participativas y 
democráticas no puede lograrse sin que la descentralización for­
me parte sustancial de la estrategia de cambio social. Esta razón 
es la que hace que las tendencias autoritarias, sean éstas abier­
tas o encubiertas, tiendan a regresar a las formas habituales del 
centralismo en la medida en que puedan. La descentralización 
no garantiza una forma más amplia de democracia, pero sin 
duda, ésta no puede lograrse sin la descentralización.
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La DESCENTRALIZACIÓN COMO FACTOR DE EFICIENCIA DEL ESTADO

La descentralización ocupa un papel de primer orden en la 
modernización eficiente del Estado. Abre un camino para la des­
congestión de los niveles centrales que, en la mayor parte de las 
áreas y de los países, han llegado a una escala de saturación 
inmanejable. El poder central y centralizado, en la medida en 
que ha ido asumiendo atribuciones de las instancias subnacio­
nales, ha ido disponiendo de un poder y de unas competencias 
que, pasado un cierto umbral, han hecho del aparato público 
una concentración de crecientes ineficiencias.

La descentralización promueve que el nivel nacional se de­
dique a los aspectos de conducción estratégica de la Adminis­
tración, mientras que los niveles subnacionales se involucran más 
directamente en la operación del proceso descentralizador. Se 
crea así, la posibilidad de que el Estado pueda disponer de una 
visión más integral y más vinculada con las determinaciones de 
largo plazo.

El desarrollo de las instancias subnacionales expande los 
espacios de gestión en el sector público. La gestión, en la medi­
da en que se acerca a los usuarios, genera una presión hacia la 
eficiencia, compromete a los servidores públicos con los resul­
tados y permite el surgimiento de una cultura de la exigencia 
por parte de los ciudadanos.

En cuanto al desafío de un Estado más eficiente, hay que 
convenir en que tal propósito se resuelve en muchos planos: 
capacidad de diseño y planificación, destrezas administrativas, 
articulación de macropolíticas y micropolíticas, y por supuesto, 
la ejecución coherente de los planes. Pero cada vez más la efi­
ciencia se relaciona con los servicios públicos y con la mayor o 
menor capacidad de satisfacer las demandas que la colectividad 
le hace al Estado en esta materia.

El PAPEL DEL MUNICIPIO

Los servicios públicos fundamentales son la salud, educación, 
política ambiental, transporte, recreación, deportes y atención so­
cial en general. La tendencia inscrita en la descentralización es 
que estos servicios sean prestados más cabal y adecuadamente,
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y el instrumento propio para coadyuvar a su más elevado nivel 
de desarrollo es la institución municipal.

La tendencia moderna en el sector público y privado en 
materia de administración, es a la desconcentralización y des­
centralización de las funciones. Las grandes corporaciones y los 
Estados más poderosos y complejos apuntan cada días más a 
proporcionar mayor autonomía a las partes integrantes del todo 
institucional. Se ha encontrado que las grandes escalas de las 
organizaciones y, en especial, las destinadas a prestar servicios 
públicos, conspiran contra sus fines. Las escalas más reducidas, 
más a mano de la gente y más manejables por los funcionarios 
encargados de dirigirlas, tienen una mayor probabilidad de éxi­
to. Cuando se pasa de un cierto nivel en el tamaño y la com­
plejidad, las tareas de reproducción de la estructura se van 
comiendo el tiempo y los recursos, disminuyendo sensiblemen­
te los destinados a los fines que supuestamente orientan a la 
organización.

El criterio sobre la eficiencia no es el criterio exclusivo del 
administrador, sino la adecuación entre las expectativas del ad­
ministrado y el cumplimiento por parte del administrador. No 
basta pensar que lo que se ha hecho se ha hecho bien, ni siquie­
ra basta con que efectivamente se hayan logrado los propósitos, 
sino que es necesario que esta visión sea confirmada por la ciu­
dadanía.

La calidad de los servicios debe cumplir los requisitos técni­
cos que determinan funcionarios competentes preparados para 
asegurar su prestación, pero, sobre todo, debe cumplir la eva­
luación que de ellas hagan los usuarios. Muchas veces se piensa 
en la calidad desde la perspectiva del Estado, pero ¿cuándo se 
piensa en el concepto de calidad que tienen los usuarios? No es 
ocioso avanzar en las encuestas de mercado de los consumido­
res de servicios públicos prestados por las instituciones munici­
pales. En la opinión colectiva es donde se decide qué es bueno 
y qué no, más allá de los puntos de vista de los funcionarios.

En este sentido, la función estatal potencialmente más efi­
ciente, tanto por su escala como por la relación con los benefi­
ciarios, es la municipal. Allí se decide la suerte de la mayor o me­
nor capacidad del Estado de atender las demandas ciudadanas.

La descentralización también juega su suerte en relación con 
la capacidad que tenga de crear condiciones para la participa-
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ción de la ciudadanía. No es la idea según la cual la gente parti­
cipa si forma grupos de electores o se adhiere a partidos para 
concurrir a las elecciones de concejales o de miembros de uni­
dades territoriales más pequeñas. Esta es una visión limitada y a 
veces distorsionada de la participación, porque obliga a los ciu­
dadanos a partidizarse electoralmente y, en consecuencia, a que­
brantar los vínculos sociales que se generan en cuanto vecinos, 
consumidores, trabajadores o pequeños empresarios.

La noción fundamental es la que apunta a la participación 
desde los lugares y las organizaciones que se dan fuera del Esta­
do, pero con capacidad de condicionarlo y de influirlo. Son me­
canismos e instrumentos por medio de los cuales los ciudada­
nos no pierden su condición de expresiones de la sociedad civil, 
sino que, desde esta posición, intervienen para promover, con­
trolar y fiscalizar acciones.

La participación social directa, no representativa, sólo es 
posible en instancias que tengan capacidad de diálogo con la 
colectividad. Las más evidentes son los organismos municipales 
y parroquiales. En el caso de los grandes centros urbanos es 
obvio que ni los propios consejos municipales, ni los alcaldes, 
ni tampoco los funcionarios municipales tienen esa vinculación 
personal, frecuente y directa con la población. Allí se ve la im­
portancia de la presencia de organismos que estén cada vez más 
próximos a la gente, en su localidad o parroquia.

Los municipios presentan claras y, a veces, dramáticas dife­
rencias entre sí. Por tal razón no pueden ser todos englobados 
dentro de una misma dinámica. Los más grandes tienen venta­
jas en recursos, pero desventajas en cuanto a la participación 
ciudadana y a la posibilidad de gestionar eficientemente servi­
cios públicos deteriorados por años. Los pequeños están exan­
gües en muchos casos, ahogados por la carencia de recursos, 
pero a esta condición se puede contraponer la de disponer de 
escalas más manejables. Hay algunos muy pequeños cuya viabi­
lidad hay que analizar a la luz de las posibilidades de corto y 
mediano plazos.

Estas diferencias existen y hay que reconocerlas. Para afron­
tar las consecuencias que de este desnivel dimanan, es necesa­
rio establecer por parte del Poder Nacional y(o) estatal o provin­
cial algunos mecanismos de carácter compensatorio. Este puede 
ser un elemento fundamental donde la intervención nacional o
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regional coadyuve al desarrollo de una genuina descentra­
lización.

Para enfrentar la tendencia no autónoma, sino autárquica y 
aislacionista que a veces concurre en los municipios, negadora 
del sentido de cooperación y solidaridad que debe presidir a las 
instituciones subnacionales más cercanas al ciudadano, es con­
veniente estimular la formación de Ligas Municipales, en las 
cuales varios municipios establecen lazos de interrelación y tra­
bajo común para fortalecer las zonas en las cuales se desenvuel­
ve efectivamente la vida de la comunidad. Muchas veces se vive 
en un sitio, pero hay relaciones laborales, económicas, familia­
res, culturales o amistosas, que recorren a varios municipios aun­
que no tengan una contigüidad inmediata.

Las bases para el desarrollo de la descentralización

Para que las instituciones estatales y municipales puedan desa­
rrollarse, requieren cumplir con algunas condiciones que son 
esenciales, sin las cuales no podrá superarse el ámbito artesanal 
en que todavía, en muchos países, se encuentran estos niveles 
del Estado. Los elementos que es necesario atender son:

Prácticas democráticas

Las prácticas democráticas no se remiten sólo a los procesos 
electorales ni a mecanismos formales, no siempre eficientes, de 
consulta. Se trata de una cultura y de un ambiente en los que 
exista de manera permanente comunicación entre los funcio­
narios y la población. Este proceso lleva no a desestimar los 
canales formales, establecidos en leyes, ordenanzas y normas 
diversas, sino a complementarlos por un contexto de relación 
cotidiana entre todos los actores del proceso descentralizador.

Control de la gestión estatal y municipal

Este elemento atañe a la capacidad de precisar metas y de ha­
cerle el seguimiento a su ejecución en los términos temporales 
previstos. Este control tiene que formar parte del estilo de rela­
ción democrática, al que aludimos en el punto anterior, en el
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cual los ciudadanos pueden tener acceso a los procesos que 
tradicionalmente la burocracia convierte en inaccesibles “csgas 
negras”. Del mismo modo es necesario rodear de garantías, ins­
trumentos y respetabilidad a la función contralora de los orga­
nismos subnacionales.

La provisión de los recursos

Es evidente que el desarrollo de los estados y municipios no 
puede basarse exclusivamente en las transferencias de recursos 
que se hacen desde el Poder Nacional. Menos aún en una situa­
ción de penurias económicas globales y de tasas inflacionarias 
resistentes a la baja. En este sentido se hace indispensable mejo­
rar los mecanismos tributarios y, al mismo tiempo, diseñar es­
trategias de corto y mediano plazos para enfrentar las urgen­
cias fiscales. Tal objetivo requiere de una restructuración 
profunda, no sólo de las áreas directamente relacionadas con la 
recaudación sino de las instituciones que se relacionan con los 
contribuyentes.

Coordinación entre los niveles nacional, estatal o 
provincial y municipal

La descentralización no implica convertir en islas ni a los esta­
dos con respecto al Poder Nacional, ni a los municipios con res­
pecto al poder estatal. Esta visión parcelada es peligrosa y pue­
de llevar a un proceso de fragmentación político-administrativa 
sumamente dañino para la sociedad. Hay objetivos de carácter 
regional que sólo se pueden lograr integrados a objetivos de 
carácter nacional. De la misma manera, hay objetivos de carác­
ter local que sólo pueden ser alcanzados en una perspectiva 
estatal. Este enfoque obliga a privilegiar los mecanismos de 
coordinación ágiles y no burocratizados, que permitan la solu­
ción de los inevitables solapamientos que se dan entre las ins­
tancias territoriales en relación con determinadas competencias 
y servicios.

Las áreas mencionadas tienen un denominador común. Es 
el de la capacitación de los ciudadanos, tanto de los que ejercen 
funciones administrativas como de los que, en el campo de la 
sociedad civil, tienen el derecho y la obligación de ser la voz de
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la colectividad. El tema de la capacitación de los funcionarios y 
de la educación de la colectividad surge como elemento eje del

La profesionalización de la gerencia

Esta dinámica se inscribe dentro de la necesidad de avanzar en 
la profesionalización de la administración pública en forma in­
tegral, como parte de una estrategia de modernización de las 
sociedades latinoamericanas. Su carencia ha sido determinada 
pór las presiones clientelares y por las escasas atribuciones prác­
ticas que el centralismo dejó para los estados y municipios, pero 
es evidente que todo el cúmulo de responsabilidades que re­
cae en los niveles objeto y sujeto de la descentralización, no 
puede ser asumido si no hay una solidez en su conducción pro­
fesional.

Para que esta situación pueda darse, es necesario un acuer­
do de carácter político e institucional. Los grupos y partidos 
deben llegar a entendimientos para respetar la función pública. 
Nada de lo que se haga tendrá sentido si por efecto de los cam­
bios políticos se produce una rotación del personal que no obe­
dezca a las demandas de hacer más eficientes los servicios. La 
capacitación de los funcionarios es una inversión perdida en la 
medida en que no se entienda que hay un grupo de éstos que 
tienen que tener garantías sólidas de continuidad, en tanto res­
pondan a las exigencias profesionales de sus cargos.

Se puede pensar que los acuerdos políticos son muy difíci­
les y es verdad. Pero nada obsta para que si éstos no se produ­
cen en el plano nacional puedan producirse en el estatal o mu­
nicipal. Los partidos que le proporcionen a la comunidad este 
tipo de entendimiento no sólo asegurarán el éxito de la gestión, 
sino que generarán confianza en sus electores.

Dentro de un acuerdo o entendimiento de esta naturaleza, 
es necesario precisar cuáles son los cargos que deben estar ale­
jados del típico reparto como consecuencia de las elecciones. 
Es indudable que los que tienen que ver con la administración, 
ejecución de obras, así como control y planificación, deberían 
estar dentro de este rango de permanencia.
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Además, un funcionario que tenga confianza en que puede 
desarrollar su carrera sin más restricciones que las que propor­
cionan su compromiso con sus tareas y su competencia profe­
sional, estará mucho más alejado de las tentaciones de la corru­
pción. Sabe que cualquier mácula puede destrozar una carrera 
que, en principio, debe estar signada por la permanencia y el 
progreso.

La capacitación de los funcionarios no puede ser de carác­
ter parcial y exclusivamente en el ámbito de la especialización 
para una determinada función. Sólo en la medida en que estén 
imbuidos del espíritu del proceso de descentralización y de los 
alcances y limitaciones que presenta, pueden entender mejor 
su trabajo y sus funciones. El servidor público tiene que dotarse 
del instrumental conceptual que le permita visualizar al estado 
y, sobre todo, al municipio como la base estructural de la des­
centralización, apto para entender que en este nivel se produce 
la osmosis entre el Estado y la sociedad civil. Son los peldaños 
más cercanos al ciudadano, así como las puertas de entrada 
de éste al Estado. En el plano del municipio es la adquisición de 
una visión que no entienda el servicio municipal como el instru­
mento del Estado frente a los ciudadanos, sino el instrumento 
de los ciudadanos en el seno de aquel.

La apropiación de este punto de vista es esencial para que 
pueda superarse una visión peligrosa, un tanto feudal y propi­
cia a la desintegración, que no coloca su horizonte más allá de 
los límites estrechos de la jurisdicción respectiva, perdiendo las 
perspectivas de que lo que se haga en cada localidad, sea parte 
—o deba serlo— de un esfuerzo regional, nacional e, incluso, in­
ternacional.

La capacitación tiene que atender a la dimensión gerencial 
rigurosa. No es cierto que se necesitan mejores gerentes en la 
escala nacional, gerentes de mediana condición en la regional y 
que el plano municipal admita la incompetencia gerencial. Esta 
es una visión implícita pero muy común desde la perspectiva 
del centralismo porque, en realidad, ésa ha sido la manera más 
común de entender los requerimientos profesionales de las áreas 
subnacionales. Evidentemente no es necesario un gerente com­
petente si no tiene atribuciones y si las que tiene vienen condi­
cionadas por las presiones de los grupos que han llevado al 
funcionario a determinada posición.
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En el marco de la descentralización se requieren gerentes 
aptos en todos los niveles aun cuando el campo de su acción sea 
menor o mayor. La diferencia son las funciones, no la calidad.

Son dos los aspectos en los cuales es necesario enfatizar en 
materia de capacitación. El primero se refiere al desarrollo de 
los funcionarios encargados de la eficiente gestión de los servi­
cios públicos más importantes y de la realización de las obras 
de infraestructura. No siempre un buen ingeniero es un buen 
gerente de las obras de ingeniería. No siempre un buen médico 
es un buen gerente en el campo de la prestación de los servicios 
asistenciales. No siempre un buen conservacionista es el mejor 
gerente para la política ambiental. Es de la mayor urgencia aten­
der este espacio porque de él depende la eficiencia de la gestión.

El otro aspecto fundamental es en el de la gestión de los 
programas sociales. Es demostrable que ningún programa so­
cial cumplirá con los propósitos que lo inspiran si no logra su 
correcta ejecución en el plano local. Esta meta requiere tam­
bién un compromiso creciente de los ciudadanos que son re­
ceptores de sus beneficios.

En este sector es donde existe una de las rémoras más fuer­
tes. No ha habido una adecuada capacitación en el campo de 
la gerencia de los programas sociales lo cual se explica por­
que la atención de los gobiernos latinoamericanos se ha centra­
do preferentemente en el área económica y sólo recientemente 
se ha perfilado la gerencia social como un área específica. El 
manejo de programas que cotidianamente tienen que validarse 
ante la población y que, por añadidura, requieren su concurso, 
es una variedad de la gerencia pública que va tomando cuerpo 
en la Región. Los municipios tienen en este terreno una exigen­
cia inaplazable, tanto para contribuir al desarrollo de las inicia­
tivas nacionales y estatales, como las que pueden emerger de 
las especificidades locales.

Un sector que ha sido extraño a la acción de los niveles 
subnacionales, sobre todo municipales, requiere ser colocado 
en un primer plano. Se trata del referido a la comunicación 
social. No se trata del funcionario ligado al área de relaciones 
públicas o de prensa, frecuentemente destinado a procesar la 
información burocrática y a distribuirla entre los medios de co­
municación con más pena que gloria. Lo que se plantea es una 
estrategia comunicacional con funcionarios sólidamente prepa-
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rados, que tengan la función de generar información integral 
sobre la comunidad, sus instituciones, sus problemas y sus posibi­
lidades, y que sea capaz de trascender el mero recuento de los 
hechos para insertarlos en una visión que contribuya a la educa­
ción ciudadana y a la creación de una cultura proclive a la res­
ponsabilidad y al cambio.

En esta época donde impera la información en todos los 
sentidos, se hace una condición necesaria la de generar —me­
diante su concurso— la comprensión ciudadana y el apoyo a las 
decisiones que los representantes tomen. Es posible constatar 
que muchas medidas, en principio correctas, fracasan por la in­
comprensión y la hostilidad que las rodea. Trabajar este campo 
forma parte de toda buena gestión en cualquier institución, sea 
ésta pública o privada, pero en el caso de la descentralización se 
convierte en ingrediente de excepcional importancia.

La participación ciudadana

De este tema se ha hablado mucho. Tanto que, a veces, parecie­
ra perder contenido. Esta se refiere no al activismo de ciudada­
nos, con partido o sin partido, que desarrollan un tipo de inter­
vención ligada a intereses de carácter político. El tema es el que 
está relacionado con la participación del ciudadano común y 
corriente en las decisiones que inciden directamente sobre su 
localidad y condiciones de vida.

Esta posibilidad existe en la medida en que haya ciudada­
nos preparados intelectualmente para hacerlo. De lo contrario, 
la participación se remite a seguir las consignas de grupos o 
facciones de carácter local. La preparación del ciudadano re­
quiere un intenso y permanente esfuerzo para apropiarse con 
celo de sus derechos, para cumplir a cabalidad sus deberes y 
para defender las garantías que el sistema jurídico le otorga. No 
hay participación sin conciencia de participación.

Esta visión requiere un alto nivel de formación ciudadana 
que permita grados de intervención crecientes de la colectivi­
dad en los asuntos que son de su irrenunciable competencia. La 
carencia de esta formación transforma a los ciudadanos en mera 
“masa de maniobra” de grupos o facciones cuyos intereses par­
ciales no siempre coinciden con los de la colectividad.
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La participación de la sociedad civil no debe confundirse 
con la organización de grupos de electores, destinados a pro­
mover la elección de representantes ante las diversas instancias. 
Esta representación —legítima y necesaria, por lo demás— está 
ligada a la esfera de lo político. Cuando se habla de participa­
ción, se trata de las formas de expresión organizada de los ciu­
dadanos desde las distintas formas de agrupación dadas por la 
vecindad, el trabajo o campos comunes de actividad, destinadas 
a dialogar con el Estado y a condicionar su acción en beneficio 
de la colectividad que esas organizaciones representan. Partici­
par es crear referencias que no puedan ser obviadas por los 
instrumentos de decisión del Estado, desde el plano nacional 
hasta el más inmediato y local.

La participación, así entendida, implica no tanto ni sólo una 
relación con los organismos públicos, sino el tejido de una red 
social signada por la solidaridad, en el entendido de que estas 
expresiones sociales no implican una participación dentro de 
las instituciones del Estado que, una vez que se producen, tien­
den más bien a fraccionar en el sentido partidista la acción de 
la colectividad.

No hay participación posible en medio de la ignorancia, la 
desinformación y la desorganización. De allí que se haga indis­
pensable que las instituciones descentralizadas promuevan una 
estrategia en la dirección mencionada, destinada a elevar los 
niveles intelectuales de la colectividad. Una porción de esta la­
bor está, obviamente, en el sistema educativo formal. Pero, a su 
lado, debe concurrir un esfuerzo destinado a generar o profun­
dizar —según los casos— una sólida conciencia cívica.

Esta actividad no puede ser concebida como la labor solita­
ria de una oficina, sino como una estrategia que comprometa al 
conjunto de las instituciones descentralizadas. Llama a un cam­
bio de actitud de funcionarios normalmente encasillados en sus 
respectivas labores, para hacer que en su conjunto todos pue­
dan contribuir en esta dirección. Deben saber y comprender 
que están allí para servir a la gente y no para servirse de ella.

La descentralización es un proceso complejo e intenso de 
transformación. Significa un cambio administrativo, jurídico, 
institucional y político, pero por sobre todo es la construcción 
de una dimensión social y espiritual nueva en la cual se pueda 
actuar de una manera diferente a la tradicional. No hay que
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olvidar que ésta es la cantera de un nuevo liderazgo, en un do­
ble sentido. Por una parte, la emergencia de figuras diferentes 
a las que hasta ahora han conducido la sociedad y, por otra, la 
posibilidad en alguna medida de la renovación de los viejos ac­
tores en su relación con el hecho político y social.

El nuevo liderazgo no sólo debe saber hablar, sino hacer. 
Debemos pasar del liderazgo retórico al liderazgo administrador.

Cambio de los actores políticos, sociales e institucionales

La descentralización, como queda dicho, implica el surgimiento 
de un conjunto de nuevos actores y la adquisición de otro vigor 
por parte de algunos de los pretéritos.

Una muestra fundamental de este proceso la presentan los 
partidos políticos, los cuales experimentan una fuerte crisis en 
toda la Región. El centralismo que los ha caracterizado ha en­
trado en cuestionamiento al mismo tiempo que el del Estado, del 
mismo modo que las facetas clientelares y la orientación casi 
exclusivamente electoral también son objeto de la crítica gene­
ralizada.

La experiencia ha mostrado que un esfuerzo consciente por 
cambiar la naturaleza de los partidos es bien difícil, por los inte­
reses acumulados en las élites dirigentes que los controlan. Pero 
la descentralización tiene la innegable virtud de crear un am­
biente en el cual los cambios se hacen irresistibles.

La apertura de nuevos espacios institucionales y la elección 
popular de los representantes en cada nivel, en el contexto de una 
maduración democrática de la colectividad, presiona a los parti­
dos políticos para una mejor elección de sus representantes. De 
lo contrario, lo que ocurre es que los electores buscan vías alter­
nas para manifestar sus simpatías en los procesos de selección.

Esta presión sobre los partidos va permitiendo la confron­
tación con el autoritarismo que los ha caracterizado en muchos 
casos, y va promoviendo una apertura en la medida en que ya 
no es suficiente la condición de participante de una estructura 
interna y cerrada, sino que también es necesario tener una rela­
ción directa con las demandas de los ciudadanos.

De la misma manera, aquellas instituciones que fueron sa­
crificadas en el desarrollo del centralismo pasan a adquirir nue-
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vas funciones y no tienen más remedio que hacerlo. A los orga­
nismos locales, municipales y estatales que fueron despojados 
de atribuciones, les corresponde un campo de trabajo en rela­
ción al cual los ciudadanos exigen y exigirán cada vez más. Para 
cumplir no les queda más remedio que superar los obstáculos 
básicos de la descentralización y convertirse en entidades acti­
vas y eficientes.

La gestión ambiental y la descentralización

Con el proceso de descentralización se plantea un tipo diferen­
te de ocupación del espacio nacional, en el cual debe haber una 
conjunción entre el despliegue del Estado y el de la sociedad 
civil. Resulta paradójico que a veces se acuse a la descentraliza­
ción como una fuerza desintegradora del Estado nacional, cuan­
do en la práctica el Estado centralizado lo que ha hecho es 
desguarnecer todas las porciones de los territorios nacionales y 
las poblaciones que en ellos habitan, que no formen parte del 
sector en el cual se concentra más fuertemente la acumulación 
de capital, tanto en el sentido económico como político.

La descentralización genera una oportunidad para una 
reapropiación por parte de la sociedad de los territorios nacio­
nales, sobre todo de aquellos que se encuentran alejados de las 
tendencias fundamentales del proceso económico, político y fi­
nanciero que ha comportado el fenómeno de la centralización.

Un Estado se hace verdaderamente nacional cuando tiene 
una presencia institucional en todos los ámbitos del territorio, y 
este proceso tiene la virtud de promoverla. Este es un factor 
clave para entender de qué manera incide la descentralización 
en la creación de condiciones para una gestión ambiental de 
signo progresivo.

Un despliegue de la sociedad y del Estado en espacios que 
la centralización había preterido es condición necesaria, aun 
cuando no suficiente, para el despliegue de una política ambien­
tal capaz de colocarse en la dirección de servir al pleno desarro­
llo de los ciudadanos. Sólo en la medida en la cual el Estado 
cambie efectivamente én la dirección de los intereses de largo 
plazo de la sociedad, es posible articular una política ambiental 
en el marco de una concepción del desarrollo sustentable.
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En esta materia se requiere un enérgico papel del Estado 
para diseñar estrategias, promover consensos sociales amplios y 
promover un marco jurídico suficientemente comprensivo para 
hacer vigente esta concepción del desarrollo. Es un Estado que, 
como se puede apreciar, requiere ser fortalecido y no debilita­
do. Esta fortaleza no puede hacerse a estas alturas a través de la 
expansión en el nivel central que ha sido tradicional y que, de 
modo progresivo, está provocando la ineptitud creciente de las 
funciones públicas.

La nueva fortaleza del Estado pasa, de manera central, por 
la dinámica de la descentralización, proceso que no es incom­
patible con el desarrollo de la sociedad civil. Antes por el con­
trario. Es posible plantear que para fortalecer la sociedad civil 
es indispensable una rehabilitación del Estado y para que ésta 
ocurra se hace necesaria una sociedad civil también fuerte.

El desarrollo sustentable y la política ambiental que le co­
rresponde implica un Estado potente, capaz de dirigir y estable­
cer políticas que tiendan a contravenir las tendencias espontá­
neas de depredación de la naturaleza y de acumulación furiosa 
y sin frenos de corto y mediano plazos. Un Estado fuerte no es 
posible de lograr a partir del cultivo del centralismo que, como 
se ha dicho, produce y reproduce amplificadamente las inefi­
ciencias a las que su escala obliga. La descentralización es un 
vehículo idóneo para proponérselo, pues al desarrollar los mús­
culos atrofiados del sector público, también promueve lugares 
y oportunidades de intervención de la sociedad civil.

La posibilidad de una apropiación más eficiente y democrá­
tica del espacio nacional permite potenciar una actividad que 
en América Latina ha fracasado desde el nivel central. Se trata 
de la planificación. La reconstitución del Estado mediante el 
fortalecimiento institucional subnacional es lo que permite que 
la planificación del sector público pueda tener un sentido con­
creto; en la medida en que se consulta con las realidades especí­
ficas y locales, se conocen las restricciones microsociales y se 
puede promover la incorporación de actores cuya participación 
es impensable cuando la planificación se reduce a ser una 
formulación general y nacional.

Esta revitalización de la planificación es lo que permite asu­
mir su aspecto vital físico-territorial, que se constituye en un 
elemento indispensable para la gestión ambiental y para plan-
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tearse, de manera directa e inmediata, las consecuencias en el 
sistema de vida de la población y de las decisiones que en esos 
ámbitos se adopten. Amoldo José Gabaldón ha señalado que 
“dentro del contexto ambiental, se ha considerado que la des­
centralización puede servir de poderosa palanca para inducir la 
localización del poblamiento y de las actividades económicas y 
sociales, de acuerdo con un proceso de ordenamiento del terri­
torio que tome más en cuenta la vocación ecológica del entor­
no y las potencialidades de los recursos naturales de cada re­
gión. Por supuesto, la descentralización ha sido calificada como 
indispensable, para poder realizar una gestión ambiental más 
eficaz y más efectiva” (Gabaldón, 1994).

El tema ambiental viene a adquirir su valor en la medida en 
que se transforma la concepción del desarrollo prevaleciente, 
la cual tiende a privilegiar los rápidos procesos de acumulación, 
sin atender a los costos ambientales en los que se incurre, ni la 
erosión de la calidad de vida de los ciudadanos. El desarrollo 
sustentable es una concepción que hace variar los parámetros 
tradicionales de asunción de la naturaleza del progreso huma­
no, de sus perspectivas y de los costos en los cuales hay que 
incurrir para el logro de ese objetivo. Esta concepción, casi como 
ninguna otra, requiere de un Estado apto para formular estra­
tegias y para crear el espacio jurídico-institucional en el cual los 
actores se muevan con libertad. Como se ha dicho, se requiere 
un Estado fuerte, contrapartida indispensable de una sociedad 
civil también fuerte.

Este Estado no es posible sino a través de una reforma polí­
tica e institucional de profundidad y densidad poco comunes. 
La reforma política implica la participación ciudadana y una 
mejoría sustancial de la representatividad de los funcionarios 
de elección popular, y el marco en el cual estos cambios se des­
pliegan es, precisamente, el que ha sido objeto de discusión en 
este material: el marco de la descentralización.

El cambio de relaciones de poder que supone esta transfor­
mación no deja incólumes a los actores políticos, institucionales 
y sociales. Estos también se transforman. Es lo que explica que 
en la medida en que se avanza en la restructuración del sector 
público hacia un contacto creciente con la ciudadanía, los 
interlocutores que van apareciendo son los que pertenecen a 
los grupos subordinados y vulnerables, y a las minorías.
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Los grupos ambientalistas, los feministas, los indigenistas, 
vecinales y otras formas de organización y expresión social, pue­
den “emerger” con mayor vigor en el entorno de una reconci­
liación del Estado y de la sociedad con lo local.

La descentralización se convierte no sólo en el indicador de 
una transformación muy potente de los Estados, sino también 
en una fuerza productora de cambios sucesivos y también de 
inmensa significación. La descentralización está cambiando el 
rostro del Estado latinoamericano. No es un proceso fácil, las 
resistencias son poderosas y los intentos por desvirtuarlo son 
permanentes debido a los intereses que se afectan. De todos 
modos, es la empresa más potente en el marco de la reforma 
del Estado latinoamericano.
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Introducción

El año de 1968 puede citarse, en Colombia, como el inicio de 
un periodo marcado por la tendencia a sectorizar la gestión 
ambiental. Aunque ya en la década de los cincuenta y luego en 
1962, se hicieron esfuerzos por establecer en cabeza de algunas 
entidades del Estado (CVC, en el departamento del Valle del 
Cauca, y la CAR en los departamentos de Boyacá y Cundina- 
marca) la responsabilidad de administrar los recursos naturales 
renovables y defender el ambiente, al estilo de Tennessee Valle 
Authority (TVA), y bajo un concepto que se aproximaba al crite­
rio de manejo integral de los recursos con aproximación a la 
definición de Cuenca Hidrográfica, se crea el Instituto Nacio­
nal de los Recursos Naturales Renovables (INDERENA), con el 
exclusivo propósito de administrar, manejar, conservar, fomen­
tar y defender los recursos naturales renovables.

Este hecho institucional fue el resultado de un proceso de 
descentralización administrativa por servicios, impulsada y ma­
terializada durante la presidencia del doctor Carlos Lleras 
Res trepo.

Al proceso de descentralización y especialización de la ges­
tión ambiental, iniciado en 1968, se sumó la tarea de codificar
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la hasta 1973 dispersa normatividad ambiental que regía la ad­
ministración de los recursos naturales y el uso del ambiente. En 
efecto, durante el gobierno del ex-presidente Misael Pastrana 
Borrero, el Congreso de la República le otorgó al Ejecutivo fa­
cultades extraordinarias para expedir el Código Nacional de los 
Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Am­
biente; y en ejercicio de dichas facultades se expidió el Decreto 
Ley 2811/74.

La década de los años ochenta, trae aparejados hechos que 
significan un retroceso en la gestión ambientad en Colombia: la 
Ley 10 de 1983 otorgó instrumentos al gobierno nacional para 
el manejo de la Política de Fronteras y, como consecuencia, se 
crearon nuevas Corporaciones Regionales, que en sus áreas 
de jurisdicción desplazan al INDERENA, en la medida en que en 
los actos de creación de estas instituciones se establecen facto­
res de competencia y jurisdicción, coincidentes con las compe­
tencias y jurisdicciones del INDERENA en todo el territorio co­
lombiano.

Se debe destacar que para esta nueva división de la gestión 
ambiental, no se atiende para nada al criterio de Cuencas 
Hidrográficas, sino que se satisfacen intereses de tipo político, 
haciéndose coincidir la jurisdicción de las Corporaciones Re­
gionales con la División político-administrativa de cada departa­
mento. No interesa, en absoluto, el manejo de los recursos na­
turales, sino satisfacer la voracidad burocrática de los políticos 
regionales.

Es así como nacen corporaciones denominadas de desarro­
llo regional, y a las que ya existían se les adscriben funciones en 
materia del mismo (construir escuelas, puentes, proveer la elec­
trificación del país, etc.) y, como en anexo un tanto contradicto­
rio con su naturaleza, se le difieren funciones ejecutoras de la 
política ambiental.

La década de los noventa trajo la inquietud de alcanzar el 
desarrollo sin lesionar la base natural de todos los países del 
mundo; es decir, se refina el concepto de desarrollo sostenible 
para asumir la gestión ambiental.

Para efectos de entender las repercusiones de la convocato­
ria mundial para la defensa del medio ambiente, en Colombia 
se puede afirmar que son tres los hechos que tienen resonancia 
en este pequeño y esquinero país de Sudamérica:
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a) La promulgación de una nueva Carta Magna, en 1991, 
que remplaza la Constitución Política de 1886, con sus sucesivas 
reformas. Es importante este hecho para el tema ambiental, en 
la medida en que se consagran en la carta política principios 
que enmarcan la relación medio ambiente y desarrollo, e incor­
poran la definición de desarrollo sostenible como una meta vi­
tal de nuestra sociedad.

b) La realización de la Cumbre de la Tierra, en Río de Janeiro, 
en la medida en que el tema del desarrollo sustentable se con­
vierte en el gran desafío del planeta, en su lucha por satisfacer 
las necesidades del presente sin comprometer el derecho de las 
futuras generaciones para satisfacer sus propias necesidades.

c) Finalmente, la creación del Ministerio del Medio Ambien­
te, como epílogo feliz de un proceso que se había insinuado 
desde la década pasada y cuyo objetivo era dotar al país de un 
sistema nacional ambiental y, a la cabeza de éste, un ente con la 
suficiente capacidad de convocatoria para armonizar las accio­
nes de las distintas entidades que trabajan en áreas relaciona­
das con el medio ambiente.

Hasta 1993 la actividad pública, en materia de gestión am­
biental, se caracteriza por su dispersión. Diversos organismos 
del Estado tienen responsabilidades en lo atinente a la adminis­
tración, control y defensa del ambiente. Pese a que la única en­
tidad creada específicamente para ejecutar las políticas que el 
gobierno nacional debe formular para la administración de los 
recursos naturales es el INDERENA, en el ámbito institucional 
otros organismos tenían ingerencia en las decisiones que se to­
maran para orientar el uso de los recursos naturales; por ejem­
plo, el Código de Minas (Decreto 2655 del 23 de diciembre de 
1988) prescribe en su artículo 246, que el título minero lleva 
implícita la correspondiente licencia ambiental, es decir, la au­
torización para utilizar en los trabajos y obras de minería, los 
recursos naturales renovables y del medio ambiente en la medi­
da en que fuesen imprescindibles para dicha industria; el título 
minero lo otorga el Ministerio de Minas, y al hablar de la licen­
cia ambiental implícita en este, significa que le corresponde a 
dicho Ministerio pronunciarse sobre ella.

Esta norma tuvo vigencia durante casi cinco años, pero afor­
tunadamente fue declarada inexequible en agosto de 1993. En 
el mismo sentido, al Ministerio de Salud correspondía el con-
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trol de la contaminación atmosférica, de la sanidad portuaria, 
del agua potable y, de manera compartida, del uso y manejo de 
plaguicidas y vertimientos de agua.

Esta descripción ofrece una visión panorámica del orden 
institucional existente hasta 1993, en materia ambiental.

Antecedentes de la gestión ambiental en Colombia

Desde 1968 hasta 1993, el manejo estatal de los recursos natura­
les y del ambiente, fue del INDERENA a las Corporaciones Regio­
nales de Desarrollo, del Ministerio de Salud al de Minas, y otras 
entidades sin coordinación alguna, lo cual generaba problemas 
de ineficiencia ya que se diluía la responsabilidad y se propicia­
ba una falta de coherencia y armonía en las actuaciones. Es de­
cir, la responsabilidad de la gestión ambiental en Colombia se 
hallaba dispersa entre muchas instituciones del Nivel Nacional, 
lo cual generó grandes conflictos y una insensibilidad entre los 
usuarios identificados y potenciales en todo el país. El INDERENA 
fue desplazado en 1993 de 25% del territorio, por la aparición 
de las Corporaciones, sin que estos entes pudieran desarrollar 
con éxito una labor de adecuado manejo del ambiente.

Se dieron tres condiciones básicas que limitaron el queha­
cer ambiental en Colombia:

a) La dispersión de las funciones de administración y mane­
jo de los recursos naturales en muchas y diversas entidades del 
Estado: INDERENA, Corporaciones, Ministerio de Salud, Minis­
terio de Minas, etcétera.

b) Adscripción del INDERENA al sector Agropecuario, lo cual 
significó que se subordinara muchas veces la gestión ambiental 
a la actividad agropecuaria; de igual forma, a las Corporaciones 
Regionales se les hizo depender del criterio de tutela del De­
partamento Nacional de Planeación, cuya estructura y naturaleza 
podían orientar actividades programáticas, más no ambientales.

c) Debilidad presupuestaria: al INDERENA nunca se le dotó 
de una fuente considerable de recursos para manejar ambien­
talmente el país; sus recursos con origen en el presupuesto na­
cional, apenas satisfacen sus necesidades de funcionamiento.

Para un mejor entendimiento de la gestión ambiental en 
Colombia, es necesario considerar que en relación con la pro-
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tección ambiental y el manejo de los recursos naturales renova­
bles, se dan fundamentalmente dos niveles:

Formulación de Políticas Ambientales

INDERENA fue la única entidad que, aparte del Ministerio del 
Medio Ambiente, fue designada por Ley para asesorar al Go­
bierno Nacional en la formulación de la Política Nacional en 
materia de protección del ambiente (Decreto Ley 133 de 1976). 
Estas políticas deben formularse teniendo en cuenta que tanto 
los recursos naturales renovables como el ambiente son patri­
monio nacional, y observando las reglas y principios que deben 
orientar su manejo.

En 1986, a través del Decreto 3152, el gobierno asignó al 
Departamento Nacional de Planeación la responsabilidad de 
formular la Política Ambiental Nacional, la cual ejerció por pri­
mera vez a través del documento DNP-2544 del 1 de agosto de 
1991. Con éste se pretendió comprometer de manera activa a 
todos los sectores productivos privados, al gobierno y a la ciu­
dadanía, en la generación de los recursos humanos, científicos, 
productivos, económicos, legales y operativos que permitieran 
la conservación y recuperación de la base natural del país, de 
manera que se pudiera garantizar, para las generaciones pre­
sentes y futuras, una oferta ambiental suficiente sobre la cual 
sustentar un sano desarrollo económico y social.

Los objetivos de esta política son los siguientes:

— Generar alternativas de uso de los recursos naturales que 
sean económica, ecológica y socialmente sostenibles.

— Preservar, conservar y rehabilitar los recursos naturales 
renovables y la calidad del medio ambiente.

— Prevenir y mitigar el impacto ambiental que las activida­
des productivas puedan generar sobre el patrimonio na­
tural y la calidad de vida de los colombianos.

— Mejorar la calidad del ambiente en los centros urbanos.
— Incorporar consideraciones ambientales en los procesos 

de planificación y definición de programas y proyectos 
de desarrollo.

— Ajustar y fortalecer la gestión ambiental con mejores arre­
glos institucionales y jurídicos.
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— Lograr una mayor participación comunitaria en el cuida­
do de la calidad de los recursos naturales y del ambiente.

— Fortalecer el crecimiento de los recursos naturales y del 
ambiente por medio de investigación básica y aplicada que 
permita su aprovechamiento sostenible.

Ejecución de esas políticas

El nivel de ejecución de tales políticas podía estar, como lo he­
mos visto, a cargo del INDERENA o de otras entidades (Corpora­
ciones Regionales). Sin embargo, en este último caso, al INDERENA, 
se le difirió por Ley (Decreto ley 133 de 1976) la facultad de 
cooperar en la coordinación y el control de la ejecución de la 
política ambiental. Este nivel de gestión comprende el ejercicio 
de las funciones enmarcadas en la definición genérica de admi­
nistrar, manejar y conservar los recursos naturales renovables y 
el medio ambiente.

INDERENA-Corporaciones Regionales

En el proceso de creación de las Corporaciones Regionales, la 
conservación de los recursos naturales y del medio ambiente 
no fue un elemento o factor decisivo; el calificativo de corpora­
ciones de desarrollo trajo aparejada la posibilidad de proyectar 
obras de electrificación, construcción de puentes, escuelas y todo 
tipo de proyectos que fijan una atmósfera de desarrollo social. A 
diferencia del INDERENA, que sí fue creado con el exclusivo pro­
pósito de administrar los recursos naturales renovables y prote­
ger el ambiente, a las corporaciones el tema ambiental se les 
asignó como un “relleno” y así lo desarrollaron hasta 1987, cuan­
do mediante el Decreto 77 del 15 de enero, se suprimen de las 
funciones de estos entes las actividades de desarrollo tales como: 
generación, transmisión, suministro de energía eléctrica, etcétera.

Lina de las fallas del Decreto de creación del INDERENA fue 
no dotar a este ente de la suficiente fortaleza presupuestaria, 
además de que tampoco se cuidó de estructurar mecanismos de 
coordinación entre éste y las entidades del nivel regional, lo 
cual generó rechazo desde sus orígenes.

Hasta 1993, existió una pugna entre el nivel central, repre­
sentado por el INDERENA, y el nivel regional, cubierto por las
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Corporaciones Regionales, misma que se vio reflejada en el si­
guiente hecho: en 1976, mediante el Decreto Ley 133/76, al 
INDERENA se le confiere jurisdicción en todo el territorio nacio­
nal; la reacción de las regiones fue devolver a las corporaciones 
ya existentes todas las funciones que se trasladaron al INDERENA 
a nivel nacional, mediante la Ley 2a. de 1978.

Debe insistirse en que el INDERENA, hasta 1993, era la enti­
dad responsable del manejo de los recursos naturales y medio 
ambiente en 65% del territorio, donde habita 35% de la pobla­
ción. Las corporaciones, a su vez, respondían por el 35% restan­
te, donde habita 65% de los colombianos.

Es evidente que los límites de competencia del INDERENA y 
las corporaciones nunca fueron claros, y con inusitada frecuen­
cia esto originó conflictos entre las instituciones, lo cual dificul­
tó el manejo integrado de los recursos naturales y creó un ver­
dadero caos de competencias.

Otro de los grandes problemas que tuvo que sortear el 
INDERENA, fue la falta de jerarquía, una insuficiente capacidad 
de gestión y, lo más importante, nunca tuvo asiento en el Con­
sejo Nacional de Planificación Económica, en el cual se discu­
ten los grandes temas económicos del país.

Cambio institucional

Ante este esquema de dispersión institucional, de recursos fi­
nancieros insuficientes y la ausencia del Estado en algunas de 
las más ricas zonas en recursos naturales renovables del país, 
como la región del Pacífico y la Amazonia, se acudió a la que 
parecía la solución más adecuada: creación de un ente rector y 
formulador de la política ambiental.

La gestión ambiental, en lo referente a la ejecución, quedó 
en el proyecto de ley a cargo de las Corporaciones Autónomas 
Regionales del Ambiente, las que en coordinación con las entida­
des territoriales, ejecutarán los programas, planes y proyectos, 
y asumirán la responsabilidad y control en cada jurisdicción.

El nuevo orden institucional propuesto para la gestión am­
biental tiene las siguientes características:
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— Definición de principios generales para la política am­
biental colombiana, creación del Ministerio del Medio 
Ambiente y organización del Sistema Nacional ambiental.

— Definición de la estructura básica del Ministerio del Me­
dio Ambiente.

— Creación del Sistema Nacional Ambiental.
— Estructuración de las entidades del nivel nacional, que ten­

drán responsabilidades tanto en materia de investigación 
en el campo ambiental como de apoyo científico y técni­
co para el Ministerio.

— Redefinición de la naturaleza jurídica de las Corporacio­
nes Autónomas.

— Subrogación del articulado que regula los aspectos am­
bientales del Código Nacional de los Recursos Naturales 
Renovables.

— Señalamiento de procedimientos, para promover la partici­
pación ciudadana y definir aspectos tales como la “Acción de 
cumplimientos y su aplicabilidad en el campo ambiental”.

— Establecimiento de parámetros adecuados para la imposi­
ción de sanciones por contravenciones que atentan con­
tra los recursos naturales renovables.

— Creación de la Procuraduría Delegada Para Asuntos Am­
bientales.

— Se ordena la liquidación del INDERENA.

El cambio institucional era una necesidad sentida, no sólo 
por las causas analizadas y atribuidas a la falta de unidad en la 
gestión ambiental, sino por cuanto nuestra realidad ambiental 
se caracteriza por sus grandes contrastes: un país con una gran 
biodiversidad, con un creciente deterioro por la presión indebi­
da y la ausencia de políticas ambientales coherentes destinadas 
a garantizar la conservación del medio ambiente.

Es indudable que en el país se dan crecimientos demográfi­
cos en las grandes urbes, así como un desordenado desarrollo 
industrial que, junto a la ampliación de la frontera agrícola y 
ganadera y a un uso cada vez más desorbitado de los recursos 
naturales renovables y no renovables en áreas restringidas, con 
aplicación de tecnologías no apropiadas y sin permisos o licen­
cias ambientales, deterioran la calidad del ambiente y contribu­
yen a crear el contraste ya referido.
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La creación del Ministerio del Medio Ambiente significa un 
paso hacia la solución de los problemas ambientales de Colom­
bia, pues su capacidad de convocatoria involucrará de manera 
efectiva en la gestión ambiental a todos los sectores producto­
res, al gobierno y a la comunidad.

En el campo ambiental, es imperativo adoptar políticas y 
estrategias del más alto nivel de decisión, para que los múltiples 
problemas sean realmente atendidos. El Ministerio del Ambiente 
con su tríptico conceptual, formulador de políticas, regulador y 
coordinador, le imprimirá al tema la trascendencia que merece 
y ganará para el sector ambiental el respeto y acatamiento por 
parte de otros Ministerios y Sectores que sean usuarios poten­
ciales o identificados de los recursos naturales. Amén de la tras­
cendencia política que tiene la creación de un Ministerio del 
Medio Ambiente, se avisora una mejor cobertura institucional 
para el control de la depredación tanto del Estado como de los 
particulares.

Como consecuencia de la Cumbre de Río, los canales de co­
municación internacionales sobre el tema, se multiplicaron; esto 
lógicamente, para un país como Colombia debe atenderse con 
una política ambiental coherente y acciones definidas, que lo 
conviertan en un interlocutor serio, con un alto poder negocia­
dor en los diferentes escenarios mundiales.

Son éstas, razones de peso para concluir que la iniciativa de 
fortalecer el sector ambiental y modificar el esquema institucio­
nal ambiental de Colombia, es uno de los hechos más destaca­
dos de los últimos años.

Principios ambientales en la Constitución Política de Colombia

Es indiscutible que el principio del cambio institucional para la 
gestión ambiental del país, tuvo su origen y fundamento en 
la Constitución Nacional de Colombia promulgada en 1991.

En efecto, uno de los temas de mayor relevancia en las dis­
cusiones de la asamblea constituyente, fue la conservación y pro­
tección del medio ambiente. A diferencia de la Constitución 
promulgada en 1886, la cual en ninguna de sus sucesivas refor­
mas se ocupó del tema ambiental, el Constituyente de 1991 con­
sideró que la protección del medio ambiente está íntimamente 
ligada a la vida.
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De los principios consagrados en la Constitución que nos 
ocupa, se infiere que el medio ambiente es un derecho esencial 
de los seres humanos y que, además, es uno de los fines del Es­
tado, en tanto que su concresión depende no sólo el derecho 
integral de la especie humana, sino también la protección de 
las más mínimas condiciones de supervivencia.

De manera específica, el Capítulo 3 de la Carta Política de 
Colombia consagra, dentro de los derechos colectivos, el dere­
cho de toda persona a gozar de un ambiente sano y el correlati­
vo deber del Estado a proteger la diversidad e integridad del 
medio ambiente, conservar las áreas de especial importancia 
ecológica y fomentar la educación para el logro de esos fines. 
Estos deberes deben observarse en consonancia con la obliga­
ción a cargo del Estado de planificar el manejo y aprovecha­
miento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución.

El imperativo de conservar, con el fin de garantizar no solo 
la vida actual, sino la de las próximas generaciones, trae apare­
jados la prevención y control necesarios, a cargo de los organis­
mos del Estado, a los factores de deterioro ambiental y de exi­
gir la reparación de los daños causados cuando los hubiere.

Estos principios presumen para su aplicación una gestión 
más coherente y eficiente, más aún cuando el Estado debe pro­
pender la corrección de los problemas ambientales que, de no 
hacerse, peijudicarían la actual capacidad productiva de la eco­
nomía del país.

En relación con los problemas ambientales, para la defensa 
del derecho, se prohíbe a un ambiente sano, “la fabricación, 
importación, posesión y uso de armas químicas, biológicas y nu­
cleares, así como la introducción al territorio nacional de resi­
duos nucleares y desechos tóxicos”, con lo cual se intenta evitar 
que en Colombia ocurran desastres como los sufridos por otros 
países al no haber tomado las medidas preventivas del caso.

Resulta fundamental, a fin de mantener el control de los 
planes de desarrollo del país, y vigilar que no se afecte con este 
proceso la base natural, la previsión que trae la Carta Política 
en su artículo 334: “La ley delimitará el alcance de la libertad 
económica cuando así lo exya el interés social, el ambiente y el 
patrimonio cultural de la nación.”

De todas formas, el desarrollo de un país como Colombia,
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así como su gestión ambiental, necesitan de un interlocutor con 
las características y el poder convocatorio que tiene un Ministe­
rio. Esta es una razón más para asegurar que todos los caminos 
conducían a la creación del Ministerio del Medio Ambiente.

Ministerio del Medio Ambiente: ente rector de la política 
ambiental de Colombia

La iniciativa de crear un Ministerio del Medio Ambiente se in­
cubó desde la campaña presidencial del doctor César Gavina 
Trujillo. Se partió de un proyecto que impulsaba la creación de 
un departamento administrativo de los recursos naturales 
(DARNAR) y se materializó después de tres años de discusiones, 
retrocesos y controversias, el 22 de diciembre de 1993, median­
te la Ley 99 “por la cual se crea el Ministerio del Medio Am­
biente, se reordena el sector público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales reno­
vables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental (SINA) y se 
dictan otras disposiciones”.

El Ministerio del Medio Ambiente se crea como organismo 
rector de la gestión del medio ambiente y de los recursos natu­
rales, con la misión principal de impulsar una relación de res­
peto y armonía del hombre con la naturaleza, y de definir las 
políticas y regulaciones a las que se sujetarán la recuperación, 
conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y aprove­
chamiento de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente de la nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible 
de nuestro país. El Ministerio tiene la gran responsabilidad de 
formular la política ambiental, junto con el presidente de la 
República, para lo cual se debe atender el derecho de todas las 
personas a gozar de un medio ambiente sano y proteger el pa­
trimonio natural y la soberanía de la nación. También le corres­
ponde coordinar el Sistema Nacional Ambiental (SINA), creado 
por la misma Ley.

El SINA se define como el conjunto de orientaciones, nor­
mas, actividades, recursos, programas e instituciones que per­
miten la puesta en marcha de los principios generales ambien­
tales adoptados, y cuya función fundamental es la de asegurar 
la adopción y ejecución de las políticas, planes, programas y 
proyectos tendientes a garantizar el cumplimiento de los debe-
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res y derechos del Estado y de los particulares, en relación con 
el medio ambiente.

Tipos de funciones del Ministerio del Medio Ambiente

Las funciones diferidas y definidas al Ministerio comprenden 
diversos campos:

1) Formulación de políticas para el manejo del medio am­
biente y los recursos naturales renovables.

2) Regulación: expedición de reglamentaciones generales, 
normas ambientales, límites permisibles referidos al uso, apro­
vechamiento, manejo, conservación y restauración de los recur­
sos naturales renovables.

3) Ejecución: expedir licencias ambientales en proyectos ta­
les como desarrollo de actividades de gran minería, obras y acti­
vidades de exploración, explotación, transporte, conducción de 
hidrocarburos, construcciones de aereopuertos internacionales, 
etcétera.

4) Control: hacer control y evaluación de efectos de dete­
rioro ambiental ocasionados por proyectos de actividades, así 
como la vigilancia e inspección sobre los organismos ejecutores 
de la política ambiental.

Para cumplir la función de formular la política ambiental 
para Colombia, el Ministerio deberá observar los principios ge­
nerales ambientales contenidos en el artículo lo. de la Ley 99/ 
93, de los cuales se pueden destacar los siguientes:

— El proceso de desarrollo económico y social del país se 
orientará según los principios universales y del desarrollo 
sostenible contenidos en la Declaración de Río de Janeiro 
de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo.

— La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y 
de interés de la humanidad, deberá ser protegida priori­
tariamente y aprovechada en forma sostenible.

— Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua 
y las zonas de recarga de acuíferos serán objeto de pro­
tección especial.

— En el uso del recurso hídrico se considera prioritario el 
consumo humano.

— Se adopta el principio de “precaución” en la formulación
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de las políticas ambientales, conforme al cual, cuando exis­
ta peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces, para impedir 
la degradación del medio ambiente.

-“Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento 
básico para la toma de decisiones respecto a la construc­
ción de obras y actividades que afecten significativamente 
el medio ambiente natural o artificial.

Al nuevo Ministerio, se le asignan aquellas funciones que, 
en materia de protección del medio ambiente y los recursos 
naturales, cumplían entidades como el INDERENA, Ministerio de 
Agricultura, de Salud, de Minas y Energía y el Departamento 
Nacional de Planeación; ejercerá control de gestión sobre las 
Corporaciones Autónomas Regionales y podrá, discrecional 
y selectivamente, asumir la evaluación o control preventivo 
actual o posterior, sobre los asuntos asignados a dichas cor­
poraciones.

Es significativo, además, que los actos expedidos por las Cor­
poraciones Autónomas que nieguen o modifiquen licencias am­
bientales de las que no sea privativa el Ministerio del Medio 
Ambiente, podrán apelarse ante el mismo.

Definido el ente formulador de las políticas ambientales, 
toca referirnos a los organismos que tendrán en el nuevo orden 
institucional ambiental colombiano, la responsabilidad de eje­
cutar esas políticas.

Estos organismos son las Corporaciones Autónomas Regio­
nales, a las cuales la ley se refiere así:

Las Corporaciones Autónomas Regionales son entes corporati­
vos de carácter público, creados por la ley, integrados por las 
entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad 
geo-política, biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de auto­
nomía administrativa y financiera, patrimonio propio y personería 
jurídica, encargados por la ley de administrar, dentro del área de 
su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales reno­
vables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad 
con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Me­
dio Ambiente.
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Con la división en corporaciones del territorio nacional co­
lombiano, se pretende perfeccionar, desde el punto de vista 
ambiental, la descentralización iniciada en 1968, con la crea­
ción del INDERENA. Estas corporaciones no están adscritas ni 
vinculadas a ningún ente del orden nacional, pero el Ministerio 
del Medio Ambiente, como ya se dijo, ejercerá sobre ellas una 
permanente inspección y vigilancia.

Las funciones de las corporaciones se pueden agrupar en 
estos cinco tipos:

— Ejecución de planes, proyectos y programas de desarrollo 
sostenible relacionados con el medio ambiente.

— Como máximas autoridades ambientales regionales, tie­
nen una serie de funciones policivas, imposición de san­
ciones, servidumbres y expedición de permisos.

— Asistirán técnicamente a las entidades territoriales y a los 
usuarios en materias diversas: planificación, medio ambien­
te urbano, educación ambiental, prevención de desastres 
ambientales, adecuación de tierras, etcétera.

— Evaluarán, harán seguimiento y control de actividades de 
exploración, explotación, transporte, uso de recursos no 
renovables y de todas las actividades que generen dete­
rioro ambiental. Practicarán seguimiento, evaluación y con­
trol de los usos del agua, suelo, aire y demás recursos na­
turales renovables. Controlarán al transporte, movilización 
y comercialización de estos mismos recursos.

Los recursos financieros con que trabajarán estas entidades, 
inicialmente se dividen en tres tipos:

— Las tasas retributivas, las tasas por utilización de aguas y 
las tasas compensatorias que han sido creadas por el Có­
digo Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Pro­
tección al Medio Ambiente.

— El porcentaje ambiental de los gravámenes a la propie­
dad inmueble, establecido conforme a lo dispuesto por la 
Constitución Política, que no excederá de 20% del total 
recaudado por municipios o distritos por concepto de di­
chos gravámenes.

— La transferencia del sector eléctrico, que será de 6% del
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valor de las ventas brutas de energía por generación pro­
pia de las hidroeléctricas.

El Ministerio del Medio Ambiente contará con un Fondo 
Nacional Ambiental (un sistema especial de manejo de cuen­
tas), con personería jurídica, patrimonio independiente y con 
jurisdicción en todo el país; y con otro Fondo denominado 
Ambiental de la Amazonia, como un mecanismo de negocia­
ción, canalización y distribución de los recursos de cooperación 
técnico y financiera internacional destinado a la ejecución de 
proyectos ambientales en dicha zona geográfica.

En los actuales momentos se vive un proceso de transición 
tendiente a:

— Dictar, con sujeción a las disposiciones de la nueva ley, las 
normas necesarias para poner en funcionamiento el Mi­
nisterio del Medio Ambiente, completar su estructura or­
gánica interna, distribuir las funciones de sus dependen­
cias y crear y proveer su planta de personal.

— Suprimir, modificar, fusionar o redistribuir las funciones 
de los Ministerios o entidades que han tenido competen­
cia en materia de protección ambiental y administración 
de los recursos naturales renovables, con sujeción a lo dis­
puesto en la ley.

— Dictar las medidas necesarias para el establecimiento, or­
ganización o reforma y puesta en funcionamiento de las 
Corporaciones Autónomas Regionales y de las Corpora- 
ciones de régimen especial, creadas o transformadas por 
la ley y de conformidad con lo en ella dispuesto; y pro­
veer lo necesario para la transferencia de bienes e instala­
ciones de las entidades que se transforman o liquidan.

— Proferir las disposiciones necesarias, en un tiempo no ma­
yor de tres meses, relacionadas con la transición institu­
cional originada por la nueva estructura legal bsjo la cual 
funcionará el nuevo Sistema Nacional del Ambiente.

— Reglamentar lo pertinente a la naturaleza jurídica del pa­
trimonio de las Corporaciones Autónomas Regionales.

El Ministerio contará en su gestión con el apoyo científico y 
técnico de las siguientes entidades adscritas y vinculadas:
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a) Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambien­
tales (IDEAM).

b) Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras “José 
Benites Vives de Andreis” (INVEMAR).

c) Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas 
(siNCtn).

d) Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico “John 
Von Neumann”.

Esta decisión legal resuelve las carencias investigativas evi­
denciadas en el país respecto a los temas ambientales; las in­
vestigaciones básicas son muy escasas y los proyectos de tal 
carácter en curso, son desarrollados de manera desordenada y 
dependientes de la voluntad de personas aisladas y no de la 
interiorización de resolver una necesidad institucional.

El fin es lograr plena capacidad científica y tener un arsenal 
de respuestas técnicas para problemas nacionales que deba re­
solver el Ministerio y los organismos públicos ejecutores de la 
política ambiental. Estos institutos se organizan como corpo­
raciones civiles mixtas, a las que podrán asociarse entidades na­
cionales e internacionales públicas o privadas sin ánimo de 
lucro, con interés en la investigación ambiental.

Dentro del esquema propuesto por la nueva estructura 
institucional ambiental del país, se diseñaron cinco corporacio­
nes especiales para el desarrollo sostenible de otras tantas zo­
nas del país, con el fin de conservar los ecosistemas más frágiles 
de las mismas.

A manera de información se anuncian: Corporación para el 
Desarrollo Sostenible de la Amazonia (Corpoamazonia); del Cho­
co (Codechoco), de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 
(Coralina), de la Sierra Nevada de Santa Marta (CSN) y de Uraba 
(Corpuraba). Estos entes tienen las mismas funciones que las 
Corporaciones Autónomas Regionales, pero con la misión “prin­
cipal” de promover el conocimiento de los recursos naturales 
renovables y del medio ambiente en el área de su jurisdicción 
así como fomentar el uso de tecnologías apropiadas y dictar dis­
posiciones para el manejo adecuado del ecosistema comprendi­
do dentro de sus límites jurisdiccionales.

Es necesario subrayar también que a las entidades territo­
riales (Departamentos y municipios) se les atribuyen funciones
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específicas en materia de protección ambiental, las cuales no 
pueden superponerse al ejercicio de las facultades concedidas a 
las Corporaciones Autónomas, en tanto estas ejecutan las políti­
cas ambientales.

Es así como los entes territoriales pueden promover y ejecu­
tar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales, en 
relación con el medio ambiente y ejercer en coordinación con 
todas las demás entidades del Sistema Nacional Ambiental (SINA), 
funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los re­
cursos naturales.

Estas funciones deberán ejercerse con observancia de los 
principios de armonía regional (sujeción a las normas de ca­
rácter superior y de las directrices de la política nacional 
ambiental, a fin de garantizar un manejo unificado); gradación 
normativa (las reglas que dicten estos entes deben respetar la 
presencia y carácter de las normas dictadas por entes de ma­
yor jerarquía) y rigor subsidiario (las normas podrán hacerse 
sucesivamente más rigurosas, pero no más flexibles).

Mecanismos de participación de la comunidad 
EN LA GESTIÓN AMBIENTAL

La participación ciudadana en materia ambiental se incorporó, 
como concepto, en la Carta Política Colombiana, promulgada 
en 1991, en armonía con el objetivo de fortalecer la democracia 
participativa y haciendo eco del creciente interés internacional 
en promover la participación de la comunidad en la defensa de 
su entorno ya que, en la medida en que se adquiere ese com­
promiso, será posible un más adecuado uso, aprovechamiento 
y conservación del medio ambiente.

El artículo 79 de la Carta Política prescribe que “la ley ga­
rantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo”. Al consignarse el derecho colectivo a un 
ambiente sano, se otorga la herramienta de las “acciones popu­
lares” como un instrumento procesal básico para su defensa. Y, 
a través de estas acciones, cualquier ciudadano o grupo de éstos 
tiene la posibilidad de instaurar, ante un juez de la República, 
una demanda en contra de una persona natural o jurídica por 
actos que aten ten contra ese derecho.
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En el caso de los territorios indígenas, la Constitución Co­
lombiana armoniza los conceptos de participación ciudadana y 
descentralización, al ordenar que los Consejos de estos territo­
rios, conformados y reglamentados según los usos y costumbres 
de sus comunidades, ejerzan la función de velar por la preserva­
ción de los recursos naturales, y que su explotación en esos te­
rritorios indígenas se haga sin detrimento de la integridad cul­
tural, social y económica de las mismas comunidades.

La participación de la comunidad en las decisiones que pue­
dan afectar el medio ambiente, tiene también entre sus funda­
mentos el artículo 95 de la Carta Magna, que establece como un 
deber de la persona y del ciudadano velar por la conservación 
de un ambiente sano; principio que debe analizarse en conso­
nancia con lo establecido por el artículo 2o., que afirma que 
uno de los fines del Estado es facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afecten.

Es indiscutible que en esto la educación cumple una fun­
ción reguladora, en tanto permita preparar individuos capaces 
no solo de acción, sino de reflexión.

Herramientas constitucionales

La Constitución Política del país, como suceso en el campo am­
biental, definió unas herramientas que a su vez son medios 
institucionales para promover la participación de la ciudadanía 
en la defensa del ambiente y los recursos naturales.

Estos mecanismos o herramientas son, en síntesis:

a) Acción de tutela

Definida en el artículo 86 de la Constitución y reglamentada 
por el Decreto 2591 de 1991:

Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jue­
ces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento prefe­
rente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamen­
tales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. En 
ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solici­
tud de tutela y la resolución.
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La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela 
procede contra particulares encargados de la prestación de un 
servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 
interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en 
estado de subordinación o indefensión.

La dificultad para la aplicación de esta acción estriba en que 
solo son tutelables los derechos fundamentales, y el derecho a 
un ambiente sano es un derecho colectivo; en consecuencia, 
la corriente jurisprudencial ha resuelto que cuando “la conexión 
en derechos colectivos con otros derechos fundamentales, por 
ejemplo el derecho a la vida, es de tal naturaleza que sin la debi­
da protección de aquellos (ambiente sano), éstos (derecho a la 
vida) desaparecerían o se harían imposibles de una protección 
eficaz”, sólo en este evento prosperaría una acción de tutela en­
caminada a solicitar la defensa del medio ambiente.

b) Acciones populares

Al respecto, el artículo 88 de la Constitución dice:

La ley regulará las acciones populares para la protección de los 
derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, 
el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral adminis­
trativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de 
similar naturaleza que se definen en ella. También regulará las 
acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural 
de personas, sin peijuicio de las correspondientes acciones particu­
lares. Asimismo, definirá los casos de responsabilidad civil objeti­
va por el daño inferido a los derechos e interés colectivos.

Esta herramienta aplicada a la defensa del Medio Ambiente 
puede invocarla cualquier persona a quien se vulnere el dere­
cho colectivo a un ambiente sano.

c) Acción de cumplimiento

La Constitución define de la siguiente forma esta acción:

Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer 
efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En 
caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad 
renuente el cumplimiento del deber omitido.
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Tiene importancia para actividades relacionadas con la ad­
ministración y manejo de los recursos naturales y el ambiente; 
por tanto, el cuidadano podrá exigir, al Ministerio del Medio 
Ambiente, o los entes ejecutores de las políticas ambientales, 
que se cumplan las medidas tomadas en beneficio de los recur­
sos naturales, y así pasar de lo retórico a lo práctico.

d) Herramientas legales

Desde 1974, el Decreto Ley 2811 o Código de los Recursos Na­
turales Renovables y de protección al medio ambiente, en su 
artículo 2o. preceptúa: “El medio ambiente es un patrimonio 
común; por lo tanto su mejoramiento y conservación son activi­
dades de utilidad pública, en la que deben participar el Estado 
y los particulares”, esta titularidad sobre el ambiente acarrea 
lógicamente unos derechos y unas obligaciones; entre las obli­
gaciones, esta la de preservar y conservar esos recursos.

En el nuevo orden institucional y legal planteado por la Ley 
99/93, se dejan a salvo estas obligaciones y derechos; pero se le 
otorgan instrumentos adicionales a la ciudadanía para acción y 
para exigir el respeto al derecho a un ambiente sano.

En efecto, en el título X de la norma citada, se ratifica el 
derecho de cualquier persona, sin necesidad de demostrar inte­
rés jurídico alguno, a intervenir en las actuaciones administrati­
vas iniciadas para la expedición, modificación o cancelación de 
permisos o licencias ambientales en el proceso de imposición 
de sanciones por el incumplimiento de las normas ambientales.

Se incorpora a la reglamentación ambiental vigente, la cele­
bración de audiencias públicas administrativas para la toma de 
decisiones ambientales en trámite. Estas audiencias pueden te­
ner origen en la iniciativa del procurador general de la Nación 
o delegado para asuntos ambientales, el Defensor del Pueblo, 
el ministro del Medio Ambiente, las Corporaciones Regionales, 
los gobernadores, alcaldes o por lo menos 100 personas, o en 
las entidades sin ánimo de lucro.

Estas audiencias tendrán lugar cuando se desarrolle o pre­
tenda desarrollarse una obra o actividad que pueda causar im­
pacto al medio ambiente o a los recursos naturales renovables, 
y deberá realizarse ante la autoridad competente para el otor­
gamiento del permiso o licencia ambiental respectiva.
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Otra herramienta legal es el derecho de petición de infor­
mación, y se establece a favor de toda persona como un dere­
cho a formularla directamente en relación con los elementos 
susceptibles de producir contaminación y en los peligros que el 
uso de estos elementos puedan causar a la salud humana, y ade­
más, a recibir información sobre el monto y utilización de los 
recursos financieros que están destinados a la preservación del 
medio ambiente.

Por último, es necesario resaltar que, de acuerdo con la Ley, 
la explotación de los recursos naturales debe hacerse sin lesio­
nar la integridad cultural, social y económica de las comunida­
des indígenas y negras tradicionales, y que cualquier decisión 
sobre la materia debe consultarse a los representantes de esas 
comunidades de manera previa.
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Introducción

La temática de la gestión ambiental nace en los Estados Unidos 
de Norteamérica en 1970, a partir de la National Environmental 
Policy Act (del 01/01/1970) que establece, por primera vez en 
cualquier país del mundo, los lineamientos generales de una 
política ambiental del Estado, implanta los Estudios de Evalua­
ción de Impacto Ambiental (EIA) como uno de los instrumentos 
fundamentales para llevar adelante esa política, y crea la Comi­
sión sobre Calidad del Medio Ambiente. Casi inmediatamente 
(julio de 1970) se crea la Environmental Protection Agency (EPA) 
con la intención de asignar un sentido holístico a la gestión 
ambiental estatal y de perfilar un área administrativa diferen­
ciada, cuya misión específica y principal sería la protección del 
medio ambiente.

No creemos errar si le asignamos a esa postura pionera del 
Gobierno Federal de los Estados Unidos una combinación de 
posiciones a la vez “correctivas” y “preventivas”. Se trataba 
de recuperar los ambientes deteriorados por actividades huma­
nas, no sujetas a ningunas, o a insuficientes regulaciones en la 
materia durante décadas y, a futuro, prevenir que no volviera a 
ocurrir. Todo ello, sin ningún tipo de cuestionamiento del mo­
delo o del estilo de desarrollo, sino aceptándolo como un “dato 
de la realidad” al que, con una orientación eminentemente prag- 
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mática, había que encauzar, poner límites o restringir en sus 
tendencias espontáneas y corregir sus excesos.

En ese contexto, “Gestión Ambiental del Estado” era sinó­
nimo del conjunto de políticas y acciones públicas destinadas a 
recuperar los ambientes deteriorados y prevenir su deterioro 
futuro. El cuestionamiento de las tendencias deteriorantes y 
exhaustivas del ambiente, inscritas en el modelo y el estilo de 
desarrollo, no estaba, para nada, planteado.

Se llega a la Conferencia de Estocolmo donde, en sus con­
clusiones, el tema de la protección del ambiente resulta estre­
chamente ligado al de desarrollo económico y social. Allí, se 
estimula la consideración de la “variable” o “dimensión” am­
biental como uno de los parámetros del desarrollo: no puede 
haber desarrollo económico y social de los pueblos si no se in­
corporan a las políticas de desarrollo las consideraciones am­
bientales; sea donde el respectivo desarrollo o crecimiento eco­
nómico se ha alcanzado trasgrediendo o sin considerar los límites 
de la naturaleza; sea donde el subdesarrollo es consecuencia de 
la marginación de amplias capas de la sociedad respecto de las 
ofertas naturales y culturales de su entorno; o sea donde la po­
breza humana es un importante factor de pauperización del me­
dio ambiente.

La visión de que la gestión ambiental del Estado es una más 
de las gestiones administrativas (tal como por ejemplo, la ges­
tión de la educación, de la salud, de las obras públicas, etc.), se 
liga estrechamente, ahora, a la gestión del desarrollo económi­
co y social, sobre todo con relación a los países periféricos o del 
Sur, subdesarrollados o en vías de desarrollo. El paradigma pasa 
a ser, entonces, el de la armonización de las políticas de desa­
rrollo con las de preservación del medio ambiente, el de la in­
corporación de la dimensión ambiental en las políticas de desa­
rrollo, el de la planificación del desarrollo como herramienta 
fundamental, etcétera.

“Ambiente” y “desarrollo” comienzan a aparecer como 
dos términos de una ecuación en la que ambos tienen un peso 
equivalente. El desarrollo dejaba de ser sólo crecimiento eco­
nómico, aumento del PNB como omnipotente indicador, dando 
lugar a la aparición de indicadores nuevos: agotamiento o dete­
rioro de la base de recursos naturales, del patrimonio cultural, 
de la salud y de la calidad de vida de la gente.
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De Estocolmo hasta Río, el gran desafío de la gestión del 
Estado —al menos en el campo de la reflexión intelectual, por­
que en el campo real de la gestión estatal los esfuerzos, y con­
siguientemente los resultados, fueron magros— era el de com- 
patibilizar las políticas y los planes de desarrollo económico y 
social con la preservación y recuperación de las condiciones, lo 
más óptimas posibles, del atnbiente.

En los preparativos de la Conferencia de Río y en el produc­
to principal de ella, que es la Agenda o Programa 21, se llega al 
nuevo paradigma del desarrollo sostenible.

A mi juicio, “desarrollo sostenible” es algo parecido a “desa­
rrollo con incorporación de la dimensión ambiental”, pero no 
es lo mismo, sobre todo si se piensa en las consecuencias que 
tiene el concepto desde el punto de vista del papel del Estado y 
de los agentes sociales para su consecusión.

El concepto de desarrollo sostenible avanza más que el de 
la incorporación de la dimensión ambiental. Éste decía: aunado 
a la consideración de la dimensión económica “crecimiento” y 
la social “equidad en la distribución”, debe tenerse en cuenta la 
dimensión ambiental.

El desarrollo sostenible, como concepto y como objetivo po­
lítico, tiñe ahora, en cambio, la totalidad de las variables que 
integran la idea de desarrollo.

Así, por ejemplo, la dimensión económica “crecimiento”: 
está indisolublemente condicionado por la pervivencia de una 
oferta de recursos ambientales que permita seguir creciendo a 
perpetuidad; el aumento de la producción, de la productividad, 
del consumo y del lucro derivado de las actividades económi­
cas, tienen factores ambientales limitantes; el patrimonio natu­
ral, como “capital ambiental”, pasa a tener un “valor” aun antes 
de incorporarse al mercado; la escasez de una diversidad de bie­
nes no sustituibles, originada en el agotamiento o deterioro de 
los recursos naturales de los que derivan, coadyuva a la infla­
ción de los precios, etc. Aun una visión puramente economicista 
se traicionaría a sí misma si no considerara esto; el economicismo 
más ortodoxo dejaría de ser serio si no reconociera los límites y 
los condicionantes ecológicos del crecimiento económico y de 
la estabilidad del sistema.

Así también ocurre con el desarrollo social: ya no es sólo 
una cuestión de distribución de bienes y de oportunidades para
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acceder a ellos, sino además, ahora, una cuestión de igualdad 
de oportunidades ambientales para gozar de una calidad de vida 
digna; ya no habrá desarrollo social sin distribución de los be­
neficios y oportunidades ambientales. Mientras “la incorpora­
ción de la dimensión ambiental” añadía, agregaba “incorporaba” 
elementos a la idea de desarrollo, la de “desarrollo sostenible” 
sustituye su concepto tradicional por uno nuevo, que transmuta 
todos los elementos constitutivos del concepto.

Es en este contexto que habremos de intentar algunas re­
flexiones sobre las reformas estructurales requeridas por la 
administración estatal para una más eficiente gestión de los re­
querimientos ambientales del desarrollo sostenible, con la adver­
tencia de que nos limitaremos a lo que tiene que ver con la “es­
tructura” fría, por así decir, del Estado, lo cual no es garantía, 
por sí, de buenos resultados. En efecto, tan importante como el 
tema de la estructura del Estado es el de su “dinámica decisional”, 
el de los procesos a través de los cuales el Estado, y la sociedad 
a través de él, adoptará y llevará a la práctica las decisiones polí­
ticas instauradoras de un modelo de desarrollo sostenible. Es­
tos temas aparecen, una y otra vez, en otros capítulos de esta 
obra, siendo particularmente enriquecedores, a mi juicio, los 
trabsgos de Gabaldon y de Guimaraes.

Cuestión previa: necesidad de una revalorización
DEL PAPEL ESTADO

Nos resulta oportuno aclarar, desde ya, que partiremos de una 
concepción en la que no ahondaré porque es objeto de otros docu­
mentos presentados en este Foro, y que puede sintetizarse en el 
siguiente postulado: en el marco de los procesos de desregula­
ción estatal de las actividades económicas a que se asiste en casi 
todos los países de América Latina y el Caribe —donde, sin embar­
go, la regulación estatal se preserva para algunas actividades como 
por ejemplo, los servicios públicos privatizados—, la gestión ambien­
tal para el desarrollo sostenible debe implicar una importante 
intervención regulatoria del Estado sobre las actividades privadas 
y, en algunos casos (por ejemplo, las áreas naturales protegidas y, 
el saneamiento ambiental) una intervención directa del Estado 
sobre determinados espacios, elementos y factores ambientales.
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Los Estados, a través de sus gobernantes, al aprobar en Río 
de Janeiro el Programa 21, no signaron, por cierto, un docu­
mento que jurídicamente constituya un tratado o una conven­
ción, con toda la fuerza que ello tiene en el Derecho Internacio­
nal y en el Derecho Interno una vez ratificado, pero sí un compromiso 
moral y político muy importante, no sólo desde el punto de vista 
de los objetivos sino también de las responsabilidades propias, a 
futuro, en relación con la gestión pública o estatal del desarrollo 
sostenible, o sea: con la generación y puesta en práctica, hacia el inte­
rior y el exterior de sus países, de todas las medidas requeridas para 
hacerlo realidad, muchas de las cuales están sugeridas en el mis­
mo Programa.

Pero a la vez, por otro lado, el Estado viene siendo objeto 
de una profunda restructuración en casi todos los países de Amé­
rica Latina. En general, el aparato estatal, en la versión que co­
nocimos en las últimas décadas, es calificado de ineficiente, bu­
rocrático, sobredimensionado, excesivamente regulador de la 
vida de los ciudadanos (especialmente en el terreno económi­
co), dilapidador de recursos, voraz recaudador de dinero, pres­
tador de servicios caros y malos, etcétera.

El nuevo modelo, llamado de economía de mercado, pro­
picia una profunda desregulación de las actividades privadas, 
principalmente las económicas, ampliando sustancialmente los 
“espacios de libertad” de los particulares. Asimismo, privatizan- 
do la casi totalidad de los servicios públicos, generalmente bajo 
formas concentradoras y de incorporación de capitales extran­
jeros. El Estado es llamado a retirarse de un cúmulo de activi­
dades de gestión económica directa, de control y de supervi­
sión, a achicar su tamaño, a descentralizar al máximo su gestión 
y a limitar sus funciones a la seguridad personal de los habitan­
tes, la defensa nacional, la administración de Justicia, la salud y 
la educación públicas y las relaciones exteriores; todas sus de­
más funciones, habituales en las últimas décadas, deberían ser 
cumplidas por los particulares.

En este cuadro programático cabe formularse un interro­
gante básico: ¿cómo se logra, en un sistema de mercado así con­
cebido —donde el Estado se limite a cumplir exclusivamente las 
funciones antedichas— una gestión pública eficaz orientada al desa­
rrollo sostenible de nuestras sociedades?

Bien sabemos todos que el modelo capitalista puro, sin re-
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toques “socialdemócratas”, se basa en una regla de oro que es la 
de legitimar, como motor exclusivo de la dinámica económica, 
al afán de lucro de los particulares; los agentes económicos ac­
túan con la mira puesta en la maximización de su beneficio in­
dividual; suponiendo que, como todos buscan lo mismo, se neu­
tralizan, compensan y regulan recíprocamente y, de esa manera, 
se accede al beneficio general de la sociedad.

Este principio ideológico, aplicado al tema de la preserva­
ción de los recursos naturales, del ambiente y de la calidad de 
vida de la mayoría de la población, prácticamente exime de ré­
plicas teóricas: la experiencia histórica, en todos los países de 
América Latina, enseña que los agentes económicos (aun en el 
marco de sistemas capitalistas con importantes dosis de inter­
vención estatal) han hecho un uso absolutamente irracional, 
antisocial e insustentable de los recursos naturales. Tanto cuan­
do los han usado como vaciaderos de desechos de sus procesos 
productivos o cuando los han explotado como materias primas 
o insumos industriales o, en el caso del suelo, como base de sus 
actividades agropecuarias, forestales y mineras. Véanse la 
devastación de nuestros bosques naturales, los fenómenos de 
erosión de suelos y de desertificación, la extinción de especies, 
etcétera.

¿Todo ello ha sido obra del Estado, o de la práctica de particu­
lares movidos por el afán de obtener el máximo beneficio eco­
nómico en el menor tiempo posible, desentendiéndose del in­
terés social afectado?

La realidad muestra que el interés social en la preservación 
del ambiente y la consecusión de los objetivos del desarrollo 
sostenible no puede quedar exclusivamente librado a la buena 
voluntad o la mayor o menor “conciencia ecológica y social” de 
los agentes económicos. Los recursos naturales y el ambiente de un 
país constituyen un patrimonio nacional que debe ser resguardado e 
incrementado para beneficio de toda la sociedad actual y futura. Su 
apropiación y uso con sentido absoluto, abusivo, arbitrario, ava­
riento e insustentable es socialmente injusto y ecológicamente 
negativo. Y esa es la tendencia dominante con que el capital 
privado se ha vinculado con el medio ambiente.

¿Quién, si no el Estado, puede y debe asegurar que los inte­
reses colectivos de la sociedad sean atendidos y que las activida­
des de los particulares en el mercado se encuadren en esa fina-
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lidad? El hecho de que estemos propiciando una fuerte partici­
pación de las ONG y de los sectores y agentes sociales no debe 
llevar a que seamos confundidos con los que niegan el impor­
tante papel del Estado en la cuestión.

La intervención estatal para orientar a la sociedad hacia los 
objetivos del desarrollo sostenible no constituye pues un “pos­
tulado ideológico” sino eminentemente practico y necesario. Así 
lo demuestran las economías capitalistas más avanzadas, como 
las de Europa y Estados Unidos, donde la libertad económica 
del mercado encuentra severos límites cuando se trata de pro­
teger al ambiente.

Fue el presidente Roosevelt, y no otro, el que ya en 1909 
dijo: “Estamos llegando ya a reconocer, como jamás se hizo an­
teriormente, el derecho que tiene la Nación a salvaguardar su 
propio futuro en cuestión tan esencial como la de los recursos 
naturales. En el pasado hemos admitido el derecho del particu­
lar a causar daño al futuro de la República en favor de su pro­
pio beneficio privado e inmediato. De hecho, ha existido una 
desmesurada demanda en favor de un individualismo sin lími­
tes, traducido en ese derecho del individuo a pegudicar el futu­
ro de todos nosotros en beneficio temporal e inmediato suyo. 
Ha llegado la hora de que cambie la situación” ?

Es hartamente conocido que también en Europa, donde a 
lo largo de los siglos anteriores los recursos naturales y el am­
biente han sufrido un notable deterioro (extinción de bosques 
y de especies vivas, contaminación, corrosión de valiosas mues­
tras representativas del patrimonio cultural, etc.), es sensible la 
reacción producida en las últimas décadas a través del rigor de 
las nuevas legislaciones y controles estatales.

Pero en cambio, en América Latina, las reformas estatales 
que se han emprendido en los últimos años tienen más, si no 
exclusivamente, orientación cuantitativa limitada al “tamaño” del 
Estado, que cualitativa. Lo paradcyico es que estos procesos se 
están dando de forma contemporánea con la adopción univer­
sal, al menos declamada, de la concepción del desarrollo sosteni-

1 Citado por Edmund y Letey, en Ordenación y Gestión del Medio Am­
biente, Ed. Instituto de Administración Local, Madrid, 1975.
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ble, dilapidándose una magnífica oportunidad de compatibilizar 
la ecuación reforma del Estado/desarrollo sostenible.

El necesario debate sobre qué Estado y con cuánto Estado 
vamos a alcanzar el desarrollo sostenible, todavía no se ha abierto 
a niveles políticos y sociales masivos. El día que se abran, que 
ojalá llegue pronto, algunas de las grandes cuestiones que cada 
país deberá resolver, de acuerdo con sus características y mode­
los políticos y con relación a la consecusión del desarrollo 
sostenible, habrán de ser:

1. ¿Dónde el Estado con intervención directa monopólica?
2. ¿Dónde en intervención directa pero participada con el 

sector privado?
3. ¿Dónde como coordinador?
4. ¿Dónde normatizando?
5. ¿Dónde haciendo control y vigilancia?
6. ¿Dónde favoreciendo la concertación?
7. ¿Dónde induciendo, promoviendo, etcétera?

Y despúes, debe definirse “hasta dónde” y “cómo”.
Pero todo ello supone, obviamente, que el Estado sea seria­

mente revalorizado como la única instancia jurídica suprema 
que representa el interés general de una sociedad y deje de ser 
tratado como el chivo expiatorio de todos sus males, como ha­
cen la mayoría de los actuales “reformadores” en la Región.

La estructura del Estado para el desarrollo sostenible

En los países de America Latina, en general, la tradicional es­
tructura del aparato estatal adoptó, en sus niveles horizontales, 
formas de descentralización funcional. Por un lado, los clásicos 
tres Poderes (el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial). Por el 
otro, el Ejecutivo necesitó generar y aplicar políticas destinadas 
a satisfacer diversos ti¿>os de requerimientos del colectivo so­
cial: la salud, la educación, la seguridad, la organización de la 
economía, de la industria, de la agricultura, etc. Para cada una 
de estas áreas de gestión se fueron creando departamentos u 
organismos especializados (Ministerios, Subsecretarías, Direccio­
nes Generales, entes autárquicos, etc.). Al mismo tiempo, en los
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niveles verticales, se generaron instancias de descentralización 
territorial: provincias, regiones, departamentos, cantones, mu­
nicipios, etcétera.

Esta forma de estructurar el aparato estatal resultó media­
namente eficaz para cumplir los objetivos tradicionales de la 
gestión pública.

La temática de la incorporación de la dimensión ambiental 
en las políticas del Estado, a partir de los años setenta, generó 
un relativo desconcierto a estas formas de organización estatal.

Para resolver la cuestión se ensayaron diversos sistemas que 
muy someramente pueden ser descritos y agrupados de la si­
guiente manera:

a) En algunos casos, se creyó que se trataba de “maquillar 
ecológicamente” a los planes de desarrollo. Fue así como se crea­
ron “áreas ambientales” en el seno de los Ministerios, Oficinas, 
Consejos o Institutos de Planificación del Desarrollo Económi­
co y Social.

Una vez confeccionado el plan de desarrollo, o durante el 
proceso de su elaboración, el órgano de planificación, a tra­
vés de esas unidades de medio ambiente propias y(o) con el 
auxilio de otras oficinas estatales (especialmente las dedicadas a 
los recursos naturales, la salud y el saneamiento básico), proce­
día a hacer una “lectura ambiental” del plan y a introducir los 
recaudos que se consideraban pertinentes.

Esta modalidad, ensayada en diversos momentos por varios 
países (como Perú, Panamá, Ecuador, Bolivia, Honduras y Gua­
temala), pareció no computar debidamente que, sobre todo a 
partir de la “crisis de la deuda” (1982), los gobiernos se vieron 
compelidos a priorizar políticas de corto plazo, concentradas 
en la difícil coyuntura económica y financiera. Esas políticas se 
vincularon muy escasamente a los objetivos y metas de media­
no y largo plazos que estaban previstas en los planes de desa­
rrollo. Estos, por su parte, supieron adolecer de una fuerte rigi­
dez tecnocràtica —ya desde la misma metodología utilizada para 
su elaboración, caracterizada por la casi nula participación de 
protagonistas tan importantes como los agentes económicos y 
sociales—. Ambos factores tendieron a convertirlos en instru­
mentos poco considerados para orientar la gestión estatal, arras­
trando en ello a los propósitos ambientalistas que incluían.

b) En otros países como Venezuela (Ministerio del Ambien-
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te y los Recursos Naturales Renovables-MARNR), Colombia (Ins­
tituto Nacional de los Recursos Naturales y del Ambiente- 
INDERENA), México (primero Subsecretaría de Mejoramiento 
Ambiental, después Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología 
y actualmente Instituto dependiente de la Secretaría de Desa­
rrollo Social), Nicaragua (Instituto de Recursos Naturales y del 
Ambiente-IRENA), Uruguay (Ministerio de Vivienda, Ordena­
miento Territorial y Medio Ambiente), Brasil (la Secretaría Es­
pecial de Medio Ambiente, hoy: Instituto Brasileño del Medio 
Ambiente), Costa Rica (Ministerio de Recursos Naturales, Ener­
gía y Minas), Argentina (la Secretaría de Recursos Naturales y 
Ambiente Humano), etc., se pensó que concentrando en un área 
administrativa nueva, o preexistente pero reorganizada, la res­
ponsabilidad de formular y dirigir la ejecución de la política 
ambiental del gobierno nacional, el nuevo desafío institucional 
y administrativo quedaba zanjado.

Sin embargo, apreciamos que estos organismos tuvieron y 
tienen muy serias dificultades para conseguir que el conjunto del 
aparato estatal —en todas sus áreas horizontales sectoriales y en 
las verticales de descentrálización territorial— lleven a la prácti­
ca la política ambiental, no habiendo alcanzado mayores modi­
ficaciones positivas en las condiciones ambientales de los paí­
ses, las que, por el contrario, han continuado deteriorándose.

c) En un tercer grupo de países, con exclusividad o combi­
nándolo con la creación de organismos ambientales específicos, 
se ensayaron o se están ensayando organismos colegiados (Co­
misiones o Consejos Nacionales Ambientales), integrados por 
representantes de diversas áreas del sector público —y a veces 
privado—, responsables de la definición de los aspectos globales 
de la política ambiental nacional y con una función coordinado­
ra de las áreas estatales tradicionales (agricultura, bosques, obras 
públicas, educación, industrias, salud, energía, etc.), función que, 
por recelos políticos o burocráticos, cuesta mucho que les sea 
reconocida en la práctica. Son los casos actuales de Chile y de 
otros países que se han mencionado precedentemente.

d) Finalmente debe señalarse que, además de las iniciativas 
institucionales mencionadas, algunos gobiernos han organiza­
do sistemas nacionales de gestión ambiental que asignan res­
ponsabilidades y competencias específicas a variados sectores 
de la administración pública nacional y de las instancias vertica-
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les inferiores. Fueron los casos de Cuba, Ecuador, Honduras, 
Brasil y Costa Rica y, últimamente, de Colombia.

Una evaluación crítica de esta diversificada gama de opcio­
nes institucionales ensayadas en América Latina durante las dos 
últimas décadas, permite constatar, antes que nada, que la situa­
ción del medio ambiente natural y antropico de los países, me­
dida en términos globales, no ha mejorado sino que, por el con­
trario, ha empeorado a ritmos muchas veces más acelerados que 
en épocas anteriores, de la existencia de estas innovaciones 
institucionales en la estructura de los Estados.

Han seguido su curso, impávidamente, los fenómenos de 
deforestación; de erosión de los suelos con mejores aptitudes 
agrícolas o ganaderas; de desertificación; de extinción de espe­
cies de flora y fauna; de pérdida de diversidad biológica; de con­
taminación de aguas, suelos y atmósfera y de incremento de las 
urbanizaciones, metropolizaciones y migraciones poblacionales 
espontáneas y desordenadas. Cada día se hicieron más graves 
las condiciones de hacinamiento poblacional y marginalidad, de 
carencia de sistemas de abastecimiento de agua potable y sa­
neamiento básico, de recolección y disposición de basuras; se 
expanden las epidemias de la pobreza (como el cólera); cada 
vez hay mayor indefensión frente a las catástrofes naturales (que 
a veces no son tan “naturales”), persiste la impunidad de los 
contaminadores; el patrimonio cultural permanece desprotegi­
do, etcétera.

Esta realidad muestra, primero que nada, como muchas ve­
ces se ha dicho, que más allá de las declamaciones ecológicas de 
los gobernantes, ha faltado una auténtica voluntad política trans­
formadora de la realidad.

Pero también cabe preguntarse si la estructura estatal se 
ha organizado a sí misma con idoneidad como para regular y 
controlar eficazmente las conductas y realidades sociales y para 
detener y revertir esos procesos degradantes del ambiente. El 
desafío es mayor aún porque ahora se trata de diseñar e im­
plementar políticas de desarrollo sostenible, capaces de poten­
ciar el aprovechamiento de los recursos naturales de cada país, 
así como mejorar la calidad de vida de la población, todo lo 
cual debe tener una dimensión integral e incluso más amplia 
que la que ya tenían las políticas ambientales.

Resurgen entonces temas viejos que resolver, tales como el
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de encontrar las fórmulas que estructuren al Estado de ma­
nera de vertebrar la dimensión transectorial y el contorno pira­
midal que deben tener el diseño y la aplicación de las políticas.

No hemos logrado el compromiso firme de todos los de­
partamentos de los poderes ejecutivos para que sus políticas sec­
toriales hablen un mismo idioma ambiental, por convicción pro­
pia y sin necesidad de esfuerzos y presiones de los organismos 
ambientales, a veces estériles. Para más a futuro pretendemos 
que hablen un mismo idioma del desarrollo sostenible.

La primera exigencia, para que ello prospere, es que los 
gobiernos definan, si es posible con fuerza de ley, cuáles son 
los principios rectores de una política nacional de desarrollo 
sostenible. Sólo a partir de allí pueden reformularse la estructu­
ra y los procedimientos del Estado, ya que éstos tienen un ca­
rácter eminentemente instrumental con relación a la consecusión 
de los objetivos de esa política.

A nuestro juicio, esos principios u objetivos rectores debie­
ran ser:

1. Asegurar:
a) El desarrollo económico.
b) La justa y equitativa distribución entre todos los habitan­

tes de los beneficios que de él deriven.
c) La conservación, preservación, recuperación y mejora­

miento de la disponibilidad y calidad de los recursos ambienta­
les, tanto naturales como culturales, que sostienen el desarrollo.

d) Una sana y digna calidad de vida para las generaciones 
actuales y futuras.

2. El ambiente debe ser efectivamente considerado como 
un patrimonio común. En consecuencia, los recursos ambienta­
les deben ser tratados y gestionados teniendo permanente­
mente presente que integran “el capital” nacional y que cons­
tituyen una base insustituible del desarrollo del país y de la hu­
manidad.

3. Es deber del Estado y de todos los habitantes proteger 
esos recursos de su deterioro y extinción, mejorarlos y, si fue­
ron deteriorados, recuperarlos, o exigir que sean recuperados, 
en todos los casos en que ello sea posible. También lo es la re­
ducción y eliminación de las modalidades de producción y de 
consumo ambientalmente insostenibles.
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4. El criterio de prevención es prioritario, frente a cualquier 
otro, en la gestión pública y privada del ambiente y, cuando 
haya peligro de daño grave e irreversible, nunca podrá alegarse 
la falta de una certeza científica absoluta como razón para no 
adoptar medidas preventivas.

5. Es uno de los derechos fundamentales de todos los habi­
tantes el de gozar de un ambiente sano y de una calidad de vida 
digna, debiendo el Estado definir, ejercer y facilitar el ejercicio 
de todos los medios y garantías necesarios para que este dere­
cho sea protegido de manera adecuada y oportuna.

6. El Estado debe reconocer y prestar apoyo a las comuni­
dades indígenas y locales en el desarrollo de su identidad, cul­
tura, intereses, conocimientos y prácticas tradicionales y apro­
piadas de relación con el ambiente, y velar para que participen 
efectivamente en el logro del desarrollo sostenible.

7. Las obligaciones del Estado en la consecusión del desa­
rrollo sostenible constituyen una responsabilidad y una atribu­
ción, dentro de las esferas de sus competencias, de todos los 
poderes estatales y de todos los organismos de la administra­
ción pública nacional, así como de las autoridades territoriales 
inferiores.

8. El derecho de propiedad tiene una función social-ambien- 
tal, en el marco de los objetivos del desarrollo sostenible, que 
limita y condiciona su ejercicio absoluto, abusivo y arbitrario.

9. La libertad de los habitantes, en el ámbito de las activida­
des económicas y sociales, o idóneas para tener repercusiones 
en esos ámbitos, está limitada por el interés social superior de 
que no se ejerza en desmedro del patrimonio de recursos am­
bientales del país y del derecho de las generaciones actuales y 
futuras a gozar de un ambiente sano y de una calidad de vida 
digna.

10. Forma parte del interés nacional la concreción de un 
Nuevo Orden Ecológico Internacional y la cooperación y con­
junción de esfuerzos con el resto de la comunidad de naciones 
para alcanzar el desarrollo sostenible.

La concreción de estos objetivos implica, como se sostiene 
anteriormente, el compromiso de todos los sectores del Estado. 
Es aquí donde se encuentran las mayores falencias de la situa­
ción actual y donde se exige el mayor esfuerzo de imaginación.

Muchas veces se ha hablado de la transectorialidad de la
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gestión y de las responsabilidades ambientales de los sectores, 
pero ahora es necesario definirlas detalladamente y establecer­
las como funciones administrativas de responsabilidad primaria de 
cada una de las áreas de gobierno.

Así, por vía de ejemplo y sin pretender ser exhaustivos:

a) A las áreas estatales vinculadas al desarrollo productivo 
de los recursos naturales, como agricultura, ganadería, fauna y 
flora silvestre, minería, etc., debe asignárseles las responsabili­
dades de asegurar la sustentabilidad de esos recursos con el mis­
mo énfasis que las de promover su productividad, que han sido 
las tradicionales en ellas. Son estas áreas, y no un organismo 
ambiental, quienes deben hacer operativos los aspectos secto­
riales del desarrollo sostenible en materia de erosión de suelos 
y desertificación, de métodos y técnicas de cultivo y de riego 
apropiadas, de uso de fertilizantes y plaguicidas, de protección 
de la biodiversidad, de deforestación, de aprovechamiento 
sostenible de especies autóctonas, de sanidad animal y vegetal, 
de desarrollo de opciones estratégicas en el aprovechamiento de 
recursos no renovables, de evaluación y corrección del impacto 
ambiental de grandes y medianas inversiones productivas, de la 
gestión de incentivos y desincentivos económicos de tipo am­
biental, etcétera.

b) Al área de gestión de parques nacionales y otras áreas 
naturales protegidas, le corresponde abandonar arcaicas y es­
trechas concepciones de administradoras de “museos naturales”, 
para asumir un papel dinámico en función del desarrollo 
sostenible del resto del territorio nacional, favoreciendo la in­
vestigación sobre el comportamiento y productividad sustentable 
de los ecosistemas y especies autóctonas, la transferencia de co­
nocimientos y experiencias de manejo a las áreas productivas, 
etcétera.

c) Al área de obras públicas toca la prevención y corrección 
de los impactos ambientales de las obras de construcción y man­
tenimiento de la infraestructura de caminos, ferrocarriles, puer­
tos fluviales y marítimos, aeropuertos, sistemas de riego y de 
drenaje, etcétera.

d) Al área de energía, el estudio y propuesta de opciones 
energéticas sostenibles y ambientalmente apropiadas, la preven-
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ción y corrección de los efectos ambientales negativos de las 
centrales de generación eléctrica, de las líneas de transmisión 
de electricidad, de los electroductos y gasoductos, etcétera.

e) Al área de desarrollo industrial, la armonización de las 
localizaciones de polos y establecimientos industriales, con los 
programas de ordenamiento ambiental del territorio, la promo­
ción de tecnologías y procesos ambientalmente apropiados, la 
definición de actividades industriales riesgosas, la gestión de in­
centivos y desincentivos respecto de la contaminación y la loca­
lización industrial, etcétera.

f) Al área de desarrollo urbano y viviendas, la intemalización 
de criterios de calidad de vida, de armonización con las caracte­
rísticas del ambiente natural de implantación y circundante, de 
preservación del paissge y del patrimonio cultural, de respeto a 
las tradiciones e idiosincracia de vida de las comunidades indí­
genas y locales, de dotación apropiada de servicios públicos, de 
creación de espacios verdes y recreativos, etc., en el ordenamien­
to de las ciudades y en la programación de urbanizaciones y 
planes de viviendas.

g) Al área de economía o hacienda, la gestión de las impli­
caciones explícitas e implícitas de las políticas económicas, de 
las medidas tributarias, de los regímenes de importación y expor­
tación, de los regímenes de inversión nacional y extranjera, de 
los mecanismos de crédito nacional e internacional, etcétera.

h) Al área de transporte, la armonización del desarrollo te­
rritorial de la infraestructura respectiva, con el ordenamiento 
ambiental del territorio, la adopción de las alternativas más apro­
piadas ambientalmente, la formulación de las normas específi­
cas de prevención de la contaminación y de calidad ambiental 
de los servicios, etcétera.

i) A las áreas que se ocupan del desarrollo científico y tec­
nológico y de la cooperación técnica internacional, favorecer la 
invención e importación de tecnologías ambientalmente apro­
piadas, propiciar el desuso de las que no lo son, gestionar los 
incentivos y desincentivos orientados a esos fines, detectar las 
prioridades nacionales en la materia, favorecer la investigación 
orientada a desarrollar la base científica en que debe apoyarse 
el desarrollo sostenible, asegurar la preparación y capacitación 
de los recursos humanos requeridos, etcétera.

j) Al área de salud, la recuperación de ambientes insanos, la
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prevención de condiciones ambientales insalubres, la progra­
mación de infraestructuras de saneamiento apropiadas, la vigi­
lancia y sanción de los contaminantes pegudiciales para la sa­
lud, etcétera.

k) A las áreas de educación y cultura, la generación y el de­
sarrollo de programas en el sector formal e informal, el fomen­
to de valores culturales orientados al desarrollo sostenible, la 
gestión de incentivos en el sector, etcétera.

l) Al área de justicia, el estudio y promoción de las reformas 
requeridas al derecho de fondo y procesal, para la limitación de 
los derechos reales, la protección judicial y administrativa de los 
intereses difusos, la implantación efectiva de la participación 
ciudadana en los procesos decisionales públicos, etcétera.

II) Al área de relaciones exteriores, la salvaguarda de los in­
tereses nacionales en materia de desarrollo sostenible, la coope­
ración regional e intérnacional, el desarrollo de convenios e ins­
tancias institucionales bilaterales y multilaterales, la inserción 
del tema en los acuerdos de integración regional, etcétera.

Y así, los ejemplos podrían multiplicarse para demostrar que 
el destino de las políticas estatales de desarrollo sostenible está, 
en gran medida, en manos de los organismos sectoriales. A nues­
tro juicio, ello todavía no ha sido suficientemente reconocido 
en América Latina y el Caribe.

Del mismo grado de responsabilidad participan las autori­
dades territoriales que están por debajo del Estado nacional, en 
cuanto a la ejecución de la política nacional de desarrollo 
sostenible y de su adecuación a los espacios ambientales bsgo su 
jurisdicción.

En los párrafos que siguen, vamos a intentar formular, no 
como una receta universal, sino como una hipótesis de trabajo 
para la discusión, un sistema de gestión ambiental para el desa­
rrollo sostenible que busque ampliar las formas administrativas 
que hemos adoptado en las últimas décadas, llenando los vacíos 
institucionales que advertimos en función de lo expresado.

Dicho sistema estaría integrado por:

a) Una comisión nacional para el desarrollo sostenible con 
una secretaría ejecutiva.



ADMINISTRACIÓN PÚBLICA PARA LA GESTIÓN AMBIENTAL 249

b) Todos los organismos centralizados y descentralizados de 
la administración pública nacional.

c) Todas las autoridades territoriales del país.
d) Todas las instancias institucionales especiales, tales como: 

autoridades de gestión de cuencas hidrográficas, de distritos de 
conservación de suelos, de acuacultura, de áreas naturales prote­
gidas, de áreas metropolitanas, de áreas fronterizas, de áreas in­
dígenas y, en general, de todas aquellas cuyas políticas, planes, 
programas, proyectos y acciones tuvieran repercusiones sobre 
la disponibilidad y calidad de los recursos ambientales del país.

e) Una procuraduría ambiental nacional.
f) Un cuerpo honorario de Inspectores y otras instancias de 

participación ciudadana que se crean oportunas.

La comisión nacional para el desarrollo sostenible tendría 
la misión de asistir al presidente de la República en la formu­
lación y ejecución de la política nacional en la materia.

La comisión estaría integrada por:

a) Un presidente, con rango de ministro, asistido por una 
secretaría ejecutiva. Este nivel tendría todas las funciones con 
que en cada país, de acuerdo con sus modalidades, está dotado 
el organismo ambiental y que, generalmente, están vinculadas con 
los aspectos globales u holísticos de la política ambiental; pero 
además tendría la supervisión ejecutiva, para información de la 
comisión, del efectivo cumplimiento de las decisiones de la mis­
ma y del funcionamiento de las diferentes instancias del sistema.

b) Los ministros cuyas competencias abarquen las diversas 
áreas clásicas de gobierno: planificación del desarrollo, econo­
mía, agricultura, ganadería, flora y fauna silvestre, bosques, áreas 
naturales protegidas, pesca, minería, energía, obras públicas, 
transporte, vialidad, industria, turismo, educación, cultura, cien­
cia y tecnología, salud, saneamiento ambiental, higiene y seguri­
dad laboral y relaciones exteriores.

Las funciones de la comisión serían:

a) Recomendar al presidente de la República los objetivos, 
metas y criterios de la política ambiental para el desarrollo sos­
tenible.
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b) Establecer directrices y proponer normas para la ejecu­
ción de la política ambiental para el desarrollo sostenible que 
esté a cargo, dentro de la órbita de sus respectivas jurisdiccio­
nes, de todos los organismos de la administración pública na­
cional y de las autoridades territoriales.

c) Coordinar a las autoridades previstas en el inciso ante­
rior para la eficiente ejecución de aquella política.

d) Evaluar la ejecución que hagan dichas autoridades de la 
política nacional ambiental para el desarrollo sostenible y de las 
responsabilidades administrativas que tengan en la materia.

e) Dictaminar, en última instancia, previo a la consideración 
del presidente de la República, sobre el otorgamiento de licen­
cias ambientales y sobre los estudios de evaluación de impacto 
ambiental cuando existiere controversia entre diferentes orga­
nismos de la administración pública.

f) Preparar un informe anual sobre el estado del ambiente 
del país, desde la perspectiva del desarrollo sostenible que el 
presidente de la República presente al poder legislativo, previa 
consideración e incorporación de las observaciones de organi­
zaciones no gubernamentales representativas del ambientalismo, 
de sectores de la producción, de los trabajadores, de los indíge­
nas, de la cultura y de otras que se considere oportuno y conve­
niente.

La comisión albergaría en su seno comités técnicos para el 
desarrollo Sostenible de carácter sectorial y territorial.

Los comités técnicos sectoriales para el desarrollo sostenible 
tendrían como función asistir y asesorar a la comisión nacional, 
a través de su secretaría ejecutiva, en la elaboración y supervi­
sión de la inserción de los criterios sobre desarrollo sostenible 
en las políticas de los diversos sectores de la administración pú­
blica nacional. Estos comités estarán integrados por los respon­
sables de las unidades técnicas sectoriales que proponemos más 
adelante.

Los comités técnicos territoriales para el desarrollo sosteni­
ble tendrían como función asistir y asesorar a la comisión nacio­
nal, a través de su secretaría ejecutiva, en la supervisión de la 
inserción de los criterios sobre desarrollo sostenible en las polí­
ticas correspondientes al ámbito territorial del país que corres­
ponda a cada comité. Estarán integrados por los responsables
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de las unidades técnicas territoriales a las que nos referiremos 
luego.

Todas las áreas de la administración pública nacional y las 
autoridades territoriales, deberían contar en su seno con unida­
des técnicas para el desarrollo sostenible, que serían sectoriales 
o territoriales, según el caso, con la función de asistir a la auto­
ridad de que dependan en:

a) La incorporación de criterios de desarrollo sostenible en 
las políticas, planes, programas, proyectos y acciones del res­
pectivo sector de gobierno o jurisdicción territorial.

b) La propuesta y evaluación de la ejecución, en primera 
instancia, de políticas, planes, programas, proyectos y acciones 
específicas del respectivo sector o jurisdicción territorial orien­
tadas al desarrollo sostenible.

c) La vinculación del respectivo sector o autoridad territo­
rial con la Comisión Nacional para el Desarrollo Sostenible y su 
secretaría ejecutiva y la representación ante los comités del mis­
mo a que nos referíamos antes.

La experiencia que ha habido en varios países con relación 
al control sobre la ejecución del presupuesto sectorial o territo­
rial, donde la unidad de contralor, normalmente llamada “dele­
gación fiscal” está “en” el organismo sectorial o territorial, pero 
depende jerárquicamente de la autoridad presupuestaria cen­
tral (hacienda o tribunal de cuentas, o sindicatura, etc.), puede 
constituir una opción para la constitución de estas unidades téc­
nicas, que podrían estar en línea jerárquica con la comisión na­
cional y actuar como control ambiental del respectivo organis­
mo, al que serían administrativamente externas. La otra opción 
es que estén funcionalmente “en línea” dentro del organismo, 
con funciones de asistencia para la toma de decisiones y la su­
pervisión de su ejecución. La elección de una o otra opción de­
pende del grado de centralización y control que se quiera dar a 
la implantación de las medidas políticas a adoptar.

Esta estructura central del sistema de gestión ambiental para 
el desarrollo sostenible debiera ser complementada con la pro­
curaduría y formas de participación ciudadana.

La Procuraduría Ambiental, que también podría ser una 
subprocuraduría dentro de la procuraduría general de la na-
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ción, tendría una función de vigilancia y control dentro de la 
administración y de colaboración con el poder judicial, resguar­
dando los derechos de los habitantes y el cumplimiento de los 
deberes de los funcionarios públicos en materia ambiental.

El cuerpo honorario de inspectores ambientales y otras for­
mas de participación ciudadanas permitirían que los ciudada­
nos y las organizaciones ambientalistas no gubernamentales co­
laboren con las autoridades en la vigilancia del cumplimiento 
de la legislación ambiental.



EL FORTALECIMIENTO DEL ESTADO 
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Ramón Martín Mateo 
Universidad de Alicante

Un reto civilizatorio

Es innecesario insistir en que en estos momentos la humanidad 
se encuentra en una situación delicada, en cuanto a que la pre­
sión sobre los recursos disponibles con los tecnológicos que hoy 
disponemos es desproporcionada y excesiva. Podemos efectiva­
mente sobrepasar la capacidad de asimilación de los sistemas 
naturales.1 Aquí se concitan tres factores a lo que brevemente 
aludiré a continuación: el crecimiento demográfico, la desigual 
distribución de la riqueza y la incapacidad cultural de respuesta.

La bomba de la población no ha detonado, ni lo hará, por­
que este es un proceso en bola de nieve más que el producto de 
una súbita explosión,2 pero es más que probable que los 5 500 
millones que somos en estos momentos, que se duplicarán en la 
segunda mitad del próximo siglo, sean demasiados. Se han acu­
mulado además con excesiva rapidez, si tenemos en cuenta que 
al principio de la Revolución Industrial, cuando Malthus hacía 
sus cuentas solo sumábamos 1 000 millones (véase Kennedy, 
1993: 36).

1 Véase, por ejemplo, entre la reciente y extensa bibliografía sobre este 
temaj. Erickson (1993), L.R. Brown et aL (1993).

2 Como presumía P.R. Ehrlich (1968).
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Como es lógico, tan ingentes masas de población no podran 
situarse dispersamente en la naturaleza; tal como ya se viene 
suponiendo habrán de agruparse, o más bien hacinarse, en gran­
des conglomerados urbanos, lo que nos obligará a crear a par­
tir de ahora diez superciudades al año del tipo de París, Moscú, 
Delhi o Lagos, para albergar a los nuevos “urbanitas” (Mai~tín 
Mateo, 1993a: 19) y precisamente en las zonas más pobres de la 
tierra que es donde más se incrementan nuestros congéneres.

Lo verdaderamente catastrófico no es el aumento demográ­
fico que va asociado, por cierto, a la prolongación de la espe­
ranza de vida, sino a la distribución espacial de la riqueza. Así 
Estados Unidos, el país más rico de la tierra con solo un 4% de 
la producción mundial del producto más significativo de nues­
tra época, el petróleo, consume 25% de la producción mundial. 
Se ha calculado que un niño norteamericano supone una carga 
para el ambiente que es el doble que un niño sueco, tres veces 
lo que un italiano, 35 lo que un indio y 280 veces lo que un 
chadiano (Kennedy, 1993: 47, con base en P.H. Ehrlich y A.E. 
Ehrlich, 1990).

Esta situación puede ser a la larga insostenible, y muy pare­
cida a la que provocó la caída del imperio romano por obra de 
los pobres de entonces, los bárbaros germánicos, que a su vez 
fueron expulsados del sur hispánico por los árabes; todo ello 
sin el mayor aparato bélico, pues sólo se contó con una previa y 
continuada inmigración.

Como he señalado en otro lugar (Martín Mateo, 1993b: 22) 
es probable que la irritación generada por los desequilibrios 
económicos, sea colonizada por peligrosas ideologías y exacer­
bada por el fanatismo, lo que desatará una violencia imposible 
de dominar por los aparatos represivos de los pueblos del Nor­
te, como anticipan las presentes dificultades para dominar el 
terrorismo; además se debe tener en cuenta que los ricos serán 
cada vez menos, un 10% en el año 2 025 (Kennedy, 1993: 61), 
pero esto se traslada al interior de las naciones como es el caso 
de las hoy transitorias minorías de afroamericanos e hispanos 
en Estados Unidos, o de España, donde la tasa de reposición es 
hoy del 1’1 y los autóctonos se contraen, o de Alemania, donde 
los emigrantes crecen sin cesar.

Los imperativos del desarrollo sostenible son, pues cruda­
mente racionales, aunque desde luego, es improbable que al hilo
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de fríos silogismos puedan ser adecuadamente atendidos. Más 
allá de la filantropía hay motivaciones puramente materialistas 
que suscitan políticas adecuadas para sustituir, por una parte, 
las tecnologías hoy utilizadas para aprovechar los recursos natu­
rales y, por otro, redistribuir globalmente los resultados de su 
explotación. El primer desiderátum incide en la protección del 
ambiente, cuyo deterioro irreversible determinará el que no 
quede nada para repartir; el segundo la efectividad de un desa­
rrollo económico positivo, asimilable en términos ambientales.

Estas dos coordenadas, sostenibilidad y desarrollo, enmarcan 
una serie de políticas plenamente realistas ajenas a toda velei­
dad utópica, porque para ello contamos con un válido apoyo: a 
saber, el progreso de la ciencia; habrá para todo y para muchos 
más, podemos colonizar el espacio si es necesario, situar nuevos 
continentes debsyo o encima de los océanos, siempre y cuando 
respetemos las constantes de la biosfera. Todo lo que hoy nos 
ofrece la ciencia no es más que una pequeña anticipación de 
una nueva era, a la que sucederán otras mucho más prometedo­
ras. La biotecnología y la fusión nuclear producirán alimentos y 
energía ilimitada en las próximas centurias, pero esto no será 
nada comparado con lo que vendrá después.

Los obstáculos son de otra índole, su causa está en el retra­
so de las ciencias sociales y en nuestra incapacidad de gobernar­
nos a escala planetaria. No son inexistentes alternativas para el 
mercado y la convencional democracia. Ante la obsolescencia 
del derecho que manejamos, nada más necesario que el impul­
so para la reflexión jurídica. Habrá que auditar el sistema jurí­
dico ambiental de partida, y trazar los alineamientos del futuro 
ordenamiento de la solidaridad.

EL DERECHO AMBIENTAL Y LA SOSTENIBILIDAD

Como es lógico las formulaciones más enérgicas de los compo­
nentes básicos del nuevo orden ambiental deseable, tienen una 
identificable carga de idealismo (véase Sejenovich, 1993; Martí­
nez Alier y Schulpman, 1991; Mackenzie, 1990; Toledo, 1993: 
899 y ss.), pero lo que las caracteriza es precisamente su base 
física más que filosófica, en cuanto que está enjuego no sólo el 
respeto individual de los postulados liberales del Estado de De-
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recho sino, más aún, la pervivencia de nuestra especie si fallan 
las condiciones elementales para la vida, individual o social (Mar- 
golis et aL, 1990) en la biosfera (Martín Mateo, 1993b), aunque 
para ello pueden ser invocados principios como los de la igual­
dad y la fraternidad, pero con otra escala, y también las técnicas 
interventoras ensayadas por el Estado Social de Derecho.

Presupuesto básico

Ubicuidad

Algunos de los derechos que las constituciones recogen van di­
rigidas a un colectivo más o menos amplio de sujetos: los 
minusválidos, los trabajadores, o a un sector de competencias 
públicas, hacendísticas, educativas, etc. Los de carácter funda­
mental tienen un espectro de incidencia general y amplio, en 
cuanto que implican la vida, la libertad, la dignidad humana, 
pero en la práctica su incidencia es escasa y episódica. En condi­
ciones normales y en un marco de libertades democráticas rea­
les son contadas y excepcionales las administraciones implica­
das con los ciudadanos que se sienten lesionados en sus derechos 
básicos.

Con el Derecho ambiental es diferente, todos los sujetos, 
en cuanto usuarios normales de la energía por ejemplo, o pro­
ductores cotidianamente de residuos, son agentes contaminan­
tes y víctimas a la par de la contaminación globalmente produ­
cida. Prácticamente todas las autoridades públicas encuentran 
sus competencias implicadas en la defensa del medio, lo que ha 
hecho inevitable adaptar estrategias que sustituyan el enfoque 
sectorial y vertical precedente, por el general y horizontal que 
hoy es inevitablemente dominante. Todo esto no cabe en un 
artículo de la Constitución ni casa con los presupuestos clásicos 
del constitucionalismo; es otro enfoque que no estamos, por 
cierto, en condiciones de recibir.

Esta dinámica se visualiza perfectamente en la trayectoria 
seguida por la Comunidad Europea que en un principio carecía 
de un apoderamiento constitucional expreso para desarrollar 
su política ambiental, por lo que debió inicialmente apoyarse 
en cláusulas generales como la que autoriza al Consejo a adop­
tar por unanimidad directivas para la aproximación de las dis-
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posiciones de los Estados miembros que incidan en el funciona­
miento del Mercado Común (Artículo 100 del Tratado, véase 
Alonso García, 1993: vol. I, 28 y ss.), o la que permite promul­
gar las disposiciones pertinentes para lograr alguno de los obje­
tivos de la Comunidad cuando una acción resulte necesaria, sin 
que el Tratado haya previsto las medidas precisas?

Con la aprobación del Acta Unica Europea del 17-28 de fe­
brero de 1986, la protección ambiental adquirió carta de natu­
raleza, con singulares connotaciones (Johnson y Corcelle, 1989; 
Kromarek, 1986; Krämer, 1990: 53 y ss.) en cuanto que la re­
dacción dada al artículo 130.R.2, determina que “las exigencias 
de la protección del medio ambiente serán un componente de 
las demás políticas de la Comunidad”.

En la línea de lo que venimos argumentando este precepto 
fundamental instaura definitivamente la comprensión horizon­
tal y ubicua de la protección ambiental, lo que ha sido recibido 
por la jurisprudencia comunitaria que ha reconocido la preva­
lencia de este principio sobre las demás políticas de la Comuni­
dad (Comisión Grecia caso C-62/77, 1991), manteniéndose por 
la doctrina la exigibilidad de su respeto a través de los diversos 
cauces abiertos por la legislación.4

La Comunidad en su último programa de política y actua­
ción en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible5 ha 
señalado que:

deben tenerse en cuenta las consideraciones ecológicas a la ho­
ra de formular y aplicar políticas económicas y sectoriales en la 
decisión de los poderes públicos, en la dirección y el desarrollo 
de los procesos de producción y en el comportamiento y eleccio­
nes personales (Comisión de las Comunidades Europeas, 1992, 
vol. II, 3).

El Tratado de la Unión Europea del 7 de febrero de 1992, 
firmado en Maastricht, avanza firmemente en esta dirección al 
proclamar que “las exigencias de la protección del medio am-

8 Artículo 235; también serían en algunos casos invocables los artículos 30 
y siguientes sobre protección de la salud y vida de personas, animales y plantas.

4 Así, L. Krämer (1990: 65), invocándose los artículos 169, 173 y 175.
5 COM(92) 23 Final, vol. II, Bruselas, 20 de mayo de 1992.
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biente deberán integrarse en la definición y en la realización 
de las demás políticas de la Comunidad”.6 No me parece que en 
las Constituciones nacionales exista un precepto de tan amplio 
y ambicioso propósito, es más, dudo que pronunciamientos se­
mejantes tuvieran fácil asiento en los textos en vigor.

Las Naciones Unidas, que se ven obligadas por su Carta y 
por la praxis de las relaciones internacionales a guardar res­
peto por las soberanías nacionales, no postulan un recono­
cimiento general de estos derechos en el superior nivel cons­
titucional; únicamente instan a los Estados a promulgar leyes 
eficaces sobre el medio ambiente.7

Sostenibilidad

La idea del desarrollo sostenible ha irrumpido con fuerza en 
nuestra sociedad aunque desgraciadamente todavía no ha dado 
de sí, prácticamente, casi nada de sus virtualidades, pero es difí­
cil que la humanidad pueda transitar hacia el futuro sin que 
este proyecto se realice, siquiera paulatinamente.

No se trata de instaurar una especie de utopía sino, sobre 
bases pragmáticas, hacer compatible el desarrollo económico 
necesario para que nuestros congéneres y sus descendientes 
puedan vivir dignamente, con el mantenimiento de un entorno 
biofísico adecuado, una suerte de equilibrio al que en Estocolmo 
se intentó aproximar lo que pareció entonces difícil, al contra­
ponerse a extramuros de la Conferencia, un tanto asintótica- 
mente, el progreso tecnológico e industrial con la conservación 
de la naturaleza, amenazada además por la explosión de la bom­
ba demográfica.

La formulación ulterior de esta estrategia fue resultado de 
los trabsyos de un grupo selecto de expertos en temas ambien­
tales, precisamente juristas, lo que explica la espontánea ten­
dencia de este discurso a plasmarse en un megaprincipio, que

6 Artículo 130.R.2 en su nueva redacción. Véase García Ureta (1992: 85 y 
ss), artículo de gran fuste que me ha sido de gran utilidad para la redacción de 
este epígrafe. También véase Martín Mateo (1993c: 136 y ss).

7 Principio 11 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
Sostenible.
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debería inspirar un ordenamiento terráqueo desagregado des­
pués a otras escalas.

La Comisión presidida por Gro Harlem Brundtland retomó 
la reflexión que a partir de la Conferencia de Estocolmo había 
pivotado sobre la idea central de “una sola tierra”, dando lugar 
a un documento de capital importancia para la ulterior adop­
ción de las reglas que deberían regir las relaciones hombre-na­
turaleza, preocupación que fue el centro de los trabajos de la 
Conferencia de Río de 1992.

Como precedentes inmediatos debe citarse la Carta Mun­
dial de la Naturaleza adoptada en 1982 por la Asamblea Gene­
ral de las Naciones Unidas (Resolución 37/7 de 29 de octubre 
de 1982), precedida por la de Nairobi en mayo del mismo año 
(UNEP Declaración de Nairobi, doc. 6.C/SSC/4, 1982), y de las 
deliberaciones de la Comisión Mundial de las Naciones Unidas 
sobre el Ambiente y Desarrollo durante el periodo 1984-1987, 
que se plasmaron en el informe denominado Nuestro futuro co­
mún, llamado Informe Brundtland, nombre de la presidenta de 
la Comisión. Casi simultáneamente el PNUMA produjo, en 1987, 
el documento denominado Perspectivas ambientales para el año 
2000 y siguientes.3 Por iniciativa de ciertos gobiernos y funda­
ciones se estableció en Ginebra el Centro para Nuestro Futuro 
Común,9 que ayudó a la organización de la Cumbre de Río y 
celebró en 1990 una importante reunión en Vancouver, pero 
que parece haber perdido impulso.

Según la Comisión Brundtland:

El desarrollo sostenible es el desarrollo que satisface las necesida­
des de la generación presente sin compi onieter la capacidad de 
las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades.10

El concepto de desarrollo sostenible va más allá de la mera 
armonización de la economía y la ecología, incluyendo valores

8 UNEP News, julio-agosto 1987, núm. 16. Véase S. Van Geldem (1993: 27 
y ss).

9 Que edita Brundtland Bulletin.
10 Nuestro futuro común (1988: 67), definición que reproduce la adoptada 

por el PNUMA, Environmental Perspectives for the Year 2000 and Beyond, Resolu­
ción 42/186, 1987.
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morales relacionados con la solidaridad, que más adelante abor­
daremos, aunque por ahora se enfatiza el primer enfoque.

Mantenemos la expresión, sostenible, prefiriéndola a la 
“sustentable” empleada alternativa o predominantemente en 
ciertos medios científicos o culturales de Iberoamérica, donde 
ha sido defendida por G. Cano, uno de los más destacados ex­
pertos mundiales en Derecho Ambiental, que con indudable ri­
gor terminológico y lingüístico, apoyándose precisamente en los 
criterios de la Real Academia de la Lengua Española, mantiene 
que sustentar es conservar una cosa en su ser y estado.11 Pero no se 
trata de mantener intacta la naturaleza sino de controlar en tér­
minos aceptables lo que se ha calificado por J.L. Serrano More­
no (1992: 229 y ss) como “interiorización de la entropía, desa­
rrollo sostenible o regulación integral de la producción, el 
consumo, la emisión y el vaciado de los recursos fundamenta­
les”. Por todo ello nos parece más zgustado y adecuado a la pro­
blemática aquí abordada, el calificativo de sostenible.

La Conferencia de las Naciones Unidas celebrada en Río de 
Janeiro los días 3 y 4 de junio de 1992 supuso la consagración 
mundial de la transcendencia del enfoque aquí considerado, el 
clímax de la integración e interacción del ambiente y el desarro­
llo, par de conceptos que constituyen el lema que rubrica esta 
reunión. En su Preámbulo queda constancia del propósito de 
alcanzar “acuerdos internacionales en los que se respeten los 
intereses de todos y se proteja la integridad del sistema ambien­
tal y de desarrollo mundial”. A fin de alcanzar el desarrollo 
sostenible “la protección del medio ambiente deberá constituir 
parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá conside­
rarse en forma aislada” (Principio 4) para lo que “los Estados 
deberían reducir y eliminar los sistemas de producción y consu­
mo insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas” 
(Principio 8).

Todas las áreas que constituyen el Programa 21 que preten­
de orientar la aplicación de los Principios de la Declaración de

11 Diccionario Manual e Ilustrado, cuarta edición rep., Madrid, 1989, p. 
1 494. Véase G.J. Cano, “Introducción al tema del desarrollo sustentable y las 
Ciencias Políticas”, en Ciencias Políticas y Desarrollo Sustentable, p. 22; cabe re­
cordar que en este sentido se pronunció la UICN en una reunión que tuvo lugar 
en Quito en marzo de 1990.
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Río, están impregnadas de estas preocupaciones, destacando la 
impor-tancia que reviste para ello contar con leyes y reglamen­
tos adecuados considerados como los instrumentos más impor­
tantes para poner en práctica las políticas del medio ambiente y 
el desarrollo.12

La Comunidad Económica Europea ya había anticipado su 
preocupación por el logro de esta simbiosis, por lo que se seña­
la en la Declaración del Consejo de Europa de 1985 (Boletín de 
las Comunidades Europeas, 1985: 11 y ss) las relaciones recíproca­
mente beneficiosas entre economía y ambiente en lo que se avan­
za con el Cuarto Programa de Acción 1987-1992 que ya recoge 
la proposición de la vinculación de la dimensión ambiental con 
las políticas que se proponen crear las condiciones necesarias 
para un crecimiento económico sostenido.13 El Acta Única in­
cluye además en el artículo 130.R.1 como objetivo de la acción 
de la Comunidad, conservar, proteger y mejorar la calidad del 
medio ambiente y la garantía de una utilización prudente y ra­
cional de los recursos naturales.

El Tratado de la Unión adiciona una significativa novedad 
al asignar a la Comunidad la misión de promover “un crecimien­
to sostenible y no inflaccionista que respete el medio ambien­
te”14 lo que refleja la opinión de los jefes de Estado y (o) de 
Gobierno que en reuniones precedentes se habían pronuncia­
do en el sentido de que “el crecimiento sostenido debe ser uno 
de los objetivos de todas las políticas comunitarias”.15

El denominado V Programa, rubricado precisamente Hacia 
un desarrollo sostenible (Comisión de las Comunidades Europeas, 
1992: vol. II, COM (92) final) entiende por tal

una política y una estrategia de desarrollo económico y social con­
tinuo que no vaya en detrimento del medio ambiente ni de los 
recursos naturales de cuya calidad depende la continuidad de la 
actividad y del desarrollo de los seres humanos (V Programa, pá­
rrafo 5, p. 4).

12 Capítulo 8. Integración del medio ambiente y el desarrollo en la adop­
ción de decisiones, párrafo 8.3.

13 COM (86) 1085, p. 17. Véase Martín Mateo, 1993c: 132 y ss.
14 Artículo 2 en relación con el B de las Disposiciones Comunes.
15 Consejo Europeo de Rodas, 2-3 de diciembre de 1988 y de Dublina, 25- 

26 de junio de 1990.
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Existe, por tanto, más que suficiente consenso sobre estos 
objetivos tanto a escala internacional como europea;16 otra cosa 
será su efectividad y su exigibilidad jurídica.

De la Declaración de Río y de la estrategia contenida en 
el Programa 21, no puede decirse que carezcan en derecho de 
toda trascendencia práctica, en cuanto que se inscriben en la 
órbita de los grandes principios que deben guiar la ordenación 
de las conductas en los diversos Estados que integran las Na­
ciones Unidas. Además pueden y deben ser tenidos en cuenta 
para la adopción de acuerdos y tratados internacionales especí­
ficos. Pero más allá de esto, resulta problemático llevar a efecto 
los dictados de la sostenibilidad tanto para determinar direc­
tamente deberes concretos a los Estados, como para legitimar 
la capacidad de los particulares para imponer vía judicial su cum­
plimiento.17

A través de Tratados específicos y dada la incorporación de 
los válidamente celebrados al ordenamiento interno (Artículo 
96.1 de la Constitución española) cabe la recepción de los dic­
tados del desarrollo sostenible en el Derecho nacional, inclu­
yendo la Constitución, automáticamente de acuerdo con sus pro­
pias previsiones,18 o a través del procedimiento establecido para 
la reforma constitucional.

Aparte de que la adopción de determinados principios no 
supone la necesaria imposición de su reflejo en los ordenamien­
tos constitucionales de los Estados miembros, sino únicamente 
la remoción de obstáculos legales para su aplicación, queda por 
resolver su alcance en términos de eficacia jurídica.

En el marco de la Unión Europea es harto improbable que 
pueda ser considerado el efecto directo ambiental del Tratado 
CEE, pese a que el Tribunal de Justicia ha avanzado la relevancia

16 En este último ámbito debe mencionarse la Recomendación del Conse­
jo de Europa 1130 (1990) sobre Formulation of an European Charter and a 
European Convention on Environmental Protection and Sustainable 
Development (citado por García Ureta, 1992: 91).

17 Véase en términos generales J.E. Martinoli, “Análisis de los límites cons­
titucionales al ejercicio gubernamental del poder de condicionar el ejercicio 
de derechos individuales en procura de un desarrollo sustentable”, en Ciencias 
Políticas y Desarrollo Sustentable, pp. 61 y ss.

18 Como es el caso español. Artículo 93.
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general de la tutela ambiental como valor jurídico,19 ya que difí­
cilmente se superarían, entre otros, los requisitos deducibles de 
la propia jurisprudencia comunitaria (Alonso García, 1993: 42) 
y concretamente el test de la practicabilidad, es decir, de su apli­
cación judicial inmediata.20

La propia Comisión da a este principio un alcance funda­
mentalmente pragmático al estimar que el desarrollo sostenible 
es un objetivo al que no podrá llegarse durante la vigencia del 
V Programa, que ha de valorarse como “un paso importante en 
la larga lucha a favor de la protección del medio ambiente y de la 
calidad de vida en la Comunidad y en definitiva en todo nues­
tro planeta” (Comisión de las Comunidades Europeas, 1992: vol. 
II, párrafo 7, p. 4).

Globalidad

Una reflexión elemental a partir de las Ciencias de la Naturale­
za, perfectamente asimilable por las Ciencias Sociales, conduce 
inexorablemente a considerar la intrínseca interrelación entre 
todos los sistemas terrestres, trasladando a términos científicos 
el viejo adagio que recuerda que todos los caminos van a Roma.

Curiosamente, es muy reciente la obvia constatación de la 
unicidad de los sistemas planetarios y la necesidad de no 
transtornar los mecanismos que hacen posible la existencia de 
la vida en la biosfera, y más específicamente el mantenimiento 
de nuestra especie, mucho más frágil por su mayor compleji­
dad (Martín Mateo, 1993b).

Hace poco más de dos décadas este poco discutible discur­
so irrumpió en los plácidos medios de la autosatisfacción del 
hombre por su propio genio. Debemos citar, entre otras, una 
obra que produjo un gran impulso dinamizador de esta “nue­
va” conciencia: me refiero a El círculo que se cierra, de B. 
Commoner (1971).

La conclusión inevitable de este razonamiento propició so­
luciones globales para problemas de este carácter, lo que desde

19 Comisión y Dinamarca asunto 302/86 ECR 1986.
20 Según la formulación de Hartley, 1985: 185 (citado por Alonso García, 

1993: 42).
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luego está lejos de conseguirse porque, como recuerda el Infor­
me Brunddand

La Tierra es una pero el mundo no lo es. Todos dependemos de 
una biosfera para mantenernos con vida. Sin embargo, cada Co­
munidad, cada país lucha por sobrevivir y prosperar sin preocu­
parse de los efectos que causa en los demás (Comisión Mundial 
del Medio Ambiente y del Desarrollo, 1988: 49).

Es limitado, pero imprescindible, el apoyo que desde las 
Constituciones de cada Estado puede obtenerse para la cons­
trucción de una política ambiental realista que tenga presente 
las escalas adecuadas. Efectivamente, un difundido apotegma 
que completa el que hace referencia a “una sola tierra” estimula 
el “pensar globalmente y actuar localmente”, lo que se haga en 
cada país para mejorar el ambiente beneficia a todos, a la pos­
tre la plataforma operativa es siempre la local.

Ahora bien, las Constituciones tienen ámbito y objetivos 
solo de relevancia nacional; se dirigen sobre todo a los ciuda­
danos de cada país y a sus autoridades, e intrínsecamente 
están pensadas para este tipo de interlocutores cuyas relaciones 
con el poder se pretende llevar por los cauces de los derechos 
fundamentales. Por el contrario, el enfoque que hoy parece ne­
cesario implica a todos los habitantes de nuestro planeta y a 
todos los poderes públicos que en este espacio cohabitan. La 
respuesta debería venir de un ordenamiento supranacional o al 
menos internacional, que incorporase los grandes principios 
rectores necesarios, a partir de los cuales se estableciesen políti­
cas y programas cuya aplicación, Estado por Estado, podría ve­
nir facilitada por la adopción de Acuerdos y Tratados interna­
cionales o mejor aún mediante el obligatorio cumplimiento de 
lo decidido en instancias mundiales o regionales ya estableci­
das, sistema éste que parcialmente es el que hoy corresponde a 
la dinámica de la Unión Europea, pero que habría de ser recibi­
da a otros niveles y concretamente en el seno de las Naciones 
Unidas./

El Acta Unica Europea, que respeta por supuesto el Trata­
do de Maastricht, estableció en relación con el Medio Ambien­
te que “En el marco de sus respectivas competencias la Comuni­
dad y los Estados miembros cooperarán con los terceros países
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y las organizaciones internacionales competentes”21 lo que debe 
completarse ahora con las prescripciones del último párrafo 
añadido al artículo 130.R.1 que incluye entre los objetivos de la 
acción comunitaria ambiental “el fomento de medidas a escala 
internacional destinadas a hacer frente a los problemas regio­
nales o mundiales del medio ambiente”.

En la declaración sobre el medio ambiente efectuada en 
Dublín en junio de 1990 el Consejo Europeo exhortó a la Co­
munidad a

utilizar más eficazmente su posición de autoridad moral, econó­
mica y política para impulsar los esfuerzos internacionales y para 
fomentar un desarrollo sostenible y el respeto del patrimonio 
común global.

Estos estímulos transcendieron a la incorporación de una 
Segunda Parte al V Programa que contempla la función de la 
Comunidad en un escenario internacional más amplio en el que 
se reseña que:

En su primera época la política y la actuación comunitaria en 
materia de medio ambiente se centraron primordialmente en la 
solución de problemas locales especialmente agudos. Posterior­
mente se apreció con más claridad que la contaminación no se 
detenía y que, por ende, era necesario intensificar la cooperación 
regional e internacional para combatir la contaminación transfron­
teriza. Últimamente se ha avanzado más aún y en la actualidad 
se admite que hay problemas de carácter mundial que amena­
zan gravemente el equilibrio ecológico de nuestro planeta en 
su conjunto (Comisión de las Comunidades Europeas, 1992: vol. 
II, p. 87).

Las Naciones Unidas han reconocido como era de esperar, 
en la cumbre de Río “la naturaleza integral e interdependiente 
de la Tierra nuestro hogar”52 incumbiendo a los Estados velar 
porque las actividades realizadas en su territorio no causen da­
ños ambientales a otros (Principio 2) e incitando a la materiali-

21 Artículo 130.R.5, que pasa a ser 130.R.4.
22 Preámbulo de la Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo.
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zación de “acuerdos internacionales en los que se respeten los 
intereses de todos y se proteja la integridad del sistema ambien­
tal y de desarrollo mundial”.23

El Derecho internacional clásico no esta en condiciones de 
aceptar este reto, ya que su capacidad de movilización y res­
puesta a los problemas mundiales se encuentra anclada en los 
dogmas de la soberanía nacional, fervorosamente respaldados 
por los Estados, hay que decirlo, y por la transposición a este 
ámbito de los principios iusprivatistas de la autonomía indivi­
dual y de la libertad personal dispositiva. Pero aunque hay aper­
turas esperanzadoras en cuanto a la adopción de un orden jurí­
dico transnacional, como es el caso de la Unión Europea, este 
tipo de modelo está lejos de generalizarse, e incluso en Europa 
encuentro reticencias y recelos como ha demostrado la pasada 
coyuntura de la ratificación del Tratado de Maastricht.

Ciertamente que la noción del patrimonio común o patri­
monio natural de la humanidad se ha abierto camino entre los 
cultivadores del derecho internacional con sensibilidad ambien­
tal (Caldwell, 1984; Kiss, 1989; Carrillo Salcedo, 1985), pero el 
individualismo estatal continúa preponderando24 y por otra parte 
esta noción afecta sobre todo a bienes no apropiados ni 
mediatizables en los territorios jurisdiccionales de los Estados; 
fondos oceánicos, Antártida, espacio estratosférico, lo que solo 
indirectamente implica al ambiente en que nos movemos.

La única vía para prosperar en el control de las acciones 
que inciden sobre el patrimonio común, incluyendo si se quiere 
aquí también el ambiente, es la adopción de los tratados inter­
nacionales ordinarios si no existen organizaciones del tipo de la 
Unión Europea, lo que de momento solo afecta a los 11 países 
que la integran. Las Naciones Unidas no se han dotado aún de 
potestades propias directamente vinculantes en estos casos para 
los Estados miembros, lo que explica las dificultades de ratifica­
ción de los acuerdos derivados de Río, algunos de ellos tan im­
portantes como los que enfrentan el cambio climático o la bio- 
diversidad.

23 Preámbulo de la Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo.
24 Véase Blanc (1992: 16) que incluye conectando al medio ambiente en 

este acervo patrimonial.
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Los Tratados tienen el grave inconveniente de carecer 
por lo general de aparato ejecutivo y de medios para obligar 
a su cumplimiento a los Estados que los han suscrito, aun­
que algunos de ellos, caso del de Basilea sobre residuos indus­
triales y del de Toronto sobre CFC, han demostrado una nota­
ble operatividad.

Pero en términos generales ésta no es la mejor vía,

el i ápido desarrollo de la legislación internacional en materia de 
medio ambiente a lo largo de las últimas décadas no siempre ha 
ido a la par con el esfuerzo por hacer cumplir los convenios y 
acuerdos que ya existían”.25

Solidaridad

Este principio tiene intrínseca validez y operatividad de momen­
to, por lo que debería razonablemente esperarse a su efectivi­
dad en círculos sociales progresivamente ampliados (De Lucas, 
1993; Ballestero, 1992; Peces Barba, 1991), su transcendencia 
para la tutela del ambiente opera en una doble dimensión: 
intercomunitaria e intergeneracional (véase Makarewiz, 1987; 
De Lucas, 1992; Martín Mateo, 1993b).

La importancia de la aplicación de este principio para la 
efectividad de la tutela ambiental, se deriva de las propias exi­
gencias de la justicia distributiva (Serrano Moreno, 1992: 238 y 
ss) lo que es válido tanto a escala extra como intracomunitaria 
nacional.

Más allá de los límites que acotan las soberanías de los Esta­
dos nacionales, la solidaridad debe ser un imperativo no solo 
ético, sino también práctico, impuesto por la base internacional 
de la mayoría de los sistemas naturales y por la necesidad de 
limitar, en aras del desarrollo sostenible, un excesivo uso de los 
recursos, lo que requiere obligadamente de asistencias y trans­
vases. Así la solidaridad aparece como complemento y a la vez 
consecuencia y corolario de la puesta en vigor de los principios 
antes enunciados.

25 Comisión de las Comunidades Europeas, 1992: vol. II: 92. Adicional­
mente sobre este tema A. Hurrel, 1992: 43 y ss.
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El Consejo del Medio .Ambiente reconoció en sus conclu­
siones sobre la UNCED26 la precisión de contar con nuevos apor­
tes financieros para ayudar a los países en desarrollo en su ta­
rea de hacer frente a sus responsabilidades ambientales de 
alcance mundial lo que recoge el V Programa Comunitario so­
bre política ambiental abogando por la implantación de los ins­
trumentos adecuados para recabar nuevos y adicionales fondos, 
canalizables a estos países, para que puedan implantarse las 
medidas de protección acordadas internacionalmente (Comisión 
de las Comunidades Europeas, 1992: 91). Desgraciadamente los 
países miembros de la hoy Unión Europea, no parecen muy 
proclives a estos apoyos, como se puso de manifiesto en Río’92, 
lo que parece fue una de las causas de la dimisión del Comisa­
rio Rippa Di Meana.

Esta filosofía, luce nítidamente en el Principio 7 de la De­
claración de Rió donde se afirma que:

Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mun­
dial para conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad 
del ecosistema de la Tierra. En vista de que han contribuido en 
distinta medida a la degradación del medio ambiente mundial, 
los Estados tienen responsabilidades comunes pero diferencia­
das. Los países desarrollados reconocen la responsabilidad que 
les cabe en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, 
en vista de las presiones que sus sociedades ejercen en el medio 
ambiente mundial y de las tecnologías y los recursos financieros 
de que disponen.

En el Principio 27 se insiste en que los Estados y pueblos 
deberán cooperar de buena fe y “con espíritu de solidaridad” 
en la aplicación de los Principios de la Declaración.

Entre estos se incluye también el de la solidaridad intergene­
racional al establecerse que:

El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma que responda 
equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de 
las generaciones presentes y futuras (Principio 3).

26 El 12 de diciembre de 1991.
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Tanto los derechos a un ambiente adecuado por parte 
de los ciudadanos de todos los Estados de la Tierra, como los de 
las generaciones venideras, pueden ser favorecidos por la 
exigencia de imperativos conservacionistas análogos a los que 
impone a todos la Constitución española, los efectos de las con­
ductas así positivamente conformados pueden transcender inter- 
territorialmente e intemporalmente,27 pero el reconocimiento 
a sujetos extranacionales e incluso inexistentes todavía, de au­
ténticos derechos fundamentales, como hacen incluso expresa­
mente algunas Constituciones, supone una inviable extrapola­
ción de estas técnicas tuteladoras.

Pueden sin duda conseguirse progresos en la efectividad de 
los dictados de la solidaridad por los cauces a que más adelante 
aludiremos de una apertura más generosa a las vías jurisdiccio­
nales; pero la protección de la especie no puede ser el resultado 
aditivo de las autónomas acomodaciones de los ordenamientos 
nacionales, de la mera confluencia de los pronunciamientos cons­
titucionales de cada Estado; se necesitará un sistema superior y 
jurídicamente omnicomprensivo que hoy por hoy se nos alcan­
za simplemente utópico.

La constitucionalización POSITIVA DEL DERECHO AMBIENTAL

No me parece discutible, ojalá me equivoque, el afirmar que a 
estas alturas de la historia, la evolución de la Humanidad en 
pos del ideal de justicia28 no ha conseguido interiorizar los gran­
des principios rectores del Derecho ambiental ni en un desea­
ble pero ilusorio ordenamiento supranacional, ni en los niveles 
más a ras de suelo de las Constituciones en vigor. Veamos al 
menos cual es la estrategia jurídica que desde estos textos se 
articula.

27 Sobre los derechos de las generaciones sucesivas véase Rojo Sanz, “Los 
derechos de las futuras generaciones”, en Ballesteros, 1992: 93 y ss.

28 A que alude M. Atienza, 1993.
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Los posicionamientos constitucionales

Curiosamente, las primeras menciones a la problemática am­
biental en las Constituciones vienen dadas en la prehistoria de 
estos planteamientos, en regímenes situados al margen del Es­
tado de Derecho. El texto más antiguo29 es seguramente el de la 
Constitución polaca de 22 de julio de 1952 (Artículo 71) que, 
con una formulación en la que coincide la española de 1978, 
señala que los ciudadanos de la República “tienen derecho al 
aprovechamiento de los valores del ambiente natural y el deber 
de defenderlos”.

A la misma filosofía responde la Constitución de Yugosla­
via de 21 de febrero de 1974 (Artículo 21). Otras Constitucio­
nes de este grupo atribuyen al Estado la obligación de prote­
ger la naturaleza: Checoslovaquia, Constitución de 11 de julio 
de 1960 (Artículo 15.2), Bulgaria, Constitución de 16 de mayo de 
1971 (Artículo 31); Hungría, que considera deber fundamenta] 
de los ciudadanos proteger los valores naturales, Constitu­
ción de 19 de abril de 1972 (Artículo 69).

Con algunas variantes un amplio grupo de Constituciones 
contemplan a la vez los deberes del Estado y de los ciudadanos, 
Albania 1976, URSS 1977, Alemania Democrática 1974, lo que 
es extensible a otras Constituciones extraeuropeas: Paraguay 
1967, Panamá 1972, Cuba 1976, India 1977, China 1977, Sri 
Lanka 1978, Irán 1979.

En medios democráticos debe mencionarse en primer lu­
gar la Constitución de la Confederación Helvética de 1971 (Ar­
tículo 29) que ordena a la Confederación legislar sobre “la pro­
tección del hombre y su medio ambiente contra los atentados 
peijudiciales o molestos que son de su competencia. En particu­
lar la contaminación del aire y del ruido”. La Constitución de 
Grecia de 9 de junio de 1975 también centra en el Estado la 
obligación de proteger el ambiente natural (Artículo 24).

La Constitución de Portugal de 1979 empalma con la de 
Polonia de 1952 determinando (Artículo 66) que “Todos ten­
drán derecho a un ambiente humano de vida saludable y ecoló-

29 Utilizo la información proporcionada por E.J. Ruiz Vieytez, 1990: 46 y ss.
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gicamente equilibrado y el deber de defenderlo”, formulación 
que pasa a la Constitución de Perú de 12 de julio de 1979 (Ar­
tículo 23) e influye notoriamente en la de España.

En cuanto a la dimensión intergeneracional, se ha deduci­
do su recepción en la Constitución del Japón de 1946, pero lo 
cierto es que únicamente algunas Constituciones de Estados nor­
teamericanos como el de Pensilvania aluden expresamente a que 
los recursos naturales públicos “son de propiedad común de 
todo el pueblo, incluyendo las generaciones venideras”.

Pero a partir de aquí ya no hay casi nada, Italia introduce 
tímidamente en 1947 la tutela del paisaje, la Ley Fundamental 
de Bonn de 1949 incorpora con su ulterior reforma solo el as­
pecto de la distribución de competencias30 y la Constitución de 
Suecia de 1974 alude a la protección de la naturaleza y el am­
biente a efecto de una eventual habilitación al gobierno (Capí­
tulo 8.7).

Ha sido seguramente en América Latina donde ha existido 
mayor receptividad para introducirse en las Constituciones na­
cionales esta problemática. La lista adjunta parece bastante ex­
presiva:

30 Por lo que ha sido calificado a este respecto por el más cualificado 
iusambientalista de este país, generosamente a mi juicio, como relativamente 
débil Rehbinder (1989: 11).

Panamá (1972)
Cuba (1976)
Ecuador (1979-1993)
Perú (1979)
Chile (1980)
Honduras (1982)
El Salvador (1983)
Haití (1985)
Nicaragua (1987)
Brasil (1988)
México (1987)
Colombia (1991)
Paraguay (1967-1992)
Perú (1993)
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Un caso aparte es el de Estados Unidos, el país que primero 
y más enérgicamente ha reaccionado en defensa del ambiente, 
pues bien aquí ya con ocasión de la aprobación a finales de 1969 
de la NEPA, Ley que encabeza todos los desarrollos legislativos 
en este ámbito dentro y fuera de Estados Unidos,31 algunos par­
lamentarios afirmaron que existía en este país y se podía invo­
car, un derecho constitucional a la calidad ambiental en el con­
texto del Bill of Rights. Algunos ambientalistas estimaron que 
cabía en la Novena Enmienda constitucional como emanación 
del derecho a la privacidad, pero como se señala en la más im­
portante obra de derecho ambiental estadunidense (Plater, 
Abrams y Goldfarb, 1992: 358), no es fácil aclarar qué se pre­
tende con estas demandas. Los Tribunales han vacilado a la hora 
de recibirlas porque con ello se podría complicar adicionalmente 
los litigios ambientales.

Otra propuesta convergente es la que parte de la obliga­
ción del Estado de conservar la naturaleza en condición de 
fideicomisario, aplicándose la denominada Public Trust Doctrine; 
pero también a este respecto se ha mostrado una cierta perple­
jidad cuestionando si esto es un tema constitucional, relaciona­
do con el “Common Law” federal, o con un posible derecho 
natural prepolítico, o una especie de democracia intergeneracio­
nal, confesándose a la postre que no se comprende de qué se 
trata (Plater, Abrams y Goldfarb, 1992: 412).

Los derechos fundamentales y la justiciabilidad 
de las demandas ambientales

Una cosa es que se introduzca el ambiente en las Constitucio­
nes, lo que como vimos no es en estos momentos un criterio 
difundido, y otra que se genere un Derecho con el rango de 
básico.

La Conferencia de Estocolmo de 1972, apuntaba en esta 
ultima dirección al afirmar que:

El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad 
y el disfrute de condiciones de vida adecuada en un medio de

S1 National Environmental Policy Act, que entró en vigor el 1 de enero de 
1970.
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calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienes­
tar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio 
para las generaciones presentes y futuras.

Pero es lo cierto que más allá de esta entusiasta retórica, es 
difícil encorsetar estos derechos en la rígida armadura de los 
derechos fundamentales en el sentido técnico de la cuestión, 
construidos en torno al derecho subjetivo tal como nos ha trans­
mitido la dogmática del siglo XIX.32

Tras la todavía inacabada aclimatación de los denominados 
derechos fundamentales económicos, la recepción de la tercera 
ola, la de los denominados derechos de la solidaridad,33 por ne­
cesario que nos parezca, aún está desgraciadamente distante, 
como puede deducirse de la panorámica constitucional compa­
rada que acabamos de ofrecer. No conviene tomar tampoco aquí 
los deseos por realidades.34 Confiemos que este derecho se abra 
paso en los ordenamientos constitucionales (Martín Mateo, 1992: 
vol. I, 145 y ss), pero es posible que para ello se haya de operar 
cambios más profundos en nuestras escalas de valores, y en los 
instrumentos jurídicos que los hagan realidad.

En el Ínterin pueden conseguirse resultados eficaces, pero 
menos espectaculares, flexibilizando el acceso de los ciudada­
nos a los tribunales, incluidas las más altas instancias. Por estas

32 Serrano Moreno, 1992: 44. Cabe mencionar que esta importante obra 
fue en su momento la tesis doctoral del autor; aprovecho la ocasión para dejar 
constancia de otras dos grandes tésis todavía inéditas a cuya lectura también 
he acudido y que constituyen igualmente notables aportaciones a la temática 
aquí abordada: me refiero a las de Vicente Bellver sobre “Paradigma ecológico 
y nuevo derecho humano al medio ambiente”, dirigida por el profesor Jesús 
Ballesteros, y« a la de Jesús Jordano, titulada “La protección del derecho a un 
medio ambiente adecuado”, dirigida por el profesor Alfonso Pérez Moreno.

33 Me parece que la primera formulación de estos derechos se debe a 
Kvarek, 1990: 301 y ss. El grupo de trabzyo de jurisprudencia del CEISAL que 
dirige Pierangelo Catalano ha dedicado una importante atención a estos te­
mas; algunos de estos trabajos se recogen en el volumen colectivo Diritto ameri­
cano e sistema ecológico modiale, 1992; véase especialmente B. Kunicka-Michalska 
“Derecho al medio ambiente como derecho humano de la tercera generación”, 
ponencia presentada en el Foro del CE que tuvo lugar en Viena del 16 al 18 de 
octubre de 1992-

34 En lo que parecen incidir autores como Kiss, 1987: 28; Maddalena, 
1983, y Postiglioni, 1989: 181, en una línea más prospectiva.
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vías y aun manteniéndose la legitimación por interés y se ha 
conseguido en Estados Unidos —donde por cierto se ha lamen­
tado por Caldwell, que éste no tenga respaldo constitucional 
(Caldwell, 1989: 25, citado por Bellver, p. 285)— un espectacu­
lar incremento del contencioso ambiental a través de las class 
actions (Véase Flah y Smayevsky, 1992), lo que se explica en ra­
zón a la buena preparación y calidad jurídica de 30 000 juristas 
profesionales especializados en nuestro Derecho (Jordano, p. 
474) y a las cuantiosas compesaciones concedidas generosamente 
por los jueces americanos de los que participan los defensores a 
través de la cuota litis.

En la mayoría de los ordenamientos europeos, los intereses 
colectivos se reservan a asociaciones cualificadas que incluyen 
la tutela del ambiente entre sus fines sociales, lo que es explicable 
en beneficio de la eficacia de las demandas que sólo si están 
suficientemente respaldadas, técnica y económicamente, tienen 
posibilidades de prosperar.

La híbrida naturaleza de las acciones ejercidas con compo­
nentes públicos y privados, cuyos orígenes se quiso hacer coin­
cidir con los interdichos populares romanos (véase Fedeli, 1992: 
21 y ss), hacen muy difícil su asimilación por los tribunales clási­
cos europeos que se encuentran con dificultades no desprecia­
bles, y que han sido inteligentemente sintetizadas por Cabrera 
(1993) como sigue:

— Dificultad de justificar la legitimación.
— La posición tradicional del fuero como revisor y no como 

suplente de la acción administrativa.
— La posibilidad de que la Sentencia afecte a sujetos con 

posición idéntica al actor o demandado que no han sido 
parte en el juicio.

— La exigencia de daños y peijuicios en base al principio 
“daño causado” que no coincide con el “daño sufrido” por 
los actores.

— El carácter global de los efectos de los conductos recu­
rridos.
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EL DESARROLLO SOLIDARIO

El derecho ambiental no ha podido consolidarse como un De­
recho fundamental ni acceder en cuanto tal a las Constitucio­
nes de corte clásico. Quizás no sea necesario si la tutela efectiva 
puede obtenerse a escala nacional de los jueces y tribunales, y 
hay suficiente motivación política en los poderes públicos para 
modernizar este ordenamiento y hacer cumplir sus mandatos.

Una conciencia ambiental pujante puede, como está suce­
diendo, imponer vía mercado una tutela efectiva del ambiente 
sin que el Estado deba intervenir más que como árbitro (Martín 
Mateo, 1994). Las empresas saben hoy que hay un mercado ver­
de, y los trabajadores conocen que esta es una buena vía de 
conseguir empleo aun en economías tan traumatizadas en estos 
momentos como las de Europa Occidental. Como se sugiere en 
el Libro Blanco de la Comisión de las Comunidades Europeas, 
sobre el empleo,35 donde por cierto se invoca a estos efectos “la 
necesidad de un nuevo modelo de desarrollo sostenible”, existe 
la posibilidad de crear puestos de trabzyo con vistas a una nueva 
técnica ahora precisamente en expansión, las “Ecotasas” (véase 
OCDE, 1994) cuyos rendimientos, obtenidos con base a los pos­
tulados del contaminante pagador, se aplicarían a la financia­
ción de infraestructuras descontaminadoras.

Incluso a escala internacional cabe aludir a un orden jurídi­
co efectivo del ambiente, en progresiva consolidación, como 
demuestra la adopción y revisión del Tratado de Toronto sobre 
la capa de ozono, y la reciente entrada en vigor, el 21 de marzo 
de 1994, del Convenio sobre el Efecto Climático. Paralelamente 
el mercado internacional ha captado también estos mensajes, 
lo que ha dado lugar a que científicos de la microeconomía como 
M. Porter hayan señalado que las naciones con estándares 
medioambientales más rigurosos podrán introducir con éxito 
sus productos en medios sometidos a parecidos controles (véa­
se Brugger, 1993).

Pero el panorama dibujado se refiere principalmente al Nor­
te rico. La situación cambia sustancialmente para los países en

^Crecimiento, competividad, empleo. Retos y pistas para entrar en el siglo XXI, 
COM (93) 7 es final Bruselas 5 de diciembre de 1993, p. 184.



276 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

desarrollo. Ya en 1968, el que pudiéramos calificar de padre 
del Derecho ambiental, Caldwell, indicó que los países desarrolla­
dos pueden ser tan vulnerables como los no desarrollados a las 
catás-trofes ecológicas, pero estarían en mejor disposición para 
tomar medidas reparadoras sin necesidad de ayuda (Caldwell, 
1972).

No hay más que una herramienta conocida para anticipar 
en el tiempo la ruptura del círculo satánico de “la pobreza-po- 
blación-Derecho ambiental”: la ayuda económica y tecnológica; 
pero no parece que las naciones ricas estén propicias a ello, no 
obstante que, además de las probables consecuencias políticas a 
que hemos hecho referencia, que los implican, está en entredi­
cho el sistema global planetario al que todos pertenecemos.

Pese a las reiteradas manifestaciones sobre la solidaridad 
contenidas en la Declaración de Río de 1992, y la concreta asig­
nación de responsabilidades a las naciones desarrolladas en la 
búsqueda internacional del desarrollo sostenible (Principio 7) 
la respuesta no se ha visto materializada.

En la Conferencia de Río no se consiguió ni siquiera la 
formalización del compromiso que procedía de la de Estocolmo, 
de asignación por parte de los países industrializados de un 0.7% 
del PIB para la asistencia al desarrollo (Agenda 21, artículo 33.13, 
con lo que es imposible contar con los 125 000 millones de dó­
lares anuales que habría de aportar la Comunidad internacio­
nal a título de donación para financiar el Programa 21 (Artículo 
33.18). Hasta la fecha, además de las módicas cantidades de que 
disponen para otros fines los distintos órganos de las Naciones 
Unidas, cabe mencionar sólo los 2 000 millones de dólares que 
se han comprometido a aportar los países que participan en el 
Fondo para el Medio Ambiente Mundial, cuyos destinatarios 
son todos los signatarios.36

Hay algo que se parece a lo que debería existir, que ha sido 
propuesto por una personalidad políticamente atractiva, el Vi­
cepresidente de los Estados Unidos Al Gore, quien se pronun­
ció por un Plan Marshall Mundial dirigido a la salvaguardia del 
medio ambiente, que se articulará en torno a cinco directrices 
estratégicas:

36 El fondo afecta a biodi ver s idad, cambio climático, capa de ozono y con­
taminación de las aguas.
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— Estabilización de la población mundial.
— Creación y desarrollo de tecnología idónea en silvicultu­

ra, agricultura, energía, vivienda y recursos.
— Una nueva economía mundial a la que el cálculo del PIB 

incluya criterios ambientales.
— Negociación y aprobación de una nueva generación de 

acuerdos ambientales.
— Establecimiento de un plan cooperativo de educación 

medioambiental mundial (véase Al Gore, 1993).

Pero nada se dice de costos y financiación, por lo que se 
trata básicamente de una declaración de buenas intenciones.

El Derecho internacional clásico no es el medio idóneo 
para vehiculizar las transformaciones necesarias del Estado 
de Derecho. Sólo a partir de un ordenamiento transnacional del 
tipo del de la Unión Europea transplantado a la ONU podrían 
conseguirse resultados. Pero las Naciones-Estado, no están por 
la labor.

La esperanza puede venir, antes del Derecho, de un nuevo 
contenido político-religioso (Caldwell, 1972: 88), de una reno­
vación moral en el sentido de Toynbee (véase Sobokin, 1954) o 
de la generación de nuevos anticuerpos sociales por ideólogos 
y filósofos aún desconocidos (Martín Mateo, 1993b: 24).
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Introducción: el Caribe

La preocupación ante los peligros que enfrenta el medio am­
biente mundial, como resultado de las actividades del hombre y 
de la degradación continua que está teniendo lugar en países 
individuales, ha llevado el tema del desarrollo sostenible a ocu­
par el primer lugar de los temarios del mundo. Esta preocupa­
ción creciente resulta evidente en un periodo en que los graves 
problemas económicos y sociales de muchos países industria­
lizados, las dificultades que enfrentan los Estados de Europa 
del Este y Central, la persistencia de la pobreza y el ensancha­
miento de la brecha entre el Norte y el Sur, así como otros as­
pectos, están ayudando a crear un sentimiento de decepción e 
incertidumbre respecto de las perspectivas de la era posterior a 
la guerra fría, todo ello a pesar de los muchos acontecimientos 
positivos que han venido sucediendo.

En muchos países, inclusive democracias, parece haber una 
creciente desilusión ante el proceso político y la sensación de 
que los sistemas del Estado están demostrando su creciente in­
capacidad para responder a las demandas de sus ciudadanos o 
enfrentar las nuevas dimensiones evidentes de los asuntos na­
cionales y mundiales. Los países del Caribe no se han visto me­
nos afectados o preocupados que los demás por estos eventos.

281



282 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

Además de su lucha por superar sus añejas dificultades en cues­
tión de desarrollo, ahora las nuevas dimensiones emergentes 
en el ámbito internacional y la tecnología, los enfrentan al ries­
go de marginación y a las oportunidades posibles de progreso.

Su situación, en lo que respecta a los factores ambientales y 
el desarrollo sostenible, presenta una vulnerabilidad particular. 
Como pequeños estados insulares y costeros, todos enfrentan 
peligros graves, como los vinculados a la perspectiva del calen­
tamiento global, la degradación del entorno marino y costero y 
la eliminación de todo tipo de desechos. Estos países podrían, 
por ejemplo, verse gravemente afectados por la elevación del 
nivel de los mares y de las temperaturas oceánicas, así como 
por la esperada frecuencia de los huracanes y las demás pertur­
baciones climatológicas y climáticas, resultantes del continuo ca­
lentamiento global.

Por lo mismo, es comprensible que hayan desempeñado 
un papel preponderante en la formación de la Alianza de los 
Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (AOSIS), que lograra 
atraer la atención hacia sus circunstancias durante la Conferen­
cia sobre Medio Ambiente y Desarrollo (UNCED) y la Agenda 21. 
También se obtuvo la aprobación de la Asamblea de las Nacio­
nes Unidas para que se realizara una Conferencia Mundial so­
bre Desarrollo Sostenible para los Pequeños Estados Insulares 
en Desarrollo. Esta conferencia se convocó en Barbados, del 25 
de abril al 6 de mayo de 1994. Los países de la CARICOM confor­
man un elemento preponderante de la AOSIS y, con el apoyo de 
la Secretaría del CARICOM, estuvieron particularmente activos 
en la preparación de la conferencia.

Si bien muestran muchas de las características y comparten 
muchos dé los intereses y las preocupaciones de los países del 
Gran Caribe, los países de habla inglesa del Caribe comparten 
un buen número de rasgos especiales. Para empezar, son ante 
todo estados insulares y costeros, cuya población y actividades 
económicas se localizan en su mayor parte en las áreas costeras. 
Por lo general, son pequeños en tamaño y en población. Algu­
nas de las similitudes que presentan se derivan de una historia 
común y, en particular, de un largo periodo colonial. Esto, jun­
to con las adaptaciones que han llevado a cabo a últimas fechas, 
es lo que ha dado forma a sus instituciones y, en particular, a 
sus sistemas político, gubernamental, judicial y educativo. Son
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de habla inglesa. Como resultado de todo esto, también han 
surgido los conceptos del papel del Estado y del servicio civil así 
como la estructura de los gobiernos. Pero éstos también han 
sufrido cambios, y ahora están sujetos a los mismos cuestiona- 
mientos y análisis críticos que están teniendo lugar en muchos 
países de todo el mundo.

Los países del Caribe respondieron a los estímulos resultan­
tes de la celebración de la Primera Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1972, estable­
ciendo una maquinaria institucional para la protección y el 
ordenamiento del medio ambiente. Como tanto otros países, 
alcanzaron cierto nivel de éxito en esos menesteres. Sin embar­
go, las evidencias de la degradación y el daño continuado al 
medio ambiente son evidentes y, al igual que los demás, los es­
fuerzos de estos países se han hecho patentes por su falta de 
recursos suficientes, la apremiante necesidad de desarrollo, la 
ignorancia, la falta de información y las presiones de la pobreza 
sobre el medio ambiente.

Jamaica, por ejemplo, plantea un reto muy grave en lo que 
se refiere al ordenamiento y la protección del medio ambiente. 
Se trata de una isla pequeña con un ecosistema frágil, en la cual 
sus montañas y colinas ocupan una gran parte del país, con an­
chas planicies costeras, todo ello en un área afectada de vez en 
cuando por huracanes, inundaciones y terremotos. A partir de 
la Conferencia de Estocolmo de 1972, el país mostró un interés 
especial en el tema del medio ambiente y ha sido un participan­
te activo en el PNUMA y el HABITAT. Desde un principio, creó 
una unidad responsable de los asuntos ambientales y posterior­
mente, una agencia técnica dependiente de un Ministerio parti­
cular encargado de las políticas y demás asuntos similares.

Sin embargo, no ha habido un ministerio dedicado exclusi­
vamente a los asuntos del medio ambiente, y ese tema ha sido 
transferido, en varias ocasiones, a los ministerios encargados de 
la agricultura, la minería, el desarrollo y el turismo. Este es un 
ejemplo de la problemática de organizar y ubicar a la agencia 
encargada de las políticas de índole ambiental. De cualquier for­
ma, en los últimos años, la agencia técnica fue elevada al nivel 
de una autoridad estatutaria —la Autoridad para la Conserva­
ción de los Recursos Naturales—, siendo dotada de una ley par­
ticularmente poderosa que abarca sus actividades y que es de-
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pendiente de la dirección de políticas del Ministerio del Servi­
cio Público y Medio Ambiente, un ministerio que también se 
encarga de la planificación física.

Periódicamente, el Gabinete se reúne para discutir los temas 
ambientales que este ministerio presenta a su atención. También 
existe un comité asesor técnico integrado por representantes 
de dependencias gubernamentales, con ciertos intereses especí­
ficos o con responsabilidad sobre aspectos del medio ambiente. 
Algunas de estas dependencias son para atender los bosques, el 
agua, la salud, la planificación económica, el turismo, la agricul­
tura y la pesca.

Además de la ley que cubre a la autoridad ambiental, existe 
un amplio cuerpo de leyes, algunas muy antiguas, que cubren 
una amplia variedad de temas como la vida silvestre, los mantos 
acuíferos, las playas, la pesca, los bosques, los árboles, la mine­
ría, los puertos y los desembarcaderos, el uso del suelo, la vi­
vienda, los ríos, los desastres naturales y el saneamiento.

Una de las tareas principales que enfrenta Jamaica, al igual 
que otros países de la Región, consiste en racionalizar ese mon­
tón de leyes y lograr la cohesión y la coordinación entre las di­
versas dependencias gubernamentales involucradas.

El reto que ahora enfrentan esos países radica en lograr un 
conocimiento práctico del significado y de los requerimientos 
de un desarrollo sostenible. En este contexto, el tamaño es un 
factor crítico que trae consigo varias desventajas. No obstante, 
para los pequeños países insulares eso puede brindarles cierto 
elemento de ventaja en lo que atañe a los aspectos de diseño y 
coordinación institucional en el sistema del gobierno. De he­
cho, varios cuentan ya con ministerios multitemáticos. El tama­
ño también da lugar a lo que podría ser una ventaja, a saber, la 
visibilidad, pero también a la posibilidad de una participación 
comunitaria efectiva.

La Convención sobre la Ley del Mar incrementó fuertemente 
el área de jurisdicción de muchas islas. En el caso de Jamaica, 
por ejemplo, el tamaño de la zona económica —aun cuando es 
limitada por tenerla que compartir con otros países como Cuba 
y Colombia— se estima que es 25 veces más grande que el área 
territorial de la isla. Esto aumenta el ya de por sí difícil proble­
ma de monitoreo que enfrenta el país en vista de las invasiones 
por intereses pesqueros extranjeros.
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su conservación como bosq

Guayana es, por mucho, el país más grande del grupo en 
cuanto a superficie territorial, si bien su población no llega al 
millón de habitantes. La mayoría de éstos viven en la zona 
costera, de la cual una parte se encuentra por debajo del nivel 
del mar y por ello debe ser protegida por un dique. Con una 
población equivalente a la tercera parte de la de Jamaica, la 
superficie territorial de Guayana es veinte veces la de Jamaica; 
por lo mismo, debe enfrentar una enorme tarea de gestión y 
monitoreo ambiental, así como de aplicación de las leyes res­
pectivas. Cabe señalar que ese país ha hecho una enorme con­
tribución en favor de la preservación de los bosques tropicales, 
al delimitar 360 000 hectáreas —casi un millón de acres— para 

ue virgen. Esto va a permitir la pre­
servación de una amplia variedad de especies vegetales y animales 
que estarán disponibles para su estudio. Una parte de la tierra 
se desarrollará usando los principios del desarrollo sostenible.

Implicaciones del desarrollo sostenible

¿Cuáles son algunas de las implicaciones y de los requerimien­
tos de un desarrollo sostenible? Podría resultar instructivo listar 
algunos de ellos junto con varias ideas que han surgido en rela­
ción con este tema. A nivel nacional, el desarrollo sostenible 
requiere o implica:

— Una nueva forma de pensar, nuevos planteamientos, nue­
vos conceptos sobre la forma en que la gente vive y traba­
ja, y sobre su relación con el medio ambiente natural.

— Según las palabras de la Agenda 21, “el compromiso y la 
participación genuina de todos los grupos sociales... y 
la intervención del público en general en la toma de deci­
siones”.

— Niveles sin precedentes de cooperación en las comunida­
des y en los ámbitos nacional, regional e internacional.

— Una comunidad educada, informada y consciente.
— La integración del medio ambiente y desarrollo en los ni­

veles de políticas, planificación y gestión.
— El cese de los procesos de producción no sostenibles (en 

la minería, la agricultura, la industria, etcétera).
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— Cambios en los patrones de consumo y en los estilos de 
vida.

— La erradicación final de la pobreza.
— La aceptación del principio de que quien contamina paga.
— La incorporación del costo por el uso y agotamiento de 

los recursos naturales, así como del costo de la contami­
nación a los sistemas de precios y de cuentas nacionales.

— Nuevas formas de impuestos, de incentivos y de sanciones.
— Nuevas dimensiones en los conceptos de propiedad pri- 

. vada, de derechos de propiedad, de derechos y responsa­
bilidades comunitarias y de equidad.

— Mayor análisis del tema crítico de autoridad, del papel 
del Estado, de la estructura y las funciones del gobierno 
y del servicio público, y las adaptaciones necesarias.

En los niveles regional e internacional, el desarrollo soste- 
nible requiere o implica:

— La aceptación de la parte de responsabilidad de cada país 
en el cuidado del medio ambiente mundial.

— La participación en lo que atañe al conjunto de convenios 
y tratados internacionales y regionales, a los procesos de 
una gestión mundial y a la toma de decisiones internacio­
nales relacionadas con el medio ambiente.

— Los cambios necesarios en la estructura institucional del 
Sistema de Naciones Unidas y de sus funciones.

En un artículo publicado por la revista Harvard Business 
Review (septiembre-octubre, 1992), Peter F. Drucker, reconoci­
do por sus escritos sobre administración y organización, habla­
ba de las fuertes transiciones que ocurren cada cientos de años 
a lo largo de la historia occidental, cuando toda la sociedad se 
reajusta y resgusta su visión del mundo, sus valores básicos, sus 
estructuras sociales y políticas, sus artes y sus instituciones cla­
ve. Nuestra época, escribía Drucker, es uno de esos periodos de 
transformaciones, sólo que esta vez no se limita a la sociedad 
occidental ni a la historia de occidente.

¿Se encuentra el mundo sufriendo esa transformación, sien­
do los requerimientos de un desarrollo sostenible y la crisis del 
medio ambiente mundial los agentes principales de ella? El sen-
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tir y las ideas expresados por muchas personas de cara a estos 
peligros así parecen darlo a entender sin duda. En el Prefacio 
de la Agenda 21, Maurice Strong, quien fuera Secretario Gene­
ral de la UNGED, declaró: “La humanidad se encuentra en me­
dio de un profundo cambio civilizacional. Las señales están por 
doquier...”

En un artículo publicado por la revista sobre medio ambiente 
y política, Ecodecision (septiembre, 1991), John C. Polanyi, pre­
mio Nobel 1986, analizaba los temas de medio ambiente y seguri­
dad y declaraba que como nuestra especie se multiplica y consu­
me hasta agotar los recursos de la tierra, el conflicto es inevitable. 
Agregaba que el tema de la pobreza también debía atenderse, y 
concluía: “El aspecto más horrendo de nuestro predicamento 
actual es, de hecho, la amplitud del temario que debemos aten­
der. Sin embargo, también es el aspecto más esperanzador...”

Cambios institucionales requeridos

¿Qué instituciones van a requerir esas tareas? ¿Qué cambios van 
a requerir las instituciones existentes?

La amplitud del temario se debe a que los aspectos ambien­
tales y el desarrollo sostenible atañen a una muy amplia gama 
de intereses y de actividades humanas. La necesidad de crear y 
adaptar mecanismos institucionales representa un desafío directo 
a los conceptos en que se basan los sistemas existentes. En la 
educación, por ejemplo, por conveniencia el conocimiento se 
ha dividido en una serie de “temas” o disciplinas, lo que ha he­
cho que se pierda una gran parte de las relaciones recíprocas 
que existen entre ellos. Esto se conoce como “fragmentación 
del conocimiento”. Resulta interesante que la geografía, un tema 
tan estrechamente relacionado con el medio ambiente, sea una 
de las principales excepciones a este respecto. Por lo tanto, ¿qué 
cambios necesitan los sistemas educativos en esta era de desa­
rrollo sostenible?

En el caso de los sistemas gubernamentales, por convenien­
cia, los temas se dividen en áreas temáticas —sectores como los 
de la agricultura, la silvicultura, la minería, el desarrollo indus­
trial y otros aspectos intersectoriales como las finanzas, el desa­
rrollo, la seguridad— conforme a la fragmentación de los negó-
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cios públicos. En el mejor de los casos, ese sistema presenta gra­
ves dificultades en cuestión de coordinación y de cohesión, como 
parece demostrarlo la experiencia de los países de la CARICOM, 
así como de muchos otros. Los métodos que se emplean para 
lograr la coordinación sólo parecen tener un éxito parcial.

Durante las dos últimas décadas, la atención dedicada a las 
cuestiones y las responsabilidades ambientales produjo una se­
rie de ideas sobre cuál podría ser la mejor manera de incorpo­
rar este tema complicado y multifacético a las estructuras con­
vencionales del gobierno. Como es obvio, una de las dificultades 
se debe a que, si bien resulta útil contar con una agencia o un 
ministerio importante encargado de la responsabilidad central 
del tema, no por ello deja de ser cierto que, en una u otra for­
ma, muchas son las dependencias y las actividades del gobierno 
que afectan el medio ambiente o que tienen implicaciones am­
bientales. Por lo mismo, ¿de qué manera puede manejarse esta 
responsabilidad a nivel institucional? ¿Cómo asegurar que cada 
dependencia acepte su responsabilidad y cuente con los medios 
requeridos, incluida la competencia técnica? Porque es induda­
ble que el desarrollo sostenible concierne a todos.

Las estructuras de Jamaica, descritas en una sección ante­
rior de esta ponencia, ejemplifican un enfoque, a saber, el de la 
creación de un comité ministerial sobre asuntos ambientales y 
un comité integrado por representantes de dependencias técni­
cas y de aquellas preocupadas por el medio ambiente.

Sin embargo, el desarrollo sostenible requiere más que eso. 
La integración del medio ambiente y el desarrollo al ámbito de 
la política, de la planificación y la administración, debe tener 
enormes implicaciones para la estructura y el funcionamiento 
de los gobiernos.

Si estuviéramos en posibilidades de “reinventar” las estruc­
turas del gobierno, de actuar a la luz de las percepciones actua­
les sobre el desarrollo sostenible, lo más seguro es que, en cier­
tos aspectos, produciríamos algo muy diferente a los modelos 
existentes. Sin embargo, debemos trabajar con base en lo que 
ya tenemos, lo cual sugiere la aplicación de un enfoque gradual 
a la adaptación y al cambio, en la esperanza de llegar finalmen­
te a una estructura institucional más efectiva. Primero deben 
identificarse las prioridades principales de esta transformación. 
Se sugieren las siguientes:
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1) Emprender la tarea de establecer una relación de traba­
jo, ininterrumpida y efectiva, entre quienes tengan una 
participación directa en asuntos ambientales y los res­
ponsables de la planificación, del desarrollo de las polí­
ticas y del presupuesto gubernamental.

2) En paralelo con lo anterior se daría una serie de ejerci­
cios de recapacitación, tendientes a brindar un conoci­
miento práctico del concepto de desarrollo sostenible a 
los economistas, los planificadores, los administradores 
y demás funcionarios responsables de las políticas. El 
Gabinete y el comité de los secretarios permanentes ten­
drían un papel primordial en estas labores.

3) Junto con ello deberían establecerse disposiciones ten­
dientes a asegurar que cada dependencia del gobierno 
cuyo trabajo tuviera alguna relación con el medio am­
biente o el desarrollo, aceptara su responsabilidad mo­
ral y material en cuestiones de desarrollo sostenible y 
adquiera la competencia para llevar a cabo esa función.

4) La formulación de una evaluación del impacto ambien­
tal como un requisito normal para todos los proyectos y 
programas del gobierno, así como para los del sector 
privado.1

5) El análisis de todas las disposiciones actuales sobre el 
ordenamiento de los recursos naturales y la implantación 
de mecanismos tendientes a integrar un régimen efi­
caz de gestión. En los países de la Caricom, y con toda 
seguridad en muchos otros, actualmente esos recursos 
son responsabilidad de una diversidad de dependencias 
gubernamentales. Y lo más seguro es que tampoco cuen­
ten con grandes cosas en cuestión de inventarios ade­
cuados o de sistemas estandarizados de monitoreo. Ya 
antes nos referimos a la diversidad de dependencias y 
de leyes relacionadas con cuestiones como los bosques, 
el agua, el suelo, la pesca y demás recursos.

6) Sacar el máximo provecho de las oportunidades que brin­
dan el Sistema de las Naciones Unidas, el PNUD en par-

1 En Jamaica, todos los proyectos importantes del sector privado requieren 
ev:luaciones del impacto ambiental que se presentan a una discusión pública.
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ticular, así como los organismos bilaterales, para la crea­
ción de una capacidad tendiente a incrementar la efi­
ciencia operativa del gobierno, de las organizaciones no 
gubernamentales y de los demás grupos interesados.

7) Conciliar los programas y las políticas de los países 
—cuando resulte pertinente— con la Agenda 21 y con el 
Plan de Acción que resulte de la Conferencia de las Na­
ciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible de los Pe­
queños Estados Insulares en Desarrollo.

8) Poner en marcha un programa de educación, informa­
ción y concientización del público que sea verdadera­
mente eficaz.

9) Aprovechar plenamente los sistemas internacionales de 
comunicación en expansión, inclusive las muchas bases 
de datos y redes vía satélite y computadoras en los cam­
pos del medio ambiente y el desarrollo.

10) Crear los medios para una cooperación a fondo entre 
los intereses del gobierno y los de la sociedad civil, inclui­
dos tanto los grupos de ONG, como las organizaciones de 
mujeres, los grupos de jóvenes, las uniones comerciales 
y las organizaciones del sector privado, conforme al es­
píritu de las sólidas recomendaciones de la Agenda 21 
en tal sentido.

Estos son algunos de los pasos, al parecer críticos, que los 
gobiernos podrían dar hacia la implantación de una organiza­
ción efectiva para satisfacer los requerimientos de un desarro­
llo sostenible. Sin embargo, con el tiempo habrían de ocurrir 
varios cambios trascendentales, conducentes, entre otras cosas, 
a la reorganización de las estructuras y las responsabilidades mi­
nisteriales y de las operaciones de un buen número de depen­
dencias del gobierno.

La necesidad de semejante transformación ha sido atinada­
mente descrita por varios observadores.

Horace W. Busby,2 por ejemplo, expresó la opinión de que 
el mal desempeño de los gobiernos de muchos países del mun-

2 Antiguo asesor del Presidente Lyndon B. Johnson en la Casa Blanca y 
consultor político, citado por Haynes Johnson en el artículo “Public Afíairs 
Review” del 'Washington Post del domingo 18 de julio de 1982.
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do se debe a su concepto; a que los sistemas actuales casi todos 
estructurados conforme a diseños de los siglos XVIII y XIX, resul­
tan inadecuados e improcedentes para las tareas que los gobier­
nos democráticos deben emprender en los siglos XX y XXI.

El Informe de la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo, Nuestro Futuro Común, señala lo siguiente:

La naturaleza integrada e interdependiente de los nuevos retos y 
teínas, contrasta fuertemente con la naturaleza de las institucio­
nes actuales. Esas instituciones tienden a ser autónomas y frag­
mentadas, a trabajar con base en mandatos relativamente estre­
chos y con procesos cerrados para la toma de decisiones. Los 
responsables de administrar los recursos naturales y de proteger 
el medio ambiente se encuentran institucionalmente separados 
de los responsables del manejo de la economía.

El informe concluye que “políticas e instituciones separadas 
ya no pueden atender con efectividad esos aspectos relaciona­
dos entre sí”.

Por lo tanto, resulta instructivo analizar más la prescripción 
en que se basa el concepto de desarrollo sostenible —la integra­
ción del medio ambiente y el desarrollo en los niveles de la pla­
nificación, las políticas y la administración—. La experiencia de 
Jamaica y de otros países, ha sido que en los años de importante 
crecimiento económico —sobre todo durante los años cincuen­
ta y sesenta— los beneficios no se derramaron en forma satisfac­
toria alguna a los amplios sectores de la población. Esto se con­
virtió en un tema político sobresaliente en el país. En los años 
sin crecimiento, de escaso crecimiento o de crecimiento negati­
vo y de íyuste estructural, los sectores sociales y los elementos 
más pobres de la sociedad han vuelto a padecer.

En el sistema de las Naciones Unidas, en Jamaica y en todas 
partes, se ha prestado mucha atención a la idea de crear un 
vínculo entre el desarrollo social y el económico, pero nadie 
puede afirmar que se haya logrado un importante avance en la 
materia. La persistencia de la pobreza y de un agudo desem­
pleo, las grandes disparidades y la condición de los servicios 
sociales en algunos países sólo sirven para recalcar el dilema.

Entonces se presenta el concepto de desarrollo sostenible y 
la propuesta de integrar medio ambiente y desarrollo. ¿Será 
posible lograr el éxito en este caso? ¿O seguirá habiendo crecí-
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miento primero y sólo después cuidado ambiental como ha sido 
el caso con los beneficios sociales? ¿Será posible presenciar la 
integración del desarrollo económico, de los beneficios sociales 
y del medio ambiente, de esos tres elementos?

En su capítulo 8, titulado Integración del Medio Ambiente 
y el Desarrollo en la Toma de Decisiones, la Agenda 21 señala: 
“Los sistemas para la toma de decisiones que prevalecen en 
muchos países tienden a desligar los factores económicos, so­
ciales y ambientales en los niveles de políticas, planificación y 
administración”. Esto influye en las acciones de todos los gru­
pos de la sociedad, incluidos el gobierno, la industria y los indi­
viduos, además de tener importantes implicaciones para la efi­
ciencia y la sustentabilidad del desarrollo. Quizás sea necesario 
un ajuste o incluso una reorganización fundamental de la toma 
de decisiones, a la luz de las condiciones específicas de un país, 
si el medio ambiente y el desarrollo se colocan en el centro de 
la toma de las decisiones económicas y políticas, con miras a lo­
grar una integración completa de esos factores:

El objetivo general consiste en mejorar o en restructurar el 
proceso de toma de decisiones para que el análisis de los as­
pectos socioeconómico y ambiental se integre a él totalmente 
y de esa forma se asegure un ámbito más amplio de participación 
pública.

Esto implica lo que Ignacy Sacks llama la promoción de 
un desarrollo socialmente responsable, ecológicamente viable 
y económicamente eficiente. Nos obliga a contabilizar los cos­
tos sociales y ambientales del desarrollo, y a reconocer su exis­
tencia.

Aunque en grados diferentes, los gobiernos del Caribe es­
tán experimentando una enorme presión proveniente de las di­
fíciles condiciones económicas y sociales; en este contexto, es­
tán tratando de hacer frente a las implicaciones de un cuidado 
ambiental adecuado y de un desarrollo sostenible. Estas presio­
nes pueden provenir de quienes operan o de quienes esperan 
establecer empresas en sectores productivos o en turismo, o de 
“paracaidistas” que se adueñan ilegalmente de las tierras —un 
problema importante en algunos países— o de la dedicación a 
actividades informales como el comercio en las banquetas.
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La mejor forma de enfrentar estas presiones quizás se logre 
mediante la educación pública, una acción comunitaria y un 
acuerdo bipartidista entre los grupos políticos.

Sin embargo, los gobiernos deben llevar las riendas de to­
dos los asuntos relacionados con el medio ambiente y el desa­
rrollo sostenible. Pero deben empezar por poner orden en casa. 
Deben influir en los diversos intereses de la comunidad por 
medio de la persuasión, la educación, la difusión de la informa­
ción y el ejemplo. Deben asegurarse que las dependencias que 
tengan que ver con aspectos del medio ambiente y del desarro­
llo cuenten con la capacidad para enfrentar las dimensiones en 
rápido crecimiento del tema del medio ambiente y el desarro­
llo, lo mismo en los ámbitos nacionales como internacionales. 
La omisión de hacer todo esto, puede desacreditar los esfuer­
zos del gobierno y poner en peligro todo el movimiento hacia 
un desarrollo sostenible.

Las ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES (ONG)
Y EL SECTOR PRIVADO

La tarea requiere la participación total de una diversidad de 
grupos y organizaciones, así como de las comunidades y de los 
ciudadanos individuales. Las ONG de los países del Caribe y de 
todo el mundo ya están desempeñando un papel más y más 
positivo en cuestiones ambientales y de desarrollo.

No obstante, muchas ONG aún tienen mucho camino por 
recorret, antes de alcanzar los niveles de experiencia y capaci­
dad que se requieren para emprender una parte importante 
de la tarea y atraer los recursos cada vez más y más necesa­
rios. También deben conocer el sistema internacional de las 
ONG y de las instituciones multilaterales, en particular el Siste­
ma de las Naciones Unidas, y saber cómo operan y cuáles son 
las condiciones para participar en ellas cuando resulta conve­
niente.

El alcance de niveles más altos de cooperación entre el Esta­
do y los intereses de la sociedad civil es evidente. Pero eso re­
quiere un conocimiento profundo de todas las facetas de las 
diferencias en naturaleza y funciones del gobierno, por una par­
te, y de las ONG y de otras organizaciones, por otra. En los paí-
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ses de la Caricom, el movimiento en pro de la cooperación está 
perfectamente afianzado.

También existe una creciente actividad por parte de varias 
agencias “donatarias” que apoyan el trabzyo de las ONG y su crea­
ción de capacidad en esa esfera.

El nivel del interés en el sector privado de negocios, se ha 
incrementado a últimas fechas, por lo menos en Jamaica. Un 
buen número de empresas lo está haciendo evidente por me­
dio de declaraciones y de anuncios públicos. Su interés se vio 
estimulado por la UNCED. Pero también es la respuesta a la en­
cuesta que está realizando el gobierno respecto de la naturaleza 
y el contenido de los desperdicios y los vertimientos provenien­
tes de un gran número de fábricas y de otras operaciones. Es de 
esperarse que las empresas se den cuenta de las ventajas de co­
operar y de los beneficios de una buena práctica ambiental y de 
un desarrollo sostenible, pero de seguro habrá de pasar un buen 
tiempo antes de que se alcance una situación satisfactoria. Y sin 
duda va a ser necesario aplicar sanciones en los casos de una 
negativa a cooperar en forma positiva.

Es de esperarse que el sector privado de tales países tam­
bién se vea influido por algunos de los desarrollos de los países 
industrializados. Porque si bien el Estado es responsable de adap­
tar sus instituciones, sus procesos, sus relaciones a los requeri­
mientos de un desarrollo sostenible, y de adquirir la competen­
cia y el compromiso en los más altos niveles políticos y al nivel 
de los altos dirigentes del servicio público, también el sector 
privado debe desarrollar sus mecanismos institucionales y sus 
habilidades para cumplir esos requerimientos.

A este respecto han habido varios desarrollos positivos en 
algunos países industrializados. El Informe de la Encuesta Am­
biental de Niveles Comparativos Corporativos sobre Gestión 
Ambiental en las Corporaciones Transnacionales, emprendida 
por los estados de la UNCTAD, señaló:

Durante la última década, el manejo corporativo de los aspectos 
ambientales y ocupacionales ha sufrido una transformación pro­
funda. Numerosas corporaciones han aceptado el reto de una 
época en que los aspectos ambientales ocupan un lugar prepon­
derante del temario político y con gran entusiasmo se han puesto 
a atender sus impactos ambientales... Muchas corporaciones se-
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leccionan para sus mesas directivas a miembros con responsabili­
dades especiales en medio ambiente, salud y seguridad, y formu­
lan complicadas políticas y programas. Estas políticas a menudo 
superan los requisitos de ley y reflejan importantes inversiones 
por las corporaciones.

En 1990, 34 estados miembros de la Comisión Económica 
de las Naciones Unidas para Europa, se reunieron en Bergen, 
Noruega. Emitieron una Declaración y un Temario para la Ac­
ción sobre Desarrollo Sostenible que presentaron ante la Con­
ferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desa­
rrollo. La Declaración de Bergen incluyó un llamado a esas 
naciones para que:

alienten "a los inversionistas para que apliquen a sus inversiones 
en el extranjero el análisis ambiental, los procedimientos y los 
estándares ambientales que les requieren sus países de origen.

La importancia de este llamado debe ser reconocida plena­
mente por los países del Caribe y por aquellos que reciben em­
presas extranjeras y que buscan inversiones adicionales prove­
nientes del exterior. La aplicación de este principio podría 
ayudar a fomentar que las empresas locales adoptaran estándares 
aceptables. Además, esta Declaración llega en un momento de 
crecientes temores de que las industrias “sucias” pudieran irse 
trasladando más y más a los países en desarrollo a medida que 
en los países industrializados vayan aumentando las presio­
nes en favor de procesos ambientalmente inocuos.

Los gobiernos tienen responsabilidades muy especiales en 
este sentido, entre las que se incluye el establecimiento de me­
dios para recabar información pertinente sobre los desarrollos 
de otros lugares que cuentan con intereses y actividades simila­
res en sus comunidades.

El sector privado también debe tener, a través de sus asocia­
ciones o de otras fuentes, los medios para obtener esa infor­
mación. La creciente aplicación de factores ambientales como 
criterios al comercio y el temor de que en ciertas instancias eso 
pudiera constituirse en barreras injustas a los productos de paí­
ses en desarrollo, también aumenta las responsabilidades de los 
sectores público y privado.



296 DESARROLLO SOSTENIBLE Y REFORMA DEL ESTADO

Un hecho interesante es que, dejándose llevar por la ola de 
entusiasmo en favor de la desinversión, la desreglamentación y 
la reducción del sector público, Jamaica está pensando en desin­
vertir en varios servicios públicos como agua, algunos servicios 
hospitalarios, la recolección de basura y el servicio postal. La 
efectividad de tales medidas y la respuesta del público van a 
depender en gran medida de la capacidad de los intereses del 
sector privado para administrar con eficiencia esos servicios y 
teniendo plena cuenta del interés del público.

Denis Benn, hasta hace poco Representante de PNUD resi­
dente en Jamaica, lo dijo en estas palabras:

Un modelo de desarrollo en favor de los pobres, en favor del 
pueblo y en favor del planeta, depende en gran medida de la ca­
lidad y la sustentabilidad de la interacción entre el Estado, la 
sociedad civil y el mercado.3

Dimensiones regionales e internacionales

Por último, es menester decir una palabra sobre la participa­
ción de los países en los asuntos regionales e internacionales 
relacionados con el medio ambiente y el desarrollo sostenible. 
Este es un elemento esencial de entre la gama de responsabili­
dades que pesan sobre los miembros de la comunidad interna­
cional y sobre los gobiernos en particular.

Implica la aceptación del papel que cada país debe desem­
peñar en favor de la protección del medio ambiente mundial, 
así como en el proceso de cooperación internacional e inter­
acción en otros asuntos relacionados.

Para cumplir estas responsabilidades, los países del Caribe 
y todos los demás deben establecer mecanismos institucionales 
adecuados, capaces de responder a esas demandas.

Pero los pequeños países del Caribe, de por sí forzados al 
límite por su participación en aspectos regionales e internacio­
nales de todo tipo, tienen dificultades para encontrar los recur­
sos para atenderlas. De cualquier forma, en tal sentido reciben

3 Tomado del Documento de un Proyecto de Estrategia sobre “El pnud y 
Organizaciones de la Sociedad Civil: Creación de un Desarrollo Sostenible”.
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la ayuda de la Secretaría de la Caricom que, dentro de los lími­
tes de sus modestas posibilidades, ha desempeñado un papel 
activo en los asuntos ambientales internacionales.

En el centro de esas actividades está el Sistema de las Nacio­
nes Unidas, primero con el PNUMA y más recientemente con la 
UNCED y la próxima Conferencia sobre Desarrollo Sostenible 
de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo. Las activida­
des en curso incluyen el trabsgo de la Comisión de las Naciones 
Unidas sobre Desarrollo Sostenible y el Fideicomiso Mundial 
para el Medio Ambiente. Existen requisitos de información, que 
esos países deben cumplir, donde muestran su desempeño en 
relación con el desarrollo sostenible.

Entre el enorme número de convenciones internacionales 
y regionales relacionadas con el medio ambiente, hay varias que 
revisten especial importancia para los países del Caribe. Estos 
deben examinarlas contra la medida de sus intereses y preocu­
paciones, así como de sus obligaciones internacionales, y cuidar 
de que las disposiciones que contienen estén en armonía con 
sus sistemas legal, constitucional y demás, y que ellos estén en 
condiciones de cumplir los requerimientos que exigen a sus sig­
natarios. Esto exige una competencia institucional adecuada en 
cada país.

La introducción de un creciente número de consideracio­
nes de índole ambiental en las operaciones comerciales interna­
cionales, a las cuales ya se hizo referencia anteriormente, está 
provocando graves inquietudes en algunos países del Caribe y 
de otras partes, que ven la posibilidad de que tales disposicio­
nes se conviertan, de hecho, en barreras al comercio, que pue­
dan impedir la aceptación de algunos de sus productos de ex­
portación. Esto se ha vuelto un tema polémico, dado que los 
principales países industrializados insisten en que el GATT debe­
ría contener disposiciones especiales que traten ese aspecto. Por 
lo mismo, los países de la Caricom deben unirse a los demás 
países con preocupaciones similares para tratar de impedir cual­
quier desarrollo indeseable en tal sentido.

Los países del Caribe intervienen activamente en activida­
des regionales y subregionales relacionadas con el medio am­
biente, en particular en el Programa Ambiental del Caribe, un 
elemento del Programa de Mares Regionales del PNUMA y en el 
que participan más de 25 países.
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Mantienen vínculos con los países latinoamericanos a tra­
vés de la Oficina Regional del PNUMA en la ciudad de México y 
con la Comisión Económica para América Latina y el Caribe. 
Los ministros de la Caricom, interesados en los aspectos ambien­
tales, se reúnen de vez en cuando. La existencia del Instituto de 
Salud Ambiental del Caribe y de dos cátedras sobre medio am­
biente y desarrollo sostenible subvencionadas por importantes 
corporaciones en la Universidad de las Indias Occidentales, han 
venido a agregar una dimensión especial e importante a las ca­
pacidades de los países.

Participan en programas sobre asuntos ambientales y de 
desarrollo patrocinados por instituciones financieras multila­
terales y por donatarios bilaterales. Se ven obligados a entablar 
negociaciones sensibles con inversionistas extranjeros en los ca­
sos en que median aspectos de carácter ambiental y tratan de 
garantizar, por ejemplo, en proyectos relacionados con el turis­
mo —del que algunos países han llegado a depender fuertemen­
te—, que los desarrollos no provoquen un grave deterioro del 
medio ambiente.

Finalmente, deben administrar los vastos territorios sobre 
los cuales ejercen su jurisdicción al amparo de la Ley del Mar, 
como resultado de la demarcación de una zona económica de 
doscientas millas. En algunos casos puede tratarse de recursos 
considerables, en especial en forma de peces. Los beneficios 
posibles, así como los riesgos ambientales y el peligro de inva­
siones del exterior, requieren, por lo mismo, una maquinaria 
institucional especial, así como el equipo y personal para admi­
nistrar, explotar y monitorear esas áreas.
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JUn el contexto de los trabajos preparatorios de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo y el Medio Ambiente 
(Río de Janeiro, 1992), y en el evento mismo, se instaló en el esce­
nario mundial, regional y nacional de cada país, una nueva aspira­
ción, un nuevo ideal de la humanidad: el del desarrollo sostenible.

El desarrollo sostenible, en cuanto ideal, encierra la aspiración 
de construir un mundo en que todos los seres humanos y todos los 
países puedan satisfacer sus necesidades materiales y espirituales 
y puedan mejorar sustancialmente su calidad de vida, o al menos 
sin comprometer la posibilidad de las generaciones futuras por 
alcanzar idénticos objetivos.

A fin de debatir esta rica temática, El Colegio de México y la 
Oficina Regional para América Latina y el Caribe del Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA/ORPALC) 
convocaron a un seleccionado grupo de especialistas al “Primer 
Foro del Ajusco” sobre el tema de “La reforma del Estado y desa­
rrollo sostenible en América Latina y el Caribe’’. Éste se celebró en 
la sede de El Colegio de México del 11 al 14 de abril de 1994. El 
presente libro reúne los trabajos presentados al Foro por los espe­
cialistas convocados.

EL COLEGIO DE MÉXICO PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL MEDIO AMBIENTE o


